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Presentación 


EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN EN EL DEVENIR 
CONSTITUCIONAL DE MÉXICO. 100 ANIVERSARIO CONS- 
TITUCIÓN 1917 


La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es la Ley 
Suprema de la Unión, el eje rector de las instituciones, de las polí- 
ticas públicas y de las reglas de convivencia pacífica entre los miem- 
bros de la sociedad. Sus contenidos y sus principios, edificados 
sobre la base de las ideologías que han marcado el devenir de 
nuestra nación, después de consumada la Independencia y de aque- 
llas que detonaron la Revolución, está próximo a cumplir cien años. 
Éste es un acontecimiento propicio para reflexionar a propósito de 
su evolución a lo largo del siglo XX y los primeros años del siglo 
XXI para plantear una visión prospectiva del constitucionalismo 
en nuestro sistema jurídico. 


Al ser la Constitución el gran legado cultural de la Revolución 
de 1910, conmemorar su promulgación representa, tanto la con- 
firmación de que los anhelos del pueblo de México se concretan de 


manera permanente en el reconocimiento, el respeto y la protección 
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de los derechos humanos, en la modernización de las instituciones 
fundamentales y en la adaptación a las necesidades y exigencias 
de una nación que evoluciona constantemente en el concierto inter- 
nacional, así como la oportunidad para ratificar nuestro compro- 
miso inalterable con la libertad, con la justicia y con las exigencias 
históricas de nuestra sociedad. 


La importancia, significado como elemento sustancial de las 
instituciones de México, llevó a que el 5 de febrero de 2013, los re- 
presentantes de los tres Poderes de la Unión firmaran el Acuerdo 
para la Conmemoración del Centenario de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; * por ello, y con el propósito de dar 
cumplimiento y realidad a ese Acuerdo, se conformó la Comisión 
Organizadora del Poder Judicial de la Federación para los Festejos 
del Centenario, orientada de manera preponderante a identificar y 
relacionar los sucesos, las acciones, los personajes y los docu- 
mentos jurídicos y jurisdiccionales que marcaron el rumbo de la 
nación mexicana durante el siglo XX, así como la manera en que 
éstos perfilan y definen al Poder Judicial de la Federación como 
una institución fundamental en el proceso continuo de construc- 
ción del Estado de derecho en México. 


Bajo esos compromisos, los trabajos que el Poder Judicial 
de la Federación ha programado para celebrar el centenario de la 


1 Diario Oficial de la Federación, primera sección, miércoles 6 de febrero de 2013. 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, están dedi- 
cados a explicar desde la perspectiva de la administración de jus- 
ticia federal, la manera en cómo contribuyen tanto la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación como los Tribunales del Poder J udicial de la 


Federación a la consolidación del orden constitucional en nuestro país. 


En consecuencia, es preciso reconocer que las instituciones 
jurídicas y políticas de nuestro país se encuentran actualmente en 
una etapa de transición significativa. A lo largo de sus casi cien años, 
el texto original de nuestra Constitución se ha ido modificando para 
adecuarse a los nuevos tiempos, a las nuevas circunstancias y a 
las exigencias históricas de la sociedad. Se han ampliado los dere- 
chos individuales, se han reconocido los derechos colectivos, se han 
establecido mecanismos para su defensa, se ha adecuado la rela- 
ción entre el Estado y una sociedad cada vez más plural, diversa 
y compleja, sin que ello hubiera significado la modificación de los 
principios esenciales que la conforman a que se refieren sus artícu- 
los 40 y 136, tales como una República representativa, democrática 
laica, federal compuesta de Estados Libres y Soberanos, entre otros. 


Como garante del orden constitucional, al Poder Judicial de 
la Federación le corresponde aportar elementos que permitan a la 
sociedad participar activamente en el proceso de construcción de 
la nueva cultura jurídica, en torno a la propia norma fundamental 


y los principios que establece, con lo que sin duda, se refuerza 
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la finalidad última de la Judicatura Federal: la protección más am- 
plia de la persona y la salvaguarda de sus derechos. 


En el México actual, el texto constitucional se reafirma como 
la guía para seguir edificando el país que anhelamos para las gene- 
raciones presentes y futuras. La Constitución es la hoja de ruta 
de la nación, el pacto duradero de nuestra vida institucional y el 
soporte de nuestra convivencia social, y como norma suprema a ella 
debe ajustarse y someterse toda otra norma que se genere den- 
tro de su ámbito general de aplicación. De igual forma, es nece- 
sario reafirmar, día con día, nuestra convicción para que, al amparo 
de la supremacía constitucional, consolidemos el país de libertades, 
justicia y libertad que el pueblo merece. 


Con estas bases, y para propiciar el conocimiento, difusión 
y reflexión de nuestra Carta Magna, así como su historia y apli- 
cación por el Poder Judicial de la Federación, tengo el agrado de 
poner a disposición de todos un conjunto de publicaciones, entre 
obras conmemorativas, compilaciones, estudios monográficos y fac- 
similares, que sin duda resultarán de gran interés y provecho, no 
sólo de especialistas, sino del público en general. 


Ministro Luis María Aguilar Morales 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Consejo de la Judicatura Federal 


Introducción 


La conmemoración del centenario de la Constitución Política de 
1917 representa, para los tres Poderes de la Unión, un aconte- 
cimiento trascendental para traer a la memoria de la sociedad 
mexicana los caminos andados por los hombres y las instituciones 
que han forjado nuestro país. En esencia, para celebrar nuestra 
historia jurídica y política. 


La Suprema Corte de Justicia de la Nación, como una de las 
instituciones que ha participado activamente en este tránsito his- 
tórico desde hace más de 190 años, ha sido factor sustantivo en 
la definición de los principios que forman a un Estado constitu- 
cional y democrático de derecho al ser intérprete y garante de la 
Constitución. El centenario representa una oportunidad más para 
que, de manera incluyente y plural, la sociedad pueda recordar 
los acontecimientos que dieron origen a la Constitución que nos 
rige actualmente, así como conocer, reflexionar y propiciar un diá- 
logo fecundo en torno a su contenido y proyección. 


En razón de ello, para el Poder Judicial de la Federación 
representa un alto compromiso el ser partícipe de esta tarea de 
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divulgación, a fin de contribuir a formar a las personas en el con- 
tenido de la Carta Magna y sus significados, así como a construir 
un debate abierto y franco en torno a nuestro pasado y los retos que 
plantean los tiempos actuales; por lo que se ha propuesto llevar a 


cabo diversas actividades encaminadas a socializar la Constitución. 


En este marco, promoveremos obras y eventos que ayuden 
a comprender la importancia de conocer nuestra Constitución, su 
aplicación y los criterios que se desprenden de su interpretación 
como parte de la labor sustantiva de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación y de los Tribunales y Juzgados Federales. Lo anterior, 
con la firme intención de mejorar de manera progresiva el cono- 
cimiento de los temas que atañen a la norma suprema y a la función 
de la judicatura, así como para incentivar a la sociedad en general 
a participar en las actividades que implican el diseño y construc- 
ción del diario quehacer público y, en particular, respecto de la 
protección y defensa de los derechos humanos. 


Para conseguirlo, el Poder Judicial de la Federación ha trazado 
un programa de trabajo a desarrollarse en el periodo 2014-2017, 
dentro del cual, como herramienta sustantiva para la difusión y discu- 
sión de contenidos e ideas, se ha contemplado generar un conjunto 
de obras particularmente dedicadas a la sociedad en general, a las 
que se aúnan obras especializadas para la comunidad jurídica así 


como exposiciones, conferencias, seminarios, coloquios, mesas redon- 
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das, transmisiones especiales por radio y televisión y concursos de 
ensayo y tesis, entre otros. 


De esta manera, las publicaciones que forman parte de este 
proyecto, y que incluyen facsimilares, reediciones, compilaciones, 
estudios monográficos, obras colectivas, folletos e historietas, guar- 
dan un enfoque multidisciplinario, con una visión de lo nacional e 
internacional, que procura a su vez ser cercano y accesible a todos 
los sectores de la sociedad. 


La organización de tales obras obedece a los tres ejes en los 
que se divide el Programa de Trabajo del Poder Judicial de la Fede- 
ración y que en una línea de tiempo parten de 1898, últimos años 
del Porfiriato e inicio de la Cuarta Época del Semanario J udicial de 
la Federación hasta el 2011 y la prospectiva que el presente nos 
permite explorar, proponer o concebir. 


El primer eje corresponde a “El Poder Judicial de la Federa- 
ción, eje transversal en el devenir histórico constitucional”, que 
abarca el periodo de 1898 a 1988. El segundo se denomina “El papel 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tribunal Consti- 
tucional y garante de nuestra Constitución en la consolidación del 
Estado Mexicano”, que comprende de 1988 a la conclusión de la 
Novena Época del Semanario Judicial de la Federación. El tercero 
se refiere a “La labor del Poder Judicial de la Federación en la cons- 
trucción del nuevo paradigma constitucional”, el cual inicia con la 
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Décima Época e integra el análisis en torno al futuro del consti- 
tucionalismo y de la administración de justicia en México. 


Bajo esta metodología y teniendo como centro a la Consti- 
tución y, por tanto, a la construcción y consolidación del Estado de 
Derecho en México y la protección de los derechos humanos como 
temas transversales de todos estos estudios, tenemos confianza 
en que los trabajos proyectados para conmemorar la promulgación 
de la Constitución de 1917, aportarán valiosos elementos en ma- 
teria de pedagogía constitucional. 


La instrumentación de acciones bajo dicha perspectiva 
pretende asegurar que la sociedad tenga acceso al conocimiento 
de los derechos que protege la Constitución y, con ello, garantizar 
-a través de las instituciones-, la protección de las personas y sus 
derechos; así como incentivar una amplia participación ciudadana. 


La cercanía y accesibilidad que se busca a través de los 
materiales que se generen, redunda en los distintos formatos en 
los que se requieren este tipo de herramientas para que puedan 
ser consultadas por niñas, niños, adolescentes, personas adultas, 
con discapacidad, o miembros de nuestros pueblos indígenas, entre 
otros. Por esta razón se ha considerado que las distintas obras 
se generen en formatos impresos y electrónicos, así como a tra- 
vés de medios masivos como el radio y la televisión, con lo que se 
conforma una amplia gama de opciones para participar de estos 
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festejos a fin de llegar al mayor número de personas posible; des- 
de luego con la premisa de que la claridad de las ideas no significa 
sacrificar la seriedad y la profundidad de la información. Por ello, 
tanto especialistas como público en general podrán ser receptores 


del mensaje que se pretende transmitir. 


Ahora bien, dentro de los temas que abordan estas activi- 
dades se encuentran, entre otros: el proceso de gestación, con- 
solidación y aplicación de la Constitución de 1917 y de las 31 
Constituciones de las Entidades Federativas; la evolución consti- 
tucional y la función jurisdiccional; los derechos de la niñez desde 
el nacimiento hasta la mayoría de edad; los derechos de las mu- 
jeres; el constitucionalismo mexicano de los siglos XIX y XX; la 
justicia federal en las entidades federativas durante la Revolución 
y después de la Constitución de 1917; las imágenes de la justi- 
cia en México a través de los siglos; la Suprema Corte y la política; 
la creación y evolución del Consejo de la Judicatura Federal; la 
herencia del constitucionalismo social mexicano y sus desafíos; 
la difusión de valores, derechos y deberes contenidos en la Cons- 
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lenguas in- 
dígenas y los derechos de los pueblos indígenas; los tribunales 
constitucionales en Iberoamérica; el Juez constitucional y los de- 
rechos humanos; y los retos del constitucionalismo contemporáneo; 


así como la idea de la justicia en México -un repaso histórico-, el 


XXI 


XXII 


Suprema Corte de Justicia de la Nación 


impacto de la Constitución en la sociedad - periodismo de inves- 
tigación-, concursos de tesis y un programa de concurso dirigido 
a jóvenes universitarios relativo a la Constitución, sus reformas e 


interpretación. 


En definitiva, la formación en la Constitución implica el pen- 
samiento, la cultura, el lenguaje, el arte, los valores, los textos 
y los métodos. Porque se aprende aquello que es significativo para 
nosotros; y el ejercicio de la ciudadanía y la democracia confor- 
ma uno de los temas más representativos para el desarrollo de la 


vida en las sociedades contemporáneas. 


Sin duda, las metas que nos hemos planteado, abonarán a la 
construcción de una cultura de la Constitución y a un conocimiento 
más amplio de los principios y valores que consagra en beneficio 
de la sociedad, para alcanzar un orden jurídico más pleno encami- 


nado a ensanchar la democracia y los derechos humanos de todos. 


Ministro José Ramón Cossío Díaz 

Coordinador General de los Trabajos de la Comisión 
Organizadora del Poder Judicial de la Federación 

para los Festejos del Centenario de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos 


* 


Il. MINISTRO PAULINO MACHORRO NARVÁEZ 


Paulino Machorro y Narváez, óleo sobre 
tela de Gladys Schifferli (ca. 2006), galería 
“Retratos Vivos” de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, México. 


* Se tomó como referencia la semblanza incluida en: Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Ministros 1917-2004. Semblanzas, 2a. ed., México, Suprema Corte de Justi- 
cia de la Nación, 2005, p. 413. 


A. SEMBLANZA 


Lugar y fecha de nacimiento: En el Estado de Durango el 14 
de septiembre de 1877,* sus padres fueron el teniente coronel 
Paulino Z. Machorro y la Profesora Guadalupe H. Narváez.? 


Antecedentes escolares: Realizó sus estudios básicos en la 
ciudad de Guadalajara. 


Estudios profesionales: Obtuvo el título de Abogado, en la ciudad 
de Guadalajara, Jalisco. 


Actividades académicas: Fue Profesor y Director de la Escuela 
Preparatoria de Guadalajara; y Profesor de Derecho Constitucional 
y Penal en la Escuela Nacional de Jurisprudencia, ahora Facultad 
de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México. 


Otras actividades: Fue Abogado Consultor de los Ferrocarriles 


Nacionales de México. 


1 Así fue la Revolución Mexicana, Tomo 8: Los Protagonistas, México, Senado de la Repú- 
blica/SEP, 1985, p. 1627. 

2 Romero Flores, Jesús, Historia del Congreso Constituyente 1916-1917. Con la reseña 
gráfica, Editorial Gupy, S.A., México, 195, p. 154. 
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Obras: Autor de diversos estudios, como: La enseñanza en México, 
Curso completo de educación cívica nacional, El Ministerio Público 
y la intervención de terceros en el procedimiento penal y la obliga- 


ción de consignar según la Constitución, Derecho Penal especial. 


Poco antes de morir, escribió un amplio estudio sobre la Consti- 
tución de 1857. Su interés por la historia lo llevó a escribir textos 
sobre Venustiano Carranza, Manuel de la Peña y Peña o Francisco 


Severo Maldonado. 


Además, colaboró en los periódicos Jalisco Libre o La Vanguardia, 
El Nacional y El Universal. Y en revistas jurídicas como El Foro, 
Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, La Justicia y Los 


Tribunales y Criminalia. 


Academias, asociaciones y sociedades: Fue Director de la 
Barra de Abogados y Miembro de la Academia de Jurisprudencia 


y Legislación. 


Cargos de elección popular: Fue presidente municipal de 
Guadalajara? y Diputado al Congreso Constituyente por el deci- 


moctavo distrito electoral del Estado de Jalisco. 


3 Musacchio, Humberto, Diccionario enciclopédico de México, México, Editorial Raya en el 
Agua, 2006, p. 1408. 
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Cargos en la Administración Pública Estatal: Poco después 
de titularse fue agente del Ministerio Público en Teocaltiche (po- 
blación situada al noroeste del Estado de Jalisco) y Juez en Aguas- 
calientes (donde fundó el periódico Revista del Centro). Fue 
presidente del Jurado de Infracciones Fiscales y consultor de la 
Secretaría de Hacienda, En 1920 fungió como Oficial Mayor de 
la Secretaría de Gobernación y posteriormente, como Subsecre- 
tario de la misma dependencia gubernamental. En dos ocasiones 
fue Procurador de Justicia del Distrito Federal, una de ellas en 1917. 


Cargos en el Poder Judicial de la Federación: En 1928 fue 
designado Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 


por el Presidente de la República, Plutarco Elías Calles. 


Fecha de retiro: Ejerció su función hasta 1934. 


Lugar y fecha de fallecimiento: En la Ciudad de México, en 
marzo de 1957, a los 79 años de edad. 
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B. PAULINO MACHORRO NARVÁEZ 


Elisa Speckman Guerra' 


Paulino Machorro Narváez nació en la ciudad de Durango en 
1877, sus padres fueron un teniente coronel (Paulino Z. Machorro) 
y una profesora (Guadalupe H. Narváez); nació cuando Porfirio 
Díaz ocupó por vez primera la presidencia del país. No vivió la 
inestabilidad política y los conflictos con el exterior que caracteri- 
zaron a las primeras décadas de vida independiente. Creció y se 
educó en Guadalajara, en un contexto de continuidad institucional 
y relativo orden social, desarrollo económico e industrialización, 
transformación de las vías de comunicación (el primer tren de la 
capital arribó en 1888) y desarrollo urbano (a principios de siglo 
XX Guadalajara y la Ciudad de México eran las dos únicas urbes 
del país que contaban con más de 100 mil habitantes). Un cre- 
cimiento económico y social que, sin embargo, estaba marcado 


por profundas desigualdades. 


Estudió en una institución de carácter liberal, reabierta tras la 


Intervención Francesa: el Liceo de Varones. “Al triunfo del partido 


* Investigadora, Instituto de Investigaciones Históricas, UNAM. 
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constitucionalista (..) se organizó la enseñanza profesional en 
Jalisco, acorde con la nueva ideología del régimen liberal”,* reme- 
moró Machorro Narváez. Efectivamente, el Liceo de Varones no 
adoptó el programa positivista y “cientificista” que se seguía en la 
Escuela Nacional Preparatoria de la Ciudad de México.* 


Tampoco su educación profesional estuvo permeada por las 
ideas de la escuela positivista de derecho penal (como sí lo estaba 
en la capital). Al respecto escribió: 


La avalancha positivista, no obstante su ímpetu incon- 
tenible, apenas tocó a la enseñanza del Derecho con las 
clases de sociología, materia por otra parte, no espe- 
cializada, sino perteneciente al ciclo llamado prepara- 
torio; César Lombroso no hizo huella profunda.? 


En la Escuela de Jurisprudencia de Guadalajara privó la 


tradición liberal. Siguiendo con sus remembranzas: 


2 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857.Un ciclo evolutivo del pueblo mexi- 
cano, 1824-1857. A la vez, un punto de partida de un ciclo evolutivo superior 1857-1917, 
México, UNAM, 1959, p. 126. 

5 Véase Muriá, José María, Breve Historia de Jalisco, México, El Colegio de México-Fondo 
de Cultura Económica, 2005, Colección Fideicomiso de las Américas, p. 120. 

€ Machorro Narváez, Paulino, “El Foro de Guadalajara”, en Enríquez Perea, Alberto 
(comp.), Paulino Machorro Narváez. Constituyente de 1917. Textos históricos y jurídico- 
políticos (1915-1954). México, Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM- 
Ediciones Lirio, 2014, p. 382. 
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La Constitución de 1857 y las Leyes de Reforma tra- 
jeron un gran elemento nuevo: las garantías indi- 
viduales y el juicio de amparo hubieron de ocupar las 
cátedras y los bufetes, con un criterio ya netamente 
desprendido de las antiguas afinidades escolásticas, 
canónicas y romanas, y aún podría decirse, en contra- 
dicción con ellas, por los principios de libertad de pen- 
samiento y enseñanza, de limitación de la capacidad 
jurídica de las personas morales para poseer bienes 
raíces, el principio herético de la soberanía popular y del 


Gobierno Civil sobre el régimen eclesiástico.” 


Agregó: “El Derecho Civil y Penal franceses, substituye- 
ron en los alegatos y sentencias al romano, y las citas de Laurent 


y Chaveau a las del Digesto y las Partidas”.* 


Formó parte de las primeras generaciones de abogados que 
se educaron en el liberalismo y la secularización. También en la 
codificación. Estudió cuando los códigos estatales habían sido pro- 
mulgados y el orden jurídico tradicional o novohispano había sido 
desplazado por un orden moderno o liberal, en otras palabras, 


cuando el pluralismo normativo había sido substituido por un 


7 Idem. 
8 Ibidem, pp. 381-382. 
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monismo legislativo y la legislación, considerada como expresión 
de la voluntad general, era el único derecho vigente. En conse- 
cuencia, en la enseñanza perdieron terreno los derechos (el romano 
o el hispano) y los cuerpos (las Siete Partidas) que habían que- 
dado sin vigencia. En su lugar, volviendo con Machorro Narváez, 
cobraron importancia las cátedras de derecho natural (fundamento 
de la mentalidad individualista), constitucional (pues el amparo y 
las garantías individuales suministraban amplia materia de es- 
tudio y de práctica profesional) e internacional público y privado 
(que permitía comprender la posición de México en el mundo). 
Además se sumaron cursos como el de medicina legal, que refle- 


jaba los avances de la ciencia.? 


Paulino Machorro Narváez obtuvo su título profesional en 
1901. Poco después fue agente del Ministerio Público en Teocalti- 
che (población situada al noroeste del Estado de J alisco) y Juez en 


Aguascalientes (donde fundó el periódico Revista del Centro). 


En 1906 regresó a Jalisco. Cinco años más tarde se afilió al 
Partido Liberal Jalisciense. Fue electo presidente municipal de 
Guadalajara. Después se sumó a las filas del maderismo y fundó 


la Liga de Amigos del Pueblo. Simpatizante del constitucionalismo, 


2 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857, op. cit., nota 2, pp. 126-127; y Ma- 
chorro Narváez, Paulino en “El Foro de Guadalajara”, op. cit., nota 4, pp. 353-384. 
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cuando en 1915 el ejército constitucionalista tomó Guadalajara 
colaboró con el gobierno de Manuel M. Diéguez. En esa época 
escribió para el periódico Jalisco Libre y en el Boletín Militar. 


En 1915, fue nombrado Procurador de Justicia del Distrito 
Federal. Formaba parte de la nueva generación de abogados que, 
adscritos al grupo constitucionalista, sustituyeron a los funcio- 
narios porfiristas. Específicamente, muchos jueces y funcionarios 
porfirianos se retiraron al estallar la Revolución o tras la derrota 
de Victoriano Huerta. 


Dejó la Procuraduría al ser nombrado diputado al Congreso 
Constituyente por el Decimoctavo distrito electoral del Estado de 
Jalisco. De acuerdo con Ignacio Marván, fue uno de los 61 con- 
gresistas que tenían formación como abogados (el 28% del total) 
y fue parte de un numeroso grupo de diputados que, antes de 
serlo, pertenecían a “la clase dirigente” y ocupaban “diferentes car- 
gos o al menos eran consejeros en el gobierno preconstitucional 
de Carranza, sea a nivel nacional, estatal, municipal”. * 


Dentro del Congreso se formaron dos comisiones de Cons- 


titución encargadas de dictaminar el proyecto presentado por 


10 Marván Laborde, Ignacio, “Los constituyentes abogados en el Congreso de 1916-1917”, 
en Cruz Barney, Oscar, et al. (coords.), Los abogados y la formación del Estado en México, 
Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México/UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, Instituto de Investigaciones Históricas, 2013, pp. 322, 323, 327 y 328. 
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Venustiano Carranza. A cada una de ellas pertenecieron dos aboga- 
dos, Paulino Machorro Narváez formó parte de la segunda (junto 
con Hilario Medina, mientras que Enrique Colunga y Enrique Recio 


estuvieron en la primera). 


Sostiene Ignacio Marván que sobre estos cuatro abogados 
“recayó todo el trabajo técnico-jurídico que requería dictami- 
nar cada uno de los artículos”. Además, ante la necesidad de explicar 
y fundamentar sus dictámenes intervinieron en múltiples sesiones. 
En general los diputados abogados fueron muy participativos y, en 
conjunto, representaron más de un tercio de los constituyentes 
que intervinieron en la discusión de los dictámenes.*!* Según 
Paulino Chavarría Gómez, Machorro Narváez participó 18 veces, 
comentando diversos artículos, siendo destacada su intervención 
en la sesión del 4 de enero de 1917 en que se trató el artículo 20, 
referente a las garantías del procesado y la existencia del juicio 


por jurado. ?*? 


1 Ibidem, pp. 330 y 331. 

2 Participó en los siguientes artículos y temas: art. 4 (libertad de trabajo y ejercicio pro- 
fesional), 20 (garantías procesales), 21 (funciones del Ministerio Público), 27 (propiedad 
y expropiaciones), 30 (ciudadanía), 49 (división de poderes), 52 (elección de diputados), 
55 (requisitos para fungir como diputado), 56 (integración de la Cámara de Senadores), 64 
(prevenciones relativas a la inasistencia de los legisladores a las sesiones), 67 y 69 (se- 
siones extraordinarias del Congreso), 73 (facultades del Congreso), 83 (principio de no 
reelección), 84 y 85 (faltas del Presidente), 103-107 (controversias a resolver por los tri- 
bunales federales) y 115 (gobiernos estatales). Cfr. Chavarría Gómez, Paulino, “Paulino 
Machorro Narváez. Perfiles de la administración de la justicia penal en México”, en 
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En 1917, al concluir las sesiones del Congreso Constitu- 
yente, Paulino Machorro Narváez volvió a ocupar la Procuraduría de 
Justicia del Distrito Federal. Permaneció en el cargo hasta junio 
de 1918. En ese año fue electo diputado federal por el Octavo 
Distrito de Jalisco, función que desempeñó hasta 1920. Posterior- 
mente fue oficial mayor de la Secretaría de Gobernación y más 


tarde subsecretario del mismo organismo. 


En la década de 1920, presidió el Jurado de Infracciones 
Fiscales, además de fungir como consultor de ferrocarriles y de la 
Secretaría de Hacienda. Además promovió la fundación de la Barra 
Mexicana de Abogados, creada en octubre de 1922 en el marco del 
Segundo Congreso Jurídico Nacional, con el propósito de defender 
los intereses individuales y colectivos de los asociados, procurar 
que en su actuación respetaran las leyes y los principios éticos, 
velar por la correcta aplicación del derecho y el respeto a la jus- 


ticia, e impulsar la cultura jurídica. *? 


A fines de 1928, fue designado Ministro de la Suprema Corte 
de Justicia. Meses antes, en agosto de dicho año, se había refor- 


mado el artículo 96 constitucional cambiando la vía de designación 


La Constitución Mexicana de 1917. Ideólogos, el núcleo fundador y otros constituyentes, 
México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1990, pp. 331-332. 

13 Ver “El Congreso Nacional Jurídico acabo y crea la Barra Mexicana”, en Excélsior, viernes 
13 de octubre de 1922, pp. 1 y 4. 
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de los Ministros. El Constituyente de 1917 había determinado, 
respetando el proyecto de Venustiano Carranza, que fueran nom- 
brados por el Congreso de la Unión, pero ahora serían nombrados 
por el Presidente de la República y ratificados por la Cámara de 
Senadores. La reforma de 1928 -a pesar de que cambió la forma 
de designación- no alteró la duración de los Ministros en el cargo: 
seguían siendo inamovibles como se acordó en 1917. Cabe seña- 
lar que en la adopción de la inamovilidad por parte del Congreso 
Constituyente fue relevante la participación de la Segunda Comi- 
sión de Constitución, de la cual Paulino Machorro Narváez formó 
parte. En su proyecto, Venustiano Carranza había propuesto que 
los Ministros duraran cuatro años en su puesto, pero la Comisión 
propuso una modificación: tal como décadas antes lo habían 
determinado los miembros de la Unión Liberal, encabezados por 
Justo Sierra y Francisco Bulnes, consideró que debían ser inamo- 
vibles. Siguiendo su recomendación, los diputados constituyentes 
determinaron que lo serían a partir de 1923. 


Según la reforma de 1928, le correspondía al Presidente de 
la República designar a los Ministros inamovibles. La tarea recayó 


en Emilio Portes Gil, quien recuerda: 


Consciente de mi responsabilidad como jefe del Poder 
Ejecutivo y además, como abogado conocedor del Foro 


Mexicano, me sentía doblemente obligado a hacer una 
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designación que se tradujese en prestigio para la admi- 
nistración y que acabara con la serie de inmoralidades 
y corruptelas que pesaban sobre los tribunales desde 
hacía muchos años y que, a pesar de las severas crí- 
ticas de la prensa y de las instituciones jurídicas, no 

habían podido desterrarse. 


(...JYo sabía (...) que las influencias (...) se moverían 
fuertemente para lograr que el Poder Judicial se in- 
tegrara con elementos políticos militantes; pero (...) 
tomé la firme resolución de no dar cabida a ninguna 
recomendación que no estuviese plenamente garan- 
tizada por las tres cualidades que debe reunir un buen 
Magistrado o juez, a saber: probidad (..), capacidad 
(..) y dedicación.?* 


El ex-mandatario reconoció la importancia de la colabora- 
ción recibida por parte de la Barra Mexicana y otras asociaciones 
de abogados, que enviaron propuestas de candidatos. Una nota 
publicada en Excélsior por Alejandro Quijano permite suponer que 
la lista de candidatos enviada por los barristas incluía a Paulino 


14 Portes Gil, Emilio, “Designación de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación”, Capítulo VIII: “Portes Gil, Presidente de la República, su doctrina y su obra”, en 
Autobiografía de la Revolución Mexicana: un tratado de interpretación histórica, México, 
Instituto Mexicano de Cultura, 1964, pp. 459-460. 
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Machorro Narváez.* Esta hipótesis se apoya en otro hecho: aunque 
no se pudo consultar la propuesta formulada por la Barra Mexi- 
cana en 1928, se tuvo acceso a la lista que publicaron en 1922 
proponiendo nombres para el nombramiento de 1923, y en la cual 
figuraban personajes como Ignacio Burgoa, Ricardo Castro, Aqui- 
les Elorduy, Victoriano Pimentel, Alejandro Quijano, Francisco 
Modesto Ramírez, Antonio Ramos Pedrueza y Paulino Machorro 
Narváez. Por ende, los barristas incluían a Machorro Narváez den- 
tro de un selecto grupo de renombrados juristas, algunos notables 
desde el Porfiriato. Para sustentar su propuesta argumentaron que 
se trataba de hombres sin compromisos partidistas, alejados de la 
militancia política y “ajenos a toda pasión sectaria que siempre 
impide la aplicación serena y estricta de la ley”. Además, consi- 
deraron que en ellos, “a la más acrisolada probidad, se adunen la 
sabiduría y la experiencia comprobadas por notorios antece- 
dentes”, por lo que eran capaces de terminar con un problema ya 
importante en esos años: el rezago (atribuido, de acuerdo con el 
escrito, a la proliferación de juicios de amparos por sentencias 


judiciales) .** 


15 Véase, Cabrera Acevedo, Lucio, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del 
presidente Plutarco Elías Calles (1924-1928), México, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 1997, p. 123. 

16 “Primer manifiesto de la Barra Mexicana a la nación, sobre designación de magistrados 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación”, El Foro, México, IV (19-30), mayo-diciembre 
de 1922, p. 215. 
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Si en 1923 Paulino Machorro Narváez no fue designado 
como Ministro, en 1928 sí lo fue. El presidente Portes Gil afirma 
que en su selección no se dejó influir por ninguna “intervención de 
carácter político o de compadrazgo” y que a muchos de los Minis- 
tros designados ni siquiera los conocía, y dentro de ellos mencionó 


a Machorro Narváez.?” 


Los nuevos Ministros tuvieron su primera sesión el 27 de 
diciembre de 1928. Se decidió que Paulino Machorro Narváez for- 
maría parte de la Primera Sala, la cual presidió cinco años más 
tarde.** Sin embargo, en 1934 una nueva reforma constitucional 
terminó con la inamovilidad y determinó que los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia permanecerían solamente seis años 


en su cargo. Ese año Machorro Narváez dejó el Alto Tribunal. 


En 1940, presidió la Barra Mexicana de Abogados, siendo 
miembro de su Consejo Directivo entre 1943 y 1944. Participó 
activamente en la elaboración del Código de ética de la institu- 
ción. En 1922, durante la celebración del Segundo Congreso J urí- 
dico Nacional, se subrayó la necesidad de contar con documentos 


que rigieran la conducta de los abogados. Veinte años más tarde, 


17 Portes Gil, Emilio, Autobiografía de la Revolución Mexicana, op. cit., nota 12, p. 461. 
18 Su informe sobre los trabajos de la Sala en ese año, y en los seis anteriores, se incluye en 
Enríquez Perea, Alberto (comp.), op. cit., nota 4, pp. 245-282. 
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la Comisión de Cooperación Judicial elaboró un documento que 
sometió a la consideración de agrupaciones de profesionales, entre 
ellas la Barra Mexicana. En respuesta a la solicitud de la Secretaría 
General de la Barra, Paulino Machorro Narváez y Rafael Martínez 
Carrillo enviaron un escrito en que expresaban sus opiniones. Insis- 
tieron en que el cumplimiento de los principios éticos no podía 
confiarse exclusivamente a la conciencia de los abogados, por el con- 
trario, su observancia debía ser obligatoria y el incumplimiento debía 
ser sancionado por un cuerpo disciplinario encargado de conocer las 
infracciones que no ameritaban la acción de los tribunales y capaz 
de imponer medidas como el retiro definitivo o temporal de la abo- 
gacía.** Años más tarde, la Barra Mexicana de Abogados expidió 


su propio Código de ética. 


Además de pertenecer a la Barra Mexicana de Abogados, 
Paulino Machorro Narváez formó parte de la Academia Mexicana 
de Jurisprudencia y Legislación, fundada en 1890 y para entonces con 
importante tradición y reconocimiento. Asimismo, fue profesor de 
derecho constitucional en la Escuela Nacional de Jurisprudencia 
(desde 1925) y más tarde de derecho penal en la Universidad 
Nacional de México (desde 1939). 


19 Opinión de Paulino Machorro Narváez y de Rafael Martínez Carrillo en torno a las 
normas de ética profesional, noviembre de 1942. (Archivo de la Barra de Abogados de 
México.) 
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Murió en la Ciudad de México, en marzo de 1957, a los se- 
tenta y nueve años de edad.?" 


Además de escribir numerosas obras, a lo largo de su vida Paulino 
Machorro Narváez colaboró en periódicos (primero Jalisco Libre 
o La Vanguardia y más tarde El Nacional y El Universal) y en revis- 
tas jurídicas, como El Foro (publicación de la Barra Mexicana de 
Abogados), la Revista de la Escuela Nacional de J urisprudencia (su 
institución de docencia), La Justicia y Los Tribunales (publicadas 
por grupos de abogados) y Criminalia (órgano de la Academia Mexi- 


cana de Ciencias Penales). 


Durante el movimiento revolucionario se interesó por la edu- 
cación. En 1916, publicó una obra titulada La enseñanza en México. 
Posteriormente, en 1918, colaboró con Alberto Pani en la Encuesta 


22 Datos sobre Paulino Machorro Narváez pueden encontrarse en Bravo Rodríguez, Alicia 

(comp.), Suprema Corte de Justicia de la Nación. Ministros 1917-2004. Semblanzas, México, 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2a. ed., 2005, tomo ll, pp. 411-413 y en otras 
obras como Diccionario de historia, biografía y geografía de México, 4a. ed., México, Po- 
rrúa, 1976, p. 1229; Musacchio, Humberto, Diccionario enciclopédico de México, México, 
Editorial Raya en el Agua, 2006, p. 1408. 
Sobre la intervención de Machorro en el Congreso Constituyente y una semblanza más 
completa véase Chavarría Gómez, Paulino, “Paulino Machorro Narváez”, op. cit, nota 
10, pp. 325-346. Para una aproximación a sus obras ver la presentación de Enríquez 
Perea, Alberto (comp.), op. cit., nota 4, pp. 11-37. La compilación incluye, además de 
obras, artículos periodísticos. 
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sobre educación popular y salió a la luz su Curso completo de edu- 


cación cívica nacional. 


Más tarde, durante la década de 1930 y siendo Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia, difundió relevantes reflexiones sobre 
el derecho constitucional. Destacan las notas aparecidas en la 
revista La Justicia entre 1932 y 1934 bajo el título “Principios de 
derecho constitucional mexicano”. También resultan relevantes otras 
reflexiones sobre la intervención de los tribunales en el control 


constitucional (“Del cumplimiento del fallo constitucional”, en 1931). 


En la década de 1940, su experiencia como Ministro le per- 
mitió realizar pertinentes diagnósticos sobre la impartición de 
justicia. Como miembro de una comisión de la Barra de Abogados 
-junto con Manuel de Medina Baeza y Germán Fernández del 
Castillo- enumeró los problemas que la aquejaban y sus posibles 
soluciones. Cinco años después, en 1945, reflexionó sobre dos ini- 
ciativas de ley enviadas por el Ejecutivo al Congreso de la Unión: 
la primera relativa al juicio de responsabilidades de los funcionarios 
judiciales y la segunda referente a los tribunales competentes 
para conocer los juicios de amparo. Asimismo, en 1941 publicó un 
trabajo sobre el Ministerio Público y la intervención de terceros 
en el procedimiento penal; no era un tema nuevo para él, como 
puede verse en una serie de artículos publicados en 1932 en El 


Universal. 
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También se interesó por el derecho penal. En 1948, publicó 
la obra Derecho penal especial, en la que comentó y anotó el 
Código entonces vigente, promulgado en 1931. En un trabajo 
previo había formulado algunas consideraciones sobre el orde- 
namiento de 1871 y los trabajos de la Comisión revisora reunida 
en 1903. Pero además, pendiente de las reformas al Código de 1931, 
estudio los anteproyectos presentados en 1942 y 1949, 


Su interés por la historia lo llevó a escribir textos sobre per- 
sonajes notables, como Venustiano Carranza, Manuel de la Peña 
y Peña o Francisco Severo Maldonado. Y, poco antes de morir, a 
redactar un amplio estudio sobre la Constitución de 1857. 


A continuación presentaré algunos de los textos que se 
incluyen en esta compilación y que versan sobre cuatro temas: 
educación, historia y derecho constitucional, los códigos penales 


y sus reformas, e impartición de justicia. 


ES 


Paulino Machorro Narváez depositó su confianza en la enseñanza, 
“la gran fuerza de nuestra transformación”?! nacional. Habló de 


instrucción y de educación. 


21 Machorro Narváez, Paulino, La enseñanza en México, México, Imprenta de Manuel León 
Sánchez, 1916, p. 6. 


el 
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Insistió en la necesidad de superar el analfabetismo. Según los 
datos que presenta, en 1913 sólo sabían leer y escribir 3,352,546 
mexicanos de un total de 15,103,542 (un 22% o un 27% si con- 
sideramos tan sólo a los mexicanos que contaban con más de 6 
años de edad). Concluyó que dos terceras partes de la población en 
edad de saber leer y escribir no lo sabían y que esa cifra era muy 
elevada en comparación con otras naciones, como Estados Unidos 
(su principal punto de referencia).?? 


Sostuvo que era necesario alfabetizar pero, sobre todo, 
educar. Preguntó: 


... ¿ha meditado alguien en todo lo que significa de es- 
fuerzo perdido, la multitud de niños que anualmente 
sale de la escuela, sabiendo leer y escribir; pero que no 
vuelve más a la fuente de la enseñanza; que va a leja- 
nas rancherías a comenzar la vida del campesino, a 
uncir los bueyes, a manejar el arado, a lazar novillos, 
a echar manganas, a vivir, en fin, de un modo que en 
nada le pide saber leer y escribir??* 


Consideraba que si a los niños no se les forjaba el carácter, si 


no se “cultivaba en ellos la voluntad enérgica de ser superiores a los 


2 Ibidem, pp. 25 -27. 
2 Ibidem, p. 30. 
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que no saben leer”, cederían a las “invitaciones de la rutina, de la 
incultura y del atraso”. Lo importante era “invitarlos a progresar, a 


lograr mejores cultivos, a aprovechar sus recursos”. ?* 


Habló de una “educación revolucionaria” que, más allá de ins- 
truir, lograra “despertar todas las facultades del niño, hacerle capaz 
de raciocinar, de crearse el porvenir y de ir en el camino de la ciencia 
misma”, convirtiendo a los educandos en “buenos ciudadanos y bue- 
nos trabajadores”, en hombres “inteligentes y laboriosos” capaces 
de hacer fructificar capitales propios y ajenos.” Así, apostaba por 
una educación 


... popular modificadora de pueblos, creadora de ener- 
gías y Caracteres, como de un precioso talismán que 
producirá el milagro de nuestra vindicación ante la 
historia, elevando las aptitudes del pueblo mexicano 
al nivel de las maravillas que poseen nuestros más 
civilizados vecinos. ?* 


Una educación que, en su opinión, permitiría colocar a 
México al nivel de Estados Unidos, pero ayudándolo a encontrar su 
propia identidad nacional. 


24 Ibidem, pp. 29-34. 
25 Ibidem, pp. 8-9. 
2 Ibidem, p. 22. 
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Consideraba, también que este tipo de enseñanza permitiría 
crear una conciencia patria y lograr la “unidad psicológica” entre los 
mexicanos. Sostuvo que los habitantes del país estaban separa- 
dos por tres diferencias importantes. Primero, la división de ideo- 
logías y partidos, refiriéndose a la vieja escisión entre liberales y 
conservadores y después a las distancias entre facciones revo- 
lucionarias.?” Segundo, las diferencias de mentalidad. Como otros 
hombres de su época, las concibió como producto de la herencia 
y derivadas de las divergencias étnicas. Habló de la disparidad 
existente entre los grupos mestizos (la “raza trasplantada”) y los 
indígenas (a los que veía como refractarios a la propiedad indivi- 
dual, “la competencia, las leyes de la oferta y la demanda, la dis- 
tribución de la riqueza según la labor individual” y, en general, el 
individualismo) .?* Tomó cierta distancia respecto a los argumentos 
de la escuela antropo-sociológica (que consideraba que las carac- 
terísticas de conducta heredadas y propias de la raza no podían 
ser alteradas) y consideraba que la educación “al menos encausa- 
ría y desarrollaría las cualidades raciales” pues, como ya se dijo, 
se declaró partidario de la corriente que veía a la enseñanza como 


fuerza principal del progreso.?? Además, se declaró en contra de 


27 Ibidem, pp. 59-61. 
2 Ibidem, pp. 55-57. 
2 Ibidem, p. 22. 
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la promulgación de leyes especiales para los indígenas, pues 
creyó que obedecían “al prejuicio de la desigualdad”, prejuicio que 
había que sustituir por “la verdad de una fraternidad estrecha y 


patriótica”. 3 


Por último, creyó que existían diferencias derivadas de la posi- 
ción económica. No le preocupaba la discrepancia de fortunas sino 
las desigualdades que de ella se desprendían y que “nada tenían 
que ver con el dinero”, por ejemplo, la mayor atención de las auto- 
ridades o la mayor consideración de los jueces frente “al rico que 
al desheredado, al hombre de la clase media que al humilde”.** En su 
opinión, estas desigualdades no permitían considerar al pueblo 


mexicano como un pueblo democrático sino como uno aristocrático. 


Estaba convencido de que las diferencias se mitigarían con la 
educación, pues con ello cambiarían las ideas y las mentalidades o 
se alcanzaría mayor homogeneidad en ideas y mentalidades. En suma, 


abogó por programas uniformes a nivel nacional que, 


.. Operando directamente sobre las inteligencias de los 
individuos en la época de más fácil retención de las ideas, 


su papel es uniformar las tendencias de los mexicanos, 


30 Ibidem, pp. 66-67. 
31 Ibidem, pp. 57-58. 
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y dándoles una misma alma, volverlos aptos para 
tener una misma patria y trabajar por idénticos 


ideales. ?? 


Además, consideró que dicha educación permitiría crear 


sentimientos patrios. 


Entonces, creía que debía terminarse con la descentraliza- 
ción educativa (pues sostuvo que cada estado ofrecía diferente 
formación a los maestros y tenía diversa orientación, por ejemplo, 
el laicismo era observado de forma más rígida en Veracruz que en 
Michoacán) y que la libertad de enseñanza debía tener límites 
(pues afirmó que en su nombre se infundían opiniones contrarias 
a las leyes de México y que bajo su amparo habían proliferado las es- 
cuelas particulares y del clero, lejanas a los principios de laicidad 
y gratuidad que orientaba a las escuelas oficiales y que confiaban 
la educación a maestros extranjeros, incapaces de despertar el 
amor a la patria).* Impregnado del espíritu nacionalista y secu- 
larizador de aquéllos años, propuso que el artículo tercero consti- 
tucional se reformara y que exigiera que asignaturas fundamentales 
- Historia Patria, Instrucción Cívica Nacional y Derecho Público 


Mexicano- se acreditaran necesaria y obligatoriamente en esta- 


32 Ibidem, p. 65. 
33 Ibidem, pp. 39-51. 
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blecimientos del Estado, aún si las otras materias se cursaban en 


otros establecimientos. ?* 


ES 


Franco adepto del liberalismo, en sus escritos sobre historia o de- 
recho constitucional Paulino Machorro Narváez dedica un espacio 
a la génesis del pensamiento liberal y a sus elementos esencia- 
les. También examina los documentos constitucionales mexicanos, 
expresando su simpatía por la Constitución de 1824, el Acta Cons- 
titutiva y de Reformas de 1847 y, sobre todo, las constituciones 
de 1857 y de 1917. 


El estudio más amplio lo dedica a la Constitución de 1857 
(La Constitución de 1857. Un ciclo evolutivo del pueblo mexicano, 
1824-1857. A la vez, un punto de partida de un ciclo evolutivo 
posterior 1857-1917). Pero en diversos textos, además de incluir 
referencias sobre esta Constitución, delibera también sobre la 
de 1917. Como ejemplo la serie de artículos titulados “Princi- 
pios de Derecho Constitucional Mexicano” publicados en La Justicia, 
una serie también dedicada al análisis del Estado y de la teoría 


constitucional. 


34 Ibidem, pp. 161-167. 
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Califica a los constituyentes de 1857 como liberales, repu- 
blicanos e individualistas. En su opinión, el liberalismo mexicano 
de la segunda mitad del siglo XIX estaba conformada por varias 
corrientes: ¡usnaturalismo (el punto de partida o la idea de que el 
hombre, por naturaleza, nace con una serie de derechos que, como 
dicta el título primero de la Constitución de 1857, constituyen la 
“base y objeto de las instituciones sociales”); garantismo (preocu- 
pación por limitar el poder de las autoridades, defender derechos 
individuales, brindar seguridades en el procedimiento judicial, ase- 
gurar la libertad de pensamiento y de expresión y a partir de 1860 
de cultos); anticlericalismo (manifestado originalmente en el ataque 
a las propiedades del clero y más tarde en la secularización) y nacio- 
nalismo (sobre todo después de la Intervención Francesa).”* De ahí 
los lineamientos fundamentales de la Constitución: forma de gobierno 
democrático popular; soberanía nacional depositada en dos cla- 
ses de órganos, federales y locales; división de poderes en Legis- 
lativo, Ejecutivo y Judicial; éste último como moderador de compe- 
tencias entre la Federación y los Estados; enumeración de derechos 
individuales y su defensa a través del juicio de amparo; y Poder 
Constituyente Permanente para reformar la Constitución.3* 


Como liberal, Machorro Narváez se manifestó como parti- 
dario de dichos principios y fundamentos. Defendió al federalismo 


35 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857..., op. cit., nota 2, pp. 28, 33 y 75. 
36 Ibidem, pp. 40-41. 
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y rebatió las objeciones de los centralistas, justificando la solución 
de los constituyentes de 1824 y la subsistencia de la organiza- 
ción federal en las constituciones de 1857 y de 1917. Aplaudió la 
división de poderes, aunque refutó la decisión de los Constitu- 
yentes de 1857 de constituir al Legislativo en una sola Cámara, 
sin que existiera el contrapeso de la Cámara de Senadores (que 
se incluiría más tarde). También celebró el respeto al principio de 
soberanía y la inclusión del sufragio universal, sostuvo que: “el voto 
no es una creación ni menos una gracia concedida por el Estado”. *” 
Consideró que la restricción del sufragio en algunas constituciones 
O leyes mexicanas revelaba una falta de fe en el pueblo mexi- 
cano, y que los constituyentes de 1857 habían tenido claro que 
sólo esa fe podía salvarlo y “arrojarle un ancla de esperanza” que le 
permitiría salir airoso de ese “mar de anarquía, de traiciones y de 
crímenes” en que había estado sumergido por más de treinta años.”* 
Al respecto declaró: 


El Congreso Constituyente tuvo esa fe que mueve las 
montañas; y ante el dilema de entregar al pueblo analfa- 
beto, desorganizado, probable juguete de los ambicio- 
sos, los destinos de la patria, o alejarlo y entronizar las 
dictaduras, tuvo la clarividencia sublime de abrazarse 


37 Machorro Narváez, Paulino, “Principios de Derecho Constitucional”, en La Justicia, Año 
11, t. 11, núm. 36, junio de 1933, p. 257. 
38 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857, op. cit, nota 2, p. 48. 
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al pueblo y le dio el voto activo indirecto en segundo 
grado, como antes no se había concedido nunca y tam- 
bién el voto pasivo absoluto. El pueblo había hecho 
la independencia y la patria, pues que él mismo las 


rigiera y las salvara.** 


Afirma que en el Porfiriato se traicionó esa fe y, en general, 
que se inobservaron los principios constitucionales. “La Constitu- 
ción de 1857 sufrió un colapso de 1876 a 1910, durante los treinta 
y cinco años en que el Poder Ejecutivo, o mejor dicho el poder 
total estuvo de hecho en las manos del general Porfirio Díaz y su 
lugarteniente Manuel González”.* Asegura que violaron la división 
de poderes y que concentraron las facultades de mando “mediante 
la suplantación de las personas designadas por el voto público por 
agentes personales”, que se convertían en sus “agentes incon- 
dicionales”. Sostiene que las casillas electorales se abrían para 
“ciudadanos imaginarios” que llenaban boletas ficticias, las que con- 
taban se llenaban con el nombre de los candidatos designados por 
el régimen. Y afirmó que también se incumplían otros derechos 
o libertades, por ejemplo, el apego a las leyes que protegían a 
los condenados (pues la pena de muerte, limitada en la ley a pocos 


delitos, se extendía en la práctica con la aplicación de la “ley fuga”) 


3 Idem. 
2% Ibidem, p. 87. 
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o el derecho a la libertad de expresión (pues “no se podía publicar 
la más ligera censura al régimen, ni decir un discurso que no 


fuera laudatorio para el personal de gobierno”). Y 


Esta imagen negativa del Porfiriato -que después sería cues- 
tionada y matizada por algunos historiadores- estuvo acompañada 
por una visión positiva de la Revolución, a la que presenta como cam- 
peona del liberalismo y de la lucha social. Se refiere al 5 de febrero 
de 1917 como “un jubiloso retumbo del 5 de febrero de 1857”, 
es decir, vislumbra a la Constitución de 1917 como heredera de la 
constitución liberal de 1857.* Pero también la considera como obra 
de la Revolución o como resultado y soporte de las demandas so- 
ciales, habla incluso de la “Revolución hecha ley”.* En el aspecto 
social marca una diferencia con respecto a la Constitución de 1857, 
pues sostiene que la de 1917 derivó los derechos de la ley (no 
del derecho natural) y, lo más relevante, que a los derechos indi- 
viduales, cuya protección dotaba de tranquilidad y seguridad a los 
habitantes del territorio nacional, les agregó derechos de “carácter 


social, como son los que establecen los sistemas sobre propiedad 


11 Ibidem, pp. 87-99. 

22 Ibidem, p. 92. 

43 Ver Machorro Narváez, Paulino, “La Revolución y la Constitución frente al pesimismo”, 
en El Nacional, 20 de noviembre de 1929 y Machorro Narváez, Paulino, “Los manda- 
tarios y el respeto a las leyes”, El Nacional, 20 de noviembre de 1930, en Enríquez Perea, 
Alberto (comp.), op. cit., nota 4, pp. 133-137 y 159-162. 
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y sobre las relaciones entre el capital y el trabajo”.** Postula que 
“se inspiró en un sistema de constitucionalismo social, es decir, en 
la idea de hacer coincidir el poder social con el poder político”. 


Concluye: 


El formalismo ha sido substituido por un realismo 
que estudia una necesidad social y la remedia sin 
fijarse en la significación teórica dada hasta entonces 
a los conceptos. Así, las garantías constitucionales 
cambian su concepto de derechos absolutos del hom- 
bre, para transformarse en situaciones sociales obje- 
tivas, sujetas a las condiciones de vida colectiva en 


un momento dado.. * 


Al tratar ambas constituciones, se refiere de forma entu- 
siasta de la intervención judicial en el control de la constituciona- 
lidad. Sostiene al respecto: “La función política de la declaración 


judicial de anticonstitucionalidad es muy importante y su tras- 


24 Machorro Narváez, Paulino, “Principios de derecho constitucional mexicano”, La Justicia, 
Año !l, t. Il, núm. 28, 31 de octubre de 1932, p. 11 y loc. cit., Año ll, t. Il, núm. 32, 28 de 
febrero de 1933, p. 61. 

%5 Idem. 

Estos párrafos se incluyeron también en el artículo “La antítesis del constitucionalismo 
social”, El Universal, 5 de febrero de 1927, en Enríquez Perea, Alberto (comp.), op. cit., 
nota 4, pp. 99-103. 
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cendencia social muy grande, porque limita al Estado y es la expre- 
sión de un régimen de derecho”. Para agregar: “las Constituciones 
que no tienen un órgano de limitación son verdaderamente incom- 
pletas desde el punto de vista teórico”.** En consecuencia, consi- 
dera como una “trascendental innovación del derecho público, no 
solamente de México, sino del teórico”, el haber erigido en 1857 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con sus tribunales 
subalternos, en reguladores de la vida constitucional de la nación 
y en protectores de las garantías individuales. Concretamente, el 
haber investido al Poder Judicial de la Federación con la com- 
petencia para resolver las controversias derivadas de la violación 
de garantías individuales por parte de cualquier autoridad, de 
actos de la Federación que vulneraran o restringieran la soberanía 
de los Estados o de actos de autoridades estatales que afectaran 


a la Federación.*” 


“En México, el respeto a la ley por las autoridades, la garan- 
tía no ya individual exclusivamente sino social, ética, del orden y 


de la justicia de los mandatarios, el pivote insustituible de la vida 


26 Machorro Narváez, Paulino, “Del cumplimiento del fallo constitucional”, Los Tribunales. 
Revista de Estudios de Derecho y cuestiones jurídicas, México, vol. VIII, núm. 10, agosto 
de 1931, p. 400. 

*7 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857..., op. cit., nota 2, p. 61. 
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colectiva civilizada, es el amparo”, * escribió en 1929. Y el ade- 
cuado funcionamiento de este juicio o la protección de las garan- 
tías individuales por el Poder Judicial de la Federación es de los 
únicos méritos que reconoce al Porfiriato, pues considera que si 
bien resultaba “débil en los casos estrictamente políticos, era efi- 
caz en la justicia común y prestaba una médula de justicia que 
impedía la putrefacción total del organismo nacional”. *? 


Paulino Machorro Narváez fue un ferviente defensor de la 
Reforma y de las leyes liberales, de la Revolución y de la Consti- 
tución de 1917. “Creo en la Revolución; creo en los revolucionarios; 
creo en la fuerza interna de los débiles que llegan a convertirse en 
los fuertes, creo en el anhelo de los pueblos para mejorar la con- 
dición de los humildes”. * 


No desconoció, sin embargo, los problemas que aquejaban 
al México del siglo XX. Si en la década de 1920 pedía más tiempo 
para el logro de las mejoras económicas o la consumación de las 
promesas revolucionarias, a mediados de la centuria admitía que 
todavía se vivían “las mentiras de la democracia” o que existía un 
“manejo egoísta de la democracia”: 


48 Machorro Narváez, Paulino, “La Revolución y la Constitución frente al pesimismo”, 
El Nacional, 20 de noviembre de 1929, en Enríquez Perea, Alberto (comp.), op. cit., nota 4 
pp. 133-137. 

42 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857..., Op. cit., nota 2, p. 91. 

3% Machorro Narváez, Paulino, “Los mandatarios y el respeto a las leyes”, El Nacional, 20 de 
noviembre de 1930, en Enríquez Perea, Alberto (comp.), op. cit., nota 4, pp. 159-162. 
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Debemos confesar que nuestro sistema constitucional 
es practicado de forma imperfectísima tan imper- 
fecta, que quienes se detienen a contemplar por un 
momento nuestra vida institucional práctica sufren 
una profunda desilusión; pero nosotros, siempre con 
la fe en la patria, decimos que el pueblo ha estado 
en su puesto, y que en cada elección presidencial se 
ha preparado discutiendo candidaturas, concurriendo 
a mítines pacíficos y haciendo colas de cívica con- 
formidad en las casillas electorales, aun aceptando 
con un conformismo mahometano el resultado que se 
le da de las votaciones, aunque siente en su interior 


que se le engaña.*? 


“Vivimos hoy una aurora ya que no un medio día cenital, 
de verdad política. Ya irá ascendiendo el sol”.*? Para que este sol 


brillara, exigió a los gobernantes responder a la confianza que los 


31 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857, op. cit., nota 2, p. 130. Cabe seña- 
lar que en 1932, en los párrafos que dedica a los problemas que enfrentaba el ejercicio 
de la democracia, siguiendo una opinión mayoritaria en aquel momento, desaconsejó 
que se otorgara a las mujeres la posibilidad de votar. Para ello argumentó dos cues- 
tiones: aumentar el número de votantes agravaría las dificultades que se presentaban 
y, segundo, las mujeres, que eran más conservadoras que los hombres, permitirían que 
los conservadores se adueñaran de la vida pública. Cfr. Machorro Narváez, Paulino, 
“Principios de derecho constitucional mexicano”, La Justicia, Año ll, t. Il, núm. 37, 31 de 
julio de 1933, p. 287. 

32 Machorro Narváez, Paulino, La Constitución de 1857..., op. cit., nota 2, p. 92. 
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constituyentes de 1857 habían depositado en el pueblo y “dejarlo 


libre, para que haya un régimen de derecho, de verdad y de libertad”.* 


ES 


Al igual que simpatizó con la Constitución de 1857, lo hizo con el 
Código Penal de 1871 o Código Martínez de Castro, y con las pro- 
puestas de reforma a dicho cuerpo que formuló la Comisión Revi- 
sora encabezada por Miguel Macedo y que trabajó entre 1903 y 
1912. Lamentó que sus propuestas no hubieran sido retomadas por 
los legisladores, pues “sin variar la tradición jurídica (..) se habría 
incorporado en las prácticas judiciales, los más recientes progre- 


sos de la ciencia”.5* 


Al hablar de tradición jurídica se refería a la escuela clásica 
o liberal de derecho penal. Dicha escuela supone que las acciones 
dependen de la voluntad y, por ende, que el delincuente es respon- 
sable de sus actos, y considera que siendo los hombres - mayores 
de edad y en condiciones normales- igualmente responsables de 
sus acciones. También suponía que la igualdad ante la ley debía 


reflejarse en la igualdad ante la justicia, por ende, que a un mismo 


53 Ibidem, p. 130. 

34 Machorro Narváez, Paulino, “Estudio general sobre el Código Penal”, en Memoria del 
Primer Congreso Jurídico Nacional, reunido en la Ciudad de México el 14 de septiembre 
y clausurado el 12 de octubre del mismo año, México, Imprenta de M. León Sánchez, 
1922, p. 180. 
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delito debía corresponder la misma pena. Para lograr la igualdad 
o incluso la uniformidad, los redactores del Código de 1871 pre- 
tendieron reducir al máximo el margen de discrecionalidad de los 
jueces: para cada delito contemplaron una pena media, que el Juez 
podía aumentar o reducir hasta en una tercera parte pero con- 
siderando el peso de circunstancias agravantes o atenuantes, que 


también estaban enlistadas en el documento. 


Efectivamente, la Comisión Revisora del Código Penal de 1871 
se inclinó por conservar el espíritu del código, que se levantaba 
sobre los postulados de la escuela liberal. Rechazó la posibilidad de 
incorporar los principios de la escuela positivista de derecho que, 
contrariamente a la escuela liberal, supone que los delitos no 
nacen de la voluntad de los delincuentes, quienes actúan determi- 
nados por factores sociales u orgánicos, y creyó en la necesidad de 
diferenciar las sanciones con base en el estudio del peso de estos 
factores y de la peligrosidad del delincuente. 


No obstante, a pesar de que respetó al carácter general del 
ordenamiento entonces vigente, la Comisión Revisora propuso una 
serie de cambios. Como se dijo, Paulino Machorro Narváez lamen- 
taba que no hubieran sido incorporados al Código. Pasados los años, 
los asistentes al Primer Congreso Jurídico Nacional -y el propio 
Machorro Narváez- insistían en la necesidad de incluirlos o de 


reformar el cuerpo de 1871 “en el sentido de los trabajos de la 
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Comisión”. Además, señalaban la urgencia de incluir cambios que 
se derivaban de algunos de los artículos de la nueva Constitución 
(la de 1917).** 


Dicha propuesta no se atendió. En 1929 se expidió un 
Código Penal de espíritu positivista. Poco tiempo estuvo en vigor. 
Explicó Paulino Machorro Narváez: “la fórmula legislativa del 
código no mereció la aceptación del foro; chocaba contra los prin- 
cipios tradicionales de nuestra estructura mental, que era liberal 
en política, clásica en Derecho Penal para muchos, escolástico- 
católica para otros, y quizá para algunos más meramente ruti- 
naria”. Concretamente, agregó, “se le acusó de no llevar hasta el 
extremo su ideología positivista, transigiendo con ideas o méto- 


dos a ella contrarios”. Para concluir: 


... fué objeto de serias censuras y de una oposición 
subterránea, aun de parte de los mismos funcionarios 
encargados de aplicarlo, quienes, en vez de inter- 
pretarlo, situándose sinceramente dentro del campo 


ideológico de la ley, limando sus aristas, colmando sus 


55 Ibidem, p. 183. 

3 Machorro Narváez, Paulino, Derecho Penal Especial: introducción y apostillas marginales 
al Código Penal de la República Mexicana en materia federal y para el Distrito y Terri- 
torios Federales en el fuero común, México, Librería de Manuel Porrúa, 1948, p. 67. 
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lagunas, armonizando sus antinomias, lo declaraban 


torpe, equivocado y, en general, inaplicable.*” 


No coincide del todo con las acusaciones. Considera que pade- 
cía de un problema de extensión y excesivo casuismo pero que, fuera 
de eso, las críticas “verdaderamente jurídicas” que se le hicieron 
se reducían a muy poca cosa; además, sobre todo por parte de 


juristas extranjeros, no sólo recibió críticas sino elogios.** 


Dos años después se expidió el tercer código penal del Dis- 
trito Federal, ahora con un tono ecléctico y cercano a la “tercera 
escuela”, que incorporaba principios de las dos escuelas pero, en 
lo esencial, respetaba las bases de la liberal. El Código Penal de 
1931, con el fin de permitir al Juez que contemplara caracterís- 
ticas propias del criminal, ensanchó el espacio del arbitrio o la 
discrecionalidad (los márgenes entre la pena mínima y la máxima 
fueron más amplios, y el Juez podía graduar la condena sin con- 
siderar circunstancias atenuantes o agravantes previamente esta- 
blecidas). Esta decisión fue aplaudida por Machorro Narváez, quien 
calificó a la “tercera escuela” como una “buena salida práctica al 


laberinto de la discusión entre librearbitristas y deterministas”, pues 


57 Ibidem, p. 67. 
38 Ibidem, p. 68. 
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..deja a un lado el problema teórico del libre arbitrío, 
sin afiliarse tampoco al positivismo lombrosiano; pero 
con un criterio pragmático resuelve los problemas 
penales, si bien adoptando los elementos de estima- 
ción de la responsabilidad que el positivismo penal 
trajo definitivamente al orden jurídico, como al medio 
social en todas sus manifestaciones, el funcionamiento 
fisiológico del individuo y demás datos de la vida real 


e integral del delincuente. ** 


Sin embargo, lamentó que el Código no pusiera más aten- 
ción, todavía, a las situaciones subjetivas de los delincuentes y su 


grado de peligrosidad.*' 


Con los años se propusieron cuatro proyectos de código 
penal (1934, 1942, 1948 y 1958) y uno de procesal penal (1949). 
Ninguno de ellos prosperó pero fueron ampliamente debatidos e 
incluso, el de 1949, fue aprobado por la Cámara de Diputados. 


Machorro Narváez expresó su opinión a los proyectos de 1942 y 1949. 


32 Machorro Narváez, Paulino, “El anteproyecto de Código Penal para el Distrito y terri- 
torios federales y para materia federal”, Conferencias sustentadas en la Academia Mexi- 
cana de Jurisprudencia y Legislación, 17 de marzo y 30 de noviembre de 1949, México, 
Publicaciones de la Academia Mexicana de Jurisprudencia y Legislación, Correspondiente 
de la España, 1950, p. 2. 

€ Machorro Narváez, Paulino, Derecho penal especial..., op. cit., nota 54, pp. 76-77. 
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Los redactores de los proyectos no pretendían cambiar la 
orientación teórica de los códigos, sólo corregir fallas e introducir 
cambios que la experiencia demandaba. Esta decisión fue aplau- 
dida por Machorro Narváez quien calificó a la “tercera escuela” 
como una “buena salida práctica al laberinto de la discusión entre 


librearbitristas y deterministas”, pues 


deja a un lado el problema teórico del libre arbitrio, sin 
afiliarse tampoco al positivismo lombrosiano; pero con 
un criterio pragmático resuelve los problemas pena- 
les, si bien adoptando los elementos de estimación de 
la responsabilidad que el positivismo penal trajo defi- 
nitivamente al orden jurídico, como al medio social en 
todas sus manifestaciones, el funcionamiento fisio- 
lógico del individuo y demás datos de la vida real e 


integral del delincuente.*! 


En su breve análisis del anteproyecto de 1942, publicado en 
el periódico El Nacional, básicamente señaló su coincidencia con la 
ampliación de la reparación del daño o la indemnización a la víc- 


tima.*? Su examen de la propuesta de 1949, realizado a solicitud del 


él Machorro Narváez, Paulino “El anteproyecto de código penal para el Distrito y territorios 
federales y para materia federal” ...op. cit., nota 57, p. 2. 
€2 Ibidem, pp. 10 y 11. 
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presidente de la Academia Mexicana de Legislación y J urispruden- 
cia, fue más extenso. Dos puntos concentraron su atención. Pri- 
mero, la introducción de la figura de la preterintencionalidad (los 
delitos cometidos con dolo pero sin que se buscara el resultado 
final), con la que estuvo de acuerdo; segundo, el arbitrio judicial, que 
para esos años seguía siendo un tema debatido. Algunos juristas 
pugnaban por una mayor ampliación al margen de discreciona- 
lidad. Por ejemplo, en 1931 José Almaraz criticó la subsistencia 
de la predeterminación cualitativa de la pena y las restricciones 
impuestas al Juez para elegir la pena que más se ajustara a la 
personalidad del infractor; en su opinión, hablar de arbitrio no 
significaba “ampliar el reducido círculo en que se mueve el juz- 
gador entre los mínimos y máximos fijados por la ley” sino que 
exigía permitirle elegir entre penas o sanciones.*? En este contexto 
se habló del perdón judicial. Los redactores del anteproyecto aco- 
gieron la idea. Lo consideraron apropiado y necesario para impedir 
que los jueces “rompieran los moldes de la ley”, cuando se encon- 
traban “imposibilitados para resolver algunas situaciones con el 
código” y deseaban impedir o atenuar una injusticia. Pero lo con- 
templaron para pocas situaciones, como el aborto cometido en 


ciertas circunstancias o el homicidio del cónyuge adúltero.** 


€3 Almaraz, José, Algunos errores y absurdos de la legislación penal de 1931, México, s.e., 
1941, pp. 34-36. 

é4 Para los motivos de la comisión ver Porte-Petit, Celestino, Exposición doctrinal del ante- 
proyecto de Código Penal para el Distrito Federal y Territorios Federales. La personalidad 
del delincuente: comentario del Dr. Mariano Ruiz-Funes, México, Editorial Cultura, 1950, 
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Paulino Machorro Narváez creyó que los jueces debían con- 
tar con más guías, y pensó en dos: a manera de ejemplo y mode- 
lo un listado de circunstancias atenuantes y agravantes aplicables 
a Cada tipo penal; y expedientes realizados por laboratorios bio- 
lógicos, químicos y psicofisiológicos con los datos del procesado 
(pues sólo así podrían individualizar la pena considerando la per- 
sonalidad del procesado tomando en cuenta aspectos psíquicos, 
biológicos, familiares, culturales).* No consideró pertinente incluir 
el perdón judicial, pues creía que sólo podría funcionar si existie- 
ran juzgadores bien preparados, de recta conciencia y alejados de 


las influencias malsanas (y no creo que en ese momento lo fueran).** 


Para terminar, cabe mencionar que en 1949 manifestó una 


opinión importante: 


El Código Penal, con todas sus ínfulas de represión, 
multas, prisiones, muerte es, en la resolución del pro- 


blema de la criminalidad, un factor de relativa poca 


p. 9; y Garrido, Luis, “Los delitos y las penas en el nuevo código”, en Ensayos penales, 
México, Ediciones Botas, 1952, pp. 147-148. 

€5 Machorro Narváez, Paulino, “El anteproyecto de Código Penal para el Distrito y terri- 
torios federales y para materia federal”, op. cit., nota 57, pp. 8-9 y 36. 
Para la necesidad de contar con un servicio auxiliar técnico encargado de formar un 
completo expediente sobre cada procesado, ver también Machorro Narváez, Paulino, 
Derecho penal especial..., op. cit., nota 54, pp. 92-93. 

€£ Machorro Narváez, Paulino, “El anteproyecto de código penal para el Distrito y terri- 
torios federales y para materia federal”, op. cit., nota 57, pp. 8-9 y 36. 


43 


24 


Suprema Corte de Justicia de la Nación 


importancia, no es el decisivo ni menos el único; es uno 
de tantos. Antes que él está la cultura social e indi- 
vidual; los antecedentes raciales y familiares; los con- 
comitantes económicos y el alto complejo que es todo 


eso y algo más, que se llama moralidad..*” 


Consideró que la criminalidad - que aumentaba día a día en 
número y perversidad- sólo podría controlarse con políticas de 
prevención, especialmente la educación.** Esta idea, que se vincu- 
la con su inquietud sobre la enseñanza en México, también se 
encuentra en su informe sobre los temas tratados en los cuatro 
primeros congresos jurídicos nacionales.** La desarrolla más a 
fondo en su estudio sobre el Código Penal de 1931. Sostuvo que 
la coerción era solamente una de las formas, la menos significa- 


tiva, de combatir al crimen: 


Cuentan como factores paralelos y quizá preferentes 
la educación, la cultura del espíritu no sólo de los de- 
lincuentes, cuanto de todos los miembros del cuerpo 
social; el fomento de los sentimientos del bien, la for- 


tificación de los resortes morales, la disciplina de la 


67 Ibidem, pp. 21-22. 

€8 Ibidem, pp. 17-18. 

€2 Machorro Narváez, Paulino, “La orientación de la juventud”, El Universal, 4, 5, 17 y 18 de 
octubre de 1932 en Enríquez Perea, Alberto (comp.), op. cit., nota 4, pp. 167-183. 
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voluntad, el desarrollo de los poderes de inhibición; 

y el hogar, el ejemplo de la familia y de los mismos 

dirigentes sociales y políticos. ..”* 


Sin confundir el derecho con la moral, pues calificó esta 
distinción como “una evolución de la mente y de la historia”, insistió 
en la necesidad de que el primero se apoyara en la segunda. Es- 
cribió: *...creemos firmemente que un Derecho Penal que prescinda 
del todo del elemento ético queda cojo y tiene que usar muletas 
prestadas ya del capricho ya del despotismo de los gobernantes”, 
para después agregar: “Los individuos y las sociedades necesitan 
un soporte moral, más que un ajuste mecánico”. ”?? 


Le preocupaba también la situación de las prisiones. Aplau- 
día el proceso de humanización de las penas y el establecimiento 
del sistema penitenciario, pero denunciaba el fracaso en su im- 
plementación y los problemas que presentaban las cárceles. Con- 
cluyó: “el sistema represivo exige penas, pero su mayor o menor 
fuerza y aún su duración son inoperantes, aun en sus efectos 
individuales, sin la ejecución adecuada”. Consideraba necesario 
contar con personal preparado para el manejo de las prisiones 
mediante la creación de dos carreras, una para los directores téc- 


nicos y otra para los auxiliares. Este personal debía buscar un 


7% Machorro Narváez, Paulino, Derecho penal especial..., op. cit., nota 54, p. 224. 
1 Ibidem, p. 227-229. 
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tratamiento individualizado, estimulando al reo y cuidando el 
buen funcionamiento de los factores positivos: instrucción escolar, 


lectura, conferencias, trabajo, terapias. ?? 


ES 


Algunos comentarios a los códigos y los anteproyectos se rela- 
cionan con el último tema a tratar: la opinión de Paulino Machorro 


Narváez sobre la justicia y su impartición. 


Creía en una justicia impartida por jueces profesionales. 
En el Congreso Constituyente de 1917 asumió una postura antiju- 
radista. Venustiano Carranza propuso la existencia de un jurado 
con competencia amplia (para delitos que merecían una pena 
media mayor a un año de prisión) y de carácter “popular” (pues 
pensó que al igual que en 1869, a los miembros del jurado sólo 
se les debía exigir saber leer y escribir, mientras que en los últi- 
mos años se les había pedido contar con un ingreso superior a los 
cien pesos mensuales). Sin embargo, creyó pertinente dejar a cada 
estado la posibilidad de adoptarlo. Los diputados constituyentes 
consideraron que así debía ser. No criticaron a la institución pero 
cuestionaron su viabilidad. Escribieron los miembros de la Comi- 


sión de Constitución: 


22 Ibidem, pp. 79-91 y 224. 
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Por más que tengamos la convicción de la excelen- 
cia del jurado, o de su superioridad sobre el tribunal 
de derecho, no dejamos de reconocer que, como ins- 
titución exótica, no podrá aclimatarse rápidamente en 
todos los lugares del país y creemos por lo mismo que 
debe dejarse a la discreción de los gobiernos locales 
buscar la oportunidad y los medios más adecuados 
para sustituir los tribunales de derecho por el jurado, 
según lo permitan las circunstancias de cada localidad. 


Paulino Machorro Narváez apoyó esta idea. Creyó que los 
mexicanos no estaban preparados para fungir como jurados y, 
por ello, en la práctica se “habían visto muchas monstruosidades”. 
Puso como ejemplo un caso de parricidio: relató que el licenciado 
Jesús Urueta, tras pronunciar un conmovedor discurso de defensa, 
se había puesto de rodillas para suplicar a los miembros del jura- 
do, “tened piedad para este pobre huérfano”. Los tribunos popu- 
lares, “sin energía, sin un punto de apoyo, se dejaron llevar por 
donde el orador quiso” y el acusado fue absuelto.”? Más que una 
anécdota se trata de una caricatura, incluso de un mito, pues en 


muchos foros y por muchos años, diversos juristas atribuyeron 


73 Dictamen del 19 de diciembre de 1916, y 27ava y 29ava sesiones ordinarias de 2 y 4 
de enero de 1917. El dictamen y los debates pueden verse en Marván Laborde Ignacio 
(edición y comentarios), Diario de Debates del Congreso Constituyente de 1916-1917, 
México, Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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dicho alegato a diferentes abogados defensores. Pero reflejan la 
convicción de que los jurados se dejaban influir por elementos múl- 


tiples, entre ellos, la habilidad de los litigantes. 


La postura antijuradista se impuso y en 1929 el jurado 
popular fue substituido por Cortes Penales, que estaban integra- 


das por tres jueces y funcionaban de forma colegiada. 


Esa fue la Justicia que le tocó analizar a Machorro Narváez. 


En octubre de 1938, Germán Fernández del Castillo se diri- 
gió al Consejo Directivo de la Barra Mexicana de Abogados, pues 
le preocupaba el estado que guardaba la impartición de justicia 
y consideraba necesario emprender un estudio de sus proble- 
mas. En respuesta, se nombró una Comisión de Mejoramiento de 
la Administración de Justicia, integrada por el propio Fernández del 
Castillo, Manuel Medina Baeza y Paulino Machorro Narváez. Se deci- 
dió solicitar a los abogados de todo el país su opinión acerca de los 
vicios existentes, las causas y los remedios. Con base en las res- 
puestas la Comisión redactó un documento que, tras ser sometido 


a la opinión de la Asamblea General, fue enviado a las autoridades. ”* 


74 Barra Mexicana [de Abogados], El problema de la administración de justicia. Dictamen 
de la comisión formada por los señores abogados D. Paulino Machorro Narváez, D. Ger- 
mán Fernández del Castillo y D. Manuel Medina de Baeza, y adición propuesta por el 
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Los miembros de la comisión señalaron los siguientes 


problemas: 


Existencia de lagunas, errores y contrasentidos en las leyes 


procesales y leyes orgánicas de tribunales. 


Vicios en la designación de los juzgadores: los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia eran designados por el Presidente 
de la República, también lo eran los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia, quienes tras contar con la aprobación de 
la Cámara de Diputados nombraban a los jueces de primera 
instancia. Todo ello debía hacerse a los pocos días de que el 
Ejecutivo asumía el cargo y le era imposible llenar todos los 
puestos con abogados competentes. Además, llegaba al poder 
con numerosos compromisos de partido, que pesaban en sus 
elecciones. En las decisiones de ratificación también pesaban 


su amistad o enemistad con el Presidente saliente. 


Deficiente remuneración de jueces y funcionarios judiciales, lo 
cual generaba dos problemas: corrupción y/o captación de indi- 
viduos poco capacitados para el puesto. Selección torpe o desig- 


nación maliciosa de auxiliares de la administración de justicia. 


señor abogado D. Antonio Pérez Verdía F., aprobados por la Asamblea General de la 
Barra Mexicana, México, Jus. Revista de Derecho y Ciencias Sociales, 1940, pp. 5-10. 
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Demora en las resoluciones y rezago judicial. ”* 


Falta de asistencia y puntualidad de los funcionarios y emplea- 
dos judiciales, quienes además se ocupaban en horas de labor 
de otros asuntos y delegaban funciones. 


Complicación de los procedimientos por trámites arbitrarios o 
anodinos, extravío de expedientes. 


Ejercicio profesional de funcionarios y empleados no autorizados 
legalmente a litigar. 


Exigencia, aceptación o tolerancia de retribución por actos y tra- 
bajos que deberían ser gratuitos; corrupción de los litigantes 
(algunos de los cuales hacían del cohecho un sistema de trabajo). 


Desigualdad - influyentismo: parcialidad manifiesta hacia los 
litigantes de influencia política o bien hacia determinados gru- 


pos sociales. 


75 Paulino Machorro Narváez también se ocupó del problema del rezago en los tribu- 


nales federales. En 1945 aplaudió la iniciativa de ley del Ejecutivo que permitiría que las 
leyes orgánicas del Poder Judicial determinaran qué tribunales conocerían de los juicios 
de amparo. Ver Machorro Narváez, Paulino, “Las grandes modificaciones en la adminis- 
tración de justicia”, El Foro, México, segunda época, tomo Il, núm. l, marzo de 1945, pp. 
3-4. Con el fin de reflexionar sobre esta posibilidad y proponer soluciones al rezago, pues 
cerca de 19,000 procesos de amparo esperaban resolución, se formó una comisión en la 
Barra Mexicana, de la cual Paulino Machorro Narváez formó parte (acompañado por 
Trinidad García, Antonio Pérez-Verdía, Agustín García López y Alfonso Noriega). 
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- Resoluciones contrarias al texto de la ley o a su interpretación 


jurídica. ?* 


En su opinión, para solucionar estos problemas se requería 
reformar las leyes que reglamentaban los procedimientos, un me- 
jor sistema de designación (carrera judicial, que permitiera elegir 
a las personas más aptas técnica y moralmente entre los fun- 
cionarios acreditados y con experiencia), inamovilidad (pues la 
seguridad brindaba al funcionario la posibilidad de contar con inde- 
pendencia de criterio), elevación de salarios, expedición y aplica- 
ción de una ley de responsabilidades de funcionarios judiciales, y 
mejoras en la formación (inculcar conocimientos técnicos a los 


auxiliares de la justicia e incluir cursos de ética en la licenciatura). ”” 


Al hablar de la ley de responsabilidades pensaron también 
en un organismo dedicado a formar los expedientes de los funcio- 


narios judiciales, que servirían como base para considerar promo- 


76 Machorro Narváez, Paulino, et al, “La administración de justicia. Encuesta de la Barra 
Mexicana de Abogados. Dictamen de la comisión formada por los señores licenciados 
Paulino Machorro Narváez, Manuel de Medina Baeza y Germán Fernández del Cas- 
tillo”, México, Jus. Revista de Derecho y Ciencias Sociales, t. IV, núm. 21, abril de 1940, 
pp. 313-323. También en Barra Mexicana de Abogados, El problema de la administración 
de justicia..., op. cit., nota 71, pp. 11-21. 

17 Machorro Narváez, et al, “La administración de justicia...”, op. cit., pp. 323-327. También 
en Barra Mexicana de Abogados, El problema de la administración de justicia..., op. cit., 
nota 71, pp. 21-26. 
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ciones o remociones. Por ello, en 1945, Paulino Machorro Narváez 
celebró que el Ejecutivo propusiera crear una Comisión de Res- 
ponsabilidad y Mejoramiento de la Administración de Justicia, 
encargada de instruir los procesos seguidos a los funcionarios 


judiciales. ?”*8 


Ahora bien, a las críticas formuladas por la comisión de la 
Barra Mexicana de Abogados, Paulino Machorro agregó otra: la omni- 
potencia del Ministerio Público. Sostuvo que como resultado de una 
errónea interpretación del artículo 21 constitucional, se otorgaba 
al Ministerio Público la posibilidad de determinar si se ejercitaba o 
no la acción penal, mientras que esta decisión debería correspon- 
der a la autoridad judicial y el primero debía limitarse a perseguir 
los delitos y encargarse de las primeras diligencias, presentando 
esos datos al Juez como parte de la acusación. “El Ministerio Pú- 
blico practica una averiguación completa en los negocios que le 
parece y hasta que no ha terminado sus diligencias no las con- 
signa a los jueces, o bien asienta un auto en forma, declarando 
que no hay delito que perseguir”. Es decir, “practicaba por sí y ante 
sí la instrucción previa de los procesos, sin promover cosa alguna 
ante los jueces del ramo penal” y después decidía libremente si 


desistirse o emprender la acción penal, “maniatando verdadera- 


78 Machorro Narváez, Paulino, “Las grandes modificaciones en la administración de jus- 
ticia”, op. cit., nota 72, pp. 4-6. 
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mente a los jueces para proceder”.”? Por tanto, sostuvo que la 
pretensión del constituyente de arrebatar al Juez el carácter de 
parte quitándole la capacidad de investigación, en la práctica e 
incluso en leyes secundarias, lo que hizo fue convertir al Ministerio 


Público, la parte acusadora, en J] uez.*0 


Cabe señalar que las críticas de Paulino Machorro Narváez a 
la impartición de justicia coincidieron con las que, en esos años y 
en los siguientes, realizaron otros juristas, así como diversos per- 
sonajes (litigantes, periodistas e incluso ciudadanos comunes 
entrevistados en la prensa). Sin embargo, no presenció las re- 
formas a la justicia. Ni siquiera las que se hicieron en 1971, pues 
murió 14 años antes de que se suprimieron las Cortes Penales para 


crearse juzgados unitarios. 


72 Machorro Narváez, Paulino, “La omnipotencia del Ministerio Público”, El Universal, 25, 
28 y 31 de octubre de 1932, en Enríquez Perea, Alberto (comp.), op. cit., nota 4, 
pp. 185-196, las citas en pp. 188 y 190. 

$ Veáse Machorro Narváez, Paulino, El Ministerio Público, la intervención del tercero en 
el procedimiento penal y la obligación de consignar según la Constitución, México, Aca- 
demia Mexicana de Jurisprudencia y Legislación, 1942. La obra fue publicada en 1991 
por la Comisión de Derechos Humanos. Véase también, Enríquez Perea, Alberto (comp.), 
op. cit., nota 4, pp. 287-313. 
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Il. MinisTRO HILARIO MEDINA GAONA* 


Hilario Medina Gaona, óleo sobre tela de 
Aureliano Sánchez Tejada (2006), galería 
“Retratos Vivos” de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, México. 


* Tomado de Suprema Corte de Justicia de la Nación. Ministros 1917-2004. Semblanzas, 
2a. ed., México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2005, p. 449. 


A. SEMBLANZA 


Lugar y fecha de nacimiento: En la ciudad de León, Guanajuato, 
el 20 de junio de 1891. 


Antecedentes escolares: Cursó la primaria en su ciudad natal, 
en la Escuela “Modelo”, que se conocía con el nombre de Porfirio 
Díaz; el bachillerato lo inició en la Preparatoria de la ciudad de 
León y lo concluyó en la Escuela Nacional Preparatoria, entonces 
fungió como bibliotecario de dicho centro para poder costear sus 


estudios. 


Estudios profesionales: Estudió la carrera de Derecho en la Es- 
cuela Nacional de Jurisprudencia de la Universidad Nacional de 


México. 


Actividades académicas: Fue Profesor de Historia Universal en 
la Escuela Nacional Preparatoria mientras cursaba sus estudios 
en derecho. Una vez graduado impartió Derecho Constitucional en la 


Escuela Nacional de J urisprudencia. 
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Obras: Entre las obras, discursos y conferencias que publicó des- 
tacan las siguientes: 


“Génesis de la Constitución: Introducción al Diario de los Debates del 
Congreso Constituyente 1916-17.”; La Constitución Político-Social, 
Imprenta Comercial Mexicana, México, 1932; Socialismo Consti- 
tucional, Tierra, Trabajo y Educación, México, Antigua Imprenta 
de Murguía, 1942; “El Amparo Rejón”, México, Jus (135), 1949; 
“Discurso ceremonial inaugural” en El liberalismo y la Reforma 
en México, UNAM, México, 1957; La Constitución Individualista y la 
Constitución Político-Social, Universidad de Guanajuato, 1957; “Inter- 
pretación económica de la Constitución” México, La Justicia (324), 
1957; El Constituyente de 1856, México, UNAM, 1956; Los derechos 
del hombre en la Constitución de 1857, México, Porrúa, 1960. 


Cargos de elección popular: De 1916 a 1917, fue Diputado pro- 
pietario por el octavo distrito de Guanajuato al Congreso Consti- 
tuyente de Querétaro, y de 1958 a 1964, Senador de la República. 


Cargos en la Administración Pública Federal: Durante el 
gobierno del Presidente Venustiano Carranza colaboró como Ofi- 
cial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, y del 13 de 
octubre de 1919 al 31 de marzo de 1920, como Subsecretario. 


Cargos en el Poder Judicial de la Federación: El 2 de junio de 


1941 asumió el cargo de Ministro Numerario de la Suprema Corte 


Antología de las obras de carácter jurídico de los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación que formaron parte del Constituyente de 1916-1917 
de Justicia, designado por el Presidente de la República Manuel 
Ávila Camacho; quedó adscrito a la Tercera Sala y resultó electo 
Presidente de ésta. El 2 de enero de 1953, el Pleno del Alto Tribu- 
nal lo eligió como su Presidente; esta función también la desem- 
peñó durante 1957, hasta marzo de 1958. 


Fecha de retiro: Obtuvo su retiro voluntario el 1 de abril de 1958. 


Lugar y fecha de fallecimiento: En la Ciudad de México el 24 
de julio de 1964, estando en funciones como Senador de la Repú- 
blica. Fue sepultado en el Panteón Civil de Dolores, en la sección 


de los Constituyentes. 
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B. HiLARIO MEDINA GAONA: 
SOCIALIZADOR DE LA CONSTITUCIÓN 


José Ramón Narváez* 


1. Introducción 


Hilario Medina Gaona fue un abogado en medio de una Revolución, 
pero fue también un abogado con voz en el proceso constituyente 
y posteriormente Ministro de la Suprema Corte de Justicia de 
México, por tanto un hombre del que se podría decir: fue parte de la 
construcción del Estado mexicano del siglo XX. 


La idea de la participación de los abogados en la formación 
del Estado podría no ser una idea neutra, de hecho es altamente 
discursiva en muchos de los estudios de historia estatal, pareciera 
como si el Estado fuera sólo estructura e instituciones. 


En la línea descrita arriba y considerando que Medina Gaona 
era abogado, habría que decir que a los abogados se les sitúa como 
operadores del Estado -aunque también serían destinatarios-; 


pero, si atendemos a las críticas de la historia cultural, habría que 


* Investigador en el Centro de Estudios Constitucionales de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 
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situarlos como mediadores de la tensa relación entre detenta- 
dores del poder y destinatarios del mismo, ciertamente muchos 
abogados preferirían decir que se encuentra al servicio del Es- 
tado! y optarían por defender aguerridamente una noción del 
derecho como producto estatal. 


De hecho gran parte de la ciencia jurídica explica al Estado, 
y por tanto sería sacrílego en este sentido hablar de derecho 
desestatalizado, aunque históricamente sea más el tiempo en el que 
el derecho prescindió y prescinde del Estado. De cualquier modo 
Hilario Medina sería una excepción a lo antes dicho pues él mismo 
se colocaba del lado de la sociedad, de hecho le enorgullecía saberse 
constituyente y pensarse representante de la voluntad popular. 


Para el periodo en que escribimos ni siquiera era claro qué 
cosa era el Estado mexicano. Para algunos era necesario cons- 
truirlo a partir de una Constitución (con mayúscula); otros consi- 
deraban que sólo implicaba una reforma al orden constitucional 


vigente, y otros pensaban que incluso había que reconstruir todo 


1 Y por tanto puede ser visto como el profesionista más reaccionario, Ramón Puente, 
biógrafo de Villa, escribió que para el general “los abogados y casi todos los hombres 
de colegio son una rémora y los códigos una trampa. Quieren una justicia clara como la 
luz, que hasta el más ignorante pueda aplicarla y sin embargo, ambicionan la sabi- 
duría; se estremecen en presencia de los libros como si fueran algo sagrado”. Puente, 
Ramón, “Francisco Villa”, en Historia de la Revolución Mexicana, México, Instituto 
Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 1987, tomo l, p. 244, tomado 
de la la. ed de 1936. 
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desde cero. Ahora que revisitamos ese pedazo de la historia pen- 
samos que es importante tomar conciencia de nuestro concepto de 
Estado y establecer un sano distanciamiento entre forma y fondo, 
entre sociedad y gobierno, resignificando este concepto, lo cual 
llevaría a sugerir la hipótesis de que para entender más eficaz- 
mente al Estado deberíamos ver las aspiraciones planteadas por 
la sociedad en su momento y tratar de verificar si fueron canaliza- 
das por los abogados que lo conformaron. Acto seguido, debemos 
considerar a aquellos abogados como Hilario Medina, que no estu- 
vieron de acuerdo con el modo en que se retomaron muchas de 
las aspiraciones revolucionarias y manifestaron su inconformidad, 
esto también serviría para entender la dialéctica implícita en la 


construcción de todo sistema estatal. 


En cualquiera de los casos, debiéramos combatir todo plan- 
teamiento prejuicioso, todo diseño iluminista con pretensiones de 
constituirse en constructor del Estado, en fin, combatir el dogma- 
tismo que siempre ha nutrido la historia estatal: 


Digo juristas; con más razón los historiadores. Ellos 
no trabajan sobre diez años. Cuando dicen: “Voy a 
definir el Estado, la Nación, la Patria”, son todavía más 
ridículos que el esteta en busca de un Arte eterno, o 
que el sociólogo en busca de lo Social puro. Porque sus 


definiciones deben valer para todas las épocas, para 
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todas las civilizaciones que han conocido al Estado, a 
la Nación, a la Patria. Deben tomar en cuenta todas las 
exigencias del tiempo, que todo lo desplaza, del medio 
que cambia sin cesar, del hombre que nunca es el 


mismo hombre.? 


Urge que la Academia despierte de su letargo estatalista y se 
ponga más del lado de la sociedad que no significa otra cosa que 
resignificar al Estado y el papel de la ciencia jurídica en nuestra 
cultura, pues por hoy la Academia J urídica se mueve por intereses 
económicos o buscando prebendas o posiciones dentro de las 


estructuras gubernamentales. 


Así que rescatando el parangón que nos presenta aquella 
época, vamos a intentar deconstruir un discurso revisionista que 
hace arrogarse algunos hechos como necesarios antecedentes 
de instituciones actuales. Vamos a hacer la denuncia de una con- 
cepción lineal de la historia que termina en un determinismo histó- 
rico, legitimante de situaciones actuales. Como juristas no podemos 
seguir regodeándonos de ser constructores de nada, porque la 
verdad es que la cultura del abogado mexicano hoy deja mucho 
que desear sobre todo para materializar una justicia social tan 


necesaria y advertida incluso desde el periodo que hoy estudiamos. 


2 Febvre, Lucien, Honor y patria, Siglo XXI Editores, México, 1999, p. 201. 
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2. La disidencia y otras formas de resistencia civil 


La disidencia es una postura de contestación, crítica u oposición que 
asume una persona o grupo respecto de una política o sistema, 
el Estado respectivo puede calificar esta postura como peligrosa e 
incluso punible o puede circunscribirla al proceso constitucional, 
entonces toma tintes de resistencia civil,? la cual se haya dentro 
de las figuras jurídicas de contrapeso, necesarias para lograr el equi- 
librio ante los excesos del propio derecho (summun ¡us summa 
iniuria).* Tal vez gracias a los inconformes se dan los grandes cam- 
bios, por eso es indispensable que cada comunidad disponga los 
procesos para poder canalizar las molestias de sus miembros, pues 


esto le permitirá sobrevivir y adaptarse.? Durante gran parte de la 


3 Aunque para algunos la diferencia entre “resistencia” y “desobediencia” radica en que la 
primera es a nivel social y la segunda de forma individual, es claro que las razones para 
oponerse a la aplicación de una ley o de un sistema jurídico o político son las mismas. 

% Es amplia la bibliografía sobre el tema sólo diremos aquí que la desobediencia civil es 
considerada una figura legítima del derecho, aunque su regulación sea muy variable en cada 
sistema. Tomamos de Paul Power la siguiente definición: “Es una violación de las leyes 
de un sistema determinado, deliberada, pública y en forma articulada, que busca cam- 
biar las leyes o políticas del régimen, no dañina a la integridad de la persona, que respeta 
los derechos de otros y que se lleva a cabo dentro de la jurisdicción del Estado para 
expander y aplicar la ética democrática” Power, Paul F., “Civil Disobedience as a Functional 
Oposition” en The Journal of Politics, vol. 34, núm. 1, 1972, p. 40. 

5 Seguimos la idea de Estevez Araujo de concebir a la constitución como un proceso dia- 
léctico que surge entre la afirmación/negación del Estado, o en la ya clásica enunciación 
de Agamben sobre el Estado de Excepción como Estado constante. Agamben, Giorgio, 
Estado de Excepción, Antonio Gimeno Cuspinera (trad.), Valencia, Pre-Textos, 2004; 
y Estévez Araujo, J.C., La Constitución como proceso y la desobediencia civil, Madrid, 
Trotta, 1994. 
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historia se ha pensado que esta función mediadora entre la nove- 
dad y los valores sociales que han de preservarse le corresponde 
al derecho; sin embargo, no ha faltado en la historia también la 
tesis de la ciencia política de que a los inconformes hay que 
cooptarlos.? Luego tenemos la historia de la víctima-victimario, el 
disidente cooptado se transforma en opresor, sostenido por el mito 
de la disidencia permanente.” 


Tiene mucha razón Lara Cisneros “¿disidencia desde dónde?” 
depende qué es lo que se considera como lo normal, lo adecuado, 
lo legal; todo lo que se encuentre del otro lado, es disidente; pero 
tanto el derecho como la historia se han comportado más bien en 


un modo dialéctico, lo que permite cierto ejercicio de acierto-error. 


Nuestras dos revoluciones son procesos dialéctico-rotos- 
cópicos, depende desde que perspectiva se vea el problema, para 
poder hacer un juicio histórico-jurídico, en ambos casos son tantos 


£ Tal vez la teoría más emblemática en este sentido sea el realismo relativista de Maquia- 
velo: “Ningún hombre sabio censurará el empleo de algún procedimiento extraordinario 
para fundar un reino u organizar una república; pero conviene al fundador que, cuando 
el hecho le acuse, el resultado le excuse; y que si este es bueno como sucedió en caso de 
Rómulo siempre se le absolverá. Digna de censura es la violencia que destruye, no la 
que reconstruye...” Maquiavelo, Nicolás, “Discursos sobre la primera década de Tito 
Livio”, Libro |, Capítulo 9, en Obras políticas, Buenos Aires, El Ateneo Pedro García S. A., 
1957, p. 86. 

7 Finalmente nos encontramos tocando una delgada línea entre el uso racional e incluso 
legítimo de la violencia y el uso ilegítimo e injusto en otros casos, parece que es un asunto 
de prudencia. Véase Arendt, Hannah, Sobre la violencia, México, Cuadernos de Joaquín 
Mortiz, 1970. 
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los grupos y los intereses, que no se puede hablar de una causa 
común, aunque luego para el revisionismo histórico puedan resul- 
tarle comunes ciertos elementos, entonces estaremos de frente 


a un discurso sobre la historia: 


Desde la perspectiva histórica, las respuestas pueden 
ser muy diversas y polémicas. En el caso concreto de 
la historia de México (la disidencia) es una categoría 
que no ha gozado de tanta fortuna como otras, por 
ejemplo las de rebeldía, revolución, o incluso resis- 
tencia, por mencionar quizás a las más recurrentes 
[...] La disidencia es un fenómeno recurrente en la 
historia mexicana, sus manifestaciones son diversas, 
pues van desde los grandes movimientos revolucio- 
narios hasta la oposición cotidiana encubierta o velada. 
Esta constante resulta de importancia, pues en muchos 
casos la disidencia ha sido el motor generador de 
movimientos de transformación regional o nacional. 
En el caso mexicano es posible encontrar una amplia 
gama de tipos de disidencia; esto sugiere que las posi- 
bilidades de establecer un modelo acorde con las múl- 


tiples épocas y regiones sea una tarea compleja.? 


$ Lara Cisneros, Gerardo, “Sobre la relatividad de la disidencia o la disidencia como 
construcción del poder: disidencia y disidentes indígenas en Sierra Gorda, siglo XVII!” en 
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De hecho para la época que se investiga podríamos hablar 
de al menos dos tipos de disidencia: la que provocó la Revolu- 
ción y la que surgió producto de la institucionalización de la Revo- 
lución; hacia el interno de estos dos grupos vamos a encontrar 
infinidad de subgrupos, de hecho vamos encontrar a disidentes- 
disidentes, que aun a pesar de la Revolución continuaron mani- 
festando su inconformidad. Se trata de un proceso dialógico-dialéctico 
revolucionario? y cómo algunos abogados destacan en él colocán- 
dose rotoscópicamente en el escenario público como es el caso de 


Hilario Medina Gaona. 


3. Disidencia revolucionaria, disidencia al poder 
y la creación de una nueva disidencia entre los 
abogados 


Porfirio Díaz y el porfirismo*” implican la parte estable contra la que 


se desarrollaría la disidencia, algunos abogados contados dentro 


Castro Gutiérrez, Felipe y Terrazas y Basante, María Marcela (coords.), Disidencia y disi- 
dentes en la historia de México, México, UNAM, 2003, p. 71. 

% Interesante en este sentido la obra de Higareda Loyden, Yolanda, La Dialéctica histórica 
del pueblo mexicano a través de sus constituciones. Derecho y política, México, Porrúa, 
2000. 

190 Entendemos por “porfirismo” la ideología política, gubernamental y jurídica que se 
suscitó a partir de los diferentes gobiernos de don Porfirio, que incluso generaron una 
cultura política específica en la cual el discurso de estabilidad era indispensable, la pax 
porfiriana, sugería que la estrategia política principal era la de controlar la disidencia, no 
integrarla en el proceso político. 
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del grupo denominado los científicos discutían sobre pormenores 
eruditos derivados de la interpretación del artículo 27 de la Cons- 
titución de 1857 que tenía que ver con la propiedad de la tierra, 
comienza una discusión que podríamos englobar como “la sociali- 


zación del derecho” en la que se inscribe Medina Gaona. 


Cuando Porfirio Díaz fue exiliado la disidencia tuvo la opor- 
tunidad de buscar un lugar o al menos de levantar la mano para 
formar parte del nuevo proyecto, como es bien sabido en 1910 no 
existía un solo proyecto sino por el contrario, muchos revoluciona- 
rios comenzaron levantamientos y se elaboraron diversos planes 
políticos, bajo diversas ideologías la revolución tenía muchas caras, 
aunque bien podría decirse que la mayoría de los proyectos gira- 
ban en torno al problema agrario y laboral. 


La verdadera disidencia que empujó a la Revolución - a decir 
de Cockroft- fue una clase media intelectual que había quedado 
marginada, entre ellos algunos notables abogados: 


Es quizá significativo que José Vasconcelos, Antonio Díaz 
Soto y Gama y Luis Cabrera, tres de los abogados más 
famosos de la clase media participantes en la Revolu- 
ción, experimentaran personalmente este sentimiento 
de degradación del status. Las mejores posiciones que 


Vasconcelos y Díaz Soto y Gama pudieron obtener de 
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1909 a 1910, antes de la Revolución, fueron puestos 
de oficinistas en una empresa de abogados norteame- 
ricanos al servicio de varias corporaciones de nego- 
cios. Cabrera, mientras tanto al encontrar bloqueado 
el acceso al poder político por los Científicos exclusi- 
vistas y renuente a convertirse en auxiliar anónimo 
de una corporación, se volvió al periodismo y escribió 
una serie de artículos durante 1909-1910, bajo un 
seudónimo acusando a los Científicos de corrupción, 


robo y artimañas políticas. ** 


La disidencia intelectual, fruto del desplazamiento profe- 
sional a causa de las ideas, comenzó a integrar a diferentes per- 
sonajes que comenzaron a formar círculos de oposición, como el 
Centro Antirreleccionista de Madero en cuyo consejo ejecutivo apa- 
recían dos abogados uno de la clase media, Vasconcelos y otro de 
la clase alta pero también marginado de la política Emilio Vázquez 
Gómez. Al respecto, Félix E. Palavicini en 1905 decía que este grupo 
de intelectuales que se topaban de pronto con el hambre nece- 
sariamente se tornaban revolucionarios entonces “el proletariado 


intelectual iniciará su defensa..”?? 


11 Cockroft, James D., Precursores intelectuales de la Revolución mexicana (1900-1913), 
México, Siglo XXI Editores, S.A., 1971, p. 46. 
12 Palavicini, Félix F., Mi vida revolucionaria, México, Ediciones Botas, 1937, p. 17. 
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De ese modo en los años subsiguientes y hasta el Congreso 
de Querétaro: 


Tanto Madero como Carranza llevaron a sus movimien- 
tos un gran número de jóvenes abogados, hombres 
que se sentían desplazados por los Científicos. Una 
lectura tanto de la Convención de Aguascalientes de 
1914 como de los debates del Congreso Constitu- 
yente de Querétaro de 1916-1917, para no decir del 
informe congresista del XXVI Congreso (1912-1913), 
confirma el papel predominante desempeñado por 
los abogados durante la Revolución (algunos de los 
cuales, por supuesto, fueron también muy efectivos en 


el campo contrarevolucionario).** 


Hilario Medina nacido en León, Guanajuato, el 20 de junio 
de 1891, alumno y profesor de la Escuela Nacional Preparatoria y la 
Escuela Nacional de Jurisprudencia, rápidamente destacó por sus 
ideas revolucionarias y como constitucionalista, fue de los pri- 
meros en tener claro que era necesaria una nueva Constitución y 
por tanto integrar un Congreso Constituyente, él mismo reconocía 
que la Constitución de 1857 tenía muchas cosas positivas, entre 


ellas el artículo primero que reconocía los derechos del hombre y el 


13 Cockroft, James D., Precursores... op. cit., nota 11, pp. 72-73. 
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amparo como figura protectora de los mismos, a su entender eso 
reducía la crítica sobre dicha Constitución como un texto de “libera- 
lismo estéril”** pero ciertamente hacía necesario un “liberalismo 
revolucionario” que aunque podría ser paradójico debía basarse en 
principios sociales. Desde este primer momento podemos decir 
que Medina Gaona era un disidente del liberalismo, con una fuerte 
raigambre regional y pensando en todos aquellos que quedaron 
fuera del constitucionalismo decimonónico, fue construyendo una 
propuesta para un “nuevo Estado mexicano” un poco más social. 


4. Disidencia en el Constituyente de 1916-1917 


Es de todos conocido el hecho de que el Congreso estaba dividido, 
desde tiempos de Madero, en legalistas y maderistas; los dividía 
Cravioto durante su acreditación ante el Congreso, los primeros 
legitimaron el cuartelazo y los segundos se opusieron no asistiendo 
tácita o abiertamente, muchos de estos diputados volvieron a postu- 
larse para 1916. Según explica Higareda Loyden, desde la cre- 
dencialización surgió el problema, el secretario de Gobernación, el 
abogado Jesús Acuña, comenzó un proceso de obstrucción hacia 
algunos diputados, pertenecientes al grupo de “los renovadores”, 
favoreció al ala moderada del partido liberal, compuesta en parte 


por algunos exfelicistas y exhuertistas, como Luis Manuel Rojas 


14 Medina, Gaona, Hilario, Conmemoración Constitucional: La Constitución Individualista 
y la Constitución Político-Social, Guanajuato, Universidad de Guanajuato, 1957, p. 13. 
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a quien se atribuye el proyecto de Constitución presentado por 
Carranza.*? Y como bien explica Palavicini, los grupos se habían 
reorganizado en dos grandes sectores, los carrancistas y los obre- 
gonistas; ** la disidencia había perdido a sus intelectuales y, aunque 
Zapata y Villa continuaron sus campañas, la realidad es que la 
mayoría de revolucionarios (de todas las especies) se vieron atraí- 
dos por el espacio que generó el gobierno constitucionalista, los 
demás maderistas optaron por salir del país con el triunfo de 


Carranza. 


De este modo en el Constituyente de 1916-1917, encon- 
tramos un gatopardismo por parte de casi todos sus miembros, 
lo interesante es que todos estos acomodos se reflejaron en el 
escrito constitucional, que sería difícil calificar como socialista o 
liberal, tal vez como lo menciona Emilio O. Rabasa se trate de un 
texto constitucional con dos liberalismos implícitos el jurídico- 
político y el económico-social,*” este último al que se adscribió 
Medina Gaona. 


De lo anterior podrían citarse infinidad de ejemplos, basten 
dos: el debate sobre cómo debían llamarse los derechos fue ganado 


15 Higareda Loyden, Yolanda, La Dialéctica histórica...op. cit., nota 9, pp. 476-477. 

16 Palavicini, Félix F., Historia de la constitución de 1917, México, Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal, 1992, pp. 57 y ss. 

17 Rabasa, Emilio O., El pensamiento político y social del Constituyente de 1916-1917, 
México, UNAM, 1996, pp. 83 y ss. 
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por los liberales carrancistas que pensaban que debían ser garantías 
individuales; derivado de esto, los derechos laborales y los dere- 
chos sociales quedaron en el 123 como un pegote forzado; resul- 
taron más una declaración política que un derecho constitucional. 
Aquí una disidencia se abrió paso entre aquellos que consideraron 
demasiado social a Madero y que seguían pensando como Carranza 


que lo mejor era sólo reformar la Constitución de 1857. 


Hilario Medina podría ser ubicado en el grupo de “liberales 
progresistas (con) muchas influencias socialistas”,*$ que pensa- 
ban que los derechos sociales debían tener un lugar preeminente 
en el nuevo texto. Al final el Constituyente encontró una fórmula 
que le ayudó a conseguir una cierta unidad, la Revolución cons- 
titucionalista, como lo expresó el abogado queretano Aguirre Ber- 


langa en las primeras sesiones del constituyente: 


En estos momentos se labora intensamente por la re- 
construcción nacional y por convertir las promesas 
de la revolución en instituciones sociales que han de 


borrar tantos errores y han de encauzar las energías 


18 Diario de los debates del Congreso Constituyente 1916-1917, Introducción por el Dipu- 
tado Constituyente Lic. Hilario Medina, México, Comisión Nacional para la celebración 
del 175 aniversario de la Independencia Nacional y 75 aniversario de la Revolución Mexi- 
cana, Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 1985, t. l, 
p. 1024. 
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patrias por un sendero de progreso, de armonía y de 
paz. Tengo la firme certeza de que el corazón de los pre- 
suntos diputados aquí reunidos, palpita de satisfacción 
al ver que la clase desvalida, la clase obrera de este 
pueblo, ha venido a significar su adhesión, a desear 
felicidad a este Congreso y a pedirle, también, que lleve 
adelante, siempre firme, con una firmeza de carácter 
nada común, las aspiraciones de la revolución que con 
tanto anhelo, con tanto sacrificio personal y con tanto 
espíritu de justicia ha venido realizando el C. Primer 
Jefe, a quien todo el mundo, amigos y enemigos, pro- 
pios y extraños, han reconocido en él el alma de la 
revolución constitucionalista, y por eso lo han proclama- 
do unánimemente el J efe Supremo de los destinos de 


la República.?** 


Carranza entendió perfectamente su compromiso histórico, 
no por nada Miguel Hidalgo y Agustín de Iturbide tuvieron que aban- 
donar su papel de forjadores de una nación, por no llevar a cabo la 
redacción de un texto constitucional, Carranza pragmáticamente 
lo logró, en un texto que trató conciliar posturas y de ahí su esen- 


cia de melting pot que apaciguó los ánimos de algunos disidentes, 


19 Citado por Palavicini, Félix, Historia de la constitución...op. cit., nota 16, p. 61. 
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un triunfo de papel como lo llamó Cockcroft, que no generó vías 
procesales para poder integrar a la disidencia, sino mecanismos 
paraconstitucionales que esperanzaron a un pueblo con alcanzar 
sus derechos sociales a través de una Revolución que se institu- 
cionalizaba; la disidencia podría participar a través de la Revolución 
perenne, la fórmula era simple: “constitucionalizar las aspiraciones” 
aunque sólo fuera eso, sin llegar a materializarlas. De aquellos 
días nos queda el último artículo de la Constitución de 1917 con 
una alta carga de modernismo confiado en los modelos teóricos 


y criminalizador de la resistencia cívica: 


Art. 136. Esta Constitución no perderá su fuerza y 
vigor, aun cuando por alguna rebelión se interrumpa 
su observancia. En caso de que por cualquier tras- 
torno público, se establezca un gobierno contrarío a los 
principios que ella sanciona, tan luego como el pueblo 
recobre su libertad, se restablecerá su observancia, y 
con arreglo a ella y a las leyes que en su virtud se 
hubieren expedido, serán juzgados, así los que hubie- 
ren figurado en el gobierno emanado de la rebelión, 
como los que hubieren cooperado a ésta. 


Lo más curioso de esta historia es que al final quien apro- 
vechó todo esto fue aquella disidencia reaccionaria, resentida y de 
derecha, que una vez que llegó al poder hizo suya la fórmula y la 
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aplicó contra aquellos que ideológicamente estaban emparentados 
con los que la habían creado. Y es que el sistema cambia de ideo- 
logía pero sigue siendo el sistema, sigue siendo poder que debe 
ser controlado por el derecho, por eso son siempre necesarios los 
revolucionarios para poder denunciar los excesos, por eso los abo- 
gados deberían algunas veces ponerse del otro lado para poder 


generar la dialéctica que permita mejorar el orden constitucional. 


5. El Constitucionalismo social de Hilario Medina 


El nuevo Estado, el que estaban construyendo Hilario Medina y los 
demás juristas debía llevar el apellido de “social”, lo social como 
concepto aparece durante el siglo XIX y el XX en muchos lugares, ?* 
puede ser asociado con múltiples fenómenos humanos y con muchas 
ideologías, así las cosas, los socialismos son vastos pero cuando 
uno se refiere a constitucionalismo social lo lógico es referirse en 
principio a la Constitución de Weimar de 1919 y luego al texto cons- 


titucional mexicano de 1917,?* lo decimos en ese orden porque las 


22 Sin duda uno de los textos más influyentes de occidente es Engels, Friedrich, Del socia- 
lismo utópico al socialismo científico, Vol. 18, Francisco Etchelecu, 1979. 

2 “La Constitución federal mexicana de 5 de febrero de 1917 debe considerarse como 
un documento de transición entre el sistema clásico individualista y liberal de la carta 
anterior de 1857 y las tendencias socializadoras que se manifestaron en la primera pos- 
guerra, con el mérito indiscutible de haber sido la primera que incorporó en su texto 
a los derechos sociales de los trabajadores y de los campesinos, adelantándose a otras 
leyes fundamentales, como la alemana de Weimar de 1919, y la de la revolución rusa 
de 1918, que iniciaron el llamado constitucionalismo social”. Fix-Zamudio, Héctor, “El 
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inercias culturales hicieron del primero una referencia interna- 
cional, mientras que la Constitución de 1917 no fue tan conocida, 
leída o replicada en otros países, sin embargo, hoy después de cien 
años, muchos teóricos toman en cuenta en la importancia del 
movimiento constitucional de 1916-1917,? sobre todo porque su- 
cedió con anterioridad a Weimar y porque fue producto de una 
revolución armada.?”* Ciertamente ésta ha sido una de las razones 
para que algunos países la rechazaran de inmediato e incluso, sin 
conocer su contenido, la tacharan de comunista y peligrosa. 


Entonces el proceso en el que estuvo inmerso Hilario Medina 
es propiamente de constitucionalismo social, y el texto que emanó 
de ahí fue una Constitución social; pero hay que decir que en el 
Constituyente de 1916 no hubo un solo socialismo único, y por el con- 
trario confluyeron distintos socialismos que convivieron paradóji- 
camente con ideas como el liberalismo y el positivismo. 


Para algunos constitucionalistas contemporáneos el cons- 
titucionalismo social consiste en la inclusión de ciertos derechos 
emblemáticos llamados sociales: 


Estado social de derecho y la Constitución mexicana”, en La Constitución mexicana: 
rectoría del Estado y economía mixta, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurí- 
dicas, 1985, p. 119. 

2 Sánchez Vázquez, Rafael, “La trascendencia del constitucionalismo social en América 
Latina (Caso México)” en Cuestiones Constitucionales, Revista Mexicana de Derecho 
Constitucional, núm. 27, julio-diciembre, UNAM, México, 2012, pp. 251-309. 

2 Aquí entonces habría que agregar la Constitución Soviética de 1918 que también fue 
fruto de una revolución armada. 
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La Constitución jacobina del año | (1793), no aplicada, 
sin embargo tuvo una influencia importante en el 
desarrollo de las ideas políticas, en cuanto se inspiró 
en una democracia directa y radical basada en la 
voluntad popular y asamblearia, y por primera vez 
enunció los “derechos sociales” (derecho al trabajo y 
a la instrucción) que se replantearán por la Consti- 
tución mexicana de 1917 y alemana de 1919, Esta 
Constitución suministrará también, el esquema orga- 
nizativo de referencia a las soluciones adoptadas por 
las Constituciones soviéticas a partir de 1918.?* 


Insistimos en la complejidad de llamar social o no a un 
texto constitucional o incluso a un proceso constitucional como el 
que nos ocupa pero en este caso lo performativo es importante, 
el fenómeno constitucional de 1916-1917 es visto como el partea- 
guas de un nuevo constitucionalismo de índole social, justo como 
ahora se ha querido ver con los textos constitucionales de Bolivia 
(2009), Ecuador (2008), Venezuela (1999), Argentina (1994) y 
Colombia (1991) denominado “nuevo constitucionalismo social”. 
Lo que queremos decir es que a veces son importantes los rótulos 


y que aunque todo termine en un texto que es lo más evidente y 


2 Vergottini, Giuseppe de, Derecho constitucional comparado, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2004, pp. 206-215. 
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manifiesto, detrás hay un sinfín de presupuestos ideológicos, de 
luchas parlamentarias, incluso de batallas sociales, es decir, a todos 
estos textos les acompañaron contextos, pero ciertamente las 


fechas emblemáticas sirven como recordatorio: 


Tenemos la convicción de que el principio funda- 
mental de la democracia social, tiene sus bases esen- 
ciales en el texto original de la Constitución federal 
de 1917, se ha desarrollado de manera paulatina, de 
acuerdo con el crecimiento económico, social y cultu- 
ral de nuestro país, y se refleja en numerosas reformas 
a diversos preceptos de nuestra ley suprema, que de 
esta manera se ha transformado y modernizado para 
adoptar, con modalidades propias, los lineamientos del 
constitucionalismo occidental de la segunda posguerra, 
que ha desembocado en el llamado Estado de bienes- 
tar o Estado de derecho social.?* 


Puede que esto sea un poco desconcertante, pero no entra- 
remos propiamente a debatir qué es el constitucionalismo social; 
para efectos de este trabajo sólo diremos que se pretendió por 
algunos constituyentes de 1916 crear una Constitución social y que 


a la postre así se consideró al texto que surgió de ahí, e incluso el 


25 Sánchez Vázquez, Rafael, “La trascendencia del constitucionalismo...”, nota 22, p. 267. 
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tipo de Estado, lo que si haremos ahora es mencionar lo que Hilario 
Medina entendía por constitucionalismo social. 


Comentando el artículo primero de la Constitución de 1917 
Hilario Medina nos dice: 


Este enunciado no es el de un estéril individualismo 
como se ha dicho; es mucho más que una doctrina 
social: es el concepto filosófico del hombre, la huma- 
nidad. El hombre de quién hablaba y para el que legis- 
laba no era del momento, no era el que actuaba en 
aquella sociedad o en aquel pueblo, era el hombre de 
todos los tiempos, de todos los países, de todas las 
razas, la raza humana, la humanidad políticamente 
organizada, la que estaba dentro y fuera del contrato 
social, a quién el legislador se dirigía en frases pe- 
netrantes, perentorias y persuasivas [...] En tu calidad 
de hombre y por el solo hecho de serlo, eres inviolable 
y sagrado, no importa de donde seas, no importa de 
dónde vengas; basta tu calidad de hombre para que 
todas las leyes y todas las autoridades te respeten 
los derechos que aquí te reconoce, no el legislador, 
sino el pueblo ...”? 


26 Medina, Gaona, Hilario, Conmemoración Constitucional... op. cit., nota 14, pp. 13-14. 
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Podría decirse que para no meterse en líos y resolver el pro- 
blema entre el individualismo —que es piedra fundamental del libe- 
ralismo— y la doctrina social, pensadores como Medina Gaona 
prefirieron hablar de humanismo transnacional y esto es un ele- 
mento nuevo; en otras etapas históricas, otros humanismos explo- 
raron el tema de la universalidad, pero éste en particular, menos 
naturalista, comenzaría a considerar el mundo como algo más ins- 
titucionalizado, como el conjunto de naciones que tienen algo en 
común; el nacionalismo es, en esta etapa, todavía, punto de 


partida para la construcción del derecho. 


En 1956, cuando ya es claro el concepto de derechos huma- 
nos, Hilario Medina termina uno de sus discursos en vísperas del 


centenario de la Constitución de 1857 de la siguiente manera: 


Si el primer aspecto de la vida moderna es materia- 
lista por ser predominantemente económica, en el 
segundo aspecto el genio de la raza la colora de un 
tinte humanitario, universal y grandioso que justifica 
y enaltece todas las luchas, todos los ensayos y aun 
todos los fracasos, porque su principio es el hombre 
que vive en México y su fin el género humano, la 
humanidad, cuyos lazos se estrechan más y más cada 
día, hasta el punto que ya no podremos permanecer 


extraños a las grandes catástrofes que son posibles 
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por los descubrimientos de la ciencia o a las realiza- 
ciones pacíficas que todos debemos procurar, si cada 
pueblo, dentro de sus instituciones desarrolla sus 
virtudes y sus riquezas sin perjuicio de otro, como lo 


haremos en el México de hoy, de ayer y de mañana.?” 


Queda claro cómo se salvaba la dicotomía entre nacionalis- 
mo y universalismo de forma altamente retórica y teniendo como 


gozne el humanismo. 


Entonces un constitucionalismo humanista, pero ¿qué función 
debía cumplir la Constitución de 1917? Y sobre todo cuando existía 
“...la necesidad de dejar aseguradas las conquistas de la revolución 
dándoles el sello incontrastable de la categoría constitucional”. ?* 


La Constitución desde un principio fue algo más que un texto: 


Documento notable bajo todos los conceptos; instru- 
mento político definitivo, porque explica ante el Ejército 


constitucionalista, ante la Nación y ante la Historia, el 


27 Medina Gaona, Hilario “Discurso ceremonial inaugural” en El liberalismo y la Reforma 
en México, UNAM, México, 1957, p.25. 

28 Medina Gaona, Hilario, “Introducción”, en Diario de los debates del Congreso Constitu- 
yente 1916-1917, México, Ediciones de la Comisión Nacional para la Celebración del 
sesquicentenario de la proclamación de la Independencia nacional y del Cincuentenario 
de la Revolución Mexicana, t. |, 1960, p. 7. 
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cambio trascendente de la marcha y fines de la re- 
volución, que deja de ser militar para convertirse en 
sociológica, que abandona el viejo principio de res- 
taurar la Constitución de 1857, para plantear valien- 
temente la convivencia y necesidad de un nuevo 


Constituyente. ?* 


Hilario Medina Gaona se encargó de aclarar en diversos 
foros el porqué de la necesidad de una nueva Constitución a pesar 
de la corriente mayoritaria a la que incluso se había sumado 
Carranza, que hablaba de reformas a la Constitución de 1857. 
La necesidad de un nuevo texto en gran medida se debió a que las 
necesidades políticas y sociales eran otras, no era sólo un eufe- 
mismo político, hombres como Medina Gaona estaban convencidos 
de que eran arquitectos de un nuevo orden jurídico: “la consti- 
tución de 1857 era un texto hermoso pero frágil e impráctica para 
gobernar, la Constitución de 1917 se blindó para generar un go- 
bierno estable”, sea esto cierto o no, es una verdad que la Cons- 
titución está a punto de cumplir un siglo; podrá argumentarse 
que no se trata del mismo texto, que ha sufrido muchas reformas 
y demás, pero ahí sigue, y desde el inicio se entendió que se tra- 
taba de una estructura política que debía solventar gobiernos de 


diversa índole siempre con el sello de lo social. Tal vez es sólo un 


2 Ibidem, p. 15. 
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efecto performativo lo que ayudó a este texto a sortear las posi- 
bles propuestas de nuevas constituciones, porque existe el con- 
senso de que es un buen texto, pero la lección más terrible que 
debió enfrentar el constitucionalismo en el siglo XX es que la tiranía 
no puede ser combatida sólo con papel y tinta.?" 


La Constitución emanada del Constituyente de Querétaro 
tiene un legado fundamental que en palabras de Hilario Medina 


se basa en puntos como el que: 


Los derechos del hombre se convierten en garantías 
individuales. Al enunciado teórico y filosófico de un 
conjunto de principios sin efectividad ni sanción, se 
sustituyen las promesas solemnes del poder público 
por medio de las Instituciones, de dar a cada indivi- 
duo un conjunto de zonas infranqueables que tienen 
por objeto hacer que se respeten sus libertades, sus 
propiedades, su seguridad y la igualdad de todos 


los componentes de la sociedad. *! 


30 Cfr. Háberle, Peter, Teoría de la Constitución como ciencia de la cultura, Madrid, Tecnos, 
2000 y Háberle, Peter, El estado constitucional, Lima, Fondo Editorial PUCP, 2003. 
31 Medina Gaona, Hilario, “Introducción”... op. cit., nota 28, p. 19. 
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Hoy por hoy nos queda claro que puede tratarse de un 
texto maravilloso que puede llegar a proteger la gran mayoría de 
derechos y libertades, pero si no existen las condiciones y volun- 
tades políticas ni la cultura, será imposible que texto y contenidos 
subsistan. Suena muy bien la idea de estos derechos como “pro- 
mesas solemnes” permanentes a cargo del poder político, incluso 
la idea primigenia de garantías individuales equivalentes a estos 
derechos podría tener mayor peso si hubiera este compromiso por 
parte de las autoridades y sería tan vanguardista como nuestra 
reforma reciente de junio de 2011, así que las siguientes palabras 
son totalmente válidas: “La Constitución de 1917 está en marcha 
a pesar de que se la desconoce y se la viola con frecuencia. Queda 
como un programa por realizar, como un supremo ideal que es digno 


de llevarse adelante”. ?2 


Justo en la idea de garantías individuales el constituciona- 


lismo social hacía acto de presencia: 


Las libertades establecidas en el Capítulo de Garantías 
Individuales, responden a un sistema mixto en que se 
conjugan los derechos individuales y los de la socie- 


dad. Establecido y reconocido el principio, se establece 


32 Ibidem, p. 20. 


Antología de las obras de carácter jurídico de los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación que formaron parte del Constituyente de 1916-1917 


al lado de él lo que demanda la acción social del poder 
público en beneficio del mayor número [...] el Estado 
asume una función, acepta una misión y al hacerlo 
establece las condiciones mediante las cuales llenará 
su cometido y es al Estado al que corresponde trazar el 
carácter de la enseñanza que va a impartir, y mien- 
tras subsista un ordenamiento que está muy lejos 
del primitivo y estricto derecho individual, tendrán que 
soportarse esas disposiciones. [...] la Constitución de 
Querétaro tiene un marcado tinte socialista, aún mal 
definido porque todavía no se hace la doctrina de la 
misma, pero que provisionalmente se puede llamar 
socialismo de Estado y su impronta, Constitución 


politico-social.? 


Claro está que para la mayoría de autores, incluido Hilario 
Medina, lo social de la Constitución de 1917 no es sólo su capitu- 


lado de garantías sino sobre todo los artículos 27 y 123. 


El propio Medina Gaona era consciente de que la Constitu- 
ción se construye sobre su propia historia: “[hemos] debido aco- 


ger ese pasado histórico doloroso y sangriento de la Constitución 


3 Idem. 
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mexicana, en la que cada artículo, cada renglón, cada palabra, han 
costado ríos de sangre; pero sobre ese pasado, ha traído nuevas 


soluciones”. 34 


De todos modos por si quedara duda Hilario Medina Gaona 


va a definir de manera puntual la constitución social: 


La constitución de 17, tipo de constitución político 
social. Además de la organización política contiene 
ciertas reglas de organización social. El individualismo 
ha dejado de ser la base y objeto de las instituciones; 
se establecen simples garantías en su lugar y la parte 
más importante se consagra al establecimiento de un 
gobierno y a lo que se llama el problema social! ...] Para 
definir la cuestión social y por consiguiente la cons- 
titución social, hay que examinar si todas o algunas de 
sus disposiciones se refieren a cuestiones de propiedad 
de producción y de distribución de la riqueza, en otras 
palabras, si dichas disposiciones son económicas en su 


contenido y en sus fines, es decir, sociales.?* 


34 Ibidem, p. 21. 

35 Medina Gaona, Hilario, La constitución político-social: conferencia sustentada ante 
el congreso Jurídico Nacional, el lunes 26 de septiembre de 1932, México, Imprenta 
Mexicana, 1932, pp. 10 y 11. 
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Medina Gaona explica que lo social se refiere a la parte de 
la regulación económica por parte del Estado, pero también la que 
da mayor participación política: 


El bienestar económico de las mayorías es lo que per- 
siguen las nuevas constituciones, las cuales tienden a 
asegurarlo facilitando desde luego su integración eco- 
nómica y abriéndoles en seguida el acceso al poder 
público. Una constitución que tiende a integrar el mayor 
número y le facilita el acceso al poder, es social.>* 


La Constitución social para Hilario Medina es un documento 
que permite la integración del problema económico en particular 
las cuestiones de propiedad y el tema laboral, cuestiones pre- 
ponderantes para el materialismo histórico como lo reconoce el 
propio Constituyente de 17, la influencia del materialismo histó- 
rico es clara en la idea de Constitución social: 


Desde el punto de vista social, la constitución es otra 
cosa: Se define por el régimen de la propiedad. Este 
y la forma del gobierno, son cosas inseparablemen- 
te ligadas. Sin pretender teorizar sobre esta circuns- 


tancia, sin querer definir un régimen político por las 


36 Ibidem, pp. 11 y 12. 
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características de la propiedad, es cierto que el go- 
bierno de un pueblo es más democrático cuando más 
dividida está la propiedad, es decir, mientras más pro- 
pietarios haya, y es también más liberal. Es aristocrá- 
tico, si a la posesión de la tierra se unen honores y 
nobleza. La democracia no existe donde la PROPIEDAD 
ESTA MONOPOLIZADA O ES FEUDALISTA; LA DEMO- 
CRACIA NO EXISTE DONDE |MPERA EL CAPITALISMO. 
UN REGÍMEN POLITICO ES EXPRESION DEL REGÍ MEN 
PROPIETARIO. 


En la propiedad del suelo reside la explicación de todo 
fenómeno social o político. Son pocos los propietarios, 
gobierno aristocrático y conservador. Son muchos los 


propietarios, gobierno ponderado. 


La constitución legaliza el dominio de la clase gober- 
nante, es la organización de esa clase que es una mi- 
noría, y la mayoría sufre o tolera este hecho y se ha 
limitado a obtener ciertas condiciones para el ejercicio 
del poder: TALES SON LAS CONSTITUCIONES POLITI- 
CAS. Estas eran otorgadas al principio por el rey, a veces 
eran un pacto celebrado con su pueblo; HOY SIGUEN 
SIENDO OTORGADAS POR UNA MINORIA Y CONTI E- 
NEN EL PACTO QUE ESTA CELEBRA CON LA MAYORIA. 
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La garantía individual es la prueba de este pacto o mejor 
dicho, es su cláusula más importante: ES LA LIMITA- 
CIÓN DEL PODER EN BENEFICIO DEL INDIVIDUO, ES 
DECIR, DEL NO GOBERNANTE, DEL OPRIMIDO, DEL 

QUE OBEDECE.” 


Las mayúsculas fueron puestas por el mismo Medina 
Gaona para resaltar ciertas ideas. Como podemos ver clara- 
mente en esta cita encontramos conceptos como lucha de clases 
y antipropietarismo,*% en este mismo texto Hilario Medina habla 
de la Proletocracia: “De la palabra proletario se puede hacer la de 
PROLETARIUS-POTESTAS para significar el poder político y social 
del proletariado, proletarii; por imitación del modo de formación del 
lenguaje que empleamos para designar gobiernos o regímenes 
de gobierno. PROLETARIO:CRACIA o más brevemente: PROLETO- 
CRACIA”,? sin embargo, el jurista guanajuatense en diversas 
ocasiones explica que no se trata de un mero comunismo porque 
“[el] socialismo no es la desaparición de la conciencia individual, 
sino su ensanchamiento. Yo también encuentro una realización de 
conciencia en esas masas que pugnan por salir a la superficie para 


respirar libremente el aire de la vida..””*” Aunque ciertamente más 


37 Ibidem, p. 12 y 13. 

38 Cfr. Harnecker, Marta, Los conceptos elementales del materialismo histórico, 59a. ed., 
México, Siglo XXI, 1994. 

32 Medina Gaona, Hilario, La Constitución Político-Social, op. cit., nota 35, p. 6. 

20 40 Ibidem, pp. 22 y 23. 


97 


98 


Suprema Corte de Justicia de la Nación 


adelante dice que el comunismo de los universitarios que a tantos 
enerva podría ser la solución para combatir la corrupción y la mi- 
seria moral.*! Esto era el tenor de una generación que se decía 
liberal y democrática pero que no aceptaba el “mecanicismo” del 
capitalismo de la época y veía en las corrientes marxistas una 
posible solución pero que no podía externarlo abiertamente por- 
que era políticamente incorrecto. Fueron los anarquismos los que 
enarbolaron esas banderas que a la postre no lograron subsis- 
tir en el terreno político pero quizá sí en el constitucional y uni- 
versitario, y es que volvemos a lo mismo, entre ideal y realidad: 
el materialismo histórico puede tener muchas cosas buenas pero 


depende de las intenciones de quien sea el catalizador. *? 


Para más detalle, Hilario Medina concluye que la Constitución 


social debe tener las siguientes características: 


Por lo que antecede se ve que una constitución polí- 
tico social consta de dos partes: la primera es la de la 
organización política propiamente dicha, la segunda 
es la de los elementos sociales que entran bajo el 
amparo de la constitución, aunque todavía no formen 


parte del gobierno. 


41 Ibidem, p. 24. 
2 Cfr. Habermas, Júrgen, La reconstrucción del materialismo histórico, Madrid, Taurus, 1981. 
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El desideratum de la organización política es toda- 
vía la democracia con tendencia a la proletocracia; el 
de la cuestión social varía entre las siguientes es- 
cuelas, o tiene algo de ellas: capitalismo, comunismo 


y socialismo. 


El capitalismo mantiene la propiedad privada de los 
medios de producción, bajo un sistema de libre com- 
petencia e iniciativa individual para el provecho par- 


ticular, con el mínimo de intervención gubernamental. 


El comunismo en el extremo opuesto, representa el 
control y propiedad del Estado de todos los medios 
de producción, distribución y cambio, bajo la dicta- 
dura del proletariado. 


El socialismo, colocado entre los dos, generalmente 
se orienta a la socialización gradual de los principales 
medios de producción, por el consentimiento más 
bien que por la compulsión, por medio de actividades 
constitucionales y parlamentarias y por un proceso 
constructivo y evolutivo más bien que por revolucio- 


nes violentas. Y 


4 Ibidem, pp. 18-19. 
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Podríamos resumir el concepto de que la Constitución social 
siguiendo a Medina Gaona “[Ila constitución político social es la 
segunda fase del desarrollo de un pueblo en función de su cons- 
titución. La primera fase es la constitución política y la última 
la constitución social”.** Se trata entonces de una evolución del 
constitucionalismo que en una primera fase busca solamente 
arreglar el tema político, como un asunto de la clase gobernante 
y dialécticamente opuesto a lo social; por tanto, cuando el sis- 
tema político ha logrado “racionalizar”, el poder puede dar un paso 
adelante para regular lo social donde el tema económico es fun- 
damental y se expresa en tres grandes sectores: tierra, trabajo 


100 y educación: 


En México, no hay que olvidarlo, todo el movimiento 
social deriva de la constitución. Los postulados polí- 
ticos comenzaron a formularse al día siguiente de la 
independencia, pero las cuestiones sociales no han 


cuajado sino a partir del Código de Querétaro. 


Si no se quieren complicaciones inútiles, el problema 
social de México puede compendiarse en estas tres 
cosas: TIERRA, TRABAJO y EDUCACION, 


2% Ibidem, p. 6. 
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Las dos grandes fuerzas latentes que la constitución 
llamó a la existencia y cuyo desarrollo insospechado 

presenciamos, son TIERRA y TRABAJ O.* 


Hilario Medina nos explica que la constitución social es here- 
dera de la revolución social, a nivel histórico e incluso parlamen- 
tario personajes como Camilo Arriaga vislumbraron el problema tan 
grave que se daría en México a partir de la posesión de tierra en 
manos de grandes terratenientes. La Revolución buscó la emancipa- 
ción a través de la redistribución de tierras, y eso planteó un cam- 
bio a nivel jurídico que tuvo que consolidarse en un nuevo régimen 
constitucional; redistribuyendo la propiedad se replantearía el tra- 
bajo y la mano de obra sería reasignada bajo una perspectiva de 
mayor justicia social. Lamentablemente son los tres pilares men- 
cionados del constitucionalismo social mexicano aquellos que más 
detrimento han sufrido en las últimas décadas, esto lo había vis- 
lumbrado el propio Medina Gaona quien pensaba que la Consti- 
tución de 1917 podía ser transitoria cuando quizá el capitalismo 
al que nos empujaría Estados Unidos obligara a nuestro sistema a 
volver al individualismo, pero el ataque decía no sólo vendría de 


fuera sino incluso vino muy pronto desde dentro: 


15 Medina Gaona, Hilario, Socialismo Constitucional, Tierra, Trabajo y Educación. Estudio 
leído por su autor, el 5 de febrero de 1936, en la velada celebrada por la Asociación de 
Constituyentes, para solemnizar el XIX aniversario de la Constitución de Querétaro, 
México, Antigua Imprenta de Murguía, 1942, p. 4. 
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La Constitución de Querétaro pasa por una crisis muy 
seria; sin ser atacada ostensiblemente, tiene ene- 
migos en todas partes; más aún, aunque es respe- 
tada en apariencia, hay corrientes que preparan para 


su ruina. 


Los contrarrevolucionarios sencillamente la detes- 
tan, los socialistas la desconocen, pero la aprovechan 
en lo que les es útil; los comunistas y los anarquistas 
la desprecian y andan pidiendo recelas de fuera para 
aplicarlas a nuestros males; los individualistas y los 
terratenientes tienen para ella un marcado desdén 
102 por haberlos privado de algo; quienes la encuentran 
insuficiente y atrasada, quienes la juzgan bolchevique... 
Sólo aquellos que se sienten heridos en sus intereses 
por la marcha fatal de las cosas desearían que se respe- 
tara y los que ven un poco para atrás, ahora comien- 
zan a pensar que la constitución no es tan mala como 
parece y que valdría la pena de que todos nos some- 


tiéramos a ella.* 


Ciertamente ni el propio Hilario Medina imaginó que la 


Constitución de 1917 tuviera tan larga vida, volveremos con nuestra 


26 Ibidem, p. 3. 
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tesis que es la propia del constitucionalismo contemporáneo, no 
podemos dejarle todo el peso de la responsabilidad a un texto. 
Es necesaria la instauración de una cultura constitucional acorde 
que involucre a toda la sociedad y eso lo podríamos hacer con 
este texto o con otro, aunque la Constitución de 1917 -a pesar 
de todo- sigue teniendo una autoridad moral que no hay que 
menospreciar y sigue considerándose social, eso hay que apro- 
vecharlo más, sobre todo desde la interpretación constitucional, 
hombres con Medina Gaona quisieron crear un Estado Social de 
Derecho, las intenciones eran buenas, pero faltaron muchas cosas 
más que la buena voluntad, por eso terminamos con las palabras del 
propio guanajuatense acerca de la Constitución de 1917: “Yo la 
estimo ser un documento de transición, qué por el momento nos 
cobija a todos y resuelve nuestros problemas; que en sí misma 


no ha agotado su contenido y que está llena de posibilidades...”*” 


27 Ibidem, p. 4. 
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Il. Ministro JosÉ MARÍA TRUCHUELO Ruiz? 


José María Truchuelo Ruiz, óleo sobre tela 
de Iñaki Beorlegui Estévez (ca. 2006), galería 
“Retratos Vivos” de la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación, México. 


* Se tomó como referencia la semblanza incluida en: Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Ministros 1917-2004. Semblanzas, 2a. ed., México, Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2005, p. 413. 


A. SEMBLANZA 


Lugar y fecha de nacimiento: En la ciudad de Querétaro, 
Querétaro, el 29 de abril de 1880, hijo de la señora Lucía Ruiz 
y del señor Manuel Truchuelo. 


Antecedentes escolares: Realizó los estudios de primaria, secun- 
daria y preparatoria en su ciudad natal. 


Estudios profesionales: Cursó la carrera de Derecho en la Univer- 
sidad de Querétaro. 


Actividades académicas: En la Escuela de Derecho de la Uni- 
versidad citada, impartió la cátedra de Derecho Constitucional. 


Academias, asociaciones y sociedades: Fue Presidente de la 
Sociedad de Alumnos de la Universidad de Querétaro. 


Cargos de elección popular: Fue Gobernador del Estado de Que- 
rétaro y, de 1916 a 1917, Diputado a la Asamblea Constituyente 
de la mencionada entidad federativa, y Secretario de la propia 


Asamblea. 
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Cargos en la Administración Pública Estatal: En el Estado de 
Querétaro se desempeñó como Síndico del Ayuntamiento Muni- 
cipal; Defensor de Oficio; Abogado Consultor del Gobierno y 
Secretario General de Instrucción Pública y Secretario General de 
Gobierno. 


Cargos en el Poder J udicial del Fuero Común: Fue Magistrado 
del Tribunal Superior de Justicia de Querétaro y Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales. 


Cargos en el Poder Judicial de la Federación: En 1917 fue 
electo Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el 
Congreso Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, cons- 
tituido en Colegio Electoral y a propuesta del Presidente de la 
República, Venustiano Carranza; ejerció el cargo hasta el mes 
de mayo de 1919, En 1935 nuevamente fue nombrado Ministro del 
Alto Tribunal por el Presidente Lázaro Cárdenas. 


Fecha de retiro: En 1940 concluyó el periodo para el cual fue 
designado. 


Fecha de fallecimiento: En 1953. 
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B. José MARÍA TRUCHUELO RuIz 
(1880-1953), 
UN PERSONAJE HISTÓRICO QUIEN OCUPÓ PUESTOS 
DETERMINANTES EN LOS PODERES LEGISLATIVO, 
EJECUTIVO Y JUDICIAL 


Francisco Javier Meyer Cosío* 


1. El contexto de un discurso trascendente: José 
María Truchuelo en Bellas Artes, 5 de febrero 
1945 


En esa época, la Segunda Guerra Mundial (1939-1945) estaba en 
su fase final, y las potencias que ya estaban vencidas en el terreno 
de las armas, Alemania y Japón, seguían irracionalmente belige- 


rantes, devastadoras y auto- destructivas. 


El 5 de febrero de 1945, como parte de los festejos del 
XXVII! aniversario de la Carta Magna emanada de la Revolución, 
el licenciado Truchuelo dictó su conferencia En defensa de la Consti- 
tución de 1917, dentro del Palacio de las Bellas Artes de la Ciudad 


de México. Ese mismo día, en puerto de Yalta, a orillas del mar 


* Historiador, Universidad Autónoma de Querétaro. 
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Negro en territorio de la URSS, estaban reunidos los principales 
vencedores de la Segunda Guerra: los Estados Unidos, la Unión 
Soviética y el Reino Unido. Sus líderes Franklin D. Roosevelt, 
loseph Stalin y Winston Churchill, respectivamente, hablaban sobre 
el Mundo y sus nuevas características geo- políticas. Allí hubo expo- 
sición de puntos de vista, negociaciones y enfrentamientos entre 
las potencias victoriosas. La Guerra Fría (1947-1991) se estaba 
formando. En el mes de abril 1945, Roosevelt falleció repentina- 
mente por un derrame cerebral, Benito Mussolini murió a manos 
de sus paisanos y Adolf Hitler se suicidó. Pocos meses más tarde, 
Churchill perdió su puesto de primer ministro británico y bombas 
nucleares estadounidenses fueron detonadas en ciudades japo- 
nesas, acelerando el fin de la Segunda Guerra. Así, 1945 fue un 
año cargado de acontecimientos históricos determinantes a nivel 


mundial.? 


Desde la perspectiva global, en 1945 los países se encon- 
traron con tres modelos para entender su pasado, vivir su pre- 
sente y trazar su futuro: el socialismo (en realidad el comunismo 
nunca existió, ni como régimen ni como sistema político), el capi- 
talismo y los países emergentes, que tenían elementos de ambos 


sistemas con adaptaciones regionales. 


1 Hobsbawm, Eric, Historia del siglo XX, 1914-1991, 5a ed., trad. por Juan Faci, Jordi Ainaud 
y Carme Castells, Barcelona, Editorial Crítica, 2003, p. 236. 


Antología de las obras de carácter jurídico de los Ministros de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación que formaron parte del Constituyente de 1916-1917 

México se ubicó en los países emergentes o subdesarrolla- 
dos, y con la Segunda Guerra Mundial, prosperó en general debido 
a la gran dinamización económica que significó el conflicto bélico, 
pues casi no se sufrió destrucción en el país, vendimos productos 
y proporcionamos mano de obra al extranjero, a los Estados Uni- 
dos principalmente. Para 1945 el sistema político emanado de la 
Revolución mexicana era estable, autoritario, desarrollista, en oca- 


siones dado al populismo, y fuertemente dominado por el Ejecutivo. 


Este sistema político mexicano pugnó por el crecimiento 
económico sostenido, primordialmente nacional, y capitalista corpo- 
rativo. Entre las atribuciones reales que tenía el Ejecutivo Federal, 
estaba la de la dirección política del país bajo el autoritarismo, el 
proporcionar infraestructura productiva a los empresarios nacio- 
nales, beneficiar abundantemente a las clases ricas y de forma 


limitada a los sectores sociales medios y pobres. 


En 1945 el presidente de México era el general Manuel Ávila 
Camacho, quien impulsó una política que se denominó Unidad 
Nacional, con la cual el país creció en términos económicos un 
abundante 7.3 % anual. Los ingresos económicos estaban muy 
concentrados en el delgado sector poblacional de la clase social 
opulenta, la clase media era numéricamente poca y una gran masa 
de gente pobre. La desigualdad siguió siendo el problema nacional 


mayúsculo. 
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Ávila Camacho, con su investidura de presidente de México, 
aplicó una realpolitik de supremacía sobre el Poder Legislativo, como 
lo demuestra el hecho de que en su sexenio nunca una iniciativa 
del Ejecutivo fue rechazada por el Congreso. Tampoco el Poder 
Judicial gozaba de toda la independencia que estaba contem- 
plada en el régimen emanado de la Revolución, aunque sí emitió 
fallos en contra del Ejecutivo, pero siempre en asuntos secun- 
darios y, por lo general a favor del sector empresarial. Durante 
el mandato de Ávila Camacho, al declarar México la guerra a los 
países del Eje, se suspendieron las garantías individuales, asunto 
que los tres Poderes de la Unión tuvieron muy en cuenta. Hay que 
señalar, que históricamente esta suspensión pasó casi desaperci- 
bida, porque el gobierno hizo poco uso de esta prerrogativa pre- 


vista para el caso de guerra internacional.? 


El discurso del licenciado Truchuelo dado en febrero de 1945, 
debe ser entendido como un componente esencial del sistema polí- 
tico mexicano en tiempos de Ávila Camacho. Truchuelo habló por 
el Poder Judicial, que intentaba con los medios legales a su alcance, 


de mantenerse independiente del Ejecutivo. 


2 Meyer, Lorenzo, “La encrucijada” en Historia General de México, México, El Colegio 
de México, 1976, p. 244. Cabrera Acevedo, Lucio, La Suprema Corte de Justicia durante 
el gobierno del general Manuel Ávila Camacho (1940-1946), México, Poder Judicial de la 
Federación, 2000, pp. 264-269. 
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e. Breves datos biográficos del licenciado José 
María Truchuelo Ruiz 


En la ciudad de Santiago de Querétaro, capital del Estado de Que- 
rétaro, nació el 29 de abril de 1880 un niño, hijo de la señora Lucía 
Ruiz y del señor Manuel Truchuelo. La señora Lucía tenía 26 años de 
edad y se dedicaba al hogar, el señor Manuel tenía diez años más 
que su esposa y era comerciante. El niño fue registrado con el nom- 
bre de José María, como su abuelo paterno. A juzgar por el sitio 
en donde el matrimonio Truchuelo-Ruiz vivía, su actividad eco- 
nómica y por los apellidos que tenían, su condición económica era 
- por lo menos- de clase media. Esa criatura recién nacida tendría 


grandes logros en los medios políticos, sociales y forenses.? 


El joven Truchuelo estudió la licenciatura en Derecho en el 
Colegio Civil de Querétaro durante la última etapa del porfirismo. 
Para 1905 ya tenía el título de abogado, y se le nombró síndico 
segundo del ayuntamiento de Santiago de Querétaro. Por estos 
años, nuestro biografiado alternó la abogacía privada con los pues- 


tos políticos a nivel municipal del ayuntamiento del centro. * 


3 Archivo del Registro Civil del Municipio de Querétaro, Libro de nacimientos, registro 
número 1, año 1881, foja 6, acta número 33, 17 de enero de 1881. 

% Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro, 11 de enero de 1905, núm.1, 
p. 5; 06 de enero de 1909, núm. 1, p. 5. La Luz de la Independencia, 08 de noviembre 
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Cuando estalló la Revolución en su etapa maderista, Tru- 
chuelo no se adhirió a la causa insurgente, sino que permaneció 
leal al porfirismo. Al renunciar Díaz a la presidencia de la Repú- 
blica, José María continuó en la política ahora como revolucionario 
y se dedicó a ella con gran ahínco, aunque inicialmente fracasó, 
pues su partido político fue derrotado en las elecciones estatales 
de Querétaro, fruto de la Revolución mexicana. Cuando Madero 
fue derrocado y asesinado en febrero de 1913, nuestro personaje 
no colaboró con el régimen golpista de Victoriano Huerta, sino que 


se unió al constitucionalismo liderado por Venustiano Carranza.* 
Durante la guerra civil 1913-1916 


La lucha entre los líderes anti-huertistas por encabezar al mo- 
vimiento revolucionario fue difícil para todos y Truchuelo sufrió 
en carne propia los vaivenes de esta guerra civil, aunque también 
se vio beneficiado por los cambios revolucionarios. Dentro de lo 
positivo para él, fue nombrado abogado consultor del gobierno 
estatal de Querétaro en octubre 1914. Pero la fortuna revoluciona- 
ria de Truchuelo tuvo periodos difíciles, en enero de 1915 estuvo 
a punto de ser fusilado por maniobras políticas del gobernador 


de 1908, núm. 18, p. 3. Fray Gerundio, Periódico Independiente, 27 de febrero de 1910, 
núm. 1. 

5 Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro, 04 de mayo de 1911, núm. 18, 
p. 156. 
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Teodoro Elizondo. José María superó ese periodo malo con alian- 
zas políticas, y en épocas más prósperas para él, fue nombrado 
Secretario general de gobierno en 1915. Ese mismo año, cuando su 
facción revolucionaria abandonó la ciudad de Querétaro, Truchuelo 
se quedó aquí, y sus enemigos políticos lo encarcelaron por breve 
tiempo. También fue una mala experiencia política, cuando en 1916 
el gobernador Federico Montes encarceló nuevamente a nuestro 
biografiado, y solicitó a las autoridades federales que lo exilia- 
ran del país. No obstante la enemistad del gobernador, Truchuelo se 


defendió, ganó y logró quedarse en México y salir en libertad.* 
En el Congreso Constituyente de 1917 


Las cosas mejoraron sustancialmente para el licenciado Truchuelo 
en 1916, pues él era experto en Derecho constitucional, y sus 
conocimientos en la materia fueron muy apreciados en el Consti- 
tuyente revolucionario de 1917, donde nuestro personaje asistió 
como diputado por el Distrito Tercero por Cadereyta, Querétaro. Para 
esta época, Truchuelo pertenecía al grupo revolucionario encabe- 
zado por el general Álvaro Obregón, quien impulsó la creación de 


artículos constitucionales en favor de los sectores más pobres 


£ Archivo Histórico de Querétaro, 05 de diciembre de 1914, e. 154; 10 de mayo de 1916, 
e. 808; 31 de agosto de 1915, e. 350. Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Que- 
rétaro, 21 de enero de 1915, núm. 03, pp. 13-14; 28 de enero de 1915, núm. 04, p.17. 
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de la sociedad. José María participó en el Constituyente con cono- 
cimientos jurídicos y con debate para la elaboración del artículo 
tercero sobre la educación, y también con aportaciones enrique- 
cedoras de la vida política nacional, como la división de poderes 
y el derecho de amparo contra disposiciones de las autoridades, por 
nombrar únicamente a los principales temas en los que nuestro 
personaje intervino con eficacia, conocimiento y entereza. En el 
Constituyente, los diputados por Querétaro pretendieron lograr que 
parte del territorio del Estado de Guanajuato, pasara al Estado de 


Querétaro, pero fracasaron en su intento. 


También resulta muy notable, la insistencia con la que el 
licenciado Truchuelo pugnó por la independencia de los poderes 
de la Unión. Las aportaciones que nuestro personaje dio al debate 
sobre el Poder Judicial, en especial en la sección tercera titulada 
Del Poder Judicial, que incluye los artículos 94 al 101, fueron sus- 
tanciales y atendidas, hasta por sus adversarios. Pasados algunos 
meses, la política de nuestro biografiado rindió frutos inespera- 
dos para él, pues después se vio beneficiado con la autonomía del 


Poder Judicial.” 


7 Diario de los Debates del Congreso Constituyente, 1916-1917. Introducción por el diputado 
constituyente Lic. Hilario Medina, México, Ediciones de la Comisión Nacional para la Cele- 
bración del Sesquicentenario de la proclamación de la Independencia Nacional y del 
Cincuentenario de la Revolución Mexicana, 1960, Tomo |, pp. 308-310; p. 750 y 816. 
Diario de los Debates... op. cit., Tomo ll, pp. 80-83; 420-426, 571-573, 697-746 y 810-811. 
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El Poder Judicial Federal emanado de la 
Constitución de 1917 


En este rubro, la energía revolucionaria y erudición forense de 
Truchuelo se hicieron muy evidentes. De acuerdo con la Constitu- 
ción de 1857, el Poder Judicial de la Federación (PJ F) se integraba 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) y los tri- 
bunales de Distrito y de Circuito. La SCJN estaba compuesta por 
11 Ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un 
procurador. Esta Suprema Corte se integró mediante una elección 
ciudadana indirecta de primer grado. Para ser Magistrado de la SC] N, 
se debía ser mexicano por nacimiento, estar instruido en la ciencia 
del derecho, tener más de 35 años de edad y estar en ejercicio 
pleno de los derechos ciudadanos. Los ministros electos debían pres- 
tar juramento ante el Congreso de la Unión.? 


Debido a que ese modelo de PJF se desvirtuó al paso del 
tiempo, como consecuencia de que el electorado era manipulado 
fácilmente para nombrar a los Magistrados que el Ejecutivo que- 
ría, en detrimento de la separación de Poderes, los revolucionarios 
decidieron en 1916-1917 que el Congreso de la Unión, erigido en 


Colegio Electoral, fuera quien eligiera a los miembros de la SCJN. 


8 Tena Ramírez, Felipe, Leyes fundamentales de México. 1808-1997, México, Editorial 
Porrúa, 1997, p. 622. 
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Venustiano Carranza propuso al Constituyente en diciembre de 
1916, que la SC] N fuera integrada por nueve Ministros, que dura- 
rían cuatro años en su puesto. Estos Ministros serían electos entre 
mexicanos por nacimiento, abogados de profesión, mayores de 35 


años y en ejercicio pleno de sus derechos ciudadanos.? 


Truchuelo presentó el 20 de enero 1917, un proyecto para 
el PJF más incluyente y actualizado que el de Carranza. Nuestro 
biografiado partió de la consideración de que la inmovilidad de la 
SCJN no era adecuada para el caso mexicano, porque aquí no 
existía un Colegio de Abogados que proveyera a los juristas nece- 
sarios para la SCJN. Ni siquiera había una jurisprudencia mexi- 
Cana, pues cada estado tenía la suya, particular y diferente que la 
del resto del país. Truchuelo insistió en que el PJ F debería ser inde- 
pendiente de los otros dos Poderes de la Unión, y que para ello 
era esencial que el PJF tuviera sus mecanismos de elección, pri- 
mero populares y después autónomos. Además, para que México 
tuviera un PJF serio y eficaz, debería haber un Magistrado por cada 
entidad federativa. El personal de la SCJN debería ser renovable 


cada ocho años, en un proceso propio de la SC]N.* 


2 Diario de los Debates del Congreso Constituyente, 1916-1917, Tomo l, op. cit., nota 7, 
pp. 522-523. 
19 Diario de los Debates... op. cit., nota 7, Tomo Il, pp. 706-707. 
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Sin embargo, ni el proyecto de Carranza ni el de Truchuelo 
fueron aceptados por la mayoría de los legisladores y para el día 
27 de enero una estructura diferente del PJ F ya se había decidido, 
y estaba compuesta de la SC]N más los tribunales de Circuito y de 
Distrito. La Suprema Corte se integró con 11 Ministros, electos 
por el Congreso de la Unión, al igual que las tres primeras reno- 
vaciones, que se celebrarían en 1917, 1919 y 1923. Truchuelo sería 
en junio de ese 1917, uno de los 11 Ministros originales de la SC] N. 
Después de 1923, el nombramiento de los Ministros sería indefi- 
nido, y únicamente serían forzados a renunciar si incurrían en una 
falta comprobada mediante un juicio de responsabilidad. Los re- 
quisitos para ser Ministro se mantuvieron: abogado, mayor de 35 
años, mexicano por nacimiento y en ejercicio pleno de sus derechos 
ciudadanos. El paso del tiempo demostró que la tesis de Tru- 
chuelo respecto al número de Ministros era correcta, pues en 1928 
se aumentó a 16 Ministros, y en 1944 eran ya 21 los integrantes de 
la SCJN.» 


Truchuelo en el Poder Ejecutivo de Querétaro, 
1920-1923 


Uno de los resultados de la rebelión en contra de Venustiano 
Carranza en 1920, protagonizada por Álvaro Obregón, fue que el 


1 Ibidem, p. 1022 y p. 1205. Diario Oficial de la Federación, 20 de agosto de 1928; 15 de 
diciembre de 1934; 24 de septiembre de 1944. Semanario Judicial de la Federación, 
Quinta Época, Tomo 1, p. 948, 29 de diciembre de 1917. 
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licenciado José María Truchuelo contendió por la gubernatura de su 
estado natal, Querétaro, y fue declarado ganador de las elecciones 
celebradas en septiembre de ese año. Así llegó nuestro personaje 
a un Poder de la Unión en el que no había podido incursionar: el 
Ejecutivo.*? En los documentos oficiales sobre su designación como 
gobernador, según mi criterio, no hay pruebas suficientes para 
establecer que Truchuelo, candidato del Gran Partido Liberal Que- 
retano, fuera realmente elegido por el pueblo de Querétaro, en 


contra de sus opositores Emilio Valdemar y José Siurob.** 


A Truchuelo se le tiene como un gobernador constructivo, 
especialmente en el terreno legal donde hizo lo posible por ins- 
trumentar los preceptos populares de la Constitución de 1917, 


como el trabajo, la educación y la reforma agraria.?* 


Ni todo el prestigio de Truchuelo, quien había sido síndico 
del primer ayuntamiento llamado libre por los carrancistas, que 


fue diputado constituyente federal en 1917 y que era un jurista 


2 Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro, Año LIIl, núm. 49, 04 de diciem- 
bre de 1920, p. 405. 

13 Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, Diccionario histó- 
rico y biográfico de la Revolución Mexicana. Tomo V. Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Querétaro, Quintana Roo, México, Secretaría de Gobernación, 1992, p. 719. 

1 Archivo Histórico de Querétaro, Poder Ejecutivo, 12 secc., 03 de julio de 1922, expe- 
diente 20. 
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reconocido, lo salvaron del escándalo social. Este consistió en que 
durante su gubernatura, la muy redituable Lotería de Beneficencia 
del Estado, le fue concesionada a su hermano el ingeniero Manuel 
Truchuelo, lo que provocó acusaciones de corrupción en sus for- 
mas de nepotismo y contubernio.*? Sin embargo, el gobernador no 
abandonó el poder por el asunto de la lotería y continuó su labor 


constructiva apoyando a la educación básica, media y superior. 


Como estaba previsto, en mayo de 1923 se convocó a los 
queretanos para que eligieran a su nuevo gobernador. Nuevamente 
no hay pruebas suficientes para creer a pie juntillas que los ciu- 
dadanos fueran los verdaderos electores, más bien fue Truchuelo 
con la anuencia del presidente Álvaro Obregón quien designó a su 
sucesor, el entonces diputado Francisco Ramírez Luque. La idea 
de Truchuelo al designar a Ramírez Luque era seguir detentando 
el poder, manipulando al gobernador formal. Así pues, “Pancho” 
Ramírez como era conocido por los queretanos, tomó posesión de la 


gubernatura el 1 de octubre de 1923. 


Sin embargo, Ramírez Luque tuvo el mal tino de afiliarse a 


una revuelta en contra el Ejecutivo Federal, lo que motivó que el 


15 Fortson, James R., Los gobernantes de Querétaro. Historia (1823-1987), Querétaro, 
J.R. Fortson y Compañía, 1987, p. 184. 
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comandante militar de Querétaro y leal a Obregón, lo apresara por 
rebelde a mediados de diciembre de 1923. El presidente Obregón en 
persona, después de derrotar militarmente a sus enemigos, se entre- 
vistó con “Pancho” Ramírez en la cárcel queretana. En seguida de 
esta reunión, Ramírez Luque perdió la gubernatura, pero conservó 
la vida, y fue trasladado a una cárcel de la Ciudad de México, de 
donde salió libre en poco tiempo, probablemente por la influencia 


de Truchuelo. 


Esta incursión de nuestro biografiado en el Poder Ejecutivo 
del Estado no se repitió, y para principios de octubre de 1923, era 
juez propietario en el Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal (TSJ DF). La participación de Truchuelo en el TS] DF no fue 
duradera, pues en febrero de 1924 ya estaba de regreso en la 
SCJN, como Ministro, cargo que detentó regularmente y sin pro- 
blemas políticos hasta 1940, cuando intervino por última vez en el 


Supremo Tribunal de nuestro país. ** 


16 Diario Oficial de la Federación, 08 de agosto de 1923. Semanario Judicial de la Fede- 
ración, Quinta Época, Tomo XIV, p. 764, 23 de febrero de 1924. Semanario Judicial de la 
Federación, Quinta Época, Tomo LXIX, p. 5121, 21 de junio de 1941. 
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3. Esquema descriptivo y analítico del discurso: 
En defensa de la Constitución de 1917. Análisis 
de las reformas e interpretaciones que contra- 
rían esencialmente los principios democráticos de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 


El licenciado José María Truchuelo en febrero de 1945, sin ningún 
cargo oficial desde 1941, con casi 65 años de edad y muy proba- 
blemente enfermo de diabetes e hipertenso, veía con preocupación 
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cercana a la alarma que los esfuerzos de cambio realizados titá- 
nicamente por el pueblo mexicano desde 1910, estaban amena- 
zados por una nueva clase política mexicana, que se alejaba del 
ciudadano común en forma paulatina, pero constante. Los go- 
bernantes estaban perdiendo el compromiso con el pueblo, de 
sus necesidades y aspiraciones. Truchuelo describió a esos políticos 
posteriores al cardenismo con claridad meridiana: “..subordinan 
a su bienestar personal los altos intereses del país, sin que les 
preocupe la causa del pueblo, que es su mejoramiento y su pro- 


greso en todos los órdenes..!”*” 


Los recursos que nuestro personaje tenía para inducir y 
conservar la Revolución popular, emanaban de su cosmovisión 
socialdemócrata intuitiva. Esta concepción general de la realidad, 
muchas veces Truchuelo la plasmó en leyes revolucionarias y su 


jurisprudencia. 


Esa tarde del 5 de febrero 1945, el licenciado Truchuelo dio 
lectura al texto que estamos analizando desde la perspectiva histo- 
riográfica. Lo más probable es que ocupara en su lectura entre 


hora y media y dos horas. Posteriormente, sus compañeros del 


17 Truchuelo Ruiz, José María, En defensa de la Constitución de 1917. Análisis de las refor- 
mas e interpretaciones que contrarían esencialmente los principios democráticos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, México, Publicaciones de la Aso- 
ciación de Diputados Constituyentes de 1916-1917, 1945, p. 17. 
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Congreso Constituyente 1917, le invitaron a publicarlo. Para ello, al 
texto le fueron añadidas subdivisiones, que clarificaron el documento. 
Estos encabezados fueron autorizados por José María, y nos sirven 


de esquema para sintetizar al documento. 


En primer lugar, nuestro orador siguió las formas protocola- 
rias, y mencionó al presidente de la Asociación de Constituyentes 
de 1917, al director de Acción Social del Departamento del Distrito 
Federal, a los demás afiliados a la Asociación de Constituyentes, y 


por último al público en general. 


Después, Truchuelo afirmó que cada celebración del aniver- 
sario de la Carta Magna, le traía a la memoria los días gloriosa- 
mente constructivos del Constituyente de Querétaro, durante los 
cuales según él se elaboró la plataforma ideológica de la recons- 
trucción nacional revolucionaria. Este México nuevo sería hecho 
por, para y con el pueblo, quien fue el impulsor y ganador de la 
Revolución mexicana. Con este nuevo estado de cosas, no habría 
más despotismo político, discriminación social, ni diferencias eco- 
nómicas abismales. Prevalecería la justicia social. La historia, dijo 
Truchuelo entre líneas, debe servir como conciencia nacional y guía 


para el futuro. *$ 


18 Ibidem, p. 11. 
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Precursores de la Constitución 


En este apartado, el autor únicamente reconoció a Francisco |. 
Madero y a Venustiano Carranza como caudillos revolucionarios 
de primer orden. Consciente y deliberadamente, José María supe- 
ditó a todos los militares de la Revolución a estos civiles, quienes 
según la versión de Truchuelo de la historia de México, impulsaron 
el principio máximo de la soberanía popular. Como el personaje 
antitético del buen gobernante, mencionó a Porfirio Díaz, quien 
según Truchuelo, comenzó una brillante carrera como prohombre 
de nuestro país, y terminó traicionando al pueblo, haciéndose 
un déspota quien trabajó para la gente rica e importante, piso- 
teando al pobre y débil. Implicitamente Truchuelo afirmaba que 
los militares, de los cuales Díaz era un ejemplo claro, no podían 
ser buenos gobernantes, por su tendencia a mandar de forma 
castrense y su debilidad ideológica, que los hacía sucumbir ante 
la riqueza personal y la adulación social. 


Una de las cosas más importantes de este capítulo, es que 
nuestro autor no mencionó explícitamente a Pascual Orozco, o a 
Emiliano Zapata, ni siquiera a Álvaro Obregón quien más de una vez 
fue su líder y caudillo. De los grandes militares de la Revolución, 
únicamente citó a Francisco Villa, y de él escribió que había caído 
en el descrédito por su infidencia y el estar “... manchado por su 


obediencia a Victoriano Huerta y que al fin lanzó su amenaza de 


131 


132 


Suprema Corte de Justicia de la Nación 


muerte sobre los que formábamos la asamblea que había de dar 
al pueblo mexicano su constitución escrita”.** Truchuelo señaló una 
etapa en la historia de Villa, cuando fue subordinado de Victoriano 
Huerta, descontextualizándola y diciendo verdades a medias, con 
la intención de manipular a su público. También trató de impul- 
sar el ser reconocido por su abnegación, valor y heroísmo cívicos, 
afirmando que los constituyentes hicieron su histórica labor ame- 
nazados físicamente por Villa. Hay que tomar en cuenta que el 
Centauro del Norte para tiempos del constituyente ya había sido 
derrotado en el terreno de las armas, y huía de los estadouniden- 
ses comandados por el general John J. Pershing, quienes estaban 
en suelo mexicano persiguiéndolo por el ataque a Columbus, New 
Mexico, hecho en marzo de 1916. Así que para ese tiempo, Villa no 
tenía capacidad militar para realmente amenazar a los legisladores 
de 1916-1917, por lo tanto, nuestro biografiado magnificaba el 
asunto, para mayor lucimiento del Constituyente en general, y de 


él en lo particular. 


Con certeza Truchuelo estaba consciente de la tergiversación 
histórica de su arenga, así que las preguntas son: ¿qué finalidades 
perseguía con su alocución históricamente distorsionada?, ¿reivin- 
dicar al civilismo revolucionario?, ¿criticar el origen del presidente 


Ávila Camacho, quien era militar?, ¿subrayar la importancia de la 


19 Ibidem, p. 17. 
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Carta Magna, relegando a los militares de alta gradación? Como 
hipótesis, yo adopto esta última posibilidad, consistente en que 
Truchuelo magniíficó artificialmente al civilismo, para posicionar a su 
sector revolucionario como el grupo central. Seguramente nuestro 
autor se percató del desequilibrio historiográfico de su ensayo, 
pero lo que buscaba no era hacer una obra histórica, sino posicionar 
a la Constitución como el logro fundamental de la Revolución de 
1910, y con ello a los civiles. La dirección de su discurso era que 
la Constitución cristalizó todos los ideales revolucionarios, y que el 
Poder Judicial era el encargado de la aplicación correcta de los pre- 
ceptos constitucionales. Pero en 1945 se estaba viviendo una crisis 
generalizada, ya que el Poder Ejecutivo se había adueñado del Poder 
Legislativo, y ambas instancias estaban atacando al Poder Judi- 
cial, para reducirlo y hacerlo dependiente del Ejecutivo. 


Madero apóstol 


Truchuelo hizo suya la apreciación histórica de que Francisco l. 
Madero era un idealista, benefactor generoso y altruista del sector 
pobre y medio de la población mexicana. Nuestro autor menciona 
que Madero ganó las elecciones regulares en contra de Díaz en 
1910, pero sorprendentemente no hace hincapié en el Madero 
rebelde armado de noviembre 1910 a mayo de 1911. Para Tru- 
chuelo, el asesinato de Madero en febrero de 1913 fue un hecho 


histórico que causa horror, y que sumió a la Patria en un periodo 
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oscuro de guerra civil, y al Gobierno Federal mexicano en un des- 
prestigio enorme. Actualmente, la historiografía considera que Ma- 
dero fue un reformista del porfirismo, y que como tal no quería la 
discordia nacional. Los enemigos de Madero confundieron su polí- 
tica de conciliación con debilidad, y el golpe de Estado de Victoriano 
Huerta no logró unificar a los mexicanos a su favor, y se vivió otra 


etapa de la Revolución.?0 
Carranza, guía y reformador 


En este apartado, Truchuelo encomia a Venustiano Carranza como el 
civil que se rebeló en contra del gobierno golpista de Victoriano 
Huerta, y quien organizó en todo el territorio nacional la lucha ideo- 
lógica y armada en contra de la usurpación. Nuevamente, nuestro 
autor ignora a los militares revolucionarios, y se centra en la figura 
civil del varón de Cuatro Ciénegas, aglutinadora de la lucha en 


contra de Huerta. 


Nuestro autor distingue tres etapas en la lucha encabezada 
por Carranza. La primera fase es la del Plan de Guadalupe de marzo 
1913, en el que desconoce al gobierno castrense de Huerta, y traza 


las principales acciones a seguir para combatirlo. 


2 Ibidem, p. 13. Garciadiego Dantán, Javier, 1913-1914. De Guadalupe a Teoloyucan, 
México, Clío — Gobierno del Estado de Coahuila, p. 250. 
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La segunda etapa de la lucha carrancista es la de su gobier- 
no en el puerto de Veracruz, en noviembre de 1914, desde donde 
Álvaro Obregón lanzó la ofensiva militar en contra de las huestes 
de Francisco Villa y Emiliano Zapata. Nuevamente, Truchuelo no 
menciona a los militares revolucionarios, y hace hincapié en la labor 
legislativa de Carranza en favor de los campesinos y de las familias 


mexicanas. 


La tercera etapa del carrancismo es la del Congreso Consti- 
tuyente de Querétaro, 1916-1917. Como es de esperarse, este 
proceso histórico es el que Truchuelo señala como el punto más 
importante y brillante de la Revolución, donde se fraguó el nuevo 
país, con más justicia, moralidad y riqueza material que el México 
porfiriano y huertista. Este Constituyente fue el climax de la Re- 
volución, el objetivo de todas las luchas, esfuerzos y desvelos de 


los mexicanos. 


Esos logros de la Constitución, según nuestro autor, se esta- 
ban perdiendo en 1945 por el crecimiento desmesurado del Eje- 
cutivo, el contubernio del Legislativo y por la debilidad numérica 


del Judicial.?* 


21 Truchuelo Ruiz, José María, En defensa de la Constitución de 1917..., op. cit., nota 17, 
p. 14. 
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Fruto de la revolución popular 


La labor de los constitucionalistas en Querétaro durante 1916 y 1917, 
de acuerdo con Truchuelo, fue hecha por “... revolucionarios cuya 
línea de conducta había traducido su amor al pueblo y a la liber- 
tad, sin flaquezas, sin egoísmos, con la mente siempre en alto, 
recibiendo en toda su intensidad la pura, inextinguible luz de la 


democracia...2? 


Nuevamente nuestro autor sacrifica a la verdad integral por 
la claridad de su mensaje. Truchuelo volverá sobre esta tesis suya 
una y otra vez en el texto que nos ocupa: el Constituyente de Que- 
rétaro de 1917 fue el logro máximo de la Revolución, y si en 1945 


se altera la Constitución, se desvirtuará al México revolucionario. 


El análisis más ligero de los debates del Constituyente revo- 
lucionario de Querétaro nos muestra nítidamente algunas flaque- 
zas y egoísmos de los legisladores. Si bien es cierto que un nuevo 
régimen político surgió de Querétaro de 1917, y que ese régimen 
fue más solidario con las clases desposeídas que el régimen an- 
terior, el liberal porfirista, tampoco podemos negar la presencia 


de grupos y subgrupos entre los constituyentes de 1917, y que en 


2 Ibidem, p. 16. 
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ocasiones debatieron, presionaron por sacar adelante proyectos 
políticos y personales que les beneficiaban directamente. Truchuelo 
mismo fue blanco de ataques viscerales y pragmáticos, en oca- 
siones hasta de insultos personales, en ese Constituyente. Pero 
en febrero de 1945 nuestro personaje estaba luchando por una 
convicción y un proyecto político: el Poder Judicial, su fortaleza 
y su independencia, no haciendo historiografía objetivista del 


Constituyente. 


En este apartado, Truchuelo también explica el porqué de la 
exclusión de algunas credenciales presentadas ante el Constitu- 
yente. Los rechazados habían sido parte de fuerzas anti-made- 
ristas, en ocasiones huertistas, o que actuaban con fines egoístas 
y corruptos. La facción vencida, no debía tener representación ni 
cabida en el Constituyente, pues contaminaría el nuevo modelo 
de nación, a la que le habían fallado por no sustentar al gobierno 
legítimo y demócrata de Madero. Truchuelo se ubicó en su realidad 
inmediata para ser más claro, y especificó que admitir a los con- 
trarios al maderismo y al carrancismo en Querétaro 1916-1917, era 
como si Alemania, Italia y Japón les impusieran a sus vencedores 
en la Segunda Guerra Mundial sus intereses e ideología. Nuestro 
autor afirmó que los triunfadores en el terreno ideológico y en el 
armado, no debían admitir a los vencidos, debido a su corrupción 


y egoísmo destructores. 
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La Constitución de 1917, obra inmortal del 
pueblo 


Truchuelo en este apartado afirma que los constitucionalistas 
fundacionales de 1916 y 1917 tienen el deber ¡ineludible y el gusto 
patrio, de salvaguardar los logros de la Revolución, condensados en 
la Constitución de 1917. Este cuerpo legal, que nuestro autor cali- 
fica como código, presenta en un solo cuerpo documental todos los 
logros y aspiraciones revolucionarios, de forma completa, cohe- 


rente, clara y accesible para la mayoría de los lectores. 


En este subcapítulo Truchuelo afirma que con la Constitu- 
ción de 1917 el pueblo mexicano ha vencido, así en tiempo verbal 
presente y como un hecho consumado, a sus enemigos históricos: 
1) a la ignorancia, abatida por el artículo tercero; 2) a la pobreza, 
superada por los artículos 27 para el campesino y 123 para el obrero; 
3) a la superstición, con el artículo 130, que permitía al Estado 
controlar a las asociaciones religiosas, en bien de los gobernados. 
Pero donde nuestro autor hace más énfasis, es en la independencia 
e igualdad de las esferas componentes del Estado mexicano: los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


Estos Poderes gubernamentales, de acuerdo con los teóricos 
y juristas del liberalismo, impiden que una sola esfera del Estado 
sea la preponderante y se caiga en una especie de despotismo repu- 
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blicano, en una adulteración de la democracia. Por bien del pueblo 
en general, sus dirigentes debían estar organizados en grupos de 
poder distintos y así el gobierno se auto-regularía en bien de la 


nación entera. 


Como ya lo había mencionado Truchuelo, pero había de in- 
sistir en ello, en el México de 1945 el Ejecutivo había supeditado 
al Legislativo, y había minimizado al Judicial, que se hallaba satu- 
rado de trabajo y sin esperanzas de superar adecuadamente esa 
problemática. ?* 


De acuerdo a nuestro autor, el logro máximo en este rubro de 
la separación democrática de Poderes, estaba en las característi- 
cas del Poder Judicial. Y aquí hay algo sumamente extraño, pues 
Truchuelo nada más menciona a los artículos constitucionales del 
103 al 107, olvidándose por completo de los otros artículos del Capí- 
tulo IV constitucional titulado Del Poder Judicial. Especificamente 
no mencionó al artículo 94, que aclara qué organismos forenses 
van a ser los depositarios del Poder Judicial. Tampoco trató al ar- 
tículo 95, en donde se detallan los requisitos para ser Magistrado 
de la SCJN. Los artículos 96 y 97, que especifican los importantí- 
simos principios conceptuales, procesos y mecanismos para elegir 


a los Magistrados, tampoco merecieron la atención de nuestro autor. 


2 Ibidem, p. 18. 
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Estas ausencias son notables, puesto que Truchuelo mismo 
participó en la elaboración, debate y forma final de esos artículos 
constitucionales. 


Los artículos del 103 al 107 están supeditados a los artícu- 
los del 94 al 97, y son de materia aclaratoria e instrumental. Estos 
artículos tratan asuntos de importancia, como el amparo judicial 
y la estructura de los tribunales, pero en última instancia se ocu- 
pan de especificaciones de los artículos medulares que son del 
94 al 97. 


La Constitución debe estar en vigor 


Aquí Truchuelo desarrolla tres tesis con respecto a las garantías 
individuales impulsadas y sistematizadas por el Constituyente de 
Querétaro 1917. Estas garantías están contenidas en los artículos 
constitucionales que van del primero al veintinueve. 


La primera tesis de Truchuelo es que por lo general debe 
evitarse la suspensión de las garantías individuales. Esta suspen- 
sión debe ser una medida extrema, tomada para enfrentar una crisis 
nacional grave. Comúnmente, resulta mucho mejor especificar san- 
ciones a ilícitos en las leyes secundarias a las constitucionales, que 
suspender las garantías individuales. Por crisis grave, se entiende 
cualquier intento de atacar a la misma Constitución en alguna 


de sus secciones. 
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Como segunda tesis, tenemos que la suspensión de garan- 
tías individuales debería hacerse únicamente para los extranjeros 
cuyas naciones estuvieran en guerra con la República mexicana, 
para evitar que esas personas ayuden al enemigo con recursos 


nacionales mexicanos. 


Y la tercera tesis, la más importante de todas, consiste en 
que cumpliendo y haciendo cumplir la Constitución de 1917, se 
tendría la unidad nacional impulsada por el presidente Manuel 
Ávila Camacho. De esta manera, no solamente se lograría la uni- 
dad nacional mexicana, sino que sería un Estado de derecho 
implementado en forma leal y patriótica. ?* 


Reformas a la Constitución respetando el 
sentir nacional 


Este es un tema de importancia básica para el mexicano en gene- 
ral, y para el presidente de la República, el legislador o el Juez de 
forma particular. ¿Cómo debe adecuarse la Constitución a los tiem- 
pos vividos? ¿Cuáles son los principios y las formas forenses para 
que la Constitución no se vuelva obsoleta frente a la vida nacional? 


Muy probablemente Truchuelo cuando redactó esta sección 
de su texto, estaba pensando en la Constitución de los Estados Uni- 


2 Ibidem, p. 20. 
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dos, la cual fue elaborada en 1787, y solamente se le habían hecho 
en 1945 la poca cantidad de 21 adecuaciones o enmiendas. Hoy en 
día existen 27 enmiendas, hechas en casi 230 años de existencia, 
poco menos de una enmienda cada nueve años. De este caso de 
la Constitución estadounidense, hay que hacer tres observaciones 
principales: 1) El texto constitucional, principio ideológico básico 
de una nación, debe construirse con mucho cuidado, teniendo una 
plataforma ideológica clara y explícita, estando informado de forma 
exhaustiva sobre las distintas materias que contiene, habiendo 
reflexionado y discutido su estructura de forma responsable, pro- 
funda, colegiada, libre y para la nación entera. 2) Sí hay que hacer- 
le cambios, pero estos deben ser basados en análisis serios sobre la 
realidad nacional y su evolución histórica. Además, los cambios 
constitucionales deben hacerse con información validada, reflexión 
profunda y un debate muy intenso al interior del Poder Legislativo. 
3) Debe evitarse, a toda costa y con un modelo institucional, las 
reformas a la Constitución que respondan a los intereses perso- 
nales, partidistas o de grupo político. Si se permiten cambios prag- 
máticos y frecuentes a la Constitución, se está promoviendo la 


corrupción institucional y personal. 


Todo esto lo sabía y lo tenía claro Truchuelo. Como impulsor 
de la democracia social, nuestro autor estaba firmemente en con- 
tra de los cambios constitucionales de camarilla o personales. Para 
evitar que la Constitución fuera adulterada para beneficio de unos 
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pocos, José María afirmó que los cambios constitucionales nunca 
deberían hacerse para aplicarse en la Legislatura que los promo- 
vía o autorizaba, sino para la siguiente. Esto daría tiempo para el 
análisis y diagnóstico de la problemática vivida, su estudio sereno 
y responsable, y sobre todo se evitaría la corrupción de los intere- 


ses creados.” 
Reformas que mejoran la Constitución 


Este es un asunto central para el gobierno, pues se trata del es- 
píritu y los mecanismos para mantener el texto constitucional 
vigente. Truchuelo se muestra aquí decidido y tajante: solamente 
una reforma constitucional ha sido adecuada, desde 1917 hasta 
1938. Se trata de una adición al artículo 49 que dice a la letra: 


Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide 


para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y J udicial. 


No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una 
sola persona o corporación, ni depositarse el Legis- 
lativo en un individuo, salvo el caso de Facultades 
Extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a 


lo dispuesto en el artículo 29.- En ningún otro caso se 


25 Ibidem, p. 21. 
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otorgarán al Ejecutivo facultades extraordinarias para 


legislar. ?8 


Este cambio se hizo en pleno cardenismo posterior a la ex- 


propiación petrolera: el 2 de agosto de 1938. 


Pero fuera de esta adición al artículo 49, todos los demás 
cambios a la Constitución siempre -según Truchuelo- se habían 
hecho a favor del Poder Ejecutivo, restándole atribuciones al Legis- 


lativo y al Judicial. 


La repetida tesis de Truchuelo de que el sistema político 
mexicano en 1945 había perdido su esencia popular y su vigencia 
ética, aparece también en este párrafo. La corrupción se estaba 
adueñando del país, pero aún había oportunidad de combatirla con 
eficacia, y devolverle al pueblo el poder sobre sus destinos, a tra- 


vés de las instituciones. 


Esta tesis central se va a repetir en el texto hasta la sacie- 


dad, lo que nos lleva a preguntarnos el porqué de la reiteración. 


26 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reforma la de 5 de febrero 
de 1857, Título tercero, Capítulo | De la división de Poderes, Artículo 49. El Supremo 
Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
publicada en el Diario Oficial de 5 febrero de 1917. Truchuelo Ruiz, José María, En de- 
fensa de la Constitución de 1917..., op. cit., nota 17, p. 23. 
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Esta problemática se trata abundantemente en las conclusiones del 
presente estudio. 


Respetabilidad del Artículo 27 


Truchuelo le dio una importancia máxima al artículo 27 constitu- 
cional, tal y como se encontraba en 1945. Según nuestro autor, el 
Poder Legislativo cometió una infamia al dejarse presionar por 
el Ejecutivo de la Unión, y suprimir el amparo agrario. 


El amparo en general, por supuesto incluyendo al agrario, 
no era nada más una conquista revolucionaria, se trataba de un 
elemento esencial de todo sistema nacional civilizado, para la pro- 
tección del ciudadano común en contra de disposiciones arbi- 
trarias del Estado. ?” 


Nuestro autor demuestra, con su triple experiencia como 
legislador, gobernador de Querétaro y Magistrado, que el supri- 
mir el amparo agrario era una monstruosidad legal, una injusticia 
gubernamental y una ineptitud forense. El sistema de poderes se 
mostró prístinamente corrupto, ineficaz e ignorante, en el problema 


de la supresión del amparo agrario. 


27 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reforma la de 5 de febrero de 
1857, Título tercero, Capítulo IV Del Poder Judicial, Artículo 94, publicada en el Diario 
Oficial de 5 febrero de 1917. 

Truchuelo Ruiz, José María, En defensa de la Constitución de 1917..., op. cit., nota 17, p. 25. 
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Según Truchuelo, este problema del amparo se iba a mul- 
tiplicar en muchos aspectos de la vida nacional mexicana, espe- 
cialmente en la gubernamental. E iba a dar como resultado una 
corrupción gubernamental y social muy extendida. Todo por permi- 
tir que el Ejecutivo no siguiera los lineamientos marcados por los 


constituyentes de 1917. 


El resto de los sub-apartados tratados por Truchuelo insis- 
ten en la misma temática: la Revolución y su Constitución de 1917 
eran principios adecuados y justos para el país, pero se estaban 
perdiendo por el deterioro y corrupción de un Poder Ejecutivo 
desmesuradamente crecido, en detrimento del pueblo y gobierno 


mexicanos. 


4. Conclusiones 


Después del estudio histórico del discurso a favor de la Constitu- 
ción de 1917 hecho por el licenciado José María Truchuelo, debemos 


tener claros nueve rubros concluyentes. 


Primero. El pensamiento -no llega a teoría- ideológico de 
Truchuelo, es una mezcla de liberalismo capitalista con solidaridad 
social. Nuestro personaje consideraba que la riqueza capitalista 
debería estar diseminada en toda la población, y no se debería admi- 


tir la concentración brutal de la riqueza económica ni en la hacienda 
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tipo latifundio, ni en la industria monopólica, ni en el comercio 
depredador. Si la riqueza estaba concentrada en poquísimas manos, 
la pobreza sin duda era el fenómeno económico- social más abun- 
dante, fenómenos que no deberían suceder. Así que Truchuelo era 
un social demócrata intuitivo, que deseaba el bienestar común, pero 
sin abandonar la dinámica económica capitalista.?* 


Segundo. Debemos tener en cuenta de forma obligada, el caso 
histórico del licenciado José María Truchuelo, pues él ocupó puestos 
importantes en los tres Poderes de la Unión, y sabía con experien- 
cia directa de lo que escribía y hablaba. 


Tercero. En este texto que ahora estudiamos, está presente 
como fenómeno recurrente la reiteración. Hipotéticamente, esto se 
puede deber a tres razones: A) Asegurar de la forma más com- 
pleta posible de que el mensaje sería recibido de forma integral por 
el público. B) Que Truchuelo intentara manipular a la opinión pública 
a favor de su causa. C) Que con la edad estaba perdiendo el ta- 
lento y la claridad de pensamiento. Esta última hipótesis es la menos 
probable. 


Cuarto. Debemos tener presente, que nuestro personaje no 


buscaba algún puesto público, sino mantener la división e indepen- 


28 Gombert, Tobias. Fundations of Social Democracy. Akademie fúr Soziale Demokratie, 
James Patterson, tr., Berlín, Friedrich-Ebert-Stiftung, 2009, pp. 8-10. 
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dencia de poderes en favor de la sociedad mexicana. De querer 
acomodo en el presupuesto gubernamental, lo hubiera buscado de 


otra manera, y sin duda lo hubiera logrado. 


Quinto. Truchuelo estaba dispuesto a falsear la historia para 
claridad de su mensaje. Su texto lo podemos clasificar como lite- 
ratura histórica, pero no como historiografía, pues deliberadamente 


ocultó hechos históricos. 


Sexto. Nuestro personaje fue un crítico de la vida política del 
país, especialmente de la corrupción que se estaba adueñando 
del sistema político. 


Séptimo. Truchuelo buscó y nunca obtuvo que se aumentara 
el número de Magistrados y de jueces. Esa era una manera de 
sanear el sistema político del país, y de obtener la justicia social. 
Pero hay que dejar bien claro, que no quería una prebenda personal, 


sino que sus deseos eran mejorar la vida del pueblo mexicano. 


Octavo. No hay que equivocar la verdadera personalidad 
intelectual de Truchuelo, él era un abogado sumamente capaz en 
su profesión, pero nada más. Así que sus soluciones a los grandes 
problemas nacionales no eran holistas, sino enfocadas al siste- 
ma judicial, y por eso carecieron de eficacia práctica. El licenciado 


Truchuelo era un legalista convencido, y no historiador, politólogo, 
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economista, sociólogo, y así debemos entenderlo e interpretarlo. 
Según su enfoque de la realidad mexicana, con cumplir y hacer 
cumplir la Constitución de 1917 bastaba para obtener justicia y 


desarrollo. 


Noveno. Truchuelo no estaría sorprendido, pero sí decep- 
cionado si nos viera hoy en día. Sus proyecciones y predicciones 
se han cumplido en general, pues el Ejecutivo es un poder concen- 


trado que desequilibra al sistema político mexicano. 


Nuestra sociedad es profundamente desigual, la riqueza se 
acumula en pocas manos, mientras que la pobreza se incrementa 


progresivamente. 


La corrupción se ha adueñado del sistema político mexi- 
cano. Pero hay que conceptualizar a la corrupción como lo hacía 
Truchuelo: la adulteración de los poderes fácticos, y el Ejecutivo por 
encima del Legislativo y teniendo al Judicial operando con pocos 
recursos, frente a la tarea que la ley fundamental le otorga. 


Que el Congreso de la Unión se aumente de forma autó- 
noma sus dádivas y percepciones, fue algo previsto por Truchuelo, 


y no se tomaron medidas para evitarlo. 
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Ministro Paulino Machorro Narváez 
(1877-1957) 


EL ANTEPROYECTO DE CODIGO PENAL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIOS PARA 
MATERIA FEDERAL 


1* Conferencia sustentada por 
el Académico de Número, licenciado 
Paulino Machorro Narváez, el día 
17 de marzo de 1949, en la Aca- 
demia Mexicana de Jurisprudencia y 
Legislación, Correspondiente de la 
de España. 


El señor Presidente de esta Academia Mexicana de Legisla- 
ción y Jur'sprudencia se sirvió encomendarme que hiciera un exa- 
men del Anteproyecto de Código Penal para el Distrito Federal 
y Territorios y para materia federal, que ha elaborado una Co- 
misión del Ejecutivo de la Unión; y que expusiera mi op'nión 
sobre dicho Anteproyecto a esta distinguida Academia. Y, no mis 
facultades escasas para tan magno empeño, sino el sentimiento 
del deber académico y profesional de iniciar, nada más, el estudio 
de ese trabajo jurídico, me han hecho ponér manos en la obra que 
no alcanza más pretensión que la de presentar temas para la dis- 
cusión, que será la fuente del verdadero pensamiento de esta docta 
asamblea. 


I 
Exposición general 


Lectura del Anteproyecto deja esta idea de conjunto: 


1? Comprende solamente el Libro Primero del Código Pe- 


nal, es decir, la parte general, en ciento doce artículos, que corres- 
ponden al Libro Primero del Código Penal de 1931 en sus artícu- 
los del 1? al 122, y a los Libros 1? y 2? del Código Penal de 1871 
en sus 367 primeros artículos. La parte especial de los Códigos 
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anteriores, o sea, la dedicada a los delitos en especial no está tra- 
tada en este Anteproyecto. 

2* No pretende en forma alguna alterar la ideología general 
del Código vigente; es, como éste, de la tercera escuela o política 
criminal, que deja a un lado el problema teórico del libre arbi- 
trio, sin afiliarse tampoco al positivismo lombrosiano; pero con 
un criterio pragmático resuelve los problemas penales, sí bien 
adoptando los elementos de estimación de la responsabilidad que 
el positivismo penal trajo definitivamente al orden jurídico, como 
al medio social en todas sus manifestaciones, el funcionamiento fi- 
siológico del individuo y demás datos de la vida real e integral 
del delincuente. 

3* El arbitrio judicial sigue siendo la expresión de la con- 
ciencia social, libertando el criterio de los juzgadores de la rigidez 
del Código de Martínez de Castro, así es que no se hace enumera- 
ción de circunstancias atenuantes ni agravantes ni menos clasifi- 
cación de los diversos grados, primero a cuarto, con valor de tantas 
y cuantas unidades con que las diversas modalidades de lugar, 
tiempo, condiciones psicofísicas y demás concomitantes al delito 
podían influir en la medida de la pena. 

4% En lo general, tal retoque al Código Penal de 1931 me- 
jora la redacción y la forma de este último. 

5% Contiene, en consecuencia, los defectos y las excelencias que 
se han venido haciendo notar en el Código vigente desde su pu- 
blicación. 

6? Presenta algunas novedades de fondo, como son la in- 
troducción de la preterintencionalidad en la clasificación de los 
delitos, que ahora vienen a ser intencionales, culposos y preterin- 
tencionales, así como también, la extensión de la excluyente de res- 
ponsabilidad al cCiso de repulsión de la violación del domicilio. 

Consecuencia de esta ojeada general será que el presente es- 
tudio no se ocupe de los aspectos del Anteproyecto que ya han 
sido debatidos en relación con el Código vigente, habiéndose for- 
mado cada quien su criterio sobre el particular, aunque sobre al- 
guno sí me ocuparé por su gran trascendencia práctica, su raro ol- 
vido y la facilidad de resolver el problema; también me referiré 
a Otros puntos en que mucho bien haría el nuevo Código en to- 
marlos en cuenta. 
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No teniendo el Anteproyecto una tendencia innovadora res- 
pecto a las ideologías ni a los métodos del Código vigente, sólo se 
explica su formación y publicación como una parte de un nuevo 
Código, que ya se tenga en preparación, en su segunda parte; y, 
por algunos anticipos a la opinión pública, parece que, en efecto, 
el Anteproyecto de la parte especial del Código Penal no se hará 
esperar. 

La “tercera escuela o política criminal”, a que se afilia el 
Código Penal vigente y como él el Anteproyecto, es una buena sa- 
lida práctica del laberinto de la discusión entre librearbitristas y 
deterministas, que no viene de tan cerca, o sea del siglo XIX 
con César Lombroso, sino desde mucho más lejos, desde Luis Mo- 
lina, el teólogo español del siglo de oro. Lombroso trajo el de- 
terminismo materialista, el de la anatomía del criminal nato o de 
la fisiología de epiléptico y su escuela exaltó la influencia en el de- 
lito, de los factores sociales, de familia, de cultura y economía; 
pero Molina tenía un determinismo más alto, más noble, como 
sobrehumano y divino, aunque siempre privativo de la libertad 
humana, la predestinación por la voluntad divina, que por la con- 
cesión a unos individuos del don precioso de la gracia y su nega- 
ción a otros, hacía, desde ab-eterno, la tremenda clasificación de los 
réprobos y los santos, que, tres siglos más tarde y dentro del mun- 
do jurídico, se habían de llamar criminales natos y hombres nor- 
males. 

Pero, si una ley penal debe ser clara, precisa y no palenque 
de discusiones metafísicas, el que habla, en su hondo sentir perso- 
nal, con la meditación de una larga vida y ante el terrorífico es- 
pectáculo de la catástrofe material y, aún más, espiritual, en que 
vivimos, y sobre todos los postulados filosóficos, liberales o po- 
sitivos o económicos de nuestras conocidas convicciones político- 
sociales, que la misteriosa fuerza nuclear parece pretender aniqui- 
lar cualquier día, piensa que las sociedades necesitan más de un 
soporte moral que de un ajuste mecánico; y ante esta docta Asam- 
blea repite lo que en otra parte ha dejado escrito: 

“El Derecho Penal es represivo, ciertamente; pero hace más 
de un siglo que a la represión se ha agregado, como finalidad, la 
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corrección y, más recientemente, se ha pensado en el Derecho Penal 
Preventivo. Así es que la coerción, el año de más o de menos en la 
prisión, es solamente una de las formas de actuar, y la menos sig- 
nificativa, en la lucha milenaria contra el delito. Cuentan como 
factores paralelos y quizás preferentes la educación, la cultura del 
espíritu no sólo de los delincuentes, cuanto de todos los miembros 
del cuerpo social; el fomento de los sentimientos del bien, la for- 
tificación de los resortes morales, la disciplina de la voluntad, el 
desarrollo de los poderes de inhibición; y el hogar, el ejemplo de 
la familia y de los mismos dirigentes sociales y políticos y una 
alta filosofía moral deben colaborar en la obra del Derecho Penal. 
De otra manera, coerción punitiva sonará siempre a chasquido de 
látigo; y no habremos pasado de las Doce Tablas: ita jus esto, 
o del “Morte moriatur”, de la ley hebrea.” 

“Nosotros tenemos la opinión de.que el Derecho Penal, más 
que otras disciplinas jurídicas, necesita un soporte moral, lo que 
es su carácter específico en el mundo jurídico. El Derecho Cons- 
titucional es eminentemente sociológico e histórico; el Civil, con- 
suetudinario, tradicional, patrimonial y, en buena parte, contrac- 
tual; pero el penal es fundamentalmente moral, sin dejar, por 
supuesto, de ser sociológico, tradicional, en cuanto la tradición pue- 
de ser sociológica, aunque de ninguna manera es contractual. Y, 
así, el Código Penal nos habla de delitos contra la moral, de mo- 
tivos inmorales, de pudor, de reputación, en fin, de valores de un 
mundo metajurídico; la misma Constitución Política de la Re- 
pública limita las garantías individuales con el concepto de mo- 
ralidad.” 

“Pero el pensamiento jurídico penal contemporáneo, cuando 
no es declaradamente confesional, es agnóstico; ignora al conjun- 
to de fuerzas psicológicas, que, aun cuando no explicadas por las 
ciencias experimentales, son factores efectivos de la vida jurídica. 
Así, se da de mano al problema de la libertad moral y se consti- 
tuye un Derecho Penal defensista, de tipo mecánico; ya ni el 
racionalismo de Kant, con su imperativo categórico, tiene lugar. 
Creemos que una teoría penal puede negar el libre albedrío y subs- 
tituirlo por un determinismo antropológico, a la manera de César 
Lombroso; pero pensamos también que no se puede construir un 
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sistema penal sólido, integral, sin una idea clara, por lo menos 
para el autor de tal sistema, sobre el valor de la voluntad humana; 
lo mismo podemos decir de muchos otros aspectos del pensamien- 
to penal moderno, en que se le mira indeciso y como que se es- 
curre de graves problemas. Y esto está fuera de la concatenación 
de los conocimientos humanos”. ; 

“Si establecemos con Augusto Compte, que en esto creemos 
que no ha pasado de moda, que una serie de menor categoría, di- 
jéramos, a su vez, es el fundamento de otra serie de más alta gra- 
duación, encontramos que se forma una jerarquía de las ciencias. 
Así, la Física da la materia para la Química, porque presenta un 
nuevo elemento que es la vida; la Antropología es más que Bio- 
logía, aunque viene de ella, la Psicología se presenta con el factor 
conciencia que no encontramos en los grados anteriores de la es- 
cala de los seres; y la Sociología no es ni Biología, ni Antropolo- 
gía ni Psicología solas, ni Historia, sino una síntesis suprema de to- 
das ellas. 

“De análoga manera, en las ciencias sociales el Derecho Civil no 
es Economía, fenómeno económico simple, oferta y demanda; sino 
libertad en la oferta y la demanda y obligación de respetarlas, 
pero ya sancionada; y para justificar la sanción tiene, a su vez, que 
entrar en un mundo trascendental, en la Moral, a menos de estan- 
carse de una manera mecánica indigna de la naturaleza humana”. 

“Sin embargo, la tendencia a separar el Derecho y la Moral, 
que quita a aquél su contenido humano y trascendental, no pro- 
duce aún efectos específicos de amoralidad, porque el mundo ac- 
tual vive de supervivencias de pasadas generaciones y de la acción 
de aquéllas ha recibido un secular sedimento, otro diría, ha forma- 
do un complejo, que gobierna a la conciencia actual y la seguirá 
gobernando por mucho tiempo. Pero, al fin y a la postre, los 
golpes del mecanicismo penal y el agnosticismo moral producirán 
un gran efecto colectivo, precedido por los numerosos resultados 
individuales que minarán el concepto de justicia, materializando 
la vida social y haciendo desaparecer el elemento de racionalidad 
para ser substituído por la fuerza bruta”. 

“Creemos que hay que volver, en la teoría penal, a los ele- 
mentos morales del obrar y, aun en toda la vida social, al con- 
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cepto de Garófalo, considerado como necesidades del vivir a los 
sentimientos de piedad y probidad; si se quiere, ampliándolos a 
los demás que forman la conciencia recta, con todas sus manifes- 
taciones, como son la familia, la mujer, la buena fe, anteponiendo 
al deber, necesidad mecánica impuesta por el gendarme y la cárcel, 
el sentimiento moral del deber; al delito exteriorizado físicamente, 
el delito incubado en la conciencia aunque exteriorizado después.” 

“Es, seguramente, un problema difícil construir un Derecho 
Penal autónomo, pero con vista al mundo moral, teniendo ciertos 
factores de éste como operantes en el mundo del Derecho aunque 
sin absorber el valor jurídico. Pero creemos firmemente que un 
Derecho Penal que prescinda del todo del elemento ético, queda 
cojo y tiene que usar muletas prestadas ya del capricho ya del 
despotismo de los gobernantes.” 

“Pudiera decirse que el Derecho Penal, aunque fuera amoral, 
sería sociológico; pero es el caso que la sociología misma no des- 
conoce a la moral como factor en la vida colectiva. Y, aun en el 
concepto positivo de peligrosidad a que echa mano la Escuela Po- 
sitiva, decía Garófalo que es la perversidad activa y constante; y 
la perversidad, concebida como cualidad o estado anímico, ¿no 
es entidad del mundo metajurídico?”. 

“No pretendemos confundir el Derecho con la Moral, cuya 
distinción ha sido toda una evolución de la mente y de la his- 
toria, pero tampoco podemos dejar de sentir que el uno y la 
otra sufren reacciones mutuas anté las que no se deben cerrar los 
ojos. Acaso también nosotros nos presentamos confusos e inde- 
cisos en la indicación de la idea por la misma dificultad del tema.” 

“Los Códigos penales de la actualidad viven, como decía- 
mos antes, de supervivencias morales; pero la tendencia a despo- 
jarlos de ellas es manifiesta y se comienza por eludir discreta- 
mente los más graves problemas morales y refugiarse en un 
materialismo pragmático, mecanicista y aun contradictorio que, 
mientras, por una parte, desconoce al mundo de la conciencia en 
la génesis del delito, por la otra, en la ejecución de las sanciones, 
echa mano a la educación, a la cultura, a la disciplina de la vo- 
luntad, la despreciada voluntad, que no son fuerzas mecánicas, 
sino valores morales.” 


“Hay que ser sincero. O se cree en éstos o se les desconoce. 
Si lo primero, debe considerárseles en todas sus manifestaciones; 
pero si se les niega, hay que descontarlos en toda conducta hu- 
mana. Si no los utiliza la ley penal ni el juzgador, que tampoco 
los utilice el ejecutor de las sanciones. Pero, si para la eficacia de 
éstas se necesitan los valores morales, hay que admitir que ellos es- 
tuvieron presentes en el génesis del delito pasado, como se piensa 
que estarán en el futuro delito y que, por eso, se adelanta la 
sociedad a utilizarlos.” 

“Los individuos y las sociedades necesitan un soporte mo- 
ral, más que un ajuste mecánico. Es el problema de filosofía ju- 
rídica que ya puede plantearse con precisión: o función ética del 
Derecho Penal o reacción mecánica.” 

“En nuestro concepto, la teoría axiológica debe vivificar vi- 
gorosamente al Derecho Penal, sacándolo del atolladero del me- 
canicismo moral.” 


100 


El arbitrio judicial, decíamos, la actuación de la ley diría un 
penalista italianizante, sigue siendo la expresión de la conciencia 
social; y aunque reconozca, en un princ'pio, el valor moral y la 
eficacia práctica y aun la necesidad lógica de una convicción sub- 
jetiva del juez, estructurada sobre la estimación de los diversos 
factores de la actuación delincuente, sin la rigidez de lo preesta- 
blecido, corresponda o no a las realidades de la vida, no puede 
olvidar que el arbitrio judicial fué el criterio de las antiguas le- 
gislaciones penales, no solamente de la española sino también de 
la francesa, y que la Revolución del 89 sintió tan herido el senti- 
miento de la justicia con aquella libertad de los juzgadores, que 
habían convertido el arbitrio en arbitrariedad y quizá en juguete 
de las preocupaciones injustas, que lo abolió sustituyéndolo por el 
principio de legalidad, creyendo encontrar una garantía de im- 
parcialidad y de justicia en la rigidez de un sistema legalista pre- 
establecido. Por lo demás, el. arbitrio judicial requiere una forma- 
ción espiritual de los juzgadores y un superior sentido de respon- 
sabilidad que, puede temerse, no faciliten nuestros tiempos. Sin 
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embargo, el arbitrio. racional, sensato, práctico, viene a ser una 
reacción, la vuelta del ritmo; y nuestro mundo se orienta ya con 
razón por ese rumbo y lo que podemos pedir es que su brújula 
trabaje bien. En el Anteproyecto la brújula, o sea, el artículo 47 
indica al juez que tome en cuenta: 1, La educación, el sexo, la 
edad, la ilustración, las costumbres y la conducta precedente del de- 
lincuente, los motivos que lo determinaron a delinquir y sus condi- 
ciones económicas y sociales; II. Las condiciones especiales en que se 
encontraba en el momento de delinquir y los demás antecedentes y 
datos personales que hayan quedado comprobados, así como sus 
vínculos de parentesco, de amistad o nacidos de otras relaciones so- 
ciales con el ofendido; III. La naturaleza del acto u omisión y de 
los medios empleados en su desarrollo, la extensión del daño causado 
o del peligro corrido y las circunstancias de tiempo, lugar, modo y 
ocasión que demuestren la mayor o menor peligrosidad del delin- 
cuente”. Es lo mismo que dice el artículo 52 del Código vigente; y 
lo único que lamentaríamos sería que el trabajo abrumador de los 
jueces y la misma rutina que los hala en otra dirección no los dejan 
hacer la acuciosa investigación personal que esto exige y que toda la 
novedad se reduzca a los trompetazos de su anuncio, a una labor 
burocrática, carente del contenido científico y espiritual que el 
sistema requiere. Lo que, en buena parte, puede provenir de la 
falta de una educación filosófica, a menos que se imponga el 
sobado materialismo económico. 

Para llegar a una solución práctica, yo me inclinaría hacia 
dos procedimientos: el uno, incluir en la ley penal una exposi- 
ción, nada más con carácter ejemplar, de circunstancias atenuan- 
tes y agravantes, sin valor predeterminado, como una simple 
orientación para que el juez las apreciara en conciencia y que le 
sirvieran como modelo de las que, en conjunto, debería tener en. 
cuenta; porque en la actualidad los jueces acuden, aunque sin de- 
cirlo, al Código de 1871 para tener una guía en el laberinto de las 
circunstancias infinitas en número y en valor que concurren en 
un delito; un juez penal me decía hace años: el Código de Martí- 
nez de Castro vive y lo consultamos los jueces en nuestras dificul- 
tades. El sistema de atenuantes y agravantes expresas en la ley 
penal es abominado por los penalistas; pero ellos en su gabinete 
y las necesidades prácticas del sistema judicial de México están 
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muy distantes. Más sabe el tonto en su casa que el cuerdo en la 
ajena, dice el proverbio. Lo que propongo no es reacción, es sen- 
tido práctico. 

La otra innovación, tal vez peque por avanzada, en compen- 
sación del cargo que se haría a la antes expuesta; consistiría en 
aliviar el fardo que sobre los jueces de instrucción echa el citado 
artículo 52 del Código Penal vigente y 47 del Anteproyecto, de 


investigar los datos personales del procesado, algunos de los cua-- 


les están fuera de la mentalidad judicial y todos son un cúmulo 
de hechos que aumentan la labor del investigador y lo desvían de 
su problema directo, que es la relación de causalidad, la impu- 
tabilidad con miras a la responsabilidad objetiva. Y se consegui- 
ría una real efectividad en la averiguación de tales circunstancias 
y se quitaría al juez una carga enorme, a la vez que el procedi- 
miento, las actuaciones del proceso, no se verían interpoladas 
con esas Otras, que, si necesarias para la medida de la pena, son 
estorbosas para la investigación directa, en línea recta de la respon- 
sabilidad penal; todas estas ventajas se tendrían encomendando 
la recolección de los datos del artículo 47 del Anteproyecto a una 
oficina técnica de. peritos; una gran oficina dotada de laborato- 
rios biológicos, químicos, psico-fisiológicos que se encargaría de 
formar a cada procesado un expedientillo sobre antecedentes per- 
sonales y de familia, estado biológico, patológico, glandular, eco- 
nómico y psico-fisiológico del procesado, así como datos estadís- 
ticos; oficina dependiente de la Procuraduría y a la que se pudie- 
ra exigir un trabajo completo sobre cada procesado. No levanta- 
ría actas ni practicaría diligencias de tipo judicial, sino que pro- 
cedería en forma técnica, por dictámenes periciales o informes de 
oficinas; el juez recibiría el expedientillo y lo apreciaría en con- 
ciencia para medir la pena. Exigiría esto un gasto grande, pero 


daría una utilidad inmensa; y un Presupuesto nacional de más de. 


dos mil millones de pesos al año bien debiera soportar esa ero- 
gación. Las reformas legislativas no se han de vincular en el papel 
en que se escriban, sino han de recibir el apoyo económico nece- 
sario. Tantas obras costosas de ornato, como se ejecutan, pueden 
resentir algunas pequeñas economías para que una obra de tan 
magna trascendencia como es esta que propongo. 
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Bien advierto que pudiera objetarse a tal sistema de-inves- 
tigación técnica y no jurisdiccional que con él se pierde el más 
importante elemento del sistema de arbitrio judicial que es el con- 
tacto directo entre el juez y el procesado, que lo lleva a una con- 
vicción moral sobre la personalidad del delincuente y como que 
provoca una inspiración en el juzgador para estimar las condi- 
ciones personales de aquél. Pero puede contestarse a esto que el 
juez, en vista del expediente técnico, puede ponerse en contacto 
personal con el procesadó, para valorizar los datos recibidos, si 
bien ya orientado, como por una brújula el marino, por dichos 
datos técnicos; y tratándose de apreciación en conciencia, como es 
el de arbitrio judicial y no de prueba legal preestablecida, no hay 
inconven'ente en que la convicción llegue al ánimo judicial en la 
forma indicada. 


IV 


El Anteproyecto sigue al Código vigente en la idea de dar 
a la reparación del daño el carácter de pena, aun en lo que es una 
imponderable deficiencia de éste, como es no obsequ'ar el mandato 
constitucional de legalidad de las penas, porque el Anteproyecto, 
tal como lo hace el Código vigente al enumerar las penas, esta- 
blece, como una de ellas, la de reparar el daño causado por un deli- 
to, pero no dice cuándo debe aplicarse esa sanción, sino solamente 
que se hará cuando proceda; pero, como el Código actual nada 
más en dos o tres casos establece la pena de reparación, no se 
puede en la infinidad de los que se presentan en la vida diaria de los 
tribunales imponer tal sanción, porque no está determinada para 
aquél delito, ni para éste ni para el de más allá, como lo exige el 
artículo 14 constitucional. Esta deficiencia hace absolutamente nu- 
gatoria toda la retórica sobre la conveniencia de quitar a la repara- 
ción del daño su carácter tradicional y jurídicamente lógico de 
obligación civil. 

Ciertamente, los penalistas europeos dijéramos se” recrean en 
esta inovación, pero no son tan drásticos que nieguen el interés 
de la persona dañada por el delito, como en México exige que se 
haga el Código Penal de 1931; porque, si la reparación es pena, 
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nada tiene que ver con ella el ofendido, a quien no encomienda el 
artículo 21 de la Constitución la persecución de los delitos; úni- 
camente al Ministerio Público corresponde pedir la imposición 
de las penas y, por tanto, la reparación del daño. Ni los lesio- 
nados con la pérdida de un brazo o de la vista ni los deudos de 
la víctima de un hom'cidio ni una mujer violada ni una persona 
que sufre un robo pueden pedir, dentro del procedimiento pe- 
nal, que el mal causado sea reparado; son nadie ante la ley. Ni la 
devolución del objeto robado queda fuera de esta limitación de 
los derechos del ofendido; solamente la sentencia condenatoria 
puede acudir en beneficio de los perjudicados que deben estar 
inmóviles, tutoreados, mejor dicho, administrados por el Minis- 
terio Público. Tal es la lógica, aunque creo que se apartan de ella 
los tribunales en cuanto a la devolución de lo robado, en que sí 
admiten la gestión del ofendido y devuelven lo robado, esqui- 
vando el absurdo de esperar la sentencia condenatoria que impon- 
ga esa pena. El resultado es bueno, pero, formalmente, es anticons- 
titucional. . 

El Anteproyecto pudo evitar en parte esos desconciertos si- 
guiendo al Código Penal del Estado de Morelos, que en su artícu- 
lo 30 establece “la reparación del daño que deba ser hecha por el 
delincuente se impondrá como sanción en todos los delitos que 
lo causen. ..'” Queda subsistente, aun dentro de este Código de 
Morelos, el alejamiento de los perjudicados respecto del proce- 
dimiento y la curiosa versatilidad de la ley penal que a una mis- 
ma acción le hace penal en unos casos, civil en otra, como cuando 
se exige a terceros, y encomienda al juez civil imponerla como 
la ley vigente de Quiebras. Todo lo cual proviene de la desna- 
turalización que se hace, por una tendencia estatista de moda, de 
una acción netamente civil, convirtiéndola en penal. 

Todavía se pudiera decir más sobre el sistema del Código 
vigente, seguido por el Anteproyecto, pero nos desviaríamos del 
tema de esta conferencia que es de conjunto, sobre del mencio- 
nado Anteproyecto. 


v 


Pasando a otra cosa, diremos que éste podía haberse moder- 
nizado un poco si, al enumerar las penas, lo hiciera con la debida 
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lógica y jurídica separación entre éstas y las medidas preventivas. 
Son ideas muy distintas, como es notorio; las penas se imponen 
como reacción causada en el cuerpo social por la comisión de un 
delito, sea venganza, expiación, corrección o defensa, pero la pe- 
na es post delictum, y tal es su concepto y su práctica tradicio- 
nales en toda la historia penal de la humanidad; en cambio, la 
medida preventiva es un concepto penal moderno de interven- 
ción de la autoridad contra una persona ante delíctum, antes de 
cometer ningún delito y atendiendo no a un hecho ejecutado sino 
a uno solamente temido y en atención a la peligrosidad del pre- 
sunto delincuente; tiene un carácter predominante subjetivo, mira 
a la peligrosidad de un delincuente que todavía no lo es, pero que 
ya es un peligro inminente. Nuestro derecho constitucional, indi- 
vidualista, liberal del siglo XIX, no es amigo de esta novedad 
que contraría al sistema de legalidad de delitos y penas que esta- 
blece rígidamente el artículo 14 de la Constitución. Pero, admi- 
tida por el más moderno pensamiento penalista, como una nece- 
sidad y fundada en observaciones cientificas, no puede ser des- 
echada, en general, aunque tampoco pueda ser admitida como una 
regla común, mientras nuestro sistema constitucional mantenga 
su posición de defensa del individuo contra los posibles ataques 
del Poder Público. El alcoholismo, podríamos decir la toxico- 
manía, las enfermedades mentales más o menos encubiertas, la 
habitualidad criminosa, substantivamente considerada de por sí 
y, en algunos países que siguen en esto a Cesar Lombroso, aun 
la prostitución de la mujer, son tenidos como estados que predis- 
ponen para el delito y de cuyas consecuencias la sociedad debe de- 
fenderse. Nuestros Códigos Penales desde 1871 han admitido la 
necesidad, en ciertos casos, de medidas preventivas, pero es tiem- 
po de darles una personalidad y de enumerarlas francamente como 
tales, sin confusión con las sanciones post delictum. Creemos 
que ninguna oportunidad mejor que el Anteproyecto para marcar 
este progreso. 


vI 


Una novedad del Anteproyecto consiste, como lo habíamos 
indicado al principio, en enumerar expresamente la preterintencio- 
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nalidad, entre los grados de responsabilidad penal, que serán en 
lo de adelante culpa intención y preterintencionalidad, en substi- 
tución de la clasificación actual y tradicional en intencionales y 
de imprudencia o culpa. 

Esta novedad, en realidad, lo es de forma casi nada más, 
pero es muy plausible, porque si bien la preterintencionalidad ha 
tenido cabida en nuestros Códigos Penales, ha sido en una forma 
obscura y viciosa, expresada como simple aclaración de no des- 
truirse con ella la presunción de intencionalidad, aunque el pro- 
cesado pruebe: “que no se propuso causar el daño que resultó, si 
este fué consecuencia necesaria y notoria del hecho u omisión en 
que cons'stió el delito o si el imputado previó o pudo preever 
esa consecuencia por efecto ordinario del hecho u omisión y estar 
al alcance del común de las gentes, o si se resolvió a violar la ley, 
fuera cual fuere el resultado.'”” Esa manera de expresión considera 
dichas circunstancias como una excepción de la defensa y no 
como un resultado de la averiguación júdicial, de oficio, lo que 
es un limitación indebida de la categoría penal de elementos im- 
portantes de la responsabilidad penal, que han de ser investigados 
de oficio, o sea, a petición del Ministerio Público; y de allí esa 
forma negativa, un tanto escurridiza de los Códigos anteriores: 
“La presunción de intencionalidad no se extingue, aunque el acu- 
sado pruebe ” etc. Pero, convirtiendo esa manera de decir, 
que parece trata de escabullirse, en afirmación terminante, se tie- 
ne una idea completa de la preterintencionalidad. Donde, en nues- 
tro concepto, claudicó lamentablemente el Anteproyecto fué al 
definir la preterintencionalidad, abandonando la forma clara de 
los otros Códigos por esta otra, casi esotérica, del artículo 8*, 
párrafo cuarto: “Delito preterintencional es el que se forma por 
la concurrencia en el mismo acto, del dolo y de la culpa”; expre- 
sión ocultista, misteriosa y con aspecto de absurda por ese mes- 
tizaje de las dos nociones contradictorias de culpa y dolo que, 
a su presentación a la inteligencia producen un movimiento de ex- 
trañeza, de duda, de repulsión. 

¿Dolo y culpa coexistentes? Un estudio meditado de la ra- 
zón del Anteproyecto, en teoría abstracta penal, porque en el ac- 
to preterintencional hay un elemento de dolo que consiste en la 
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intención, en el querer el acto delictuoso tal como sale de las ma- 
nos del agente y las consecuencias también son queridas, como de- 
lictuosas, pero según una representación en el ánimo del delin- 
cuente que, aun cuando ya lo hacía delictuoso, tenía en esa repre- 
sentación subjetiva, intencional, consecuencias prácticas, objeti- 
vas, de mucha menor importancia; por ejemplo, se quiso destruir 
un mueble por incendio y se produjo una explosión, que destruye 
una casa; el dolo estuvo en querer un resultado ya criminal, que 
no fué obtenido, pero el resultado fué de mayor entidad, llegó 
más allá —preter— de la intención del agente; y en la falta de 
previsión del elemento —preter— estuvo la culpa. El agente es 
menos peligroso que aquél que hubiera querido el resultado mayor 
con plena intencionalidad. Esta es la explicación rigurosamente 
teórica del artículo 8* del Anteproyecto. 

Pero es demasiada teoría para un Código Penal, que no de- 
be ser una teoría abstracta, sino una fórmula práctica, clara, in- 
teligible a todo el mundo y no solamente a los que manejen los 
libros de una profesión. El Código Penal no debe dejar resquicios, 
mucho meños anchas grietas en su estructura, que puedan ser pun- 
tos de apoyo de argucia, de dudas, de recursos y, quien sabe, si 
de ineficacia de la ley; y pudiera dar pavor imaginarse la canti- 
dad de dificultades que en los procesos resultarían al interpretarse 
por los intereses en pugna, esa connaturalización del dolo y la 
culpa en una expresión tan contundente como la del artículo 8? 
del Anteproyecto. Concepto cierto en la teoría, aunque expre- 
sado en una fórmula poco legislativa. La tipificación de la pre- 
terintencionalidad en los Códigos anteriores, pero franca, ata- 
cando el problema de la peligrosidad y, limpia de esa forma 
negativa, que como no quiere la cosa, de los Códigos de 1931 y 
1871, marcaría un progreso en nuestro Derecho Penal. 


VI 


La ejecución de las penas 


La Revolución, o mejor, los Gobiernos que han ejercido el 
Poder Público después de 1917, están en deuda con la Nación 
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en lo que ve al sistema de la ejecución de las sanciones. Sin razón 
jurídica o siquiera motivo político, sino más bien por incompren- 
sión, negligencia y, quizás, tacañería, se dejó perder el sistema pe- 
nitenciario, que contaba con un magnífico edificio, técnica y 
costosamente construído, dotado de todos los implementos nece- 
sarios y con reglamentos debidos al eminente penalista, lustre del 
foro nacional, socio de la Academia Mexicana de Legislación y 
Jurisprudencia Correspondiente de la Real de España, y que fue- 
ra nuestro distinguido consocio, maestro de maestros, licenciado 
don Miguel S. Macedo; y posteriormente se hacinó en ese edifi- 
cio a los detenidos de la cárcel de Belém, rebasándose el cupo cal- 
culado y no habiendo ya más sombra de régimen penitenciario, 
sino un encierro de gentes que viven en la ociosidad, en la falta 
de higiene, de disciplina, y, en general, en la forma más contraria 
a los principios de un régimen penitenciario, lo que es aún repug- 
nante para cualquier persona normal. De suerte que debe urgen- 
temente remediarse ese mal, quizá devolviendo a la Pen'tenciaría 
su categoría primitiva, o de cualquier otra manera que dote al 
Distrito Federal de un sistema científico de prisiones. Y debería 
aprovecharse la oportunidad del Anteproyecto para establecer las 
bases del sistema científico de ejecución de sanciones. 

Además de lo ya explorado, pediríamos como remedio de ne- 
cesidades ingentes de México, la exigencia de que el Director, el 
Subdirector y algunos empleados subalternos fueran técnicos, ti- 
tulares de una carrera corta que se creara en la Escuela de Leyes 
de la Universidad Nacional, a fin de que tengan los conocimien- 
tos necesarios para el ejercicio eficiente de sus funciones y la con- 
ciencia de su misión ética. 

También sería elemento de buena y eficaz Administración de 
justicia penal la creación de la especialidad, dentro de la profesión 
de abogado, de Juez Penal y la carrera burocrática respectiva con 
sus etapas de Secretario de Corte Penal, y juez Correccional, Agen- 
te del Ministerio Público y Juez de Corte Penal. Proponemos que 
cese la subestimación del cargo de Director de Prisión, como simple 
capataz y persona que, por su poco refinamiento cultural, no se 
lastime con el roce del medio rudo, grosero y viciado en que ope- 
re ni menos que vea para sí y sus subalternos un medio de lucro 
en la explotación del vicio y de las granjerías a que se prestan las 
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circunstancias y que los jueces penales y demás funcionarios no 
resulten de la masa anónima del proletariado profesional, a virtud 
de recomendaciones, de favoritismo personal o de compadrazgo po- 
lítico, sino que sea una carrera, con sus estímulos de ascensos y 
sus exigencias éticas y culturales, que coloquen a los Jueces Pe- 
nales en lo alto de una posición social de estimación y respeto in- 
contrastables que se impongan a la conciencia social y aun al áni- 
mo de los mismos procesados, por sus virtudes que trasciendan 
a todos los actos de su vida, como una emanación de oxígeno 


purificador del ambiente en que la vida los coloca para sanear a la 
sociedad. 


vu 


Este Anteproyecto que examinamos sigue en dieciocho años 
al Código vigente, en cuyas innovaciones se vincularon tantas ilu- 
siones; y, a su vez, el Código vigente apenas dejó vivir a su an- 
tecesor, el de 1929, unos veinte meses, lo que hace presumir que 
los mandatarios de México se dan cuenta de que el problema de 
la criminalidad no está siquiera en vías de resolución, ya 
que como es pavorosa para nuestra vida social y vergonzosa 
para nuestra nación, en el concierto de los pueblos, la cifra de 
criminalidad que nos da la triste categoría de uno de los grupos 
nacionales más criminales del mundo; por lo que, en las esferas 
oficiales se esfuerzan por combatir tamaño mal. Pero se sigue 
la línea de menor resistencia, la de reformar y más reformar 
leyes, que es lo más barato y que, cuando más, imponen la ne- 
cesidad de pensar al pequeñísimo grupo que forma la Comisión 
redactora del Proyecto, y unas hojas de papel del Diario Oficial 
de la Federación, una poca de tinta, de la olorosa tinta de im- 
prenta, y la cosa está hecha. Luego vendrá la propaganda perio- 
dística, las palabras altisonantes. Y el mundo de la delincuencia 
seguirá rodando por el piélago inmenso de la inmoralidad, la 
inmundicia material y espiritual, la burla a las garantías indi- 
viduales, la impunidad y todos los males que el nuevo decreto 
no curó por la falta de aplicación de su terapéutica, porque en la 
farmacia de su hospital penal, no hubo algodón absorbente ni 
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anestésicos ni antisépticos ni purgas ni supositorios ni nada de aque- 
llo en que el Estado tuviera que gastar unos cuantos pesos en 
beneficio de la sociedad que paga las contribuciones por millo- 
nadas, con el sudor de su frente y la sangre de sus venas. 

Nosotros preguntaríamos si el arbitrio judicial, en sus 
dieciocho años de aplicación, ha contribuido a disminuir la cri- 
minalidad. No se publican estadísticas oficiales y, por eso, nos 
atendremos a la experiencia personal, la que nos dice que los 
grandes crímenes, en esta ciudad de México, se atropellan; el crí- 
men de hoy no ocupa muchos días la atención pública porque 
mañana o pasado un nuevo delito, de características espeluznan- 
tes, ya está allí, pidiendo su lugar en las columnas de los diarios; 
y el de hoy queda relegado a la penumbra y cada día se obscu- 
recerá más su recuerdo con las pantallas que le va anteponiendo 
el nuevo crimen de cada día. Antes, un crimen grave duraba en la 
prensa tal vez semanas o más; ahora se atropellan, no tienen de- 
recho a hacer competencia a un delito nuevo. 

Y no es solamente el número de los gravísimos delitos lo que 
alarma a la conciencia social; en mi concepto, es la perversidad 
grande hasta la repugnancia de la nueva delincuencia, la que ha 
surgido en plena vigencia del Código de 1931. Por ejemplo, los 
parricidas están a la orden del día y en su más repugnante mo- 
dalidad, la del hijo que mata a su madre. 

Y yo pregunto: ¿los jueces han investigado, en acatamiento 
al artículo 52 del Código Penal, qué clase de educación moral 
y aun religiosa recibió el delincuente, cuáles fueron los principios 
de alta moralidad que le dió su escuela, cuáles sus lecturas favo- 
ritas? Sin necesidad de hurgar en los expedientes judiciales, pode- 
mos afirmar que ninguna investigación se ha hecho al respecto: 
cuando más, se habrá pedido el dato de si fué a la escuela pri- 
maria; pero ¿se ha ahondado en el surco que esa escuela haya 
dejado en su conciencia? ¿qué semilla depositó, cómo germinó y 
cómo llegó al fruto venenoso? Ya lo decía al principio; los jueces 
no pueden hacer esa investigación minuciosa; tienen mucho tra- 
bajo para el simple despacho rutinario sobre la relación de causa- 
lidad entre el hecho y el detenido. No son culpables los jueces, 
sino la organización de la Administración de Justicia, la impasi- 
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bilidad en que viven los altos funcionaros sobre la inmensa respon- 
sabilidad que sobre ellos pesa de acudir en defensa efectiva de 
la sociedad. 


IX 


La criminalidad presenta en México, de pocos años acá,- un 
aspecto nuevo que, no obstante su naturaleza alarmante, no ha 
sido, que yo sepa, debidamente estimado y quizá no ha pasado 
del comentario volandero; aquí los grandes delitos, los parr:cidios, 
los asaltos a conductores de automóviles y otros análogos son 
cometidos por gente joven, mozalbetes de alrededor de dieciocho 
años, que ya sienten los impulsos criminales más depravados sin 
que ninguna potencia de inhibición los contenga en los honta- 
nares de la conciencia, ni el respeto familiar ni la timidez ni la 
inexperiencia propias de la edad. Mujercitas que, apenas fisioló- 
gicamente comienzan a serlo, son arrastradas al suicidio por causas 
baladíes, como un regaño de la madre, una prohibición inocente, 
de carácter disciplinario, doméstico. ¿De dónde ha salido esa ge- 
neración de pequeños criminales qué o no han ido a la escuela 
o es que la escuela no ha dejado una simiente del bien en su 
espíritu, o es que la misma escuela carece de esa simiente y no puede 
dar lo que no tiene? 

Enseñar a leer y a escribir, decía hace años un pensador in- 
glés, Huxley, es como dar cucharadas a todo el mundo; pero, con- 
cluimos nosotros, las cucharas necesitan llenarse en un platillo de 
sopa. Y vuelve la tenaz interrogación: ¿es que nuestra escuela, con 
sus imponentes campañas de alfabetización, de construcción de es- 
cuelas, sus miles y quimiles de maestros y de pesos que se esparcen 
sobre el territorio nacional, no tiene comida de bien y de virtud para 
esas cucharas. El liberalismo, que confieso fué el mío, el positi- 
vismo su aliado, y la Revolución que también es mía, no han 
infundido ideas morales en la juventud ni la han dotado de resis- 
tencia ante las seducciones de este mundo materialista, que halaga 
los sentidos y suelta las amarras de los apetitos, en una confusión 
lamentable entre la libertad y la falta de dominio de sí mismo? 

Hace años aprendí de un pensador de la anteguerra, hoy ol- 
vidado, Gustavo Le Bon, pero que tiende a resurgir y aun se ha 
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fundado últimamente una “Sociedad de Amigos de Le Bon”, que 
la vida toda es un aprendizaje y que la más alta cualidad del hom- 
bre es el dominio de sí mismo. Solamente por él se puede llegar a 
la perfección, a la olímpica serenidad que brotaba del cincel de 
Fidias cuando tallaba los mármoles y los marfiles de los dioses 
helenos; a la diamantina dureza de Catón y a la delicadamente 
irónica elegancia de Petronio, ante el supremo misterio; a la con- 
formidad del estoico, a la resignación cristiana de los mártires, de 
los santos y de los humildes, que es la introversión del consejo 
evangélico '“Amaos los unos a los otros” y que Nervo expresó 
dulcemente en el últmo verso del poema La Hermana Agua: 
“Señor, ¿qué quieres que haga?” 

Ante este problema de la criminalidad infantil, yo no quiero, 
yo no puedo, yo no debo pronunciar la tremenda sentencia: fra- 
caso de la escuela. Creo que no es un fracaso, “sino una lección, y 
que aun los más despreocupados admitirán que es un problema. 
Lección que debe aprovechar nuestro tiempo y que la judicatura 
penal debe coadyuvar con la sociología de esta época, ministrán- 
dole los datos que el artículo 52 del Código Penal vigente y 47 
del Anteproyecto que estudiamos, la faculta para recabar. Y, a 
la vez, pretendo marcar la importancia de la función judicial en 
una dirección que no sea la de nuestro irónico léxico profesional: 
dar palos. : ] 

Señores Académicos: el entusiasmo por despertar a los espí- 
ritus y contribuir a que México llegue a tener un buen sistema 
penal me ha llevado quizá lejos de lo que era el estrecho tema de 
esta conferencia. Ruego a ustedes me perdonen, por amor de la 
buena intención; y, a la vez, les recuerdo que el foro nacional no 
ha estado cruzado de brazos ante el problema penal; ya no es 
sólo el meritísimo Antonio Martínez de Castro, que en el Código 
de 1871 tuvo atisbos geniales y un estilo magistral de exposición; 
también han sido el pensador del primer tercio del siglo XIX 
don Francisco Severo Maldonado, que en su proyecto de Cons- 
titución de la Federación de Anáhuac y con su visión de ilumi- 
nado y su lenguaje de profeta presenta, como finalidad de la pena, 
la corrección y llama a las cárceles “talleres de corrección”; ya 
fué don José Ramón Pacheco, cultísimo para su época, de media- 
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dos del siglo XIX, quien derivó la frenología hacia el penalismo 
con un sentido de humana timidez; ya el egregio don Mariano 
Otero a quien el pensamiento jurídico nacional debe la fórmula 
legislativa, definitiva, de la protección a los derechos individuales 
por los Tribunales de la Federación y que, en el Acta de Reforma 
de 1847, dejó escrito lo que, cien años después, la Organización de 
las Naciones Unidas está descubriendo que puede ser una base 
firme de convivencia humana; este mismo Otero fué un penalista 
distinguidísimo, autor de la primera ley sobre régimen peniten- 
ciario y conferencista profundo y novedoso. Y, ya en plena vi- 
gencia del Código Penal de 1871, el foro mexicano se honró con 
el compañerismo del sapiente don Miguel Macedo, cuya obra es 
de todos conocida y estimada en su alto valor, y de don Julio 
Guerrero, autor del libro La Génesis del Crimen en México en 
que, con sabor positivista, describe el origen social de nuestra crí- 
minalidad, ya don Demetrio Sodi, expositor metódico e ilustra- 
do de aquel Código; ya fué el no bien comprendido don José 
Almaraz que, en el discutido Código Penal de 1929, hizo variar 
el pensamiento penal; ya, finalmente, la pléyade de contemporá- 
neos, que escriben artículos y libros sobre Derecho Penal, pero a 
cuya obra ha faltado la palanca de la realización gubernamental. 

Que para todos sea este recuerdo como la astilla de blanco: 
copal que, nuestros ancestros indígenas, quemaban en braserillos 
frente a las piedras sagradas que para ellos eran simbólicas de las 
fuerzas divinas. 
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EL ANTEPROYECTO DE CODIGO PENAL 


2* Conferencia sustentada por 
el Académico de Número, licenciado 
Paulino Machorro Narváez, el día 
30 de noviembre de 1949, en la 
Academia Mexicana de Jurispruden- 
cia y Legislación, Correspondiente 
de la de España. 


Se encuentra al estudio de la Cámara de Diputados y de las 
Asociaciones de Profesionistas, amén de la opinión pública en 
general y, por tanto, de la prensa, el Anteproyecto de Código Pe- 
nal para el Distrito y Territorios Federales, en materia de Fuero 
Común, y para toda la República en materia del Fuero Federal. 

De veinte años o poco más a la fecha han regido en México, 
es decir, en el Distrito y Territorios Federales (con lo demás del 
kilométrico título), tres Códigos Penales: el de 1871, el de 1929 
y el de 1931, y ya tenemos en puerta el Anteproyecto del cuarto 
Código Penal para el Distrito y Territorios Federales y ... ya saben 
ustedes lo que sigue. Es una muestra de la inquietud de los espí- 
ritus en las esferas gubernamentales; deja ver que los gobernantes 
sienten su responsabilidad frente al problema de la criminalidad 
en México, que parece hacer una mueca zumbona a cada uno de 
los esfuerzos del Gobierno para disminuir el oleaje que ya se 
mira rojizo en los delitos de sangre, o gris de penumbra en el robo, 
o con violáceos tintes de ojeras, en los atentados sexuales... y 
así, en un variante caleidoscopio de terror para la sociedad. Pero 
ese oleaje es tan dócil a los reclamos de los Códigos como el 
Helesponto a los latigazos de Jerjes. 

El Código Penal, con todas sus ínfulas de represión, mul- 
tas, prisiones, muerte es, en la resolución del problema de la cri- 
minalidad, un factor de relativa poca importancia, no es el deci- 
sivo ni menos el único; es uno de tantos. Antes que él están la 
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cultura social e individual; los antecedentes raciales y familiares: 
los concomitantes económicos y el alto complejo que es todo eso 
y algo más, que se llama moralidad; fuerza de inhibición del mal y 
dirección suprema de la conducta humana, que viene de un mun- 
do interno que lleva cada hombre, que antepone a una conducta 
viciosa un imperativo categórico, como dijera el maestro de Koeni- 
gsberg; que, entre los antecedentes raciales y psicológicos que tiran 
a un lado, encuentra antecedentes que halan hacia el centro de la 
vía; que, a las invitaciones de la economía, responde con el espí- 
ritu de abnegación y servicio a los demás y domina al egísmo con 
el altruismo, el amor y la caridad. Los Códigos Penales, marcando 
un mínimo de moralidad, no pueden hacer todo lo que la vida 
social necesita, que no es un mínimo, sino un máximo, una ple- 
nitud de moralidad, de respeto, de disciplina. La ley penal viene 
cuando el mal ya se produjo ¿y no se concibe cuánto mejor sería 
impedir que el mal se manifestara, detener el brazo que puede 
herir antes de que empuñe el arma, sujetar la mano que va a 
robar, encadenar a la bestia que se encamina a la hembra sin sen- 
tir el reclamo del respeto a la dignidad humana? No hay que des- 
cansar en redactar un Código Penal; el séptimo día está más ade- 
lante. 

De todos modos, la ley penal es un elemento en la solución 
del problema de la criminalidad y un factor específico que perte- 
nece al Estado exclusivamente por actuar en él las funciones auto- 
ritarias; pero el Estado, la autoridad, debe tener como coadyu- 
vantes a los demás factores sociales e individuales que concurren 
al acto psicológico de la resolución criminosa; y algunos de los 
factores son manejados por el Estado aunque concurrentemente 
con otros causantes de la vida social. No espere, pues, la sociedad 
de un nuevo Código la salvación ni el Estado se engolfe en la 
creencia de que va a extirpar la criminalidad con los trescientos 
ochenta y un artículos de un nuevo Código. 


¿Cómo piensa cumplir el Estado su cometido, según el Ante- 
proyecto de Código Penal? Más o menos lo mismo que con los 
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Códigos anteriores, contestaremos con involuntario pesimismo. 
Veámoslo en detalle. 

En ocasión de una conferencia que sustenté en esta misma 
Academia Mexicana de Legislación y Jurisprudencia Correspon- 
diente de la Real de Madrid, me ocupé del Libro Primero del 
Anteproyecto, que contiene la dogmática; voy ahora a emprender 
el estudio somero del Libro Segundo, que se ocupa de los delitos 
en especial. 

El panorama general del Anteproyecto es el mismo del Có- 
digo Penal de 1931: Jos nombres de los delitos, su clasificación, 
el orden de su enumeración, sus definiciones, que no tipificacio- 
nes, basadas en la objetividad criminal, las modalidades que agra- 
van o aminoran el tratamiento llamado pena, son, en general, los 
mismos que en la ley vigente. Hay algunas novedades sobre las que 
llamaré la atención, péro no alteran lo que antes llamé .el pano- 
rama general. El Código actual viene a ser un canesú en el que 
aquí y allá se ha bordado algo nuevo o se ha mejorado lo an- 
terior. 


Desde luego, o sea al comenzar la enumeración de los deli- 
tos, se crea uno novísimo: el que tiene por sujeto pasivo-a los 
Estados Americanos y que cometen quienes “inicien, ayuden o 
participen... en toda agresión militar del extranjero contra la 
soberanía e independencia de cualquiera de los pueblos america- 
nos'': “en una guerra agresiva de un pueblo americano contra otro 
pueblo del Continente”. El artículo 136 define el delito político: 
““el que recae contra la seguridad del Estado, el funcionamiento 
de sus órganos o los derechos políticos reconocidos por la Consti- 
tución”; pero se tiene como delito común y no político cuando 
el delincuente “hubiere sido determinado por un motivo egoísta o 
innoble o hubiera llevado a cabo actos de terrorismo o contrarios 
al derecho de gentes”, así también “cuando el delincuente político 
pertenezca a una categoría criminal distinta revelada por su per- 
sonalidad'”” se aplicarán las disposiciones del delito común. En 
diversos lugares se advierte la tendencia a igualar la situación de 
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hecho, del concubinato, a la institución matrimonial y, finalmente, 
se sostiene la categoría penal del encubrimiento como delito. au- 
tónomo, pero no se hace con él un título especial como en el 
Código vigente, sino que se le incluye en el Título sobre delitos 
en la Administración de Justicia y se suprime el delito de peligro 
de contagio sexual. Por otra parte, se mejora la redacción de al- 
gunos artículos, como el que define la lesión y los que penan 
tanto el homicidio como las lesiones causadas en un encuentro 
entre varios individuos; se simplifica el sistema penal del infanti- 
cidio y el aborto; se hace del duelo una categoría especial de riña; 
se quita la protección a la vida privada, en la difamación, cuando 
hay de por medio un interés público, y se define la noción penal de 
arma prohibida, abandonando el sistema de enumeración que si- 
gue el Código de 1931. 

Tales son, en general, las más salientes novedades que trae 
el Anteproyecto. Me ocuparé de ellas separadamente. 


El delito contra los estados americanos 


Creemos que puede ser discutible el propósito de crear un 
mundo americano, de privilegio continental, antagónico del mundo 
no americano; la freternidad universal de la humanidad no debe 
fragmentarse en fraternidades locales que, al fin y al cabo, no 
son otra cosa que egoísmos. Si estos pueden encontrar alguna 
disculpa en la existencia de vínculos ennoblecidos por sentimientos 
de comunidad histórica, de cultura, de lenguaje, de religión, de 
instituciones, etc., que generan el sentimiento de la patria y pro- 
vocan conductas generosas, de ayuda y sacrificio, que elevan aque- 
llos egoísmos, en cambio, carecen de todo fundamento los egoís- 
mos que se basan en una simple y materialista unidad geográfica. 
En una palabra, si puede haber elevación del espíritu cuando se 
trata de solidaridad ibero-americana, su concepto se desvanece 
cuando se extiende el lazo común a los pueblos sajones que viven 
dentro de las costas del Atlántico y el Pacífico. No hay" solidari- 
dad espiritual, solamente relaciones comerciales en provecho del 
más rico y vínculos militares en disciplina al más fuerte. Esto hue- 
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le a guerra, no a vida de derecho. El miraje que deslumbró a los 
autores del Anteproyecto es un mito generoso que parece conver- 
tirse en un fantasma terrorífico. 

Técnicamente considerada, la figura delictiva de acción con- 
tra los Estados Americanos presenta dificultades insuperables. El 
artículo 4* del Anteproyecto establece el ambiente de aplicabilidad 
del mismo, en razón de las personas y determina la responsabili- 
dad por delitos cometidos en territorio extranjero por mexicanos 
o contra mexicanos; pero, en la agresión de un extranjero contra 
un Estado americano, no interviene la calidad de mexicano ni 
como autor ni como víctima y ¿de dónde le viene la competencia 
a la ley penal mexicana? 

Además, cualesquiera que sean las razones de esa criminali- 
dad, ¿por qué se limita al Continente? '¿qué, no hay naciones ¡s- 
leñas, como Cuba, de sobra titulares de riqueza, población y vín- 
culos diversos con los pueblos de tierra firme? 

Esa protección penal a la seguridad de los Estados america- 
nos se roza con el Derecho Internacional y en éste es norma su- 
prema la igualdad de los sujetos de derecho, la cual se exterioriza 
en reciprocidad; un Estado da a otro lo que puede recibir de éste, 
porque de distinta manera, el que da lo que no ha de recibir, queda 
en condición de inferioridad, quebrantándose, así, el principio 
básico de la igualdad jurídica de las personas de derecho. Por lo 
que, este sistema de penalidad por agresión a un Estado extranje- 
ro sólo puede subsistir, dentro de las normas de la d:gnidad inter- 
nacional, si el Estado protegido debe, llegado el caso, proteger 
mañana a su protector de hoy. Es decir, la legislación mexicana 
debería ser correspondida por otra análoga en los demás Estados 


americanos; y, si no ha habido un tratado que establezca esa: 


reciprocidad, nuestro Código Penal se coloca en una posición des- 
airada, dando lo que nadie le pide ni quizá esté dispuesto a reco- 
nocerle en fraternidad internacional. 


El delito político 


El problema planteado por la Constitución de 1857 y sos- 
tenido por la de 1917, al formar la categoría penal de delito polí- 
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tico, como excepción a la penalidad común, exigía la deter- 
minación del concepto de tal delito político y su falta era una fuente 
de controversia y de debilidad de las aplicaciones constitucionales. 
El Código Penal de 1931 abordó el problema, pero no dió una no- 
ción teórica del delito político, sino que pragmáticamente declaró 
que tenían ese carácter la rebelión, la sedición, el tumulto y la cons- 
p'ración, excluyendo cualquiera otra actividad criminosa. Esta no- 
ción dejaba fuera muchas conductas criminosas que tenían, para la 
protección constitucional, tantos méritos, quizá más que aquellas a 
que se concretaba la declaración del Código Penal: por ejemplo, 
los delitos de prensa, aun las infracciones electorales o de reunión 
de ciudadanos, que aparecen haber sido precisamente aquellos casos 
que más tuvo ala vista el legislador constituyente al decretar la 
excepción penal y en los que más peligro puede ofrecer el despo- 
tismo de los mandatarios. 

El Anteproyecto abandona el sistema de la. reducida enu- 
meración del Código v'gente y da una noción general: se consi- 
deran de carácter político los actos contra la seguridad del Estado, 
el funcionamiento de sus órganos o los derechos políticos reco- 
nocidos por la Constitución. Pero, cuando el agente hubiere sido 
determinado por un motivo egoísta o innoble o hubiera llevado 
a cabo actos de terrorismo o'contrarios al derecho de gentes, no 
serán considerados como delitos políticos. Se sigue, así, la teoría 
del Proyecto de Código de Ferri, sustentado en los móviles del 
acto criminal, y también las ideas de Florián. Dijo Ferri, en el 
artículo 13: “Son delitos político sociales los cometidos exclu- 
sivamente por motivos políticos o de interés colectivo”. Y el co- 
mentarista Jiménez Escribano afirma: “*...uno de los datos más 
importantes para conocer esa temibilidad (la del delincuente) es 
el de los motivos determinantes... el transcurso de los años hace 
que la ley, que en el tiempo de su promulgación correspondía tal 
vez a las necesidades del pueblo para que fué dictada, se encuen- 
tre después en contradicción con el estado social de ese mismo 
pueblo. Se producen entonces choques entre la norma jurídica y 
el estado social, que tienden a adaptar la primera al segundo. La 
norma jurídica muchas veces es lesionada en estos choques; pero 
el delito que por esta lesión se produce, no indica en el delincuen- 
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te una temibilidad igual a la del autor de otros delitos; aquéllos, 
lejos de aproximar la norma jurídica al estado social, reflejan la 
existencia en el individuo de un estado retardado, con relación al 
que la norma legal representa. Mientras que el autor del primer 
delito trata de conducir más de prisa a la sociedad por la vía del 
progreso, el autor de los segundos la haría retroceder a tiempos 
de barbarie. La conciencia social del primero se encuentra más 
desarrollada que la norma legal, mientras que la del segundo se 
halla muy retardada con relación a la civilización que la misma 
norma representa;..... un mismo hecho puede ser delíto común o 
político. El criterio para diferenciarlo se encuentra en los mó- 
viles; en el fín que el delincuente persigue. Si es un fin altruista, 
de mejora colectiva, el delito será político social; será común si 
el delincuente obró por motivos egoístas de personal provecho.” 

Con ser estas ideas las más expresivas de la teoría de los mó- 
viles, no dan una solución completa al problema de la diferenc:a- 
ción del delito político y el delito común. Desde luego, puede 
haber una simulación de los móviles egoístas; estos pueden ser 
un odio personal, una pasión que ha llegado, como la de cualquier 
delincuente, al grado sumo de exaltación; puede ser una abe- 
rración de mente misántropa, de espíritu mal informado o mal 
enjuiciador de los hechos, y las posibilidades de otra solución y, 
ante todo, la eficacia de los medios empleados, que general- 
mente, en el atentado personal, es nula. ¿Y va a concederse carta 
blanca a esas equivocaciones, a esas exaltaciones personales? ¿Có- 
mo distinguir el resurgimiento de instintos cavernarios, del mis- 
ticismo de los mártires? ¿Acaso únicamente porque el delincuente 
se defienda y aun haya preparado su coartada moral? La teoría 
de los móviles es, de por sí, ineficaz, en la práctica penal, para 
garantizar la justicia. 

Siendo tan d'fícil la teoría del delito político, no es extraño 
que el Anteproyecto mexicano no haya acertado, si bien hay que 
confesar que es mucho más científico que el Código del 31 y que 
denota un esfuerzo hacia una solución teórica. En mi concepto, 
la dificultad sale de la raíz misma de la noción de delito político; 
y si sabemos lo que es delito, en general, ¿se ha llegado a una 
noción firme acerca de qué es lo político? 
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Muy adentro podría explorarse en esta materia, pero con- 
cretándonos al Anteproyecto. tenemos que declarar delitos políti- 
cos y, por tanto, acreedores a la excepción constitucional y al 
tratamiento benévolo, los actos contra la seguridad del Estado, 
el funcionamiento de sus órganos y los derechos políticos reco- 
nocidos por la Constitución. Pero la traición a la patria la lla- 
ma el mismo Anteproyecto delito contra la seguridad exterior de 
la nación y, sin embargo, la Constitución ha expresado que la 
traición no entra en la excepción penal concedida al delito po- 
lítico. En consecuencia, el Anteproyecto se aparta del espíritu y 
de la letra de la Constitución. 

Ya antes mencionamos los ataques por la prensa, los excesos 
en las reuniones políticas o con motivo de ellas y otros actos 
análogos que no quedan amparados por el Anteproyecto, como 
delitos políticos. En el inciso segundo del artículo 136 del Ante- 
proyecto no quedan exceptuados, del carácter jurídico penal de 
políticos, los atentados contra la vida o aún la propiedad privada 
del enemigo político, quizá del mandatario. El artículo 186 del 
Anteproyecto no resolvería el problema de si tuvo o no el carác- 
ter de político el asesinato del General Alvaro Obregón ni el de 
Abraham Lincoln ni el de la Emperatriz de Austria, Isabel, ni 
siquiera los atentados contra los Zares de Rusia por los nihilístas. 

Por otra parte, el inciso tercero del artículo 136 del Ante- 
proyecto es de una conceptualidad obscura: “Cuando el delin- 
cuente pertenezca a una categoría criminal distinta, revelada por 
su personalidad, podrán serle aplicables las disposiciones concer- 
nientes a los infractores del orden común”. Estamos dentro del 
Derecho Penal, sujeto al artículo 14 de la Constitución sobre 
legalidad de los delitos; ¿cuál es la noción legal, establecida por 
una ley expresa, de esa categoría criminal? y ya que no legal, ¿que 
es eso de categoría criminosa; es acaso una idea tan clara y precisa 
que pueda andar entre las manos de todos los tribunales y que se 
imponga ineludiblemente a las argucias y a los intereses de los 
defensores y a las consignas de los acusadores, generalmente deten- 
tadores del Poder Público? 

Creemos sinceramente que el esfuerzo del Anteproyecto, por 
más que lo reconozcamos como meritorio y aun bien encarrilado, 
no logra su objeto. 
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El concubinato 


La tercera gran novedad del Anteproyecto es la consagra- 
ción del concubinato como institución jurídica, fuente de derechos 
y obligaciones, una especie de matrimonio chiquito, comodísimo, 
sin la obligación de la fidelidad conyugal ni las molestias del di- 
vorcio para su disolución. Y, así, en varios lugares tiene cabida 
la relación concubinaria para producir efectos penales análogos 
a los del matrimonio. En la responsabilidad por evasión de un 
preso, en el artículo 142, se exime de pena al que ayuda a la eva- 
sión de otro cuando media entre ambos relación concubinaria; 
en el artículo 216 también se exime de pena al encubridor de su 
concubino; el artículo 257 equipara al delito de violación la unión 
sexual lograda por quien se finge concubino, a semejanza del caso 
de quien se finge esposo; el 294 establece la impunidad por las 
lesiones que cause un concubino a otro; en el 302 se incluye a 
los concubinos en la disminución de pena por el homicidio que 
un concubino ejecute en la persona del seductor del otro concu- 
bino, a semejanza de lo que sucede cuando se trata de cónyuges; 
todavía más, en el 323 se establece la responsabilidad del que 
abandona a su concubino, tal y como lo hace el mismo artículo 
respecto del cónyuge; y el 325 concede al concubino abandonado 
la facultad de perdonar ei abandono, siempre que el delincuente 
pague lo que hubiere dejado de ministrar por concepto de ali- 
mentos y asegure pagar en lo sucesivo lo que por tal concepto 
corresponda, es decir, que garantice el cumplimiento de una obli- 
gación alimentaria, que no tiene sino el cónyugue. 

Hay, pues, una aproximación, casi una equiparación, del con- 
cubinato al matrimonio; idea que, en las legislaciones modernas, 
encuentra su antecedente en la soviética, que en el Código del 
Matrimonio y la Familia, en su artículo 16 establece que: ““Tam- 
bién gozan del derecho a la obtención del sustento, tanto durante 
el matrimonio como después de su disolución, las personas que 
se encuentren en relaciones maritales de hecho, aunque no estén 
registradas, si se ajustan a las disposiciones de los artículos 11 y 12 
del presente Código”; y en esos artículos se establece una espe- 
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cie de sociedad legal en cuanto a los bienes entre aquellos que 
tienen relaciones maritales, aunque no estén registradas. Nótese 
cómo dicho artículo 16 dice: “tanto durante el matrimonio como 
después de él”” y luego habla de relaciones maritales de hecho, aun- 
que no estén registradas, o sea, que las relaciones maritales son lla- 
madas matrimonio, aun sin el registro; el matrimonio queda fue- 
ra de la jurisdicción del Estado, es un acontecimiento de la vida 
privada al cual el Estado presta su autoridad por un simple 
registro; el matrimonio es, para la ley soviética, un hecho, un 
simple hecho acaecido en el tiempo y en el espacio, como el naci- 
miento, como la muerte; hecho que el Estado hace constar en un 
libro, de igual manera que sucede entre nosotros con la compra- 
venta de inmuebles o con las sociedades comerciales. No es el ma- 
trimonio una institución jurídica ni menos ética, según el con- 
cepto de la civilización occidental, actualmente de cepa cristiana; 
el concepto del matrimonio entre nosotros es bien distinto de éste 
de la ley soviética. Nuestro matrimonio civil arranca su teoría 
ético-jurídica de la institución canónica. Tanto los jurisconsultos 
como los canonistas establecían la naturaleza jurídica del matri- 
monio, como contrato de los cónyuges, pero como condición 
sine qua non, que se celebrara ante la autoridad competente, el 
párroco, ni siquiera ante cualquier ministro del culto, sino pre- 
cisamente ante el que estaba revestido de jurisdicción y, después de 
la institución del Registro Civil, ante el Juez del Registro Civil, 
y de esa intervención de la jurisdicción toma su fuerza jurídica, 
su valor ético; no es la sola voluntad, ni menos el hecho físico 
de la unión, sino el elemento jurídico del consentimiento y su 
sanción, la autorización jurisdiccional concurrente lo que hace la 
institución ética, social, del matrimonio. Léase toda la literatura 
antecedente, así como la contemporánea y la posterior, justifica- 
tivas del matrimonio civil, y se encontrará comprobado que nues- 
tro matrimonio civil, tanto el de la ley de 1856, como el de la de 
Reforma, de 1859, igual que el de la constitucional, de 1873, no 
pretendió ser de naturaleza ética jurídica distinta del matrimonio 
tradicional de la familia mexicana. La ley misma de 1859 y la 
exhortación redactada por don Melchor Ocampo, que halaga a 
los oídos y satisface a los espíritus, es convincente. 


30 


Planiol y Ripert, en Tratado Práctico de Derecho Civil, 
dicen en varios lugares (Tomo 1). “Este estado de cosas y tam- 
bién el hecho de que el legislador no ha podido inspirarse en ma- 
teria semejante sino en una idea moral de base religiosa, han 
influido en la reglamentación de la institución civil”... “Du- 
rante cerca de un siglo la cuestión de la naturaleza del matrimonio 
no se presentó, porque la respuesta era casi unánime e indiscuti- 
ble: se consideraba al matrimonio civil como un contrato. Pero 
desde principios del siglo XX se ha criticado muy severamente 
esa concepción, y muchos autores han renunciado a ella para 
substituirla por otras ideas, la más extendida de las cuales con- 
siste en considerar el matrimonio como una institución; ...; 
el oficial del estado civil no se conforma con autenticar el acuerdo 
de voluntades de los esposos, sino que celebra el matrimonio por 
medió de una fórmula solemne... La legislación canónica hacía 
de la unión sexual la esencia del matrimonio. En la legislación 
civil ese carácter se halla disimulado por la multiplicidad de los 
efectos jurídicos del matrimonio, pero el 'carácter fundamental 
del matrimonio no ha podido cambiar”, 

Y con referencia al concubinato, se expresan así los mismos 
tratadistas: “*...La secularización del matrimonio descarta de 
la cuestión jurídica toda preocupación de orden religioso, pero 
el problema subsiste en el terreno puramente sociológico. La unión 
libre es un hecho grave... es incompatible con la existencia 
de la familia que crean... los redactores del Código Civil, han 
estimado que la mejor solución consistía en ignorar absoluta- 
mente la unión libre; los concubinos quieren prescindir de la ley, 
la ley se despreocupa de ellos.” Y, después de exponer las orienta- 
ciones laxas de la jurisprudencia francesa, se preguntan: “¿Se 
debe desear que el legislador acentúe su tendencia a ocuparse del 
concubinato?”. Y presentan las diversas opiniones ajenas; quienes 
pretenden la responsabilidad del concubinato por las compras 
hechas por la concubina a fin de proteger a los terceros; otro, que 
se obligue al que abandona a la mujer a una indemnización a ella: 
y afirman los mencionados Planiol y Ripert: “*... es de temer 
que se llegue a hacer de la unión libre un matrimonio de segundo 
orden, al favorecer situaciones que, a pesar de todo, continuarán 
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siendo peligrosas... La orientación legislativa en materia de 
unión libre no debe ignorar su existencia sino combatirla”. 

Por lo tanto, equiparar el concubinato, unión marital de 
hecho, con la altísima institución ético-jurídica del matrimonio, 
hacer del concubinato una fuente de derechos y obligaciones, colo- 
car frente al matrimonio tradicional, de la civilización cristiana, 
el concubinato, es lo mismo que disolver la institución ético-jurí- 
dica en un simple hecho, es arrebatarle a la familia su base sólida 
de trascendencia, de permanencia, de fuerza social de cohesión de 
los espíritus; es hacer de un cimiento de roca un manto de arena. 

El argumento que he oído trata de fundar esa elevación del 
concubinato o institución jurídica, es la consideración no jurídica 
ni menos ética, 'sino de mero sentimentalismo rebelde a la disci- 
plina legal, de que siendo el concubinato y no el matrimonio ci- 
vil el origen de hecho de la mayoría de las familias del pueblo 
mexicano, es necesario consolidar esas familias, dando efectos ju- 
rídicos al concubinato. Pero, sí este es innegablemente una prác- 
tica viciosa, inferior al matrimonio, el progreso sería suprimirlo, 
elevar el nivel cultural del pueblo y no consolidar el vicioso sis- 
tema de vida, consagrando un estado social inferior, del cual ya 
ni se pensaría en salir. Si estamos abajo, hay que subir, no que 
encadenarnos a la roca del Cáucaso, no hay que rastrear con- 
denándonos a ser escarabajos eternos. Con tal sistema de argu- 
mentación podría justificarse la embriaguez y la riña de taberna 
porque son practicadas por un gran número de mexicanos... y 
la mugre y la pereza y qué sé yo cuántos vicios «nacionales. 

Estas ideas no son reacción; simplemente son respeto a las 
grandes instituciones sociales. La familia, desde los tiempos de 
Roma, fué una institución política, el cristianismo la hizo sacra- 
mental; la Edad Media le devolvió su carácter político, aunque 
respetando el aspecto religioso, y la Revolución Francesa, que su- 
primió la religiosidad, la dejó siendo política; la sociología le da 
un carácter trascendental y la criminalogía, con las estadísticas 
en la mano, afirma la influencia del matrimonio, con el consiguien- 
te aumento del concubinato en el auge de la criminalidad. Véase 
a Lombroso y, de los nuestros, al licenciado Julio Guerrero, en 
La Génesis del Crimen en México. ¿Cómo queremos salvar- 
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nos de la inundación, si abrimos las compuertas a la corriente ce- 
nagosa? Sin ceder a la novedad ni a los sofismas de la irreflexión, 
debemos proclamar la verdad, que debe ser la única vela que ice 
la nave cuando pretenda salvarse del naufragio. 

Garantícese cuanto se pueda los derechos de los hijos natu- 
rales y váyase aún a la investigación de la paternidad; asegúrese 
a la mujer contra el seductor; pero no se toque, mejor dicho, no 
se retoque a la familia con el peligroso y antisocial concubi- 
nato. No se caiga en la contradicción inexplicable de que, mientras 
por una parte, se deja sin protección legal en la penalidad del 
estupro a la mujer honesta, seducida, cuando es mayor de dieci- 
seis años, abandonándola, como presa indefensa a los apetitos 
malsanos, a la miseria, quizá a la prostitución, por la otra parte 
se conceda a la mujer no honesta ni seducida, ni engañada, sino 
voluntariamente, dolosamente dijéramos y en todo caso antiso- 
cialmente, establecida en unión ilegítima, una protección legal 
casi igual a la de la esposa. 


La definición de lesión 


De escasa trascendencia práctica, pero de grande importancia 
teórica es la supresión, en la definición de lesión, de la cola ex- 
plicativa que venía del Código de 1871 y que, si entonces fué 
tiende por lesión toda alteración de la salud, producida por una 
concepto genérico, científico, pretendidas tipificaciones de lesión; 
ahora, cuando ya ha consolidado su posición la verdadera defi- 
nición, de caracteres lógicos, ese agregado en el artículo del Có- 
digo de 1871, que conservó el de 1931: “*... no solamente las 
heridas, fracturas, quemaduras, etc.” es inútil y afea la precisión, 
casi dijéramos la elegancia, de la verdadera definición: “se en- 
tiende por lesión toda alteración de la salud, producida. por una 
causa externa”. Así, lisa y llanamente, en una expresión com- 
pleta, breve y exacta. 


El delito de disparo de arma de fuego y ataque peligroso 


En esta materia de lesiones se advierte la supresión del deli- 
to de disparo de arma de fuego, que fuera saludado en 1913 por 
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la Comisión de Reformas al Código Penal de 1871, como un 
verdadero hallazgo, pero que en la práctica resultó de poca efi- 
ciencia penal, además de no salvar las dificultades del antiguo 
delito frustrado, después tentativa. 


La ventaja 


Y, como muy importante, notamos la simplificación del 
concepto penal de ventaja como circunstancia calificativa de los 
delitos de lesiones y homicidios. Fué un acierto la conservación 
de la ventaja con esa categoría penal, que no podía desconocerse 
porque tiene personalidad constitucional desde 1857, siendo su 
origen del Estatuto de Comonfort y quizá la ley contra salteadores, 
del Estado de Jalisco, expedida en 1848, que fué llamada “del 
Tigre” por su crueldad arcaizante; y lo reputamos acierto y apor- 
tación al derecho mexicano, que adopta esta categoría penal de 
la ventaja, distinta de la alevosía, y que la considera autónoma, 
sin el elemento subjetivo de la premeditación, con el que se inte- 
gra la alevosía, en que se han estancado los Códigos penales extran- 
jeros, con desconocimiento de lo específico penal de la superioridad 
de uno de los contendientes sobre el otro ya en fuerza personal ya 
en armas o en su manejo ya en la situación ocasional de la posición 
de inerme y caído el uno y de armado y de pie el otro. Creemos 
que, admitida la premediación como calificativa, sale sobrando 
la alevosía, que es una simple redundancia y sólo una fórmula 
verbal, retumbante, que ha tomado carta de naturalización en el 
lenguaje popular: premeditación, alevosía y ventaja. 

Esta presenta caracteres propios, tiene una personalidad, di- 
jéramos; y solamente quisiéramos que tuviera aspecto menos rea- 
lista y objetivo, y: se acercara al concepto general de Derecho 
Penal, comprendiendo algo de elemento subjetivo, de dolo espe- 
cífico, en la idea de que la superioridad del heridor fuera cono- 
cida por éste o tan notoria que no pudiera ignorarla, como sería 
la diferencia de edades o de sexo, la habilidad reconocida en el 
manejo de las armas u otras análogas. Y sí desearíamos que los 
redactores del Anteproyecto hubieran aceptado esa limitación de 
carácter subjetivo, con vistas al elemento dolo. 
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El duelo 


Dos equivocaciones advertimos al tratar de los delitos con- 
tra la vida y la integridad personal: privilegiar al duelo respecto 
de la riña, estableciendo para las lesiones en duelo una pena que 
esté, respecto a la del correspondiente delito común, en la relación 
de la sexta o la cuarta parte, como máximo, en tanto que, res- 
pecto de la riña, esa relación es de la mitad a las tres cuartas par- 
tes. No encontramos, para nuestro tiempo, otra explicación que un 
sarcasmo de don Francisco Bulnes, orador de la acusación en el 
Gran Jurado del Coronel don Francisco Romero, con motivo del 
duelo de éste con don José Verástegui, cuando decía: “Tal es la 
democracia mexicana que se inclina ante los fueros de la levita”. 
La otra equivocación se contiene en el artículo 294 que dice: “Las 
lesiones de la primera parte del artículo 283, que se causen entre 
cónyuges, concubinos, ascendientes, descendientes directos o her- 
manos, no serán punibles cuando se causen en riña motivada por 
disensiones domésticas”?. Es chocante esa lenidad para el cónyuge 
que lesione al otro; en novecientos noventa y nueve de los casos, 
será el hombre brutal e insensato el beneficiado; la ley pone en 
sus manos de ebrio o de cavernario un garrote y aplica los puños a 
la cara de la mujer inerme, en esas noches de violencia y tragedia 
en que se sentirá abandonada del cielo y de la tierra, para salir al 
día siguiente ocultando vergonzantemente los moretes (sé que se 
llaman equimosis) y sin que pueda quejarse ante una autoridad 
fría e indiferente que le mostrará ese artículo 294; a ella, cuya ca- 
tegoría moral ya rebajó la ley a la igualdad con la concubina. Si se 
lesiona a una mujer extraña, hay delito, pero si a la esposa, hay 
impunidad. ¿En qué país vivimos? 


El homicidio por causa de adulterio 


En el artículo 303 se establece el perdón judicial para los 
homicidios por causa de adulterio o de seducción de la descendien- 
te “cuando las circunstancias personales del autor y objetivas del 
hecho así lo ameriten.” Un criterio ampliamente arbitrista cam- 
pea aquí y es quizá el caso en que se ostenta el arbitrismo sin re- 
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pujos ni eufemismos, por lo que, puede este perdón judicial ser 
blanco de los ataques u objeto de los aplausos, según la orienta- 
ción mental en contra o en pro del arbitrio judicial; la prepara- 
ción intelectual de los jueces, la recta conciencia de la magistra- 
tura, el peligro de influencias malsanas, el escándalo de algunas ab- 
soluciones que la conciencia pública rechace, son elementos de crí- 
tica de este artículo. 


La riña tumultuaria 


Todo el intríngulis de la penalidad para los casos de lesio- 
nes y homicidios en un encuentro de más de dos individuos (la 
criminalidad correspectiva de la teoría), queda simplificado en el 
Anteproyecto al sancionar solamente a los que hubieren interve- 
nido con armas apropiadas para causar tal clase de lesiones. 


El infanticidio y el aborto 


La responsabilidad por los delitos de infanticidio y aborto 
es materia de grandes modalidades, si bien de carácter formal. En 
el primero se reduce a un solo artículo todo el sistema legal: “Se 
aplicarán de tres a cinco años de prisión a la madre que, para ocul- 
tar su deshonra, prive de la vida a su hijo dentro de las setenta 
y dos horas de su nacimiento”; suprimiendo así el requisito de 
ser ilegítimo el hijo, la presunción honoris causa que resulta de la 
ocultación y la buena fama; así como también el requisito 
de no presentación al Registro Civil, que dice concordancia con el 
sistema civil de personalidad jurídica del infante; también se limita 
la tipificación del infanticidio al cometido por la madre, quedando 
los ascendientes fuera de la tipificación y debiendo reputarse su 
conducta penal como un homicidio. 

Igual omisión de las condiciones de la ocultación de la des- 
honra de la madre se advierte en cuanto al aborto. La “fabrica- 
ción de angelitos”” sufre un aumento en su penalidad, que viene 
a ser de tres a ocho años; lo cual está de acuerdo con el senti- 
miento de repulsión de la conciencia pública en México; y aun 
la legislación soviética, que en un principio fué tan favorable al 
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aborto, ha reaccionado, reputándolo, el nuevo criterio del Presi- 
dium, de acuerdo con una vieja frase de Lenin, como actitud de 
burgueses cobardes. 


Los delitos contra la reputación 


En materia de delitos contra la reputación se introduce una 
importantísima reforma que contraría el concepto de respeto a 
la vida privada, tradicional en el espíritu nacional, al no limitarse la 
exceptio veritatis al caso de que sean ofendidos los funcionarios 
públicos en lo relativo a sus funciones, sino que, para recibir la 
prueba de ser ciertos los hechos imputados en una difamac'ón, so- 
lamente se exige que “hubiere tenido por objeto defender o ga- 
rantizar un interés público actual”. Síguese en esto la teoría ri- 
gorista de Florián, que coloca sobre el interés individual del res- 
peto a la vida privada, el social de conocer a las gentes que sean 
un peligro común, por sus antecedentes criminosos o inmorales, 
así hayan logrado ocultar éstos a las miradas de los demás. Un 
seductor de oficio, un matar:fe, un estafador, un ebrio casero son 
un peligro social en cualquier esfera de la vida, no solamente en 
las oficinas públicas, aunque sus vicios no sean conocidos en pú- 
blico. Adopta esa teoría el principio de la unidad de la vida hu- 
mana; el que en lo privado es vicioso e inmoral, no va a dejar sus 
malos hábitos al abrir el pliego de su nombramiento para un alto 
empleo; en éste será el mismo que en su casa y la sociedad tiene 
derecho de precaverse contra él, sobre todo, en el régimen demo- 
crático, en que los funcionarios públicos surgen del anonimato. 
Ya decía Montesquieu que en la democracia es la virtud un ele- 
mento necesarísimo. 

Lamentamos que haya subsistido el vicioso sistema de. dejar 
la admisión de la prueba a la elección o al interés del acusador, 
respetando el honor de quien, beneficiándose de esta misma elec- 
ción, al no conceder la admisión de la prueba, está demostrando 
que no lo tiene. 

El derecho de retractarse, que se concede al autor de una in- 
juria o calumnia, extinguiéndose la acción penal, está dentro 
del concepto subjetivo de esos delitos; pero creemos que el sis- 
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tema penal quedaría completo si se concediera la retractación al 
autor de difamación, delito de carácter más subjetivo aun que la 
calumnia. 

Quisiéramos que el Anteproyecto se hubiera colocado dentro 
de la vida actual, atacando de frente el problema de la difama- 
ción por la prensa y aun quisiéramos que hubiera adoptado la 
teoría de Florián, que concede cierta amplitud a la prensa como 


« necesidad de la cultura moderna y aun con sacrificio del interés 


individual. Malamente, de modo explícito, se establece la respon- 
sabilidad penal de las personas morales por delitos contra la re- 
putación, sancionándola con suspensión de diez a sesenta días; y 
no vemos cómo pudiera aplicarse la pena de suspensión a un asilo 
de menores o a un hospital, de fundación privada, que funciona- 
ran con personalidad jurídica reconocida por la ley. Esta respon- 
sabilidad penal de las personas morales es un espejismo snobista 
muy discutible como construcción jurídica sólida y debe mane- 
jarse con mucha precaución para no caer en un absurdo jurídico. 


Delitos contra las personas en su patrimonio 


En el título de delitos contra las personas en su patrimonio, 
encontramos el mismo criterio objetivo, igual mecanismo que en 
los Códigos anteriores, notándose la supresión de la exención de 
pena en cuanto al robo por necesidad, modalidad que, estudiada 
de antiguo por los teojuristas españoles del siglo de oro, como 
Vitoria, se ha de presentar tan raramente en la vida “de las ins- 
tituciones penales que hacen inútil una legislación expresa, por 
más que el desarrollo teórico de tal fenómeno sea interesante; pero, 
desde el punto de vista de aquellos tratadistas, que más miraban 
el aspecto moral que el jurídico, les daba un tema de disquisi- 
ción filosófica muy importante. 

También advertimos en el Anteproyecto la omisión del ca- 
pítulo sobre delitos de quebrados, que se dejan a la ley especial 
de quiebras, siguiendo el camino de la dispersión de las leyes pe- 
nales, que resta personalidad al Código respectivo, al que con- 
vierte, de Código, en una de tantas leyes. 
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La prostitución 


Muy importante fué la introducción por el Código Penal vi- 
gente, en materia de delitos contra la moral pública, del sistema 
de irresponsabilidad de la mujer y de solamente sanción para el 
proxenetismo y a la invitación a la corrupción, abandonando, de 
esta manera, la reglamentación de la prostitución, que, por otra 
parte, era en México atentatoria a las garantías constitucionales y 
siguiéndose un sistema abolicionista; pero, como a despecho de la 
ideología de los penalistas, las autoridades policíacas han seguido 
practicando resabios del sistema reglamentista, bueno hubiera sido 
que el nuevo Código Penal fuera más explícito en este particular, 
sobre todo, distinguiendo entre prostitución y amor libre, discri- 
minación fundamental aun en el sistema reglamentista. 

Como antes dijimos, se ignora el delito específico de conta- 
gio venéreo, sí bien puede decirse que, una vez introducido en la 
conciencia pública y estructurado ya por la teoría penal, queda 
comprendido en el tipo genérico de lesión. 

Ya en 1912, en la célebre XXVI Legislatura del Congreso de 
la Unión, el reputado orador, licenciado Querido Moheno, había 
presentado un proyecto de ley que abolía el sistema reglamentista 
de la prostitución e hizo circular ampliamente su folleto, que seguía 
las ideas de Josefina Butler, iniciadas en Inglaterra por media- 
dos del siglo XIX, aprobadas en varios congresos internacionales 
y adoptadas en una cincuentena de países, seguidas luego vergon- 
zantemente, por nuestra Comisión de 1913 y por el Código Al- 
maraz, de 1929, de acuerdo con el Proyecto Stoos, de Suiza. Pero, 
ante la persistencia de nuestras autoridades policíacas en seguir la 
conducta reglamentarista, ahora hasta sin reglamentos y meramente 
arbitraria, debería hablarse por el Código Penal con sinceridad y 
claridad; y nuestros teorizantes policíacos y sentimentales debe- 
rían hacer estudios estadísticos y de sociología nacional sobre este 
problema de la prostitución, en que como en muchas otras cosas, 
andamos en México a ciegas, no obstante los centenares de aboga- 
dos que salen anualmente de nuestras aulas y los humos que nos 
damos de hablar de la realidad mexicana. 
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Deficiencias constitucionales 


Mucho habría que decir sobre el Anteproyecto de Código 
Penal, pero se alargaría demasiado esta mirada de conjunto sobre 
él y solamente llamaremos la atención muy brevemente sobre algu- 
nas otras de las modificaciones que al Código vigente se proponen 
y sobre supervivencias defectuosas del mismo. 

Y, así, en materia de prohibición de armas, se cambia la ruta 
de la enumeración, que sigue el Código de 1931, y se las define 
como “todas aquellas que por su propia naturaleza son vueltas o 
fácilmente se pueden ocultar y cuyo uso ordinario es el ataque in- 
justo”. Definición que parece exacta. 

En este asunto, al igual que respecto a substancias nocivas a 
la salud y juegos prohibidos, se conserva el sistema cómodo, pero 
vicioso por anticonstitucional, de establecer que los reglamentos 
administrativos que se expidan posteriormente al Cód'go, tengan 
validez para declarar las armas, los juegos y las substancias que 
sean prohibidas, lo que equivale, en rigor, a integrar el delito respec- 
tivo no por una ley, como ordena el artículo 14 de la Constitu- 
ción, sino por una disposición administrativa. 


Delitos sexuales 


La materia de delitos sexuales ofrece poca novedad, salvo 
substituir la tradicional denominación de atentado al pu- 
dor que ahora es denominado como “abusos deshonestos””, y la 
supresión de la también tradicional cualidad de casta en la víc- 
tima de estupro. Sin embargo, aquí se nota aquella tendencia a 
dar al concubinato valimiento como factor jurídico, de lo cual 
antes hablamos; en este caso, tal propósito se alcanza colocando 
en un mismo plano de equiparación con la violación, a la cópula 
lograda por el engaño de fingírse concubino, caso que se iguala a 
aquel en que el engaño novelesco consiste en fingirse cónyuge. 
Se da, así, a la concubina una cierta posición jurídica que la equi- 
para a la cónyuge. 

En cuanto al estupro, se deja sin garantía penal a la mujer 
de más de dieciséis años, por pretenderse que de esa edad en ade- 
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lante ya tiene plena conciencia de su situación individual y so- 
cial y que debe concedérsele el pleno uso de su libertad sexual. 
Con ello se olvida que se está frente al factor seducción y engaño 
y que se trata de una defensa penal no de una limitación a la liber- 
tad sexual; es una ayuda a la debilidad femenina, una norma de 
respeto a la mujer, que se impone al hombre en aras de la mo- 
ralidad social, que es de base matrimonial y familiar, pero se hace 
a un lado el amor entre el hombre y la mujer como un valor 
espiritual. Sin embargo, lo mismo que en el interés pecuniario 
entre el vendedor y el comprador, que entre quien acepta un che- 
que y el que lo endosa, que, en fin, en todas las relaciones huma- 
nas, la sinceridad es una necesidad que la ley erige en bien jurídico, 
a la que protege, castigando el fraude, la falsificación, el engaño 
y el abuso de confianza. ¿Por qué tratándose del amor, se suelta 
a la falsía y al engaño para que hagan de las suyas? Creemos fir- 
memente que la persecución penal del estupro en la mujer de cierta 
edad, tal como la establecía el Código de Martínez de Castro, 
subordinada a la palabra de matrimonio dada por escrito, está 
de acuerdo con la psicología de la mujer mexicana, que es de cepa 
matrimonial; y también que, mientras más avance en edad la mu- 
jer mexicana, pasados los años de la juventud, es más atacable por 
el señuelo matrimonial, es decir, tienen mayor fuerza la seduc- 
ción y el engaño y contra ellos hay que defenderla. 

El Código italiano de 1930 no conoce el tipo autónomo de 
estupro, sino que, en su artículo 519, equipara a la violación la 
unión con persona que no ha cumplido catorce años, sin exigir 
seducción ni engaño, y establece tres categorías penales: ésta, en 
que por el simple elemento de la edad, alarga un poco la protec- 
ción penal a la mujer, ya no deteniéndose en los catorce años sino 
yendo hasta los dieciséis, cuando el culpable es ascendiente, tutor 
o ha recibido a la menor para su educación, vigilancia y cuida- 
do; otra, la del que suplante a una persona sin exigir que ésta 
sea concubino, y una tercera en que la protección a la mujer se 
extiende a toda la minoridad cuando con promesas de matrimo- 
nio se la seduce, induciéndola por error sobre el propio estado de 
la persona casada. Y, así, se ve que se da entrada a la promesa ma- 
trimonial como factor específico de seducción, se lleva la edad 
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protegida hasta la mayoría y no se da cabida al concubinato 
como situación jurídica protegida contra el engaño, sino que se 
considera a toda suplantación, engaño genérico, como causa de res- 
ponsabilidad penal. 

El Código Penal de Rusia Soviética, en su artículo 153, san- 
ciona el comercio carnal “aprovechándose mediante engaño del es- 
tado de indefensión de la víctima”, sin limitar la protección con- 
tra el engaño al estado de concubinato, sino tomando al engaño 
como lo que es, falta a la verdad, lisa y llanamente, factor de por 
si criminoso. 


El encubrigniento 


En cuanto al encubrimiento, como delito autónomo, aban- 
donando el concepto del Código Penal de Martínez de Castro, de 
ser un grado de participación en el delito principal, son conocídos 
los argumentos que fundan una y otra teorías y cada qu'en ha 
tomado ya sus posiciones; y, desde luego, la de los autores del 
Anteproyecto es del primer grupo. Pero, demás de que no hay 
congruencia en la inclusión de esa responsabilidad penal, enel 
capítulo de los delitos en la administración de la justicia, porque 
solamente en el caso de la fracción IV del artículo 216 (cuando 
se deja de comunicar a la autoridad noticias sobre un delito) tiene 
afinidad el encubrimiento con la administración de la justicia, to- 
davía subsisten las objeciones contra la concepción de la autono- 
mía del encubrimiento; y, por otra parte, ya se ha llegado en la 
práctica penal al absurdo, dando así, la vida real, jurídica su des- 
autorización a esa autonomía. El caso que se ha presentado ya en 
las Cortes Penales consiste en el problema de la suerte del encu- 
bridor cuando el delito encubierto se persigue por querella ne- 
cesaria y se desiste el querellante, con lo que termina el proceso 
por el delito de robo (entre cónyuges, supongamos) y ya no se 
puede perseguir al autor, digamos, al ladrón; pero, como el encu- 
brimiento es considerado un delito autónomo, que no se persigue 
por querella, sino de oficio, no lo comprende el desistimiento del 
querellante y tiene que continuarse el proceso y aun que conde- 
narse al acusado, por haber ocultado a un delincuente, que no lo 
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es, O por haber comprado una cosa que no debe tenerse por robada, 
ya que no hay ni puede haber sentencia que declare que hubo robo. 
Este argumento ad absurdum, que no es dialéctico sino de la 
vida real, ¿convencerá a los legisladores y a los penalistas sobre la 
falsedad de la teoría que a tales extremos conduce? 


Conclusión 


Mucho podría decirse en la crítica (no precisamente censu- 
ra) del Anteproyecto, pero se alargaría demasiado este examen 
que, por su carácter, solamente se detiene en los puntos principa- 
les. Sí daremos nuestra opinión de conjunto: el Código Penal 
originado en el Anteproyecto será más afinado, más técnico 
que el vigente, dará impresión de cosa más acabada; será, en suma 
un Código mejor, salvo las observaciones que acabamos de hacer, 
las cuales desearíamos que se tomaran en cuenta para que no su- 
ceda que, apenas a vuelta de pocos años de su vigencia, haya otro in- 
tento de nuevo Código Penal, sin que ocurra el regreso de un Uli- 
ses que dé fin a tal labor de Penélope, que está haciendo y desha- 
ciendo sin cesar su propia obra. 

Una voz que surja de cualquiera parte, con sólo que se haga 
oír, levanta un clamor de todos lados. Y, quien opina que en la 
deficiencia notoría de la Administración de Justicia es factor prin- 
cipal su mala organización arcaica y rutinaria y se pone a elabo- 
rar leyes orgánicas; quien dice ser el problema de hombres y no 
de leyes y quiere carrera jud'cial; el otro se fija en la nulificación 
práctica de las responsab:lidades de los funcionarios; el de más 
allá piensa que los sueldos son pobres y pide buena remunera- 
ción para jueces y curiales. Las influencias y el cohecho también 
vienen a cuento, así como las prisiones, las escuelas, el deporte y, 
en general, todos los aspectos de la vida social. 

Esto indica lo complejo del problema; pero todas esas can- 
tidades, como los números quebrados de la aritmética, tienen un co- 
mún denominador, que es, triste es decirlo y aun más triste pen- 
sar que, aun diciéndolo no se creerá en ello, ese común denomina- 
dor, es la inmoralidad ambiente, el quebrantamiento de todos los 
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resortes espirituales, el abandono de todas las disciplinas. ¿Dón- 
de está el Código de nuestra moral social, una véz que el milenario 
Decálogo tiene un origen teológico que nuestras leyes han abolido 
y tras ellas la sabrosa relajación de las costumbres y la amplitud 
de las conciencias, van queriendo obscurecer cada día más? ¿Donde 
están los grandes sillares que cimenten la estructura social? ¿En 
las conciencias? Pero éstas son obra de la revelación, que ya abo- 
limos, o de la naturaleza, a la que no se adm'te tampoco como 
forjadora de los derechos primordiales, originados en el contractua- 
lismo rousoniano y en fuentes de liberalismo, de que se abomina. 
Si se pone la conciencia en la obra histórica de la humanidad, en- 
tonces sale al paso el snobismo por lo nuevo, y nos quedamos tan 
sólo con la ironía de nuestro Nigromante: “La conciencia es el 
humor con que uno se levanta”. 

No puede haber construcción penal sólida, si el individuo, .en 
su interior, en la fuente de su determinación, carece de fuerzas de 
inhibición para el mal. La coacción externa constriñe momentánea- 
mente mientras está actuando; pero o se le alude o se afronta, 
según la potencia de los impulsos criminales. Hace muchos años 
leí en Gustavo Le Bon que una sociedad que no tiene como reglas 
de conducta más que el gendarme y la carcel está perdida. Este 
es nuestro caso. Y todavía peor, porque nuestras cárceles son pé- 
simas y del gendarme no hay ni que hablar. 

Se dice ingenuamente: “hay que educar””; muy bien. Pero 
vuelvo a preguntar ¿cuál es el Código de moral conforme al que 
se va a educar? Porque no es el Cód'go sancionador, violento, duro, 
inspirador de hipocresías o de maldiciones, el que pueda forjar 
almas. Como dije en otra ocasión, estamos viviendo de supervi- 
vencias morales, que cada día vamos borrando. 

Voy a expresar una idea que quizá sea un gran error, pero 
que, en todo caso, es un atisbo sincero; en la primera época del 
comunismo se pensaba que tras de la cortina de hierro de los soviets, 
había algo más que un materialismo al día, Para hacer la unidad 
de millones de hombres de muchas razas, lenguas, religiones y 
culturas; para llevarlos a la hornaza de la guerra, luego de pasar por 
las horcas caudinas de una disciplina obrera y militar, la política 
había creado un misticismo, absurdo, si se quiere, el misticismo 
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del antimisticismo, el fanatismo del antifanatismo; el idealismo del 
materialismo, una especie de religión de la irreligiosidad; todo 
esto absurdo, pero, por de pronto y para las masas, explotación 
de fuerzas espirituales; y, aun ahora, pienso que no hay anar- 
quía en aquel mundo extraño. 

Y esto contrasta con lo que pasa en los países democráticos, 
que viven en la contradicción espiritual. Alzan en sus pendones 
el lema de la democracia, de la libertad política; pero al redactar 
su ley penal desconocen la libertad y borran la palabra “volunta- 
ría” de su definición del delito que asentaba una ley anterior: “in- 
fracción voluntaria de la ley penal”. 5 

Después del triunfo de la República y con él el del laicismo 
del 1859, don Gabino Barreda enseñaba la moral de Augusto 
Compte y la religión de la Humanidad, y ya antes Víctor Cousin 
propugnaba una especie de pontificado universitario, irradiando 
de Francia a todo el mundo; el positivismo científico tuvo los 
principios morales de Spencer y don Justo Sierra predicaba la 
religión de la Patria; el positivista licenciado Julio Guerrero, en 
La Génesis del Crimen en México, habla de la disciplina del 
taller. Nuestra vida nacional es ahora profundamente distinta de 
la de 1857 ó 1910; no somos positivistas comptianos ni cientí- 
ficos spencerianos; ni hay sistema filosófico moral que rija nues- 
tra conciencia pública; solamente un socialismo vergonzante, en 
la teoría; pero vivimos al día en materia filosófica y moral a des- 
pecho de que se reunen en México congresos mundiales de Filosofía. 
Y eso es un desastre nacional. La Revolución fué esencialmente 
pragmática, como no podía menos; pero la vida necesita verdades 
teóricas, generalizaciones científicas, libros de ideas y normas pa- 
ra las conciencias. No son los buenos Códigos ni los buenos jue- 
ces ni las buenas prisiones quienes han de acabar, relativamente al 
menos, con la criminalidad, porque los Códigos y los jueces y 
las prisiones para ser buenas, necesitan una buena moral social, 
un sincero y congruente sistema jurídico, político y educativo, en 
que no tire cada esfera de actividad por su lado, sino que vayan 
armónicamente rigiendo la vida social. 

El sentimiento personal de la propia libertad, el dato de la 
conciencia individual, que se finge desconocer, debe tomarse en 
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cuenta como colaborador del Código Penal; él puede ser la lám- 
para votiva que dé algún vislumbre en la obscuridad de la pri- 
sión y que haga renacer el espíritu del penado, ofreciéndole la 
perspectiva de la regeneración y la posibilidad de una vida mejor. 

Lamartine decía que hay que dar alas al espíritu, aunque 
sean de mariposa; y nosotros, que hemos levantado en la plaza 
pública pedestales de mármo! a los Pegasos mitológicos, que al 
golpe de genio de Querol figuran llevar al hombre a las regiones 
más altas del ideal, levantemos pedestales de fe, de esperanza y 
de amor no a los caballos con alas, sino a las conciencias con alas. 
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EL CONGRESO MUNDIAL DE LA PRENSA. 
CONVENCION REGIONAL EN MEXICO 


Una oportunidad que es la primera y posiblemente, que en 
muchos años no volverá a presentarse, es la que ha correspon- 
dido a nuestro país, al ser elegido para que en esta Capital, 
se reúna el Congreso Mundial de la Prensa. 


Esta oportunidad no debe ser desaprovechada, porque pre- 
senta a México la ocasión de exhibir no sólo sus múltiples be- 
llezas, sino lo que es aún más importante, proporciona a los 
hombres de letras que nos visitan, el poder observar por sus 
propios ojos, de escuchar por sus propios oídos y de apreciar 
con sus propias inteligencias, al verdadero México y a su pue- 
blo, a ese México y a ese pueblo que por las informaciones que 
transmitidas a través de un erisol de intereses capitalistas '0 
de política internacional, ha sido presentado ante el mundo 
como una nación por conquistar, no obstante que en el terreno 
de la evolución, se ha anticipado a señalar a muchas naciones 
cuál es el sendero del progreso. La observación propia de los 
periodistas que nos visitan, al ser transportada a los moldes de 
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te cuidado garantiza el goce de las libertades humanas, que la 
Constitución otorga, entre ellas la de escribir y publicar escri- 
tos dentro de los límites marcados por la ley. La sociedad me- 
xicana, combatida por diversas tendencias, confía en la Supre- 
ma Corte de Justicia, a pesar de las dudas y escepticismos 
propios del momento en que vivimos; y espera de ella su ac- 
ción benéfica en el sereno campo del derecho, dedicándole el 
respeto que es debido a tan alto Tribunal. 


DEL CUMPLIMIENTO DEL FALLO CONSTITUCIONAL, 


Porel Señor Lic. Paulino Machorro y 
Narvaez, Magistrado de la H. Supre- 
ma Corte de Justicia de la Nación. 

La función política de la declaración judicial de anticons- 
titucionalidad es muy importante y su trascendencia social 
muy grande, porque limita al.Estado y es la expresión de un 
régimen de derecho. Aplicamos los conceptos de Duguit: “Es 
neeesario afirmar enérgicamente, incansablemente, que la acti- 
vidad del Estado en todas sus manifestaciones está limitada por 
un derecho superior a él: que hay eosas que no puede hacer, 
otras que debe hacer, y que esta limitación no impone única- 
mente a tal o cual órgano, sino que se impone al Estado mis- 
mo” (1). 

En nuestro concepto, el límite al Estado ha sido una ten- 
dencia de puebles y pensadores: las Constituciones que no tie- 
nen un órgano de limitación son verdaderamente incompletas 
desde el punto de vista teórico. Esta convicción la corrobora 
la historia de las instituciones y la de la filosofía política : ** Pe- 
ro se ha llegado a donde estamos, hemos escrito en otra ocasión, 
por un proceso nunca desviado de la dirección constante de li- 
mitar los poderes de los Gobiernos en favor de las libertades 


(1) - Droit Const. 111-547, 
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individuales; desde los eonvenios de los barones ingleses con los 
monarcas y desde las instituciones del Habeas Corpus y de la 
supremacía judicial, así como desde los primitivos Estados Ge- 
nerales de Francia y la erección de municipios (garantías 20- 
lectivas), igualmente que en España en la época de los Fueros 
(garantías colectivas) y del Justicia de Aragón (garantía in- 
dividual), siempre se encuentra que el progreso está en el sen- 
tido de reprimir al poder público y de poner ne manos de los 
individuos, medios legales de defenderse contra aquél. La vi- 
da institucional inglesa y su derivada la americana están llenas 
de esta clase de recursos llamados WRITS, el Habeas Corpus 
es uno de tantos y no el único, como parece creerse en México; 
las Declaraciones de Derechos de las colonias inglesas de Amé- 
rica y de la Revolución Francesa, no tuvieron otro fin: la orga- 
nización plebiscitaria, casi tumultuaria, de la Constitución ja- 
eobina del 93 tendía a ese objeto, nada más que exageraba 
monstruosamente los medios de conseguirlo; los partidos libe- 
rales en el Siglo XIX no persiguieron tampoco otro objetivo 
fundamenjal que el de garantizar a los individuos contra el po- 
der opresivo del Estado, y en este punto de vista, el juicio de 
amparo mexicano marea el punto de llegada. Podíamos agre- 
gar que el Sindicalismo, negando al Estado, es más todavía que 
su limitación, es su anulación. 

Si de la historia de los hechos y de las instituciones pasa- 
mos a la del pensamiento, encontramos que desde Altucio, si- 
guiendo con Harrigton y Locke, Montesquieu, hasta Benjamín 
Constant, con quien quedó rematada la construeción limitati- 
va del Estado, por la oposición a éste del individuo, las teorías 
constitucionales no desmienten esa tendencia de limitación del 
poder. En tiempos más recientes, la teoría del Estado ha te- 
nido como piedra angular estos fundamentos de la sujeción del 
poder público a la lev y de restricción de sus funciones; Jelli- 
nek, alemán, basa su teoría en la autolimitación (no podía ser 
más clara la expresión) ; Duguit, francés, niega el poder del Es- 
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tado eomo facultad propia del mismo para mandar a la So- 
ciedad; Dicey, inglés, desarrolla la idea de legalismo, de rei- 
nado de la ley; dominando 'en todos los escritores la concep- 
ción de que el Estado está Jimitado por el individuo. El cons- 
tifucionalista español, Goicoechea, dice: '“Sin pretensiones de 
definición, me atrevo a decir que el régimen constitucional tie- 
ne como principio característico, el aspirar a mantener, median- 
te un estatuto. es decir, valiéndome de una forma jurídica, el 
debido y normal equilibrio entre dos fuerzas objetivas contra- 
puestas: el poder y la libertad: 

Y agregábamos: “Lozano le atribuía un antecedente re- 
moto, de otro origen, encontrando para dicha institución un 
precedente en las leyes españolas; veía este publicista gran ana- 
logía entre el pracedimiento judicial establecido por la Cons- 
titución de 57, para garantía de las derechos individuales, y la 
Ley Segunda, Título XXXIV, Libro 11, de la Novísima Reco- 
pilación, que establecía la restitución por los jueces de la pro- 
piedad de que hubiera sido privado algún particular aunque hn- 
Piera sido por orden del mismo Rey “....y si apareeiera carta 
**puestra (del Rey) por donde mandáramos dar la posesión 
“que uno tenga, a otro, y la tal carta fuera sin audiencia, que 
“sea obedecida y no cumplida.,.. y si por las tales cartas o 
“albalaes algunos fueran despojados de sus bienes por un alcal- 
“de. que los otros alcaldes de la ciudad o donde acaeciera, res- 
“tituyan a la parte despojada””. 

Dadas las limitaciones de un artículo periodístico, eree- 
mos que las citas textuales y las referencias históricas que he- 
mos nechos, son bastantes para demostrar el pensamiento eons- 
tante, la idea fija, la tendencia nunea desviada en todos los 
tiempos, en todas las leyes y en todas las +eorías, de que el Es- 
tado dehe ser limitado en sus funciones por el respeto a cier- 
tos uerechos de las Lersonas, formando lo que un eonstitucio- 
nalista llama coto vedado; y de que la persona particular debe 
ser dotada de ciertos recursos especiales, propios, peculiares 
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suyos, para contener al Estado dentro de aquellas limitaciones, 
para sostener la veda del coto. No es el Estado el que necesita 
y a quien debe darse, según el pensaminto constante de revo- 
hucionarios, legisladores y juristas, una protección especial; por- 
que el Estado es el fuerte, por su naturaleza misma, por el de- 
recho público que le crea privilegios, facultades de aprehender 
a las personas, de castigarlas, de apoderarse de su hacienda; 
porque el Estado puede siempre, bajo disfraz de facultades le- 
zales, ocultar lo repugnante de los atentados que cometan los 
funcionarios. Mientras todo esto pueda pasar con el Estado, se- 
vía cerrar logs ojos del espíritu ante la verdad de la historia, 
negar que durante todos los siglos, el individuo ha estado a 
merced de los Gobiernos, y que a no ser por las instituciones 
que al principio mencionamos, garantías colectivas o garantías 
individuales y muy especialmente estas últimas, no habría ha- 
dido libertades inglesas, ni declaraciones de derechos, ni lihe- 
ralismo, ni democracia, ni siquiera socialismo, que no es otra 
cosa en el orden histórico, que una evolución de la tendencia 
libertaria”. 

Ciertamente que en Inglaterra el Parlamento es Omnipo- 
tente y que en Francia, no tiene superior; pero en esas nacio- 
nes el espíritu cívico está muy desarrollado, la opinión pública 
se impone a los Gobiernos y la libertad electoral es respetada 
al grado de asentar junto al Rey de Inglaterra un Ministerio 
socialista sin que haya fricciones, ni siquiera descortesías y de 
no elevar a la Presidencia de la República Francesa a ningún 
caudillo de la victoria, ni giguiera a uno de los grandes diree- 
tores políticos de la lucha gloriosa; personalidades que han des- 
empeñado un puesto meramente técnico en los nuevos Gobier- 
nos 0 han cedido el hugar, retirándose a la vida privada. Pu- 
diera para nuestro tema pensarse que econ esa disciplina cíviea 
el órgano súpremo «de legalidad no es necesario; pues bien, ya 
decíamos en otro lugar, cómo en Francia, se comenzó a pensar 
en ocasión pasada, en el régimen de supremacía constitucional. 
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Las resistencias posibles. 


Es necesario reconocer que en nuestro medio puede haber 
algunas causas que aún dentro del concepto del interés público, 
presenten obstáculos a la ejecución lisa y lana del fallo cons- 
titucional y no podemos dejar de enfrentarnos a esos proble. 
mas, si queremos tener una idea de lo que puede ser en la prác- 
tica la vida institucional de México. 

De publicaciones nuestras ya olvidadas tomarémos algunos 
pasajes que caracterizan los aspectos de esta cuestión: **. 
planteamos el hondo problema que algunas veces surge de la 
oposición del mandato ¡judicial con el eriterio de otras autorj- 
dades, conflicto que desde el punto de vista moral, cenando el 
eriterio judicial es erróneo, no tiene sino una solución formal; 
y que euando no es erróneo constituye lo que en literatura se 
llamaría el drama íntimo del Poder Judicial; la concieneia de 
su valor legal en oposición con su impoteneia real. Quizá la 
vida político-jurídica de México en la actualidad, por la orien- 
tación profundamente cívica del Ejecutivo, presenta menos 
visible este fenómeno; pero ha sido una tendencia arraigada 
hace lustros en el personal administrativo, diseminado por mi- 
llares y centenares de millares en todo el territorio de la Re- 
pública; autoridades políticas, militares, fiscales, municipales, 
agrarias. obreras, sanitarias; no habrá sino que recordar el ea- 
so Ponce, en Yucatán, acaecido en pleno formulismo legalista, 
anterior a la Revolución, para comprobar los orígenes y la 
profundidad del fenómeno. Escribimos. pues, estos artículos so- 
bre el tema de algo que pudiera llamarse un vicio nacional y 
por encima de los tiempos y de los hombres, tratamos una eues- 
tión de interés social en el plano de los principios”. 

La primera causa de resistencia puede surgir del estado 
mental creado por la Revolución, en su función demoledora: 
“Ta revolución significó el rompimiento de los antiguos marcos 
legales enya acción se rebutaba fracasada para el logro del 
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bienestar nacional; de allí que lógicamente el criterio revolu- 
cionario se haya involucrado en una tendencia de acción di- 
recta, de realización personal que siente las barreras legales 
como obstáculos para la cosecución de los más altos ideales y 
las derrumba con gesto triunfador; la Constitución misma se 
engendró fuera de las oficinas del Registro Civil de las Cons- 
tituciones, según sus opositores. Las necesidades del nuevo ré- 
gimen agrario y las nuevas orientaciones sobre log problemas 
jurídicos del trabajo, impusieron un alejamiento de los princi- 
pios absolutos del amparo. Sin embargo, la Constitución del 
37 conservó esta institución del amparo en su misma función 
semisecular, respetando las bases fundamentales de la organiza- 
ción política de México (quién sabe si no es a la fuerte savia 
histórica de aquellas a lo que se deba la pronta madurez de 
fruto de las nuevas concepciones político-económicas del Có- 
digo de Querétaro) y por ese motivo, el régimen de derecho, 
el gobierno de instituciones tiene que realizarse forzosamente 
dentro de esas normas de la Constitución; ereemos, por esto, 
indispensable que se insista, a fin de que pueda llegar a todas 
las conciencias, suene en todos los oídos, lo recuerden o lo 
prendan todas las numerosas pequeñas autoridades extendi- 
das por el territorio nacional, cuánto. es necesario para que en 
el régimen interior de la Nación Mexicana domine la tranquili- 
dad de los espíritus y la adhesión y respeto sineeros de los in- 
dividuos hacia el poder público, realizándose un gobierno de 
derecho. que las autoridades presten el debido acatamiento a 
los mandatos de la autoridad judicial, sobre todo en los casos 
constitucionales y más aún en la suspensión de los actos reela- 
mados; que ese acatamiento sea absoluta sín distingos de nin- 
gún género”, 

Otro motivo de renuencia al fallo constitucional, puede 
venir de que los tribunales federales, la Corte misma, incurran 


en error. “Es forzoso admitir que en algunos casos pueden: 


errar las autoridades judiciales y por esta causa encontrarse 
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las órdenes que dicten en oposición al criterio (que en el caso 
supuesto sería el recto), de la autoridad responsable; pero aun 
en este caso, que es casi una encrucijada en que el espíritu de- 
justicia se siente oprimido por un lado por el error, que se pa- 
rapeta tras las conveniencias del orden social, el respeto a la 
autoridad y la necesidad orgánica del derecho de obrar por 
fórmulas generales, desentendiéndose de las particularidades 
contingentes de los casos concretos; y, por otra parte, por la 
verdad real de la injusticia en un caso viviente; aun en este 
caso de conflicto tremedo entre la realidad y la fórmula jurí- 
dica, es más grave para el bien general el que la autoridad res- 
ponsable abrigue la creencia de que puede atenerse a su eri- 
terio personal v desobedecer las órdenes del Poder Judicial, 
que el mal mismo de eumplir aquella orden, equivocada en 
concepto del ejeentor; porque se hace así perder a la autoridad 
judicial el prestigio natural de que debe estar rodeada y la 
propia autoridad responsable se coloca en una posición poco 
justificada respecto del público, lo cual es más grave que el 
que en determinado easo se atienda a una orden equivocada”. 


Finalmente, el mismo celo de una autoridad puede hacerlo 
erbasar el límite de sus atribuciones y, entonces, la acción mo- 
deradora del juieio eonstitucional puede ser presentada como 
oponiéndose a aquel celo que debería por lo contrario ser esti- 
mulade, y, en todo caso, no contrariado por la acción judicial, 
““Tal vez suceda que algún depositario del poder público, He- 
vado del celo para apartar los obstáculos que se presenten a la 
marcha de las instituciones, se inclige a no acatar una resolo- 
ción del Poder Judicial protectora del individuo; esto es posi- 
hle, quizá sucede muchas veces, y aun sin que pueda atribuirse 
a verdadera malicia de la autoridad responsable. Pero en nues- 
tro sistema constitucional, es decir, en las bases fundamentales 
que rigen el ejercicio del poder público, en aquella ley supre- 
ma de que todos los funcionarios, desde el más elevado hasta 
el de menor categoría, toman la facultad de imponerse a los 


407 


individuos mediante la coacción, creándose el Estado Mexica- 
no, se ha establecido que el Poder Judicial de la Federación, 
mediante el recurso de amparo y la enumeración de garantías 
que hace el Título Primero de la Constitución, tenga el papel 
de moderador de la acción de las demás autoridades, a fin de 
que reine un equilibrio entre el orden que representan éstas y 
la libertad a que tienen derecho las personas”?. 

Debe descartarse todo concepto de interés de partido, por- 
que como dijera Bulnes en pasaje ya citado: *“Pero el juez, se- 
ñores, no puede salir de un partido político; el juez no repre- 
senta ni puede representar ningún progreso social, ninguna ac- 
ción política, ningún movimiento de partido, ningún in- 
terés privado. El Magistrado es un funcionario que 
sin elocuencia, sin aplausos, en la obscuridad y en el 
silencio, debe llenar su difícil tarea pericial, resolvien- 
do si los casos reclamados son o no eontrarios a las leyes. La 
política exagera en nosotros todo lo humano, nos hace torpes, 
crueles y hasta feroces; el ejercicio de la Magistratura debe 
reducir en el juez todo lo humano a lo que las religiones han 
creído que es de origen divino: la inteligencia y la honra- 
dez....*? **....las leyes se han hecho para proteger a las mi- 
norías y a la minoría más mínima es un hombre. Cuando un 
partido político en el poder quiere aplastar al hombre y va 
contra sus designios declarándolo miserable gusano, entonces 
el juez levanta del suelo al gusano, lo ¿mpara eon la ley y aún 
lo defiende contra la fuerza”. 

El juicio constitucional en que el Poder Judicial, despro- 
visto de los recursos de la fuerza material y sólo armado de su 
valor moral, detiene la acción de los Poderes fuertes y pres- 
tigiosos, exige para su plena eficiencia un alto sentido cívico 
de parte de las autoridades afectadas y quizá cierta sensibili- 
dad de las realidades de parte del mismo Poder Judicial; tie- 
ne en sus manos un depósito sagrado, que es la vida moral del 
pueblo, y una responsabilidad que para ser ejercida a con- 
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ciencia debe salir del momento presente para fundirse en la 
acción nacional””. 

El conocimiento de estas ideas y su conversión en reglas de 
conducta, marcan un estado de civilización avanzada y puede 
hacer de la vida pública una fuente de tranquilidad y del De- 
recho Constitucional una garantía fundamental del régimen de 
derecho. 


BASES JURIDICAS DEL AGRARISMO MEXICANO. 
Por el Lic. Roberto Castro, 


El problema de la tierra, aunque originado de distintas 
causas, siempre ha existido. En Roma, pasado el tiempo del 
desinterés y de las estoicas virtudes de los primeros cuatro 
siglos, la clase aristocrática descendiente de las primeras fami- 
lías, quedó posesionada del suelo y del poder originando la po- 
lítica de los Gracos, las leyes agrarias votadas por las tribus 
del campo y la expedición de la famosa ley agraria del tri- 
buno Servio Rulo. 

En el informe de la Real Sociedad Económica de Madrid, 
extendido por Jovellanos en el expediente de la Ley Agrária, 
a principios del siglo pasado, se asienta que sería inconveniente 
un método general y uniforme para todas las provincias, de- 
biendo ser distinto el que se adoptara en Andalucía del que se 
siguiera en las bien pobladas Castillas y del que tuviera en las 
provincias septentrionales que corren desde la falda del Piri- 
neo a Portugal. 

La aplicación de los principios comunistas al problema de 
la tierra, en la Rusia actual; la expropiación de los latifun- 
dios, en Rumanía; los procedimientos para el mismo problema 
seguidos en los Estados Escandinavos, en Polonta, Checoeslo- 
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LA BARRA ANTE EL PROBLEMA DE LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA 


I 


El ocho de vetubre de mil novecientos treinta y ocho, 
el Barrista señor licenciado Germán Fernández del Cas- 
tillo dirigió al Consejo Directivo de la Barra Mexica- 
na una moción para que ésta abordara el problema de 
la administración de justicia. Dicho letrado, en la par- 
te conducente de su ocurso se expresó en los siguien- 
tes términos: 

“Indudablemente que uno de los centros ex «onde 
la corrupción se ostenta más franca e importante es en 
la administración de justicia, y la falta de justicia a 
un pueblo es el agravio más grande que puede hacérsele y 
es lo que motiva las mayores inquietudes. Aparte de los 
vicios crónicos entre nosotros de gratificar ciertos Ber- 
vicios de los empleados y funcionarios, como para la 
práctica de notificaciones, o para que se levanten cier- 
tas diligencias, lo que en último extremo obedece a la 
mala retribución de log empleados y funcionarios infe- 
riores de la administración de justicia, el mal ha tras- 
cendido más allá”. 


“Hay Juzgados en los que es necesario que el liti- 
gante, ya sea de motu propio o por encargo de los Jue- 
ces, haga los acuerdos y las sentencias de sus propios ne- 
gocios para que éstos puedan despacharse, lo que se pres- 
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ta naturalmente a que con frecuencia éstos en vez de ha: 
cer las resoluciones justas las hagan en su propio prove- 
cho: en otras ccasiones al escriblernte o a los pasantes 
de derecho a quienes lus Jueves enccmiendan el acuerdo 
y las sentencias que tienen que resultar malas purque 
carece del conocimiento necesario tanto del negocio eo- 
mo de la doctrina jurídica, y porque están sujetos fúeil- 
mente a sugestiones de los interesados: las insiltuaciones 
de ciertos elementos cuando un asunto está ya citado pa- 
ra sentencia són constantes, y hay Juzgados y Tribuna- 
les en que la demora para la práctica de ciertas actua- 
cinnes o resoluciones, sólo se venee por intermedio de 
personas concretas y determinadas (vorotes:? 

“Es nny frecuente que los Secretarios. a quienes está 
prohibido *l libre ejercicio de la profesión. lítienen y 
mantengan despacho abierto; pero aún más, no sólo son 
los Secretarios, tal vez por lo mal retribuidos, los que 
ejecutan tales actos, sino Magistrados hay, que hacen lo 
mismo interesándose por negocios privados en Salas dis- 
tintas de las de su competencia”. 


““Es imposible que en el reducido número de horas que 
un buen número de Jueces y Magistrados destinan al 
desempeña de sus funciones, pueda cubrirlas efectiva- 
mente, y de aquí que tengan que oenrrir a la irregulari- 
dad, antes mencionada, de encomendar sus sentencias a 
escribientes, a pasantes o a los propios litigantes; pero. 
además. es imposible que los Jueces, ante esa limitación 
de tiempo en sus labores, reciban personalmente lus di- 
liger.cias para las que las leyes exigen su presencia, 5 
de aquí resulta que constautemente se levantan actas 
falsas, en las que se asienta la presencia del Juez, que no 
ha conocido absolutamente de la diligencia, sino que és- 
ta ha sido levantada sólo por los litigantes o por el es- 
cribiente, o bien les va si es atendida personalmente por 
el Secretario. El Juez, en consecuencia, desconoce el ne- 
gocio a la hora de sentenciar, y por eso le da lo mismo 
hacerlo personalmente o encargar la sentencia a cual. 
quier otro”, 


“Hablar de faltas de probidad de otra índole, como 
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es la faita de sentido de responsabilidad en el desempe- 
ño de esos cargos judiciales en que la Nación ha deposi- 
tado su confianza, sería cosa de nunca acabar, como por 
ejemplo la timidez de ciertos Jueces, cuando en los ne- 
gocios de que conveen se les denuncia cualquier interés 
vbrero, real o ficticio o intervienen algún H. masón, y 
pierden la ecuanimidad ”. 

“Naturalmente que la eulpa no es cxelusivamente de 
la influencia politica acostumbrada, porque entonces 
los elementos corrompidos a la vez que corruptores, si- 
no también de jos Hitivantes que insinúan la corrupción 
o «ne la admiten, y entonces puede hacerse el cargo a 
cada litigante de no haber denunciado en cada ocasión 
las inmuoralidades de que se trata o de no baberlos re- 
chuzado en cada caso concreto. Pero cs que 21 abogado 
litigante no puede comprometer los intereses de su clien- 
te emm un abstencionismo que da todas las ventajas al 
contrario, ni tampoco atiende un solo caso. de manera 
que está sujeto a las represalias de las autoridades a 
quienes se denuncie”, 

“Todo esto va ocasionando nn mal gravísimo y es el 
de que ya por sistema el abogado en vez de alegar el de- 
recho, va alegando con el dinero o con la fuerza. for- 
mándose un estado amoral muy difícil de corregir y 
tanto más grave cuanto que priva no sólo en la Admi- 
nistración de Justicia, sino en Jos Tribunales del Traba- 
jo, y. en muchas oficinas públicas cunocidas de todos””. 

“*Por eso, ahora que el poder público quedó roto al 
darse a conocer algunas imputaciones de inmoralidades 
en la administración de las que el señor Presidente de 
la República ha procedido a corregir, creo que mi de- 
ber, como Socio de la Barra Mexicana, pedir de ella que 
aborde leal y francamente ante las autoridades y ante 
la opinión pública del país el penoso prohlema de la 
administración de justicia, pues esa es la misión funda- 
mental de la Institución”. 


“Entre los defectos legales que contribuyen a la mala 
administración de justicia está el de que los cargos sean 
temporales y subsistan únicamente durante cada perío- 
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do presidencial. Pronto se acercará la fecha en que los 
actuales funcionarios de la addinistración de justicia ce- 
saran por mandamiento legal, y entonces será también 
cuando humanamente el mal se exacerbe, en todos aque- 
los funcionarios que no sean íntegros a carta cabal”. 

“*El problema no podrá resolverse a base del examen 
y comprobación de cada caso concreto, pues eso prácti- 
camente es imposible e inútil, porque el mal está inten- 
samente generalizado; es público y notorio, y es el tema 
de inquietud de todos. Es un problema que por desgra- 
cia significa un descuido y franco retroceso de ia Revo- 
lución, del que ella debe sanearse”. 

** Aunque el público conoce y distingue a los funciona- 
rios honorables, de los que no lo son, el problema no es 
de personas, sino del medio ambiente de la institución 
Judicial; es fundamental en la organización ””. 


H 


ln sesión del día dieciocho del mismo octubre de mil 
novecientos treinta y ocho, el Consejo Directivo de la 
Barra tomó los siguientes acuerdos respectivos al me- 
tuorial antes mencionado: 

"*1,—El Consejo Directivo de la Barra Mexicana con- 
sidera que es necesario y urgente que el Poder Público 
aborde de manera inmediata y eficaz el grave problema 
de la Administración de Justicia”. 

**2,—Considera, asimismo, que la Barra Mexicana y 
todos los abogados de la República deben anxiliar al 
Poder Público en la resolución de ese problema””. 

““3.—Pars el fin indicado, el Consejo Directivo so- 
meterá las siguientes preguntas a todos y cada uno de 
los señores abogados de la República, en lo que se refie- 
re a la materia federal y a los del Distrito y Territorios 
Federales en el orden común, en la inteligencia de que 
los datos que proporcionen serán confidenciales para la 
Barra, salvo su autorización expresa de los interesados: 

“*T.—¿Cuáles son en su concepto los vicios de que 
adolezca la Administración Obrera de Justicia? Los se- 
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ñores abogados se referirán a los vicios que les consten, 
por ejemplo: falta de puntualidad de los funcionarios, 
falta de asistencia a las diligencias que la requieran le- 
galmente, encomendar la redacción de resoluciones a 
empleados o litigantes, o pedir o recibir dádivas, ceder 
a infinencias políticas o de otra índole, litigar los fun- 
cionarios, ete.””, 


“11.—Según su criterio, a qué causas deben atribuir- 
se €sos vicios?”” 


““IIf.—; Cuáles son en su concepto jos medios más 
eficaces para corregirlos?'” 


““IV.—:Ha exigido usted en los casos que se le han 
presentado. las responsabilidades consiguientes y qué 
resultados ha obtenido, o en caso de no haher promovi- 
do su tramitación, por qué no lo hizo?”” 

“4 —Túrnese a la Comisión de Mejoramiento de la 
Admivistración de Justicia para dictamen el memorial 
del señor Jicenciado don Germán Fernúndez del Castillo, 
fechado el día ocho del mes en curso, y en su oportuni- 
dad las contestaciones que se reciban a la encuesta que 
antecede””, 

“5.—Con los resultados que se obtengan, el Consejo 
Directivo formulará proposiciones concretas que serán 
sometidas a la Asamblea General de la Barra””. 

““6.—Las resoluciones que tome la Asamblea General 
Y las proposiciones que los interesados autoricen, serán 
dadas a conocer a los órganos del Poder Público, a quie- 
nes respectivamente corresponda actuar en la resolución 
del problema de que se trata””. 
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Las contestaciones a la encuesta fueron muy nume- 
rosas, unas provenientes del público en general, y otras 
de miembros del foro; algunas fueron enviadas directa- 
mente a la Barra, y otras muchas dadas a conocer por la 
prensa diaria, la cual dió cabida en sus columnas de un 
modo amplio, a todos los artículos que le fueron envia- 
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dos por el público, a tal punto que durante dos meses 
consecutivos estuvo ocupándose del problema planteado. 
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Todos los documentos reunidos con motivo de la en- 
cuesta fueron turnados a una Comisión especial forma- 
da por los señores abogados don Paulino Maechorro Nar- 
váez, don Germán Fernández del Castillo y don Manuel 
Medina Baeza, la cual formuló el dictamen que se trans- 
cribe en la segunda parte de este folleto y el cual fué 
aprobado, primero por el Consejo Directivo de la Insti- 
tución, y después por la Asamblea General reunida el 
día cinco de marzo de mil novecientos cuarenta, la que 
acordó que el dictamen fuera adicionado con una propo- 
sición que hizo el señor abogado don Antonio Pérez Ver- 
día F., que se publica en la tercera parte de este folleto. 
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Con esto, la Barra somete a la consideración dei Po- 
der Públcio el trabajo realizado, como aportación de su 
parte para que sea resuelto el grave problema de la ad- 
ministración, que es fundamental en la vida nacional. 


México, 23 de abril de 1940. 


DICTAMEN DE LOS SEÑORES ABOGADOS DON 
PAULINO MACHORRO NARVAEZ, DON GERMAN 
FERNANDEZ DEL CASTILLO Y DON MANUEL DE 
MEDINA BAEZA, APROBADO POR LA ASAMBLEA 
GENERAL DE LA BARRA MEXICANA. 


H. Consejo Directivo de la Barra Mexicana: 


Nombrados por ese H. Consejo Directivo para formu- 
lar dictamen que sintetice las opiniones recibidas en la 
encuesta pública, realizada por nuestro Instituto acerca 
del estado actual de la Administración de Justicia, te- 
nemos el honor de presentar como resumen de las res- 
puestas recibidas por la Barra, y como expresión de 
nuestras personales opiniones, el siguiente dictamen: 


I 
LAS IRREGULARIDADES 


El clamor público señala de manera clara y termi» 
nante que, refiriéndose a la mayoría de nuestros tribu- 
nales, es notoria la falta de eficiencia técnica del per- 
sonal judicial y la ausencia de probidad de los funcio- 
narios y empleados del ramo. Entre un sinnúmero de 
irregularidades, que son reveladoras de esa lamentable 
situación de nuestro sistema judicial, sin que por des- 
gracia a estas irregularidades se limiten las apuntables, 
deben señalarse como principales, las siguientes: 
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Deficiencias técnicas. 


1-—Resoluciónes contrarias al texto de la Ley o a 
8u interpretación jurídica y a las doctrinas del derecho. 

1.—Complicación de los procedimientos por trámi- 
tes arbitrarios o anodinos. 

UT.—Anarqgiía en la interpretación de nuestra le- 
gislación. 


Negligencia o abandono de funciones. 


1V.—Demora en el dictado de las resoluciones y en 
la práctica de las diligencias judiciales. 

V.—Irregularidad en la asistencia y puntualidad de 
los funcionarios y empleados judiciales, a sus labores, 
y aun suspensión total de actividades, en todas las ofi- 
cinas judiciales o en parte de ellas, en días en los que 
la legislación aplicable no autoriza tal suspensión de 


labores. 

VI.—Ocupación de los funcionarios y empleados du 
rante las horas de labor, en asuntos ajenos al despacho 
oficial que les está encomendado. 

VI.—Abandono de las funciones propias de deter- 
minado personal en sus subalternos, y aun en personas 
ajenas al personal judicial. (Los llamados meritorios). 

VITI.—Existencia de personal no oficial, que por sis- 
tema interviene en los actos que por Ley están privati- 
vamente encomendados a los funcionarios o empleados 
judiciales. 

IX.—Abandono de las funciones judiciales, encomen- 
dando su desempeño a alguno de los litigantes. 

X.—Obstáculos para que el público pueda tratar sus 
asuntos con los funcionarios judiciales. 

XI—Libre ejercicio profestonal de los funcionarios 
y empleados gue por Ley tienen prohibido litigar, y. que 
a pesar de ello litigan ante sus propias oficinas judicia- 
les, por sí o por interpósitas personas. 

XII.—Exigencia, aceptación o tolerancia de retribu- 
ción por actos y trabajos que deben ser gratuitos, 
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XIU.—Parcislidad manifiesta hacia los litigantes de 
influencia política, o hacia determinados grupos socia. 
les, v. gr. agrupaciones obreras, inquilinos, deudores hi. 
potecarios, etc. 

XIV.—Presión a los litigantes que tienen razón, pa» 
ra obligarlos a transigir en condiciones desventajosas, 

XV.—Extravío de expedientes, (provocado o motiva- 
do por desorganización), con la consiguiente demora en 
los procedimientos, y la indispensable gratificación por 
la busca y localización de logs cuadernos extraviados. 

XVI.—Selección torpe o designación maliciosa de au- 
xiliares de la Administración de Justicia. que a su vez 
es causa de otros graves males, 


TI 
LAS CAUSAS 


Complejo como es el problema de obtener una bue- 
na Administración de Justicia, se presentan muy diver- 
sas causas que originan las deficiencias que padecemos, 
y por lo tanto, sin pretender que sean las únicas, y aun 
reconociendo que existen algunos motivos generales, co. 
mo el descenso del nivel moral de las sociedades obser- 
vado en la post-guerra y en la época posterior a la rex 
volución armada en nuestra patria, debemos señalar c0- 
mo causas especiales y principales del actual estado de 
la Administración Judicial, las siguientes: 


Amovilidad judicial y erróneo sistema de designación y 
remoción de los funcionarios judiciales. 


Es indiscutible que el funcionario judicial para sen- 
tirse con absoluta independencia de criterio, tiene que 
contar con la seguridad de su estabilidad, puesto que 
de lo contrario, siempre pesa sobre él la amenaza de 
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que si incurre en el desagrado de personas o «rupos jn- 
fluyentes, puede ser fácil y rápidamente removido de su 
pnesto, e simplemente, no obtener su designación en el 
periodo sizuiente, lo que, conciente o inconcientemente, 
lo priva de libertad. 

En el sistema de nuestra legislación vigente, el Pre- 
sidente de la República, con la aprobación de la Cáma- 
ra de Diputados. designa a los Magistrados del Tribu- 
nal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Fe- 
derales, y éstos a su vez, nombran a los jueces inferío- 
res del Tribunal. 

También el Presidente de la República, con aproba- 
ción del Senado. nombra a los Magistrados de la Supre- 
ma Corte de Justicia de la Nación, y éstos designan a 
los Magistrados de Circuito y a los Jueces de Distrito. 

Los períodos de ejercicio del personal judicial, son 
de igual duración que los períodos de ejercicio presi- 
dencial, y la designación se hace en época tal, que la 
iniciación de las labores del personal judicial nombra- 
do, es sólo un mes posterior al principio de las labores 
del Presidente de la República. 

Esta forma de desienación es inadecuada. porque el 
Presidente de la República, en los momentos en que tie- 
ne que organizar su Gobierno, integrar Gabinete, de- 
sienar a los demás funcionarios del Poder Ejecutivo, 
tiene el problema de encontrar personal, para seleceio- 
nar el número de Abogados competentes y honorables 
que deben formar los cuerpos llamados: Suprema Cor- 
te de Justicia de la Nación y Tribunal Superior de Jus- 
ticia del Distrito y Territorios Federales. Conforme al 
sistema vigente al entrar al desempeño de su cargo, el 
Presidente de la República debe designar en el plazc 
brevisimo de treinta días a veinticinco Magistrados pa- 
ra la Suprema Corte de Justicia, otros veinticineo para 
el Tribunal Superior del Distrito Federal, y seis para 
los Territorios. en total cincuenta y seis personas que 
deben ser abarados titulados, de cnalidades smperiores 
al término medio de profesionistas. Por otra parte, el 
Presidente lleva al poder ligado con numerosos com- 
promisos del partido que lo elevó, y muchas veces, con 
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lazos de amistad con el saliente titular del Ejecutivo, 
o con la enemistad declarada a éste y a su grupo, lo que 
resta imparcialidad para poder hacer la designación del 
personal judicial, sólo dentro de quienes téenica y mo- 
ralmente estén mejor capacitados para el desempeño del 
cargo, pues el Presidente dará preferencia a los elemen- 
tos de su partido, y a los amigos del Presidente ante- 
rior. que no hayan encontrado acomodo en otras esfe- 
ras vticiales del nuevo Gobierno, cuando tenga con su 
anterior ligas de amistad; o bien, si existe enemistad 
entre el nuevo y el antiguo Presidente, arrojará a to- 
dos los funcionarios que hayan servido la judicatura, 
en el período que fina, ann cuando hayan sido honra- 
dos y competentes. En suma, queda el problema de la 
elección judicial, vinculando a la situación política, lo 
que es Forzosamente perjudicial. 

Falta en la actualidad un sistema que permita el co- 
nocimiento de la conducta y méritos de los que termi- 
nan su período así como que sirva para comprobar los 
informes sobre los candidatos, pues por ahora, general- 
mente todos los antecedentes se limitan a aleuna esrta de 
recomendación o gestión personal, con algún informe va- 
go e impreciso y que naturalmente tiene que pecar de 
parcial; el único dato cierto es la opinión del que reco- 
mienda. 

No menos viejoso es el sistema de remoción de los 
funcionarios judiciales, puesto que para separarlos de su 
encargo, basta la petición del Presidente de la Repúbli- 
ea ante la Cámara de Diputados, con la aprobación de 
ésta y del Senado para que cese en su cargo el funcio- 
nario objeto de Ja petición. Desgraciadamente, no pue- 
de esperarse que la influencia del Congreso pueda sig- 
nificar freno a una petición injustificada del Ejecutivo, 
puesto que es sabido que eu la realidad de la política 
del Estado Mexicano, las Cámaras se apezan a la ac- 
tuación del Ejecutivo, y. suelen pedirle orientaciones en 
aspectos netamente legislativos, y aún políticos, por Jo 
que no puede menos que suponerse que la petición de 
destitución hecha por el Ejecutivo, eon o sin fundamen- 
to, será siempre obsequiada por el Congreso como medi- 
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da de “respaldo y solidaridad”? hacia el Presidente, 
dejando por ende al personal judicial, en manos del ti- 
tular del Ejecutivo. La experiencia ha demostrado que 
cuantas veces el Presidente de la República ha hecho 
uso de la facultad que venimos estudiando, el Congre- 
so ha dado su inmediata aprobación. 

El sistema vigente adolece además de la falta de un 
órgano adecuado que cuide con perseverancia de la ac- 
tuación de los Jueces, e informe al Presidente de la Re- 
pública, para que éste pueda pedir la remoción, y ade- 
más deja planteado el problema que resulta de los ca- 
sos en que tenga que hacerse la remoción cuando las 

Cámaras están en receso. Se necesita, en fin, un sistema 
más eficaz de responsabilidades. del cual, debe ser la 
remoción uno de los aspectos más importantes. 


Exigua retribución a algunos funcionarios y a todos los 
empleados de la administración de justicia. 


No súlo la inestabilidad de los funcionarios judicia- 
les y su defectuosa selección, hace que no sean las per 
sonas más aptas, técnica y moralmente, para el desem- 
peño de la judicatura, las encargadas de la función ¿n- 
dicial. sino que la exigua retribución que se paga a los 
funcionarios, desde el Juez hasta los Actuarios, y. a to- 
dos los empleados. (excluímos a los Magistrados y Mi- 
nistros, que sí tienen retribución decorosa), hace que 
tengan que ocupar los puestos judiciales, personas que 
no pueden vivir decorosamente en la lucha profesional 
de litigantes, o de empleados particulares. u oficiales en 
otras dependencias; o bien, que acepten el desempeño 
de sus cargos y empleos, con la preconcebida idea de 
que la retribución que pague el erario, sea sólo una 
parte de los arbitrios que el puesto habrá de producir- 
les. 


La retribución debe ser proporcionada a los ingre- 
sos por gastos de la Federación y a la forma de vida de 
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personas del nivel social de los funcionarios judiciales, 
reputándolos como gente de vida morizerada y metódi- 
ca tal cual deben ser. pues si la designación se hace en- 
tre personas que carezcan de esas cualidades, las exi- 
gencias de sueldos más elevados, y los cohechos, esta- 
rán motivados por el lujo, placeres inmoderados y aun 
avaricia, cireunstancias que desde luego deben desca- 
lificar a un profesionista para el cargo de Juez. 


La retribución más o menos alta no debe influir pa- 
ra que los funcionarios judiciales dejen de cumplir con 
sus deberes morales y menos para que cometan verda- 
deros delitos, por eso, antes de discutir el aumento de 
sueldo. dehen disnificarse los cargos judiciales con nn 
concepto elevado del honor. 


3. 


Irresponsabilidad de los funcionarios y empleados. 


Los recursos dle responsabilidad, en la forma en que 
están organizados en nuestra legislación, son complicados 
e inútiles, y entre el personal judicial hay un fal- 
so sentido de solidaridad, que obliga a los funcionarios 
encargados de resolver las acusaciones, a estudiar la 
manera de deelararlas improcedentes: ya buscando que 
la autoridad enmiende aquello doloso o torpe, que ha 
motivado la acusación, o presionando al litigante para 
que desista de ella. o entorpeciéndola, a fin de hacer su 
duración interminable, para concluir absolviendo al cul- 
pable; esto produce como resultados, por una parte, en los 
litigantes, la firme convicción de la inutilidad de exigir 
responsabilidades, y por otra, en los funcionarios y. em- 
pleados, la absoluta seguridad de la impunidad de que 
gozan, para poder obrar libremente, (con tal de no in- 
currir en el desagrado de personas o grupos influyentes 
que pudieran obtener del Ejecutivo su destitución, por 
el sistema de remoción que hemos censurado antes). 
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4. 
Falta de respetabilidad de los cargos. 


La familiaridad del trato entre ciertos litigantes y 
los jueces y empleados y el desorden casi tumultoso en 
que se lleva a cabo el despacho de los negocios da lu- 
gar a que no resalten mucho las parcialidades de fon- 
do y a que se faciliten y encubran muchos malos mane- 


jos. 


Dd. 
Nombramiento de empleados. 


Otra de las causas es el nombramiento de los Seecre- 
tarios y Actuarios y de los demás empleados, por los 
jueces, La razón fundamental para esa forma de nom- 
bramiento ha sido que los jueces la pidan como una ne- 
cesidail de su propia responsabilidad en el despacho del 
Suzzado, y al efecto, dicen. ““si no tenemos empleados de 
nuestra confiavuza no podemos responder del buen des- 
pacho”, Pero en primer hogar se olvida que el Juez no 
es responsable de las funciones de los Secretarios, Ac- 
tuarios. etc., porque éstos tienen su responsabilidad pro- 
pia que en nada depende de la acción del Fuez; por 
ejemplo la verdad o falsedad de mna notificación, la exi- 
gencia o recibo de retribución indebida en nada depen- 
den del Juez. ui-le acarrea ninenna responsabilidad; el 
Juez puede vigilar y nada más, pero nombrados o no 
por él, tienen la misma facultad de vigilar y de hecho, 
no la ejerce, de suerte que es ficticia y. puramente ver- 
balista. 

Es anormal esa facultad, porque en las numerosísi- 
mas oficinas de la Federación con millares «dle empiea- 
dos, no se observan y no parece que redunde esto en mal 
despacho. En el estado a que ha llegado en México la 
conducta de muchos funcionarios de Justicia, parece que 
precisamente lo que no debe concederse a los jueces es 
que tengan personal de su confianza; personal honora- 
ble, apto y cumplido, sí, pero de confianza que debe al 
Juez su nombramiento y de él toma su remoción, es tau- 
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sa de una subordinación perjudicial y aún indigna de 
funcionarios que tienen competencia legal propia para 
ciertos actos y que deben, llegada la ocasión aun ser 
un dique a la voluntad misma del Juez. Un Secretario 
independiente en nombramiento y. remoción puede ne- 
garse a autorizar una diligencia a la que no ha ocurrido, 
un Secretario subordinado fácilmente sucumbirá al te- 
mor y provocará todo lo que el Juez le indique. El Juez 
debe tener Secretarios que no sean de su confianza per- 
sonal, aunque sí probos, aptos y cumplidos: unos a otros 
deben cuidarse. 


6. 
Legislación inadecuada. 


Las leyes substantivas que han sido objeto de refor. 
mas, aunque defectuosas, no presentan el sinnúmero de 
lagunas, de errores o de eontrasentidos que contienen: 
el Código de Procedimientos Civiles vigente en el Dis- 
trito y Territorios Federales, la Ley Orgánica de los Tri. 
bunales del Fuero Común en el Distrito y. Territorios 
Federales, el Código de Procedimientos Penales vizente 
en el Distrito y Territorios Federales, la llamada Lev 
Orgánica de los artículos 103 y 107 de la Constitución 
Federal de la República, y la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación. Por lo tanto, las autoridades 
se encuentran en presencia de una legislación inadecua- 
da, y. en muchos casos absurda, que complica las labo- 
res normales del Juzgador, y obliga a éste a desarrollar 
mayor eficiencia técnica y a demostrar mayor solvencia 
moral para aplicar con justicia la Ley, y evitar así las 
consecuencias desastrosas que los defectos de la legis- 
lación acarrean, 


7. 
Incapacidad de muchos de los auxiliares de la 
administración de justicia, 
Estos, que debieran constituir ayuda de la autoridad 
judicial, proporcionándole conocimientos técnicos, y tra- 


—19— 


231 


232 


zátdoje caminos éticos en la interpretación de proble- 
mias, que por no ser jurídicos, escapan al conocimiento 
directy del personal judicial; resultan en la práctica 
persóhas que no tienen los conocimientos técnicos de la 
rama en que figuran como peritos, y que menos aún, tie- 
nen las cualidades morales necesarias para señalar el 
aspecto ético de solución de los conflictos a resolver, y 
por lo tanto, su cooperación muchas veces resulta, no 
sólo inútil, sino perjudicial a los funcionarios judiciales. 
En el caso de Abogados que desempeñan la misión de 
auxiliares de la Administración, también es frecuente 
que constituyan problema para las autoridades, porque 
eluden sistemáticamente el enmplimiento de las normas 
que reglamentan sus actos como auxiliares, y muchas 
veces en presencia de negocios que no permiten ina 
cuantiosa retribución, se sufre el abandono de las fun- 
ciones del auxiliar, y cn otros se presencia la actividad 
de éste, hasta que obtiene total o parcialmente su retri- 
bución, y lograda ésta, se desliga de hecho, sin serlo de 
derecho, (lo que aumenta la gravedad del aso), de la 
continuación de las funciones que le están encomenda- 
das. oririnando esto la paralización indefinida de los ne- 
socios en que se le llamó para auxiliar a la «usticia. 


8. 
Falta de preparación moral, 

En veneral. en los planes de estudios de las Escuelas 
de Derecho falta aluún eurso en que se inculquen prin- 
cipios de disciplina espiritual y de honorabilidad en el 
ejercicio profesional y se haga resaltar su carácter so- 
cial y no como simple medio individual de cvanarse la 
vida. 

9. 
Corrupción de los litigantes, 
Por alzro que puede calificarse como circulo vicioso, 


(envo primer elemento sería difícil de precisar), el li- 
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tigante que no tiene adecuada preparación técnica, ni 
un sentido ético de su profesión, lhusca en el personal 
judicial al funcionario y al empleado torpes y venales, 
y aun fomenta el que se hagan de estos tipos, dando así 
impulso al relajamiento del personal judicial, el que a 
su vez, cuando no es eficiente y hanorable, tiene predi- 
lección por los litigantes que hacen. de la chicana y. del 
cohecho más o menos disimulado, los únicos sistemas de 
trabajo, con lo que protezen a tales litizantes y seña- 
lan a los demás cuál es el camino a seguir para lograr 
el éxito, y así, el ma] viene tomando proporciones cada 
vez mayores. resultando que la corrupción de los liti- 
gantes favorece y aumenta la del personal judicial. y la 
de éste constituye estímnlo para l+ corrupción de los li- 
tigantes. 


TIT 
LOS REMEDIOS. 


Si resulta difícil el señalar las causas de la deficion- 
te Administración de Justicia que padecemos, es más 
arduo aún el precisar los remedios; sin embargo, como 
no sería constructivo señalar simples defectos y las cau- 
sas que los motivan, sin marcar los medios que puedan 
conjurar el actual estado de cosas, debemos señalar los 
remedios que la opinión recogida por la Barra indica, 
y los que nuestra personal experiencia sugiere, y los di- 
vidiremos en dos grupos principales: el uno se refiere 
a aquellos remedios trascendentales que de implantar- 
se, resolverían de manera definitiva el problema de la 
mala administración de Justicia, pero que precisamente 
por la magnitud de su ejecución, requieren un desarro- 
lo lento, y el otro que comprende aquellos procedimien- 
tos que más que remedios, deberíamos llamar paliativos, 
y cuya aplicación es posible en forma inmediata, para 
contener el mal que viene cada día incrementándose, y 
para disminuir, siquiera sea en parte, sus funestas con- 
secuencias. 
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E 
Remedios fundamentales, 


Los remedios, de la primera clase, que proponemos 
son: 


Nombramiento del personal judicial, seleccionándo- 
lo entre las personas que habiendo desempeñado puestos 
en el ramo judicial, acrediten mayor duración en el des- 
empeño del cargo y mejor preparación técnica para ello. 
con los comprobantes de sus estudios profesionales, da- 
tos de su actuación, en lo tocante a honestidad, capaci- 
dad y laboriosidad, y. revisión de las resoluciones que 
hayan pronunciado como funcionarios judiciales. 


» 
PAN 


Inamovilidad judicial para los funcionarios y emplea- 
dos. tanto del Poder Judicial de la Federación, como de 
los Tribunales del Distrito y Territorios Federales. El 
régimen de jnamovilidad fué suprimido sin que práeti- 
camente se hubiera experimentado, substituyéndolo por 
el actual. La inamovilidad es conveniente, y como tal 
debe ser restablecida, pero no de una manera absoluta 
que permita conservar en el desempeño de Sus cargos a 
personas que se hayan hecho indignas de ellos, sino la 
inamovilidad condicionada a que el funcionario desem- 
peñe su cargo, con capacidad, diligencia y honradez, y 
en caso de que no sea así, debe cesar y procederse a la 
destitución por un medio expedito que debe ser estable- 
cido. A este respecto invocamos las opiniones de los ju- 
ristas mexicanos Rabasa, Lascuráin, Noriega (Fernan- 
dad, Padilla (Ezequiel), Pérez Verdíx F. y Sánchez Pon- 
tón (El Foro T. IX Núm. 2), Machorro Narváez. (El 
Uuiversal 24 y 25 de octubre de 1938), Fernández del 
Castillo (Germán) (Jus T, 1. Núm. 6), Méndez Padilla 
(Abside T. TL. Núm. 10), Gómez Campos (La Justicia, 
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Núm. 138), etc., etc., pero particularmente el dictamen 


del primero y del segundo Congresos Jurídicos Naciona. 
les. 


3. 


Creación de la carrera judicial, que en el Fuero Co- 
mún comenzará pur los Actuarios de los Juzzados Me- 
nores a de Primera Instancia, hasta Magistrados del Tri. 
bunal Superior de Justicia del Distrito Federal, inclu- 
sive, de manera semejante a lo ya establecido en los 
arts, 92, 93 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación. 


4, 


Una mejor retribución de todo el personal. aumen- 
tando los emolumentos de que actualmente disfrutan, 
desde los Jueces hasta los empleados de categoría infe- 
rior, que prestan sus servicios, ya al Poder Judicial Lo- 
cal, ya al Poder Judicial de la Federación, fijándose los 
aumentos en atención a log conocimientos técnicos exi. 
gidos para cada categoría de funcionario de vida mori- 
gerada y metódica. 


5. 


Expedición de una efectiva Ley de Responsabilida- 
des, de funcionarios, empleados y litigantes, creando pa- 
ra su aplicación un Tribunal que falle en conciencia y 
que deberá estar integrado por un funcionario del Po- 
der Judicial, uno de la Procuraduría de Justicia (Local 
o Federal), según el caso, y por otro de las agrupacio- 
nes profesionales de abogados, ajenas a finalidades po- 
líticas o religiosas. 


6. 


Creación de un Departamento, de los aludidos en el 
artículo 92 de la Constitución, que se encargue, respe- 
tando la independencia de criterio de los funcionarios 
judiciales, de formar los expedientes de ese personal del 


E 


235 


236 


ramo de Justiciz; que compruebe su actuación para que 
a base de ella se hagan las promociones de nombramien- 
tos y de remociones; que se ocupe de proveer a las ne- 
cesidades materiales de la Administración de Justicia, 
lo relativo a sus presupuestos, y de estudiar los proyec- 
tos de Legislación relacionados con el ramo judicial, que 
convenga someter al Congreso de la Unión, y. de vigilar 
que las autoridades judiciales cumplan con sus obliga- 
ciones dentro de los plazos que establece la Legislación. 
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Exigencia para el ejercicio profesional, del patro- 
cinio forzoso en los Tribunales de Primera Instancia y 
Superior del Distrito Federal, y para los Tribunales de 
Circuito por abogados legalmente autorizados para ejer- 
cer su profesión, salvo en materia penal. Organizar de- 
bidamente la Defensoría de Oficio en favor de la gente 
pobre. 


Reformas a las diversas leyes que reglamenten los 
procedimientos en todos los fueros, dando publicidad 
adecuada a los proyectos de nueva legislación, para que 
las agrupaciones de profesionistas, las escuelas técni- 
cas, los funcionarios del Poder Judicial, y en general, 
todas las clases sociales interesadas, puedan exponer sus 
puntos de vista respecto de la legislación proyectada 
y se dicte ésta con mejor conocimiento de los problemas 
por resolver. 


B. 
Remedios circunstanciales, 


Como medidas transitorias que pueden desde luego 
implantarse, simplemente con que haya voluntad de par- 
te de las autoridades, sugerimos las siguientes: 

I.—Formación de expedientes para comprobar los es- 
tudios preparatorios, profesionales, y la recepción de los 
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funcionarios, empleados y auxiliares de la Administra- 
ción de Justicia, que necesiten ser titulados en alguna 
rama del conocimiento, para el desempeño del cargo de 
auxiliares a que se les ha designado. 


1.—Supresión de los meritorios en todo el Poder Ju- 
dicial, ya Federal, ya Local, a fin de que no haya per- 
sonal retribución por las partes. 


II1.—Dar la facultad a las agrupaciones de profesio- 
nistas, para que envien al Tribunal lista de las personas 
técnica y moralmente mejor capacitadas para ser auxi- 
liares de la Administración de Justicia, y. ruego al Tri- 
bunal de que sólo esas personas figuren entre los auxi- 
liares de la Administración en el próximo año, previa 
la formación del expediente antes mencionado. 


IV.—Gestionar ante el Congreso de la Unión, la ex- 
pedición de nueva legislación procesal, a fin de que a los 
proyectos se les dé la publicidad necesaria para su es- 
tudio y erítica por los interesados en esa legislación. 


V.—Petición de que se amplíe el presupuesto del Po. 
der Judicial, para aumentar la retribución de los fun- 
cionarios y empleados, desde Jueces, como cargo supe- 
rior, hasta los empleados de más inferior categoría, y 
para el aumento de personal, con la creación de dos pues- 
tos de mecanógrafos en cada Juzgado, a fin de que és- 
tos hagan gratuitamente para los litigantes durante ocho 
horas diarias, los trabajos que actualmente desempeñan 
en forma retribuida, los llamados meritorios. 


VI.—Registro efectivo de labores diarias, de los fun- 
cionarios y empleados judiciales, centralizando esos da- 
tos en el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Fe- 
deral, y en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
a fin de establecer comparaciones para fijar la mayor 
o menor eficiencia del personal, y orientar las reformas 


legislativas, según sea la necesidad de creación o supre- 
sión de empleos. 


VII. —Preferencia para suplir las vacantes que 0cu- 
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rran con personas que hayan prestado eficientes sBer- 
vicios a la Administración de Justicia, (incluyendo en 
el caso a los ex-meritorios, para preferirlos en igualdad 
de aptitud, en Jos nombramientos de empleados de su 
especialidad). 


Paulino Machorro Narváez, Germán Fernández del 
Castillo, Manuel de Medina Baeza. 
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ADICION PROPUESTA POR EL SEÑOR LICEN- 
CIADO DON ANTONIO PEREZ VERDIA F., APROBA.- 
DA POR LA ASAMBLEA GENERAL DE LA BARRA EN 
LA MISMA BESION. 


La Barra Mexicana considera elemento «dle trascen- 
dencia para mejorar la Administración de Justicia. la re- 
forma de los artículos 40. y 50. constitucionales y la ex- 
pedición de su ley reglamentaria, habiendo, como hay. ya, 
amplios estudios elaborados en Jas reuniones de profesio- 
nales celebradas en los años de 1934 y 1938, respectiva- 
mente. 


En estas reuniones fué representada la Barra por una 
Comisión que estuvo substancialmente de acuerdo en con- 
siderar no sólo necesario sino indispensable, que el recto 
ejercicio de las profesiones liberales se encuentre debidu- 
mente reglamentado: así eun:o en la uniformidad de legis- 
lación que sóla podrá ser impuesta con la reforma de los 
artículos 4o. y 50. de la Constitución. 

Del primer Congreso de Profesionistas quedó amplia 
erónica en la prensa de la Capital, y la Universidad Na- 
cional de México, publicó extenso estudio que explica y 
apoya las reformas constitucionales, y el proyecto de ley 
formado en la Convención de Profesionistas reunida en 
el año de 1938. 

La Barra Mexicana se pronuncia, pues, por la necesi- 
dad ingente de que se establezca la federalización del ejer- 
cicio de las profesiones, mediante la reforma de los ar- 
tículos 4o. y 50. constitucionales y porque se haga una 
reslamentación eficaz, desentendiéndose esta Asociación 
de detalles de los proyectos de las leyes que se han estu- 
diado en esas convenciones, y que tienen, por lo tanto, 
una importancia secundaria. 
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Keglamentando el ejercicio profesional habrá un con- 
trol que asegure la actividad ética de cuantos se dedican 
al ejercicio de las profesivnes liberales, y muy particular- 
mente, entre los abogados, considerados. como deben con- 
siderarse, auxiliares imprescindibles de la Administración 
de Justicia. Las Asociaciones profesionales serán así el 
organismo regulador de las actividades de sus compo- 
nentes, con nso de sanciones que la ley establezca. 


Antonio Pérez Verdía F. 


MEMORIA 


DEL 


PRIMER CONGRESO JURIDICO NACIONAL 


Reunido en la Ciudaá de México el 14 
de Septiembre de 1921 y clausu- 
rado el 42 de Octubre del 


mismo año. 
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1922 
Impr. M, León SÁNCHEZ, Sucs, 
Misericordia Núm, 7, 
México, D, F, 
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Por ese motivo, porque hablo y me dirijo a quienes no mueve otra fuerza 
que un sincero patriotismo, un profundo y vigoroso anhelo de procurar el 
bien de México, me permito proponer al H. Congreso el siguiente voto: 

Al Congreso Jurídico. ] 

Considerando : 

Que urge modificar el sistema electoral vigente, porque el sistema ma- 
yoritario, adoptado por él, para la renovación de las Cámaras de Represen- 
tantes y de Asambleas Municipales, no da la verdadera representación de la 
Nación, del Estado o del Municipio, sino sólo el de un partido o el de ver- 
daderas fracciones; 

Que es, del todo necesario para la buena marcha de los asuntos públi- 
cos, se dé una representación orgánica a las minorías; 

Que tal fin se puede alcanzar en nuestra sociedad desorganizada, por 
medio de la representación proporcional; 

El propio Congreso, emite el voto de que se adopte dicho sistema para 
la elección de Diputados a la Cámara de la Unión y de los Estados, y de Re- 
gidores, en todos los municipios del país. 


LECTURA 


242 Sesión del día 7 de octubre. 


XI 
ESTUDIO GENERAL SOBRE EL CODIGO PENAL (1) 
Lic. Paulino Machorro y Narváez. 


Señores Congresistas : 


Después de los brillantes trabajos sobre los temas atrayentes de orga- 
nización política y criterio filosófico religiosq, en los cuales la ciencia” se 
aduna al sentimiento íntimo y la verdad ha ido de la mano con la creen- 
cia, un escueto trabajo legalista, ya de por sí modesto, tiene que perder en la 
comparación, y por esto, no es una mera fórmula, sino convicción profunda 
la que me obliga a invocar vuestra benevolencia, hacia esta sencillísima cola- 
boración, que no lleva en realidad otra mira, que la de provocar el apoyo 
moral de tan docta asamblea a la labor de un grupo de los más renombra- 
dos juriseonsultos mexicanos de esta época; trabajos científicos, metódicos, 
verdaderamente Juminosos, que la polvareda de nuestras luchas civiles ha 


(1) Por la relativa extensión de este trabajo, solamente se publica su exposición 


preliminar. 
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ido, si no sepultando sí ocultando de la vista de muchos y principalmente 
dle los llamados a elevar a la categoría de leyes los resultados de aquel tra- 
bajo, que, seguramente, los insignes autores pudieron reputar alguna vez, y 
con justa razón, como su obra predilecta. He querido referirme al PROYEC- 
TO DE REFORMAS Y EXPOSICION DE MOTIVO AL CODIGO PENAL, 
redactado por una comisión de que formaron parte los señores abogados don 
Miguel Macedo y don Victoriano Pimentel, que honran a este Congreso con 
su cooperación, 

No uha vana presunción sino obligaciones inherentes a funciones pú- 
blicas, que en alguna ocasión desempeñara el exponente, fué lo que hace me- 
ses me puso frente al problema de formular un estudio sobre el Código Pe- 
nal, en relación con los preceptos de la Constitución, que en algunas oca- 
siones determinó nuevos casos que requieren la sanción penal, como sucede 
en los artículos 28,37. TII y 130, relativos respectivamente a monopolios, a 
pérdida de los derechos de ciudadanía y a las relaciones del Estado con 
los grupos religiosos; en Otras, la ley fundamental ha establecido reglamen- 
taciones que evidentemente necesitan de la sanción penal, para no quedar 
reducidas a letra muerta. Además de esto, que es la parte principal de la 
labor, venía la de poner en relación los artículos del Código Penal con la 
Constitución, en las citas que hace de ésta, y con nuestras instituciones, en 
general, pues la ley ha quedado atrás de la evolución de las instituciones. 

Dos tendencias distintas se presentaban para emprender los trabajos de 
revisión del Código Penal: era la primera, establecer la legislación sobre los 
puntos en que la Constitución se refiere a casos que antes de ella o no ha- 
bían sido materia de trabajo legislativo o lo habían sido en un sentido di- 
ferente, tales los preceptos reglamentarios del artículo 28 y del 107, ya ci- 
tados, los relativos al sistema de penalidad para las faltas oficiales, según el 
artículo 111, y así mismo los artículos 34 y 130, de la Constitución; relacio- 
nar el Código Penal con las leyes orgánicas de Tribunales y del Ministerio 
Público, y hacerlas correcciones necesarias para que dicho cuerpo de leyes que- 
dara en exacta relación con la Carta, Magna. z 

Era la segunda de aquellas tendencias, entrar en el campo vasto y atrac- 
tivo de la revisión general del Código Penal, haciendo reformas en todas aque- 
llas materias que lo ameritaran ya fuera por la aplicación de determinadas 
ideas filosóficas ya por la aceptación de cierto sistema jurídico o simple- 
mente porque observación y estudios particulares iniciaran que en este 
puntos o en el otro, era conveniente cambiar los preceptos legales de 1870. 

La primera de esas tendencias se imponía ineludiblemente, ya que los 
artículos constitucionales exigen su reglamentación y que el Código Pe- 
val debe formar una parte coordinada de todo el sistema legislativo. No 
cabía duda de que la tarea era muy grande y superior a las capacidades no 
ya de un modesto profesional, sino aun a las de muchos mejor dotados. Pe- 
ro el trabajo se encontraba ya hecho en lo principal; jurisconsultos de ta- 
lla se habían entregado a él durante diez años y en tiempos en que el sosiego 
de la vida pública permitía estudiar, pensar, elaborar en medio de la tran- 
quila esperanza de que la obra sería fecunda y de que no habría corrientes 
de lava de revoluciones, ni torrentes de masas reivindicadoras que borraran 
los surcos que hubiera abierto el pensamiento del sabio. En el año de mil 
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novecientos tres, la Secretaría de Justicia nombró una Comisión compuesta 
de los señores licenciados don Miguel Macedo, don Victoriano Pimentel y 
don Manuel Olivera Toro, la cual durante algunos años celebró sesiones, 
recabó opiniones de todo el Foro nacional, en una amplia encuesta que abrió, 
dirigiéndose a los funcionarios judiciales de la República; y como resulta- 
do de su estudio, formuló un proyecto completo de Código Penal, haciendo 
algunas modificaciones substanciales en el sistema seguido por el Código 
Penal de 1870, y retocándolo en otros lugares, para darle mayor claridad. 


La desaparición de la Secretaría de Justicia, en cuya biblioteca y ar- 
chivos deberían encontrarse los ejemplares del trabajo de la Comisión, im- 
puso la necesidad de tomar datos directamente de los señores Macedo y 
Pimentel, quienes galantemente los proporcionaron, contándose con esto con 
el edificio perfecto, faltando sólo algunos retoques de actualidad. 

Haría injuria a la ilustración de esta asamblea si creyere necesario pon- 
derar la obra de tan ameritados maestros; pero no puedo eludir el deber de 
tributarles homenaje, transcribiendo lo que en documento oficial dijera en 
otra época: ““La impresión que deja la lectura de los cuatro tomos de 
los trabajos de Revisión del Código Penal, proyecto de Reformas y Exposi- 
ción de Motivos, de la Comisión, es la de que fué una obra concienzuda, he- 
cha con el cuidado de quien tiene el gusto de la labor que desempeña y con 
la plena competencia de quien posee ampliamente una sólida cultura profe- 
sional, un criterio filosófico bien definido, el conocimiento de la jurispruden- 
cia de nuestros tribunales y de las prácticas del foro, y una serenidad y lu- 
cidez de juicio para dirigir los impulsos de iniciativa que da el estudio, por 
el cauce de las prácticas judiciales y de la idiosincracia de nuestro medio 
social. Los TRABAJOS DE REVISION de la Comisión de 1903, puede de- 
cirse que son una obra maestra que honra a sús autores y al foro mexica- 
no; a quien la estudia le produce aquella satisfacción de la verdad encon- 
trada y comprendida”. Por entonces quedó, segunda vez,, aplazada indefi- 
nidamente la elevación a preceptos legales, del Proyecto, como había que- 
dado en otro tiempo, y por eso he reputado de utilidad que el Congreso Ju- 
rídico discutiera la mejor forma de proceder, para no carecer por más tiem- 
po de una legislación en consonancia con las necesidades sociales y los pro- 
gresos de la ciencia. 

Como un homenaje a los respetados maestros, me permitiré hacer una 
síntesis de su obra, para luego exponer ante el Honorable Congreso, cuáles 
fueron los preceptos en que el exponente puso la mano y las razones que 
dentro del más estricto propósito de cordura y de sistematización, lo guiaron. 

Desde luego podemos preguntarnos cuál fué el sistema filosófico que se 
siguió al revisar el Código Penal, y la Comisión contesta en las siguientes 
líneas: ““La “conveniencia de la revisión está fuera de duda. La práctica ha 
demostrado que en algunas de sus partes, nuestro Código Penal, tan notable 
desde muchos puntos de vista, no está exento de las imperfecciones, in- 
coherencias y deficiencias aun desde el punto de vista en que se colocaron 
sus ilustres autores; pero sobre todo, el profundo cambio social que ha su- 
frido el país, desde que el Código fué elaborado y sancionado, exige tam- 
biéxi cambios correlativos, que a veces no deben ser leves ni superficiales en 
su legislación y sus instituciones. ”” 
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“Dentro de este orden general de ideas, sin entrar en discusiones ds 
principios filosóficos ni de doctrinas académicas, aunque cada uno tiene que 
pensar y obrar bajo la ineludible influencia de sus creencias, la Comisión to- 
mó por base de su labor respetar los principics generales del Código de 
1871, conservar el núcleo de su sistema y de sus disposiciones, limitarse a in- 
corporar en él los nuevos preceptos o las nuevas instituciones cuya bondad 
se puede estimar ya aquilatada y cuya admisión es exigida por el estado so- 
cial del país al presente. Tales son, por ejemplo, la condena condicional, la 
protección a la propiedad de la energía eléctrica, la protección a los teléfo- 
nos y su uso, y a enmendar las obseuridades, incoherencias, contradicciones, 
aunque sólo sean aparentes, y los vacíos que han podido notarse en el texto 
del Código, por más que no afecten a su sistema.”” 

Pasando de la esfera de la generalización a les datos concretos, a las 
reformas que en el sistema penal propusiera la Comisión de 1903, las prin- 
cipales fueron las siguientes: : 

la.—Medidas especiales para el cobro de las multas. Tiende esta refor- 
ma a evitar que la multa no sea otra cosa que una manera disimulada de 
imponer un arresto de corta duración, procurando que los hechos delietuosos 
que la ley ha querido castigar con pena pecuniaria, no salgan de esa clase 
de penalidad, por medio de la conversión en arresto, cambiando la mente del 
legislador y lo que es peor, dando lugar a las cortas privaciones de la liber- 
tad que están condenadas por la ciencia, ya que sin intimidar a los culpa- 
bles, se prestan para rebajar el nivel moral de los detenidos, haciéndoles 
perder el concepto del honor, A tal efecto, se propone la creación de una ofi- 
cina especial exactora de multas, que no sería una simple Tesorería, sino 
una oficina conexa con el sistema penal, la enal tendría facultades para acep- 
tar las garantías de pago que prestaran auienes no pudieran desde luego 
hacer el pago, y facilitar con un criterio prudente la ejecución de la pena. 
Artículos 116, 117 y 122, * 

2a.—Organización de colonias y campamentos penales. Se relaciona es- 
ta cuestión con la reincidencia, porque por razón natural, los individuos que 
sufren una larga prisión, disponen durante su vida de tiempo materialmen- 
te menor para delinquir nuevamente. El estudio de las estadísticas del Dis- 
trito Federal, arroja las cifras del tanto por ciento de condenados a penas de 
corta duración, de 73.9 por ciento del número de todos los sentenciados, y 
87.4 por ciento del de aquellos que lo fueron a penas privativas de la liber- 
tad. El Congreso Penitenciario de Londres, de 1872, obtuvo el resultado de 
que los informes de doce de las naciones que enviaron delegados, fueron 
desfavorables a las cortas prisiones, cinco de aquellos no informaron, y no 
se contó una sola opinión favorable a esas penas. Es sabido cómo la escuela 
penal positiva es contraria a esas penas, contra las que se pronuncia la ma- 
yoría de los escritores modernos. Y por analogía con las prácticas de los paí- 
ses cultos, así como por consecuencia con los principios de la ciencia, se 
recurre al establecimiento de colonias penales, que dígase lo que se quiera, 
siempre han dado resultados favorables a la sociedad mexicana en su lucha 
contra la delincuencia, y sólo un espíritu de mal orientado sentimentalis- 
mo, ha llevado a la oposición a la pena de transportación, recordando el que 
escribe, que más de una ocasión, oyó de labios de antigros litigantes y em- 
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pleados judiciales de esta capital, en mil novecientos quince y años siguien- 
tes, presentar como mérito de algún funcionario, el haberse negado siem- 
pre a obedecer la ley en este punto, Artículos-:138 bis 2 a 138 bis 10-238 III 
bis-239, I- bis y 159, bis 18 a 156 bis 21. 

3a.—Reclusión preventiva de aleohólicos y otras medidas represivas del 
alcoholismo. Un sistema completo se refiere a la materia de la embriaguez, 
que puede comprenderse en los términos siguientes: en sí misma y por rela- 
ción con los actos que ella provoca o a que acompaña. 

En sí misma: se considera delito cuando es habitual, y solamente cons- 
tituye falta el exceso de la bebida en ciertos casos, la venta de ellas.en otros 
y la ejecución de actos que, por carecer el agente del uso pleno de sus facul- 
tades, pueden constituir un peligro para tercero. 

La parte más importante de este problema ha sido siempre la de con- 
siderar la embriaguez con relación a los delitos que se cometen por el ebrio, 
yendo las ideas desde la exculpante hasta la penalidad rigurosa. Pero, con 
sumo tino se escogió un sistema medio que, dejando el incontrovertible prin- 
cipio de que el hombre que se encuentra fuera del uso de sus facultades 
mentales, debe ser tenido como no responsable de sus actos, por faltarle la 
libertad, se admiten excepciones de acuerdo con la observación y las exigen- 
cias sociales de abrir una campaña contra el vicio, que se ampara, como una 
culebra que se enrosca sobre sí misma, detrás de su propia inmoralidad. 
Desde luego, la responsabilidad del ebrio intencional, del que ha querido 
el estímulo del alcohol para reconfortar su vacilante voluntad, para nublar 
su vista ante la víctima o cegar su previsión ante las consecuencias del de- 
lito, la responsabilidad en este caso, se declara como la de autor del delito, 
sin tomar en cuenta la embriaguez o si acaso, se agrava la pena, por aquel 
ánimo perverso que acude a los medios artificiales para luchar y vencer a 
su propia naturaleza. La embriaguez habitnal, si el agente nunca ha delin- 
quido en tal estado ni se conoce predisposición para ser por ella provocado, 
habrá delito de culpa; pero si no hay estos motivos de ignorancia de las con- 
secuencias que en su cerebro causa el alcohol, sino que sabe el peligro a 
que se expone y corre el albur, entonces se castiga por el delito como si 
no hubiera mediado la embriaguez, y por concesión a la fisiología o más 
bién a la patología, se permite una circunstancia atenuante. Caso análogo a 
la delincuencia con embriaguez meramente accidental, La incompleta de 
ninguna manera exime de responsabilidad. 

La reincidencia y el cuidado de los alcohólicos, como enfermos peligro- 
sos, es materia de preceptos hasta ahora nuevos en nuestros derecho penal. 
Arts. 185 a 183. 

4a.—Adopción de la condena condicional, siguiendo el sistema europeo 
continental, de suspensión de la ejecución de la sentencia, exigiéndose para 
el otorgamiento de ese beneficio que se dé fianza por el sentenciado de no 
delinquir dentro del plazo que se le fije. La base de esta, que debe ser la se- 
gura y facilísima identificación de los acusados y la falta de medios en nues- 
tra práctica eran los inconvenientes que al principio se tenían para la adop- 
ción de tan señalado progreso de las instituciones penales. Después vinieron 
los graves trastornos de la paz pública y el relajamiento de los vínenlos de 
disciplina social, así como del régimen de las prisiones y el paso de la admi- 
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nistración de éstás a manos poco expertas: todo lo cual constituye serios obs- 
táculos para tal reforma. La Comisión decía: “Cuando en 1906 elaboró efta 
parte de su proyecto, la República parecía encontrarse en pleno progreso; 
en todos los ramos de la administración pública y aun de la actividad en ge- 
neral, se esperaban grandes y fecundas reformas, y como por otra parte, 
la condena condicional había penetrado ya suficientemente en la opinión 
de los abogados y penalistas, la Comisión “creyó que era llegado el momento 
propicio para su adopción. Los acontecimientos posteriores que han envuelto 
al país en una gigantesca ola de sangre, que han hecho vacilar la disciplina 
en todos los órdenes sociales, quebrantando muy profundamente todas las 
instituciones preventivas y represivas del delito, así como las relacionadas 
con ellas ¿no habrán venido a hacer imposible por ahora, la adopción de la 
condena condicional? Desde el punto de vista tranquilo y sereno del sabio, 
seguramente que los temores de que esa gran institución de los pueblos cul- 
tos, que respetan a las personas que delinquen por la vez primera, y tienen 
benevolencia para las conciencias honradas, cuyo castigo está ya en la ver- 
giienza de sentirse culpables, es indudable, repetimos, que pocas esperanzas 
de que puede haber de que la condena condicional funcione en toda su per- 
fección. Pero desde el punto de vista práctico, creo que no debemos rehuir 
este progreso, sino esforzarnos por ser dignos de él. Ciertamente, en un país 
en que de un momento a otro llega a un poblado una partida de gente ar- 
mada y pone en libertad a los presos, quemando los libros de registro y los 
procesos de Juzgado, las instituciones penales elaboradas para medios esta- 
bles, fundadas en el respeto a la autoridad y en la eficiencia de la represión, 
no vienen ajustadas; pero no podemos ni debemos conformarnos con tal 
estado social caótico, o mejor antisocial, porque si vien lo meditamos en 
un pueblo donde esa fuera la vida normal, los tribunales y los abogados, 
las escuelas de derecho y los congresos jurídicos, estarían de más, porque 
la violencia sería el régimen diario. Si, pues, debemos erigir el pendón de 
la ley y de la justicia, sigamos las vías de ésta y hagamos a la ley más justa 
cada día. Arts. 252 bis I a 252 bis 8. . 

5a.—Penalidad especial para el delito de robo de objetos que general- 
mente contienen otros de mayor valor, que son los que persigue el delin- 
cuente, como las petacas y las bolsas de mano, Los atentados rateriles, que 
en la actual legislación carecen de una persecución directa, encontrando fá- 
cilmente las penas reducidas, que incitan a la reincidencia, o el castigo ad- 
ministrativo, ilegal pero necesario, tendrán en esta reforma uno de los ele- 
mentos de la campaña que la sociedad puede abrir en su contra. Art. 376 bis. 

6a.—Nnuevo sistema para la penalidad de las lesiones y del homicidio, 
modificando la actual base para la división de estos delitos en simples y 
calificados. Se admite el homicidio frustrado cuando por el arma empleada 
y Otros antecedentes se venga en conocimiento de que la intención del agen- 
te era atentar a la vida de la víctima. Concepto nuevo en nuestro derecho, 
que en este punto se ha atenido únicamente a la objetividad del daño cau- 
sado, dejando a un lado la intención del delincuente, cosa que no se compa- 
dece con las teorías reinantes desde el predominio de la escuela positiva ni 
de un modo completo con las de la escuela clásica. En cuanto al primer pun- 
to, se establece una agravación específica de la pena en casos que como el 
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delinquir por retribución dada o prometida, obrar por móviles depravados 
a vergonzosos, con brutalidad o crueldad, y otros análogos, de agravantes 
de carácter general, se convierte en el homicidio de-agravantes específicas. 
Arts. 333 bis, 2, 557 bis, 1 566 bis 1 y 11 548 bis. 

7a..—Nuevo sistema de penalidad por armas prohibidas. Reglas especia- 
les para las poblaciones, el despeblado y las reuniones públicas, 

8a.—Sistema de represión de los abusos cometidos en la Administración 
de Justicia, y especialmente en lo relativo a responsabilidades de funciona: 
rios judiciales. Deja de exigirse la prueba de la intención dolosa del juez 
que falla contra derecho, aunque se excusa el error de opinión. Se estable- 


ce responsabilidad expresa por hechos no comprendidos en el Código Penal, 


y son los siguientes: 

Omisión en decretar la detención de una persona cuando fuere proce- 
dente; . 

Ejecutar actos o incurrir en omisiones que sean motivo de nulidad 
de lo actuado o de reposición del procedimierto; 

Retardo en la administración de justicia; 

Conocer de un juicio, estando legítimamente impedido; 

Desobediencia a una orden legítima del superior; 

Conclusiones injustas (respecto de los Agentes del Ministerio), asi co- 
mo también no interponer los recursos procedentes y de atender instruecio- 
nes obligatorias. a 

9a.—Ampliación del número de faltas, quitando a ciertos actos el ca- 
rácter de delitos, que ameritaba un proceso con trámites más dilatados yue 
la pena misma, 


La anterior exposición hace comprender lo completo del rabajo y la- 
mentar que no haya recibido la sanción legislativa ni siguiera la elevación 
a proyecto ante las Cámaras. Si no hubiera sido por la incuria de las esfe- 
ras administrativas, ya contaríamos con un Código Penal, que sin variar 
la tradición jurídica de muestro medio, habría ineorporado en las prácticas 
judiciales, los más recientes progresos de la ciencia, así comio habría dado 


a los tribunales un medio de perseguir el delito, más eficiente que el actual. 


Como al principio indicaba, la Constitución de 1917, trajo nuevos pro- 
blema jurídicos, alguna veces de poca monta, como los relativos a sancio- 
nes por faltas a deberes cívicos, otras de mucha importancia, como el inci- 
so último del artículo 111, sobre responsabilidades de funcionarios de la 
Federación, artículo que no ha sido debidamente comprendido en toda la 
amplitud de sus conceptos, en el rigor de sus tendencias y en la pureza que 
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desea reine en la administración pública, así como en la prontitud, en el 
despacho de los negocios, desterrando la rutinaria dilación, y en general en 
todas las características de una buena administración, honrada, diligente y 
respetuosa del público. Otras ocasiones se trata en la Constitución de mate- 
rias nuevas, como en el artículo 130, 

Un político puede discutir la conveniencia de reglamentar una ley que 
no le simpatiza, un abogado hará a un lado en este asunto técnico, sus con- 
vicciones políticas y admitirá como teorema incontrovertible que la ley para 
ser aplicada debe ser reglamentada. 

En tal virtud, al hacer el estudio de los trabajos de la ilustre Comi- 
sión de 1903, se hizo patente que, para contar con un Código Penal en con- 
sonancia con las demás leyes vigentes, era necesario agregar algo, y ya 
puesto en este camino, se presentaron en un punto o en el otro ideas que 
sin destruir la unidad del plan ideológico ni mucho menos ir a los extre- 
mos de las teorías y aun si se quiere, de la paradoja tan tentadora para los 
que acometen la empresa de redactar un proyecto de ley, parecieron corres- 
ponder a necesidades nuevas. 

He aquí las principales de esas ideas que informan el proyecto de las 
nuevas reformas: 

la.—Se extiende la vigencia del Código Penal a las Islas y demás lu- 
gares de jurisdicción federal, de acuerdo con el artículo 48 de la Consti- 
tución. 

2a.—Para la eficacia de la pena de inhabilitación para empleos públi- 
cos, que hasta la fecha es irrisoria, se ordena que haya registros de senten- 
ciados a esta pena, llevados por la Secretaría de Gobernación, tratándose 
de reos federales y por la Procuraduría de Justicia del Distrito, para los 
del orden común, y que todo nombramiento para empleo público no se ha- 
ga sin haber obtenido informe de esas oficinas, de si el candidato está o no 
dentro de alguna inhabilitación, siendo nulo el nombramiento que se hicie- 
re contra los datos del informe. Se escogió la Secretaría de Gobernación pa- 
ra llevar ese registro, porque, según la Ley de Secretarías a ella correspon- 
de el ramo de reos federales, y recibe copia de todas las sentencias, que se 
anotan en su registro. Esta iniciativa se funda por sí sola, pues la eficacia 
de los medics propuestos corresponde a la necesidad de que sea un hecho 
la ejecución de esa pena, tan imperiosamente requerida para la moraliza- 
ción de la administración pública. j 

2a.—Se pone el artículo 533 del Código Penal en relación con el 22 de 
la Constitución respecto de la calificativa del homicidio cometido en cami- 
no público. 


3a.—Se determina la responsabilidad en los casos de robo cometido por 
medio de narcóticos, de disfraces, uso de placas o uniformes y otros medios 
de obtener la confianza de las personas. Casos nuevos de criminalidad que 
la sociedad debe atacar en forma nueva, porque los medios actuales, en la 
mayoría de los casos dejan impunes esas circunstancias que vienen a ser'es- 
pecíficas. 

4a.—Se establece penaliaad propia para los incitadores a delitos u 
agitadores, que escudados con el silencio «de nuestras leyes actuales lanzan 
al delincuente, que cae en manos de la justicia, mientras ellos se quedan 
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disfrutando de una vergonzosa impunidad, Los diversos conceptos sobre 
este punto, tienen su antecedente en la legislación francesa. 

5a.—Se pena el monopolio, de acuerdo con el artículo 28 constitucional. 
Sin caer en radicalismos, se procura dar a la sociedad un arma contra la es- 
peculación, que no se detiene ante el hambre popular. 

6a.—Se determina responsabilidad criminal para el caso de evasión de 
presos debida a medios inadecuados para su custodia, caso muy común 
cuando los juzgados del ramo penal estaban en Belem, y se llevaba a los 
procesados desde la Penitenciaría, en condiciones de poca seguridad; así, 
por ejemplo, a un homicida joven y robusto se le daba por custodio un gen- 
darme desarmado. 

7Ta.—Se declara vigentes para elecciones municipales, los preceptos del 
actual Código, que la Comisión había repudiado por completo, pero que la 
falta de ley electoral del Distrito: Federal, ha vuelto a exigir. 

8a.—En un capítulo especial se reglamenta lo relativo a libertad indi- 
vidual, según el espíritu de los artículos 19 y 107 constitucionales. 

9a.—Se amplía a otros casos la facultad del Juez para nombrar tutor 
a la menor ofendida para que se ratifique la querella, “con el fin de poner 
remedio a los males que trae el vigor de la presentación de las actas de re- 
gistro civil de los querellantes, en caso en que no se tiene a mano o no exis- 
ten esas actas, y el delito sí existe, pero queda impune. 

10a.—Se establece la penalidad para los casos a que se refiere el ar- 
tículo 130 de la Constitución, así como el 31 de la misma. 

lla.—Se amplía a todos los apoderados la responsabilidad que por su 
renuencia a rendir cuentas con pago, se admite solamente para los apode- 
rados judiciales. 

12a.—Se establece la responsabilidad de las personas que tienen obli- 
gación de pasar visitas a oficinas, visar cuentas, comprobar existencias de 
fondos, y análogas, que por una complacencia, que no es más que debilidad 
de carácter y falta en el cumplimiento de sus funciones, dan lugar a sus- 
tracciones de fondos, que seguramente si no se contara con la docilidad de 
los visitadores para firmar las actas sin revisar lo que deben, se habrían 
evitado. 

Cada una de estas reformas se encuentra fundada especialmente, al pro- 
poner la redacción del artículo respectivo, igualmente que otras de menor 
importancia, haciendo un conjunto muchísimo mayor de la extensión regla- 
mentaria de los trabajos que se presenten a este Congreso, De aquí la im- 
posibilidad de dar lectura a cada una de ellas, y de englobarlas en esta sín- 
tesis, que tiene sólo por fin dar una idea general de la obra, llamar la aten- 
ción sobre el problema y hacer presentes los esfuerzos que para resolverlo * 
se han empleado. En poder de la Secretaría General del Congreso, obra el 
proyecto del exponente. 


Lo que puso este último es afortunadamente lo menos: algunos pre- 
ceptos reglamentarios de los artículos 28, 34, 107, 111 y 130 de la Constitu- 
ción, introducir las islas y lugares de jurisdicción federal en la vigencia del 
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Código, lo relativo a la pena de habilitación para ocupar empleos públicos, 
y unos ocho o diez artículos sobre las diversas materias antes enunciadas; la 
obra de conjunto, la revisión general, está tomada de la hecha por los dis: 
tinguidos jurisconsultos, señores Pimentel, Macedo y compañeros, de la Co- 
misión de 1903, la cual obra debe ser profundamente conocida de todos y 
apreciada en todo su inmenso valer. Yo me limito a hacer un llamamiento 
al Congreso Jurídico para que preste su apoyo a ese monumento de pruden- 
cia y sabiduría, a fin de que no transcurra más tiempo sin que se ponga en 
vigor. ¿No es un contrasentido que en una nación en que los abogados se 
cuentan por varios millares y después de cuatro años de regir una Constitu- 
ción, aún no se hayan hecho las leyes reglamentarias en asuntos que nada 
tienen de políticos y en que por lo mismo sólo una falta de empeño puede ex- 
plicar la de esos preceptos reglamentarios? Hace cerca de veinte años que 
se emprendió el trabajo de revisar el Código Penal, todos conceden a los 
miembros de esa Comisión, una autoridad de maestros en la ciencia penal; 
su obra, como era natural, está exenta de radicalismos y por manera evo- 
lutiva introduce las grandes instituciones del derecho penal, la condena 
condicional, la reclusión preventiva de alcohólicos y otras así de importan- 
tes, y ¿hemos de permitir que por más tiempo siga esa obras si bien no'ol- 
vidada, sí carente del prestigio de la ley, y sin dar los frutos que la socie- 
dad tiene derecho de esperar de estudios llevados a cabo con tanto cuidado 
y con tanta ciencia? : 

Creyendo que todos reputaremos una necesidad imprescindible la re- 
forma del Código Penal, presento a este H. Congreso la siguiente conclu- 
sión: 

El Congreso Jurídico Nacional, vota la conveniencia de que sea re- 
formado el Código Penal de 1871, en el sentido de los trabajos de la Comi- 
sión nombrada por la Secretaría de Justicia en mil novecientos tres, y que 
presidió el señor licenciado don Miguel Macedo, así como también vota la 
necesidad de que dicho Código reglamente los preceptos de la Constitución 
General de la República, contenidos en sus artículos 28, 34, 107, 111 y 130, te- 
niéndose presentes los trabajos que al efecto, se han presentado en este Con- 
greso. 

Queda a cargo de la Orden Mexicana de Abogados, comunicar este acuer- 
do a quien correspondiere y hacer las demás gestiones conducentes. 


Tal vez sea el Código Penal de Martínez de Castro, con la Constitución 
de 1857, la ley que haya penetrado en la mentalidad profesional, no sola- 
mente por el mérito intrínseco de su disposiciones, sino por aquella clari- 
dad de expresión que dice exactamente todo lo que es necesario y sólo lo 
que es necesario, en unas claúsulas que parecen talladas en cristal de roca; 
son a la vez fuertes y transparentes, parece un sello de bronce para marcar 
la conducta en la conciencia humana y que en ella perdure con la persisten- 
cia de las cosas eternas. Pero esto no debe impedirnos reconocer que con los 
nuevos tiempos vienen necesidades nuevas, imprevistas por los antiguos. 
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Anatolio France, en un espiritual diálogo entre dos jueces, hace decir a 
uno de ellos: ““Lo que está escrito por los muertos será tachado por los vi- 
vos, sin lo cual la voluntad de los que ya no son, se impondrá a los que son 
todavía, y así los muertos serían los vivos y los vivos serían los muertos. ”” 

A esto contesta el otro: “Los vivos deben obedecer las leyes dictadas 
por los muertos. Los muertos y los vivos son contemporáneos ante Dios. 
Moisés y Ciro, César, Justiniano y el Emperador de Alemania nos gobier- 
nan aún, Pues somos sus contemporáneos ante el Eterno.** 

El Juez partidario de las reformas legales vuelve a la carga: ““Los vivos 
deben tener sus leyes de los vivos. Zoroastro y Numa Pompilio valen lo que 
el zapatero de Santa Gudula, en cuanto a instruírnos de lo que nos está 
permitido y de lo que nos es prohibido.”” - 


XI 


Síntesis de un Proyecto de Código de Procedimientos Civiles del Estado de Michoacán, 
formado por los señores licenciados Miguel Meza, y Rafael Magaña Cancino, comisio- 


nados al efecto por el gobierno de aquel Estado, 


Lic, Miguel Vieza. 


Tengo la honra de presentar a la Orden Mexicana de Abogados, el pro- 
yecto de Código de Procedimientos Civiles que, por encargo del Gobierno 
del Estado, formamos el señor licenciado Rafael Magaña Cancino y yo. En 
ese trabajo hay algunas disposiciones nuevas respecto a procedimiento, que 
tienden a facilitar con una finalidad capital, la rapidez, a las cuales me re- 
feriré en este trabajo. 

El defecto saliente hasta hoy, y que motiva las quejas constantes de 
la sociedad, tratándose de la administración de justicia, es su lentitud y 
con razón, puesto que los juicios dilatados acaban por agotar a los con- 
tendientes y desalentarlos en su empresa. Esto ha dado motivo para afir- 
mar que la justicia rápida, es justicia, y la justicia tardía, es iniquidad, pues- 
to que sólo el que pone tropiezo es el que obtiene lo que pretende. 

Como expuse antes, en el Proyecto citado se procuró principalmente 
satisfacer ésta exigencia de la época actual, aparte de introducir algunas 
reformas de otro orden, tendentes a facilitar los trámites, como indicaré en 


esta breve exposición. 


Acciones. 


Se establece que las acciones son reales y personales, eliminando las 
de estado civil, que, no siendo reales, deben ser consideradas en el otro tér- 
mino de la división. Quizá convendría mejor, en un Código procesal, no de- 
finir las acciones puesto que haciéndolo, se tiende a dar a un cuerpo de le- 


yes un carácter doctrinal que no debe tener. 


Ministro Hilario Medina Gaona 
(1891-1964) 
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Lic. HILARIO MEDINA ANTE EL CON. 
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IMPRENTA COMERCIAL MEXICANA 


1932 


LA CONSTITUCION POLITICO - SOCIAL 


CONFERENCIA SUSTENTADA POR EL LIC. HILARIO 
MEDINA, ANTE EL CONGRESO JURIDICO NACIONAL EL 
LUNES 26 DE SEPTIEMBRE DE 1932 


Señores : 


Los días que vivimos tienen esto de singular: que no sólo 
revisamos nuestras disciplinas internas, no sólo entramos en 
el fondo de nosotros mismos para asistir a los cambios que in- 
conscientemente sufre nuestra mentalidad, sino que presencia- 
mos el anuncio de catástrofes sociales y aun de cataclismos 
cósmicos. Estamos en plena era Mesiánica. Sólo falta un Vir- 
gilio que cante en una nueva Egloga el advenimiento de la 
edad de oro como cortejo del nacimiento de un niño maravi- 
lloso. ¿Cristo o Augusto? Quién sabe cuál sería la misteriosa 
intuición del poeta: ciertamente una nueva humanidad. 

Socialistas y comunistas anuncian la gran catástrofe. Tam- 
bién los reaccionarios desearían acabar con todas estas nove- 
dades de ahora. Y aunque ninguno de ellos amenace, sino anun- 
cie, todos saben que la violencia será un factor decisivo en el 
momento de la liquidación y que ella será la única que aca- 
bará con el último obstáculo y que despejará el campo. 

La violencia es más necesaria de lo que parece: el orden 
impuesto por el gendarme es en suma un régimen de fuerza 
y ésta habrá de subsistir en el comercio humano, en tanto que 
las organizaciones capitalistas hagan del hombre el enemigo 
del hombre. 


Un régimen de derecho es por esencia transitorio como que 
corresponde a un orden que está renovándose continuamente 
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merced a la aportación de nuevos y constantes aluviones en 
la estrutura social. La historia no es otra cosa que la suce- 
sión de asaltos a la riqueza y al poder, de las clases despo- 
seídas. 

Pero mientras llegan las anunciadas catástrofes, estudie- 
mos y aprendamos, sobre todo colaboremos en el orden efí- 
mero de que somos parte integrante, que es lo mismo que lu- 
char por un nuevo derecho, por una vida menos encarnizada, 
más humana, más espiritual, 
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Yo también quisiera cantar a la nueva humanidad, la del 
mañana, la que soñaron nuestros padres y nos seduce a ve- 
ces con sus mirajes, una humanidad que recobró su sonrisa 
y su amor a la vida, que vive en eterna juventud, que sacu- 
dió la pesadilla de la lucha de clases, en la cual los hombres 
pueden “envejecer en paz bajo la luna”. Pero, ¿dónde está 
esa humanidad? Acaso en los idilios de Juan Jacobo Rousseau. 


Y para hablar de las cosas idas, precisa vestir de blanco 
y adoptar actitudes románticas, si no es que tenemos que ator- 
mentar la mitología para hacerla hablar a través de los már- 
moles idealizados y de las leyendas doradas, el lenguaje de la 
conciencia humana que aquellos hombres que vivían para su 
pequeña Ciudad-Estado no conocieron. ¿Quién es el que trata 
de despojar de sus fueros sagrados a la conciencia humana? 
Sólo las necesidades de una argumentación sutil. ¡Ah!, la mis- 
ma lucha a que asistimos, no en este certamen de cultura, 
sino en nuestras propias conciencias, lo padece y lo libra la 
humanidad entera. 


Voces lejanas y venerables se levantan y dicen: *“Hemos 
abandonado las viejas rutas en que nuestros padres fueron fe- 
lices; perdimos el lastre y vamos a la deriva. Somos como Ru- 
bén el primogénito a quien su padre Jacob lanzaba estas te- 
rribles palabras: '*Debías ser el primero en la abundancia, pero 
te derramaste, no medres, porque subiste al lecho de tu padre 
y profanaste su tálamo””. Vivimos bajo la pesadumbre de ha- 
ber profanado muchas cosas. Volvamos atrás o cuando menos 
contentémonos con lo que tenemos: “Dad a cada uno lo suyo””, 
*“el respeto al derecho ajeno es la paz””. 
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Y las jóvenes generaciones responden : ¿“Fuimos acaso nos- 
otros los que nos colocamos en un mundo que no hicimos, los 
que abandonamos esas vías que decís? Dar a cada uno lo suyo 
es monstruoso, porque significa: dejar al rico su abundancia 
y al pobre su miseria?” 

““El respeto al derecho ajeno es la paz; paz de cemente- 
rio, en donde habría que admitir que el derecho ajeno es siem- 
pre el mismo. No, la vida social es precisamente la aparición 
de nuevos derechos, la conquista del derecho. Tenemos que se- 
guir en la vía en que nos encontramos, a riesgo de perecer, más 
bien que rectificar, porque el pasado ya dió todo su rendi- 
miento y hemos forzosamente de seguir adelante”. Y la hu- 
manidad contemporánea responde: ¡ ADELANTE!... 


1 


Dicho sea sin petulancia, la Constitución de Querétaro 
inaugura una nueva escuela de filosofía política y de derecho. 

Al expedirse el Código de 1917, no había otro documento 
de esa especie en el mundo. Causó sorpresa y aun irritación. 
““Es bolshevique””, gritaba un evolucionista emboscado en tierra 
extranjera ;'““el almodrote de Querétaro””, vociferaba un hacedor 
de frases. Quince años después el Presidente de la Barra Me- 
xicana de Abogados anuncia sin contradicción, ante una asam- 
blea que reune las más altas intelectualidades jurídicas de la 
República, que esa Constitución ya no se discute. Y bien, dis- 
eutámosla, pero tendremos que discutir la obra legislativa del 
mundo moderno; y aun habremos de compararla con Rusia en 
un extremo, con Italia en otro y con Estados Unidos, Inglate- 
rra y Francia en los reductos últimos de un mundo que se 
va. Dícese que Rusia es un experimento. No, Rusia es ya un 
resultado visible sujeto a nuestra admiración o a nuestro vi- 
tuperio. La experiencia está en Estados Unidos. Habrá que 
ver hasta dónde resiste esa rígida maquinaria de acero reta- 
cada de oro, el embate de los nuevos tiempos. 


Tr 


Y en el mundo se libra el mismo duelo que en este re- 
cinto. Si resiste el baluarte del capitalismo, tendremos que 
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confesar nuestro error y hacer actos de arrepentimiento. Si 
triunfan las masas, habremos ennoblecido nuestra vida con 
un esfuerzo muy semejante al que intenta Mahatma Ghandi, 
por el cual padece hoy el quinto día de su ayuno. 

Lo mismo pasará con la Constitución Mexicana de 1917. 
Es un documento de transición llamado a desaparecer, cuales- 
quiera que sean log destinos nacionales. Si las nuevas ideas 
son ahuyentadas por los cañones del imperialismo yanqui, ten- 
dremos que volver al individualismo apostólico y declamato- 
rio de 1857, mientras que si afirmamos nuestro credo, tendre- 
mos que abrir de par en par las puertas del poder al prole- 
tariado, tendremos que fundar la PROLETOCRACIA. (1) 


100 


Al finalizar la guerra europea, había en el mundo dos ti- 
pos nuevos de Constitución: la mexicana y la rusa, y el mundo 
osciló por un momento entre las dos disciplinas. Las consti- 
tuciones europeas de postguerra, si bien por motivos aparen- 
temente distintos, pero obedeciendo en el fondo a las mismas 
necesidades ingentes, se formularon sobre la misma escuela 
planteada por la Constitución Mexicana. 

Esta escuela es la constitución político-social. 


QUE ES UNA CONSTITUCION POLITICO-SOCIAL 


La constitución político-social es la segunda fase del des- 
arrollo de un pueblo en función de su constitución, La pri- 
mera fase es la constitución política y la última la constitu- 
ción social, 

Como el Código de Querétaro es el tipo originario y como 
por otra parte, estamos más familiarizados con el fenómeno 


(1) (Proletario significa aquel cuyo único medio de vida es la ven- 
ta de su trabajo. Su significado original en la forma latina, PROLE- 
TARIUS, no era el mismo. En la antigua Roma PROLETARIUS signi- 
ficaba aquel cuya sola riqueza consistía en sus descendientes, sus hijos, 
su prole (proles). 

De la palabra proletario se puede hacer la de PROLETARIUS- 
POTESTAS para significar el poder político y social del proletariado, 
proletarii; por imitación del modo de formación del lenguaje que em- 
pleamos para designar gobiernos o regímenes de gobierno, PROLETA- 
RIO-CRACIA, o más brevemente: PROLETO-CRACIA.) 
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mexicano, que es el que nos interesa, es más fácil comprender 
el proceso que se ha operado en México. 

A través del aparente caos de nuestra historia, es fácil en- 
contrar la filiación de las ocho constituciones que nos han re- 
gido—14, 24, 36, 43, 47, 53, 57 y 1917—en un proceso ascen- 
dente de organización. 


IV 
CONSTITUCION POLITICA 


La constitución política es el primer período: comprende 
las constituciones federal de 24 y centrales de 36 y de 43. Se 
limita a establecer un gobierno y cree que en determinada for- 
ma de gobierno se asegura automáticamente la libertad y me- 
cánicamente el equilibrio constitucional. En esta época la or- 
ganización y las concepiones relativas son MECANISTAS, se 
quiere construir una especie de máquina cuyo perfecto ajuste 
asegure el funcionamiento adecuado, la retención en su sitio 
de cada uno de los componentes del aparato y la corrección 
automática de todos los desequilibrios. Esta época construye 
el Poder Conservador, esfuerzo que no merece las censuras de 
los individualistas del siglo pasado, sino que debe estimarse 
dentro de las concepciones de su tiempo, perfectamente lógico. 


V 
ETAPA INDIVIDUALISTA 


La etapa individualista de la constitución política comien- 
za con la constitución Rejón de Yucatán de marzo de 1841; 
se discute en los proyectos de constitución estudiados por el 
quinto congreso constituyente que funcionó del 10 de junio 
al 19 de diciembre de 1842, y culmina con la constitución 
de 57. 


INDIVIDUALISMO POLITICO 


Esta última etapa, ligada a la historia del federalismo, 
deja de ser de mera organización, para convertirse en INDI- 
VIDUALISMO POLITICO, fenómeno de primera importancia 
que revoluciona nuestro derecho constitucional, Llamo INDI- 
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VIDUALISMO POLITICO al sistema político filosófico que 
tiene por base el conjunto de derechos que se reconocen en la 
constitución al individuo. El individualismo no consiste preci- 
samente en el número y calidad de esos derechos, SINO EN 
EL PRINCIPIO DE QUE ELLOS SON LA BASE Y EL OB- 
JETO DE LAS INSTITUCIONES SOCIALES. (Art. I de la 
Constitución de 57.) El individualismo político es un fenóme- 
no posterior, pero de la misma naturaleza que el individua- 
lismo económico, su aparición en las constituciones tuvo por 
objeto poner a salvo la condición económica ventajosa de que 
gozaba la burguesía, quien en la revolución francesa despo- 
seyó de sus propiedades al clero y a la nobleza, y de los de- 
rechos de soberanía al monarca, pero tuvo la habilidad de lla- 


mar a éstos—que también entonces fueron despojos—'“*DERE- 
CHOS DEL HOMBRE”. 


El individualismo político es parte de un sistema democrá- 
tico y liberal, pero de una democracia que en realidad con- 
serva ciertos privilegios políticos y de un liberalismo que sólo 
aprovecha a los que tienen la posibilidad de ser libres; la de- 
mocracia practicada en el mundo hasta antes de la guerra, es 
en realidad la burguesía. Precisamente la ampliación del con- 
cepto democrático a las mayorías, es el fenómeno moderno de 
advenimiento del proletariado y la tendencia es lo que he lla- 
mado antes PROLETOCRACIA, 


Las escuelas que al mismo tiempo que la democracia ad- 
miten la intervención del socialismo, son las llamadas social- 
democracia o más brevemente: sodemocia y son de carácter 
transitorio, como es transitoria la época en que aparecen. Sin 
embargo, la constitución de 57 es fundamentalmente política, 
porque el individualismo, lejos de integrar nuevos elementos 
tomados de la sociedad, se limitó a proteger al individuo, y se 
utilizó como instrumento equilibrador y mantenedor de la or- 
ganización política.—El amparo procede por violación de ga- 
rantías individuales y por invasión de las soberanías local y 
federal.—Como el individualismo tuvo por objeto asegurar la 
situación económica de una minoría privilegiada, el aparato 
constitucional se limitó a proteger al individuo; pero como 
elemento activo de integración constitucional, ha sido infecun- 
do. En este sistema, el individuo se limita a recibir los bene- 
ficios de una organización determinada, sabiendo que el uni- 
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verso entero, de consuno con las autoridades, están conspi- 
rando para hacer su felicidad. El único elemento activo que 
desde el punto de vista jurídico vale la pena de estudio, como 
fuente de derecho, es el requisito de que el quejoso sea el que 
promueva el amparo, es decir, la queja, en cualquiera de los 
tres casos en que ésta puede entablarse, pero como remedio 
universal dista mucho de serlo y eomo equilibrador de la cons- 
titución es sumamente imperfecto, porque hay otros muchos 
conflictos de jurisdicción y de poderes federales y locales, que 
no caen bajo las reglas del amparo. 


El individualismo político es falso como doctrina. Una 
eosa es que la sociedad política deba reconocer en cada uno 
de los asociados ciertos derechos, como condiciones de la vida 
en sociedad, y otra cosa es que esos derechos sean el último 
término y objeto del Estado, del derecho, de la familia, de 
la propiedad, de la religión, del arte, de la ciencia, en una 
palabra, de las instituciones sociales. Cosa miserable sería el 
destino de la humanidad si a eso se redujera su actuación en 
el mundo; pero aun más: el individualismo excluye el con- 
cepto de humanidad, de sociedad, de universo. 


El abuso del principio abrió los ojos sobre lo absurdo de 
la doctrina, la que pudo conservarse un poco más, merced a 
una nueva concepción. El individualismo es una limitación del 
poder público y el freno de las dictaduras, o más bien dicho, 
el individualismo político hace imposibles las dictaduras. Aun 
así considerado, es todavía insuficiente para la humanidad mo- 
derna. 


En un aparato estatal complicado que abarca todos los 
órdenes jurídicos, que penetra todos los resquicios de la vida 
social, que tiene el monopolio de la justicia y que hace sus 
jueces, el individualismo ha perdido terreno aun en el aspecto 
de garantías, las cuales ya no dependen de la ley, sino de los 
funcionarios públicos. En una organización en que el Estado 
tenía el simple papel de gendarme que vigilaba el orden, pero 
que no intervenía. en el juego de las leyes económicas, era 
explicable un individualismo protector para hacer respetar los 
contratos entre los súbditos, pero en tanto que el Estado se 
hace agente de producción y de distribución de la riqueza o 
interviene forzosamente en las transacciones de la sociedad, 
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tiene un papel distinto, más importante y más irrenunciable, 
que limitarse a hacer respetar garantías individuales. Que sub- 
sistan éstas en buena hora, pero en el lugar secundario que 
tienen que ocupar. 


vI 


EL CONTENIDO DE LA CONSTITUCION POLITICO 
SOCIAL 


La constitución meramente política comprendía : 


I-—Una carta de derechos, sus garantías y la manera de 
hacerlas respetar por el poder público, 


11.—La organización del gobierno y la distribución de sus 
facultades. 

T1T.—Los derechos y obligaciones de los Estados miembros 
de la federación. 

IV.-—Prevenciones generales limitativas de los poderes de 
los Estados, supremacía de la constitución y reglas para re- 
formar ésta. 

La constitución de 17, tipo de constitución político social, 
además de la organización política contiene ciertas reglas de 
organización social. El individualismo ha dejado de ser la base 
y objeto de las instituciones; se establecen simples garantías 
en su lugar y la parte más importante se consagra al estable- 
cimiento de un gobierno y a lo que se llama el problema so- 
cial: como por ejemplo, el artículo 27, que ya no considera 
la propiedad privada inviolable sino como una derivación del 
dominio eminente del Estado, el cual puede modificarla en 
cualquier tiempo; el 123, destinado al trabajo y a la previ- 
sión social; el 130, sobre la disciplina externa del cultó reli- 
gioso, que da al Estado atribuciones que no son precisamente 
las que corresponden a una completa separación de la Igle- 
sia y del Estado. 

Lo anterior se reduce a decir, que la constitución que era 
política, es ahora social. Tratemos de definir ambos carac- 
teres, no precisamente para repetir lo que todos mis ilustres 
colegas conocen demasiado, sino para precisar conceptos. 

Cuando la constitución es no sólo regla de un gobierno, 
sino también un instrumento de integración económica, deja 


de ser constitución política. Tiene este carácter si sus fines 
son exclusivamente de gobierno, pero si es al mismo tiempo 
el principio o causa de una nueva integración económica con 
fines determinados, es político social. Si únicamente tiene por 
objeto la distribución de la riqueza y la condición de los ele- 
mentos que la procuran con su trabajo y relega a lugar se- 
cundario lo relativo al gobierno, entonces será preferentemen- 
te social. La constitución del porvenir parece ser la que he- 
mos llamado político social. 


Llamo factores políticos los elementos de la sociedad des- 
de el punto de vista del gobierno, sea activo o pasivo, es de- 
cir, gobernantes y gobernados. Llamo factores sociales los ele- 
mentos de la sociedad desde el punto de vista de su situa- 
ción económica, sus relaciones mútuas y su bienestar econó- 
mico, Los fenómenos económicos que entran en la definición 
del elemento social, son la propiedad, la producción (trabajo 
y capital), la distribución y el consumo de la riqueza. La pre- 
visión social, la familia, la educación, la religión, forman hoy 
parte de la constitución, no precisamente como fenómenos eco- 
nómicos, sino como campo de las nuevas actividades etáticas. 


Para definir la cuestión social y por consiguiente la cons- 
titución social, hay que examinar si todas o algúnas de sus 
disposiciones se refieren a cuestiones de propiedad, de pro- 
ducción y de distribución de la riqueza, en otras palabras, si 
dichas disposiciones son económicas en su contenido y en sus 
fines, es decir, sociales. Es cierto que hay otros fenómenos so- 
ciales que no son económicos, como el arte, la religión, la cien- 
cia, el derecho, etc. La intervención del Estado en estos órde- 
nes es uno de los aspectos de la omni-uni-potencia del Estado 
moderno. Pero el materialismo histórico está basado en el as- 
pecto económico de la sociedad, o mejor dicho, considera la 
sociedad como un fenómeno fundamentalmente económico, cua- 
lesquiera que sean las otras manifestaciones de la vida social; 
y las doctrinas que asignan a las constituciones otro carácter 
y otros objetivos no exclusivamente políticos, pertenecen al 
materialismo histórico; el cual no tengo que discutir en este 
lugar, sino presentarlo como fuente de las concepciones mo- 
dernas. 

El bienestar económico de las mayorías es lo que persi- 
guen las nuevas constituciones, las cuales tienden a asegu- 
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rarlo facilitando desde luego su integración éconómica y 
abriéndoles en seguida el acceso al poder público. Una 
constitución que tiende a integrar el mayor número y le 
facilita el acceso al poder, es social. Se dice que la cons- 
titución es instrumento de integración de elementos sociales 
de trabajo, cuando ella los crea, los autoriza, les da existen- 
cia legal e influencia política y social. Sin duda que tales fac- 
tores existían, pero estaban relegados al derecho civil, sin for- 
mar parte de la constitución—aunque en teoría disfrutaran de 
iguales derechos—y por consiguiente eran esclavos, sufrían la 
dependencia del que sin poder discutir ni defenderse, recibe 
la ley, el pan, el trabajo, la subsistencia, 

Así como al principio del desarrollo constitucional cier- 
tos elementos son los que integran la constitución: como la 
población, el territorio, la geografía, en el actual período de 
evolución, es la eonstitución la que integra ciertos elementos 
que ya no tienen caracteres ni fines políticos. Para esto ha 
sido preciso modificar el concepto tradicional de gobierño y 
asignarle funciones que no tenía en el viejo derecho. Las cons- 
tituciones políticas no conocen el proceso de integración al 
igual que las sociales, éstas producen el sindicalismo, el agra- 
rismo, el cooperativismo. Toda constitución política tiende a 
convertirse en social; la resistencia más o menos grande que 
un orden determinado ofrece a esta transformación, explica 
en México las frecuentes revoluciones y actualmente la poca 
estabilidad de los gobiernos que viven divorciados de los ele- 
mentos sociales. 


VII 


CONSTITUCION SOCIAL 


Desde un punto de vista social, la constitución es 
otra cosa: Se define por el régimen de la propiedad. Este y 
la forma del gobierno, son cosas inseparablemente ligadas. Sin 
pretender teorizar sobre esta cireunstancia, sin querer definir 
un régimen político por las características de la propiedad, es 
cierto que el gobierno de un pueblo es más democrático ecuan- 
to más dividida está la propiedad, es decir, mientras más pro- 
pietarios haya, y es también más liberal. Es aristocrático, sí 
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a la posesión de la tierra se unen honores y nobleza. La de- 
mocracia no existe donde la PROPIEDAD ESTA MONOPO- 
LIZADA O ES FEUDALISTA; LA DEMOCRACIA NO EXIS- 
TE DONDE IMPERA EL CAPITALISMO, 


UN REGIMEN POLITICO ES EXPRESION DEL REGI- 
MEN PROPIETARIO. En la propiedad del suelo reside la ex- 
plicación de todo fenómeno social o político. Son pocos los pro- 
pietarios, gobierno aristocrático y conservador. Son muchos 
los propietarios, gobierno ponderado. 


La constitución legaliza el dominio de la clase gober- 
nante, es la organización de esa clase que es una minoría, 
y la mayoría sufre o tolera este hecho y se ha limitado a ob- 
tener ciertas condiciones para el ejercicio del poder: TALES 
SON LAS CONSTITUCIONES POLITICAS, Estas eran otor- 
gadas al principio por el rey, a veces eran un pacto celebrado 
con su pueblo; HOY SIGUEN SIENDO OTORGADAS POR 
UNA MINORIA Y CONTIENEN EL PACTO QUE ESTA CE- 
LEBRA CON LA MAYORIA. La garantía individual es la 
prueba de este pacto o mejor dicho, es su cláusula más im- 
portante: ES LA LIMITACION DEL PODER EN BENEFIT 
CIO DEL INDIVIDUO, ES DECIR, DEL NO GOBERNAN- 
TE, DEL OPRIMIDO, DEL QUE OBEDECE. Tudependiente- 
mente del papel que al individuo se asigna en la sociedad po- 
lítica, AUNQUE YA NO SE LE CONSIDERE LA BASE Y 
EL OBJETO DE LAS INSTITUCIONES, sino como un sim- 
ple elemento de obediencia y sujeción, la minoría que manda 
le reconoce un refugio en donde se compromete a no pene- 
trar y reconoce que no todo está sujeto a sus órdenes. 

La constitución de 1857 decía: '*el pueblo mexicano reco- 
noce que los derechos del hombre son la base y el objeto de las 
instituciones sociales. ”” 


Proposición ideológicamente falsa, porque no era el pue- 
blo el que hacía ese reconocimiento, sino el legislador y por 
otra parte, ese reconocimiento se hacía por el gobierno en be- 
neficio de los ciudadanos; prueba de ello es el texto de la se- 
gunda parte del artículo que acekhamos de citar, que decía: 


'*TODAS LAS LEYES Y TODAS LAS AUTORIDADES 
DEL PAIS DEBEN SOSTENER Y RESPETAR LAS GARAN- 
TIAS QUE OTORGA LA PRESENTE CONSTITUCION.” 
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No son solamente las garantías individuales las que im- 
portan una limitación al poder público, también las garan- 
tías sociales y toda constitución en su conjunto, es un límite. 
GOBIERNO CONSTITUCIONAL QUIERE DECIR GOBIER- 
NO LIMITADO. 


VII 


EL CONSTITUCIONALISMO EUROPEO DE POSTGUERRA 


La fisonomía peculiar de la constitución político-social 
se completa al examinar las soluciones dei derecho ceonstitu- 
cional europeo, que en muchos puntos ha dejado atrás al 
nuestro. 

No pudiendo extenderme sobre cada una de las proposi- 
ciones que siguen, el estudio de las constituciones del género 
que me ocupa permite asignar a la constitución polítido-social 
los siguientes caracteres : 

I—Todas ellas se fundan en un Estado de derecho, con- 
cepción completamente opuesta al comunismo que no admite 
el Estado de derecho y que condena toda autoridad como opre- 
sora, Si el Estado Soviet tiene una constitución, es sólo a ti- 
tulo de organización necesaria, pero transitoria, hasta que se 
establezca en el mundo la dictadura del proletariado o la pro: 
letocracia en toda su extensión, que a su vez está llamada a 
desaparecer. Aun cuando distintas las concepciones que acabo 
de citar, el concepto soviético influye poderosamente en la 
estructura del poder político y en los fines que se asignan a 
éste, 

11.—La racionalización del poder.—'*A medida que la vida 
entera del Estado está absorbida por el derecho y se despren- 
de de todos los elementos extraños al mismo—cuestión de ra- 
zas, de nacionalidades, dinastías, ete.—este Estado se aproxi- 
ma al ideal de Estado de derecho. Los nuevos textos consti- 
tucionales de Europa, después de la guerra, son efectivamen- 
te intentos de racionalismo democrático y esto es lo que les 
da su valor teórico””.—Mirkine, 56. 

El sentido técnico y teórico del derecho constitucional 
es sinónimo de racionalización. Se dice que la democracia es 
la expresión política de la razón. La razón, aplicada al Es- 
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tado de derecho, es la racionalización. La razón aplicada Nlega 
al sistema, establece un fin y procura los medios de realizarlo. 
No se establece ya un ostentoso, Poder Legislativo represen- 
tante de la soberanía, para la defensa de los postulados teó- 
ricos de esa soberanía, sino un parlamento encargado de ex- 
pedir leyes que mejoren la condición económica de los aso- 
ciados y del conjunto. 

No se redactan ya catálogos de derechos del hombre, ““car- 
tas de derechos””, se formulan garantías individuales y socia- 
les que son las condiciones que hacen posible la vida en la 
“sociedad política; ya no se hacen constituciones a perpetui- 
dad, verdaderos tratados de derecho político filosófico, ahora 
se construyen organizaciones políticas y se les proporciona un 
instrumento de gobierno para realizar fines sociales de carác- 
ter económico preferente; ya no puede permitir el Estado mo- 
derno la anarquía de la producción capitalista; somete ésta 1 
reglas precisas aprovechando la potencialidad del suelo y del 
subsuelo, racionalizando la producción, de donde los planes 
de cinco años primero y de quince después, ensayados en Rusia. 

TlIIl—La penetración creciente de los elementos económi- 
cos en la estructura política. 

IV.—Limitaciones al derecho de propiedad. 

V.—La intervención del Estado en la producción de. la 
riqueza, con la facultad de expropiar la industria privada. 

VI—La intervención del Estado en los conflictos econó- 
micos. 

VHI.—Un conjunto de garantías sociales o sea una legis- 
lación especial para la familia, la educación, la previsión so- 
cial, ete. 

VIIL.—Finalmente, la nueva constitución político social 
es un instrumento de gobierno, es un documento local y tran- 
sitorio, no perpetuo ni trascendente. Como instrumento de go- 
bierno y dentro de la racionalización del poder, éste se ejerce 
precisamente para llenar determinados fines económicos: la 
máxima producción de las riquezas naturales, la regulación 
de las fuerzas, la electrificación total, el cultivo integral de 
las tierras, etc., etc. 

Por este principio se comprende lo anticuado que resulta 
nuestro sistema de rentas basado en la anarquía de la pro- 
ducción capitalista. Es urgente preparar nuestros planes de 
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producción racional creciente y de explotación de nuestras 
riquezas para hacer nuestra independencia económica, 

Las anteriores proposiciones se fundan en los textos cons- 
titucionales respectivos. Los de la constitución vigente son de 
sobra conocidos, Citaré otros más avanzados para ilustrar mi 
tema: 

De la constitución alemana : 

“La propiedad está garantizada por la constitución, su 
contenido y sus límites están fijados por las leyes. La repar- 
tición y la utilización del suelo son controladas por el Estado 
de manera de impedir los abusos y asegurar a todo alemán 
una habitación sana y a todas las familias numerosas un pa- 
trimonio, una morada y una explotación bastante para sus 
necesidades.” 

““Las propiedades territoriales pueden ser expropiadas, 
eon el fin de satisfacer una necesidad de alojamiento, de fa- 
vorecer la colonización interior y la roturación o el desarro- 
llo de la agricultura. Las plusvalías del suelo que no son de- 
bidas al trabajo o a los gastos, deben pertenecer a la colee- 
tividad.”” 

““Todas las riquezas del suelo y todas las fuerzas natu- 
rales económicamente utilizables, están colocadas bajo el con- 
trol del Estado.?”” 

**El Reich puede por una ley, bajo reserva de indemni- 
zación, y con aplicación por analogía, de las disposiciones so- 
bre la expropiación, transferir a la colectividad la propiedad 
de las empresas privadas susceptibles de ser socializadas.”” 


Este principio no es expreso en la constitución de Que- 
rétaro, aunque pueda deducirse del art. 27. Fué con funda- 
mento en esta disposición que se dictó la circular de 6 de 
septiembre de 1917, que declaró sujetas a incautación las in- 
dustrias de carácter privado que suspendieran sus labores, 
bajo el concepto de que *““a nadie es lícito disminuir la pro- 
ducción íntegra de la riqueza social, menos aun cuando aqué- 
lla es insuficiente a cubrir la demanda”” y “cuando el paro 
perjudica los derechos de la sociedad, amortizando la riqueza 
o suscitando dificultades al poder público, la clausura tem- 
poral o definitiva de la empresa viola el espíritu y la letra 
del art. 27 de la constitución...?” 
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Por decreto de 27 de noviembre de 1917, el Congreso ta- 
gultó al Ejecutivo para incautarse de los establecimientos in- 
dustriales y para administrarlos por su cuenta, en los casos 
de paro temporal o definitivo no autorizados por la constitu- 
ción. El 14 de diciembre de 1918 se presentó una iniciativa 
de adición al art. 27 en los siguientes términos: “Los esta- 
blecimientos o negociaciones de propiedad particular, perte- 
necientes a individuos aislados o a sociedades que sean de in- 
terés general, no podrán ser eclausurados por paro, huelga u 
otra causa análoga, sin la autorización previa del Ejecutivo, 
quien estará facultado para administrarlos cuando estime que 
la suspensión o clausura de labores pueda perjudicar los in- 
tereses de la sociedad o las exigencias de los servicios públi- 
cos...” “Se reputan como establecimientos o negociaciones 
de interés público, los que se refieren a comunicación ferro- 
carrilera, telegráfica, telefónica, marítima, cablegráfica, ra- 
diotelegráfica, radiotelefónica y de tranvías...?”” 

Las leyes de expropiación de los Edos. de Veracruz, Hidal- 
go, Michoacán, han causado escándalo en un país que se precia 
de ser avanzado en cuestión social, sin duda porque el Código del 
Trabajo inició una verdadera reacción. Esas leyes de expropia- 
ción son perfectamente adecuadas en nuestro medio, están 
fundadas en la constitución y si se hizo por el campesino la 
expropiación de la tierra, es muy justo que el obrero haga 
la de la fábrica. Esas leyes las admito como una etapa, por- 
que mandan entregar las industrias expropiadas a los obreros, 
los cuales no están preparados técnicamente para la explota- 
ción industrial y podrían fracasar; entonces se culparía al 
principio. Para evitar esto, la expropiación debe hacerla el Es- 
tado y confiarla a técnicos oficiales asociados a los obreros 
para la debida instrucción de éstos y hasta que los obreros 
estén perfectamente capacitados para trabajar por su cuenta 
la industria, entregárselas, reservándose el Estado la facultad 
de explotarla por su cuenta. 


“Puede participar el mismo Reich, continúa la constitu- 
ción alemana, o hacer participes a los demás países o a los mu- 
nicipios, en la administración de empresas y sociedades econó- 
micas, O asegurarse en otra forma una influencia preponderan- 
te en su administración. Además el Reich puede, en caso de ne- 


E 


271 


e72 


cesidad urgente, decidir por una ley la reunión de una explota- 
ción colectiva, de empresas y de sociedades económicas, con el 
fin de asegurar la colaboración de todos los factores de la pro- 
ducción, de hacer prosperar a la administración, a los patrones 
y Obreros y de regular según los principios colectivistas, la 
producción, la creación, la distribución, el empleo, los precios, 
así como la importación y exportación de las riquezas.—Ar- 
tículos 153, 155 y 156. 

En cuanto a la intervención del Estado en las activida- 
des económicas : 

““La vida económica debe ser organizada conforme a los 
principios de la justicia y tendiendo a asegurar a todos una 
existencia digna del hombre.”” 151 Const. Alemana. 

““En interés de la comunidad y conforme a las leyes, el 
Estado tiene el derecho y el deber de intervenir en las rela- 
ciones económicas entre los ciudadanos, por un espíritu de 
justicia y para descartar los conflictos sociales.”” Art, 26. 
Const. Yugoeslava, 


IX 
RESUMEN 


Por lo que antecede se ve que una constitución político 
social consta de dos partes: la primera es la de la organiza- 
ción política propiamente dicha, la segunda es la de los ele- 
mentos sociales que entran bajo el amparo de la constitu- 
ción, aunque todavía no formen parte del gobierno. 

El desideratum de la organización política es todavía la 
democracia con tendencia a la proletocracia; el de la cues- 
tión social varía entre las siguientes escuelas, o tiene algo de 
ellas: capitalismo, comunismo y socialismo, 

El capitalismo mantiene la propiedad privada de los me- 
dios de producción, bajo un sistema de libre competencia e 
iniciativa individual, para el provecho particular, con el mí- 
nimo de intervención gubernamental. 

El comunismo en el extremo opuesto, representa el con- 
trol y propiedad del Estado de todos los medios de produe- 
ción, distribución y cambio, bajo la dictadura del proleta- 
riado. 
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El socialismo, tolocado entre los dos, gentralmente se 
orienta a la socialización gradual de los principales medios 
«de producción, por el consentimiento más bien que por la com- 
pulsión, por medio de actividades constitucionales y parla- 
mentarias y por un proceso constructivo, y evolutivo más bien 
«que por revoluciones violentas. 


»: 
EL SOCIALISMO MEXICANO 


Es bueno echar una ojeada sobre la situación legal y de 
hecho del socialismo mexicano, como factor preponderante en 
el estudio de estos problemas. 

El socialismo mexicano depende enteramente del gobier- 
no, ocupa una condición muy semejante a la de los indígenas 
bajo las leyes españolas. Los indígenas eran considerados co- 
mo menores de edad, recibían sus leyes protectoras, no tenían 
independencia de acción ni iniciativa, no tenían responsabili- 
dades, y acabaron por acostumbrarse a renunciar a todos sus 
derechos aún a sus facultades de hombres, sin que hasta la 
fecha hayan logrado reparar los profundos males que les pro- 
«lujo este sistema. Es lo que se quiere hacer con el obrero me- 
xicano y lo peor es que éste acepta semejante destino sin 
darse cuenta de que toda protección, toda ventaja no lograda 
por el propio y personal esfuerzo, es infecunda si no es degra- 
dante. La dependencia absoluta en que se encuentra actual- 
mente del gobierno y de los capitalistas, haría peligroso un 
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intento de reforma constitucional. 

Las leyes de expropiación de Veracruz, Michoacán, Hi- 
dalgo, son un esfuerzo que rompe con la llamada teoría del 
equilibrio hoy tan en boga entre los elementos conservado- 
res: esas leyes tratan de dar preponderancia a los elementos 
de trabajo, o cuando menos de sustraerlos de la férula del 
capitalismo; pero la reprobación que han recibido de parte 
del gobierno federal, de la prensa, de los elementos burgue- 
ses de la sociedad, que son los dominantes, prueba que una 
reforma de la constitución en un sentido socialista, es por 
ahora imposible y se arriesgarían las pocas ventajas hasta 
ahora obtenidas. 
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Sería inutil intentar una reforma constitucional mien- 
tras el socialismo no tenga mayoría parlamentaria. La legis- 
lación actual mantiene a las organizaciones sindicales aleja- 
das de la cosa pública—Art. 249 del Cód. de Trabajo—. 

En tales condiciones no le queda más camino que la re- 
volución, a no ser que se le proporcionen los medios legales 
adecuados para operar una transformación que es absoluta- 
mente necesaria. 

El criterio que priva actualmente en las autoridades del 
trabajo, que es por otra parte, el del art. 123 constitucional, 
y que influye considerablemente en la solución de los con- 
flietos obreros, es el del equilibrio; equilibrio imposible que 
nunea ha existido ni puede existir. La historia del capitalis- 
mo demuestra que este régimen ha podido subsistir merced 
a un desequilibrio en su favor y en contra del obrero y todo 
régimen capitalista es por definición un conjunto de prerro- 
gativas en favor del capital. Mientras estos dos factores sub- 
sistan, el capital ha de tener el dominio de la sociedad ente- 
ra, a pesar del platonismo de las leyes secundarias. El go- 
bierno no se ha decidido a dar preferencia a los elementos 
de trabajo ni puede hacerlo, mientras sea la superestructura 
de una sociedad capitalista, 

Nuestro deber es abrir el camino a la transformación del 
régimen existente. ¿Cómo? La reforma constitucional por un 
congreso nacido del capitalismo, sería imútil, tal vez contra- 
producente. 


No hay necesidad, por otra parte, de reformar la cons- 
titución para dar cabida a la representación política de los 
elementos de trabajo. Para esto, basta permitir a los sindica- 
tos tomar parte en la política, basta con que los sindicatos, 
sin perder su carácter de asociaciones obreras, puedan con- 
vertirse en un momento dado én unidades electoras y tener 
su representación en las Cámaras legislativas. Cada organis- 
mo obrero debería tener un diputado. Sólo así se puede ase- 
gurar una mayoría o cuando menos úna vigorosa represen- 
tación que asegure el éxito de una legislación social. Por otra 
parte, hay un divorcio completo entre el gobierno y las ma- 
sas populares, entre el gobierno y las organizaciones obreras. 
Legalmente estas últimas no forman parte del gobierno como 
organismos obreros. Claro está que teóricamente todo ciuda- 
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dano mexicano tiene derecho de votar, pero si el voto sirve 
para hacer un gobierno y si un gobierno ha de servir para 
determinados fines, es elaro que el voto debe ser de aque- 
llos elementos de la población que sustentan al gobierno mis- 
mo y a la sociedad. Estos son los elementos de trabajo o de 
producción de la riqueza, son los elementos económicos de 
la sociedad. 


Las organizaciones obreras, para librarse de una legisla- 
ción protectora que se aplica según la buena voluntad o la 
conveniencia del momento, tienen el deber de procurarse esa 
legislación por medio de sus legítimos representantes y para 
eso deben transformarse en unidades de acción política, No 
ignoro que todos los sindicatos prohiben a sus miembros in- 
tervenir en política, lo que ahora es una consecuencia de la 
ley, pero no antes, y sin embargo éste es un error de táctica 
que deben apresurarse a rectificar. Los sindicatos deben in- 
tervenir en política para sacar sus diputados, tener una ma- 
yoría parlamentaria, dietar leyes, formar parte del gobierno, 
ete. 

Tal debe ser uno de los puntos de un programa mínimo 
sindicalista. 


XI 
CONCLUSIONES 


Hay falta de armonía entre la organización política, y 
los postulados socialistas de la constitución. 

Una orientación francamente socialista se impone para 
hacer un gobierno más ligado con los elementos económicos 
de la sociedad. 

Para esto no es necesario reformar la constitución. 

Una reforma, mientras no se haya operado un cambio 
radical en la representación y en el sistema electoral, sería 
contraproducente. 

Para facilitar la transformación, es preciso dar una re- 
presentación política a los elementos económicos de trabajo. 

Los organismos de trabajadores, actualmente existen- 
tes, pueden transformarse, sin perder su carácter, en unida- 
des de acción política y asegurar su representación en las 
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cámaras legislativas, para influir tanto en la expedición de 
las leyes, como en la política general. 

Fortificar la «orientación sindicalista de la constitución, eli- 
minando de las leyes secundarias como el Código de Traba- 
jo, todo aquello que es contrario al sindicalismo. 

Expedir todas las leyes de previsión social anunciadas o 
previstas en la constitución, como el seguro obrero para ac- 
cidentes, enfermedades profesionales, huelgas, paros, despi- 
dos, vejez y muerte; sobre el patrimonio de familia, habita- 
ciones obreras, cajas de ahorros, cooperativas, etc. 

Institutos técnicos de enseñanza de dirección industrial, 
para capacitar al obrero a manejar la gran industria. 

Hace falta un sistema de garantías sociales, como ya lo 
tienen la constitución española y otras europeas y para ha- 
cerlas efectivas, extender el amparo a la protección de esas 
mismas garantías. 

Centralizar vigorosamente la legislación del trabajo y la 
actividad económica del Estado, para que éste esté en aptitud 
de corregir en breve término la anarquía de nuestra produe- 
ción, y racionalice ésta hasta su máximo rendimiento, 

Insistir en la iniciativa de adición al artículo 27 constitu- 
cional presentada por el Ejecutivo al congreso general, el 14 
de diciembre de 1918, para expropiar las industrias privadas 
que prestan un servicio público y ampliar los casos de expro- 
piación a los siguientes: 

Cuando la industria alegue pérdida o incosteabilidad. 

Cuando exista efectivamente esa pérdida. 

Cuando trate de reajustar salarios, obreros o jornadas de 
trabajo, con o sin causa justificada, y 

Cuando el poder público lo estime conveniente. 


XII 
PARTE FINAL 


El socialismo no es la desaparición de la conciencia indi- 
vidual, sino su ensanchamiento. Yo también encuentro una 
realización de conciencia en esas masas que pugnan por sa- 
lir a la superficie para respirar libremente el aire de la vi- 


da. Pensar por los demás y obrar en servicio de los demás, 
es un ideal Cristiano. Renunciarse a sí mismo es encontrarse, 
prodigarse si es necesario, por una noble causa humana, es 
afirmar la solidaridad. 

Sin duda lamentamos que la juventud sea comunista 0 
que tenga tendencias comunistas, pero no nos hemos preocu- 
pado por averiguar la causa, sino que nos limitamos a indig- 
narnos o a compadecernos de ella. Yo encuentro muy natural 
que la juventud sea comunista, digo, de la juventud prole- 
taria y desheredada que con trabajos se forma una carrera 
liberal. Es que no tiene otra cosa, porque todo lo que le ofre- 
cemos está gastado y prostituido. Ninguno de los refugios 
del hombre de hace 50 años, ninguna de las disciplinas de 
entonces tiene hoy la juventud para encauzar o para dominar 
sus ímpetus, para consolar sus aflicciones o para animar sus 
desalientos. No tiene nada de ésto ni autoridades. 

Aquellas disciplinas eran: la familia, que ya no existe; 
todos los hijos abandonan la. casa solariega para buscarse la 
vida y ya no vuelven, o vuelven ocasionalmente a contar sus 
aventuras o sus triunfos, pero en su ausencia se apagó el ho- 
gar, que es el calor y la confianza de sentirse juntos, de com- 
partir el pan, las penas y las alegrías, 

La religión ya no existe tampoco como disciplina social; 
se ha refugiado en las conciencias y cada quién tiene la suya; 
ahora bien, desde el momento en que no es la misma para to- 
dos, que NO LIGA, no es religión, Confundida con el clero, 
éste ha prostituido su ministerio de tal modo, que ya nadie 
toma en serio la autoridad moral que antes ejercía. 

La ley es poco para educar y encauzar la juventud, por- 
que la ley no es un código de moral y por sí mismo es impo- 
tente para hacer obra moral, si no tiene el respaldo de las 
costumbres, de las prácticas y la ayuda de otras autoridades. 

La política es demasiado corrompida y vulgar para ofre- 
cerla como escuela a la juventud; más bien debemos señalar 
cómo es disolvente de su buena fé. esa escuela del éxito, ese 
afán de llegar, esa ignorancia, esas improvisaciones, ese har- 
tazgo de placeres que es la política del día. 

La escuela, está en manos de una juventud anárquica y 
desorientada que no reconoce la autoridad del maestro, des- 
de el momento que no respeta o no tiene la del padre... 
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¿La Patria? Detengámonos ante la Patria, último refu- 
gio de esa juventud, a la cual quiere hacer mejor como ella 
lo entiende. 

Queda la Universidad.—La tendencia comunista en la ju- 
ventud, es la única que puede salvar a la Universidad en me- 
dio de esta desolación y de está ausencia de autoridad. Reco- 
nozcamos que hay una noble reacción en ese sentimiento de 
rebeldía que no transige con la corrupción y la miseria mo- 
ral que la rodea, y que trata de construir una nueva ciudad 
en que todos seamos hermanos, en que el hombre vuelva a ser 
el amigo del hombre. 

Yo desautorizo toda prédica reaccionaria que no señale a 
la juventud aquello en que deba creer, si ya no puede creer 
en las doctrinas gastadas, porque no basta combatir los erro- 
res, es precisa señalar la verdad; pero si no tenéis otra cosa 
que enseñarle, dejadla que busque en el mañana lo que ella 
quiere y lo que ella necesita, que acabará por encontrarlo. 
Sobre todo, respetad su energía y su intuición, según el precep- 
to de Amado Nervo: ““No apaguéis ninguna lámpara”... 


México, D. F., septiembre 26 de 1932. 
LIC. HILARIO MEDINA. 
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TITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS 
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Diputado Secretario al Congreso Constituyente de 1917, 
ex-Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
ex-Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distri- 
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Discurso dictado por el Diputado Constituyente Lic. José M. 
Truchuelo, para la velada en el Pala.io de las Bellas Artes 
de la ciudad de México, con motivo del XXVIH aniversario 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
promulgada el 5 de febrero de 1917. 


+ 
xa * 


Señor Presidente de la Asociación de Constituyentes. se- 
fñior Director de Acción Social del Departamento del Distrito 
Federa!, compañeros, señoras y señores: 


En cada aniversario de la promulgación de la Carta 
Magna de la República, nos reunimos jubílosos recordando la 
obra que revive en nuestra alma las emociones más profundas 
de la vigorosa época en que nos lanzamos por el sendero de 
la libertad, con el corazón henchido de amor patrio y con la 
mente poblada de las más risueñas jinsiones, para sentar las 
bases de la reconstrucción nacional, dando a México una 
Constitución que respondiera, y ha respond:do, a las aspira- 
ciones de su pueblo que, ansioso de mejores rutas para su 
porvenir, tomó las armas valientemente para derrocar regl- 
menes caducos y abrir amplia brecha en Jas murallas, apa- 
rentemente infranqueab!les, de la dictadura, formidable di- 
que que contenía los torrentes impetuosos de la Justicia y de 
la igualdad social, 
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Confío en vuestra generosidad, para emitir con franque- 
za ideas cue traducen el sentir de los constituyentes. 


Y 
* + 


PRECURSORES DE LA CONSTITUCION 


Voy a recordar nuevamente con fervorosa admiración y 
aplauso a dos caudillos que en sus diferentes campos de 
actuación se han complementado y han sido los precursores 
inolvidables en la azarosa contienda por el triunfo definitivo 
y perfeccionamiento de la democracia en México, que tiene 
su asiento firmísimo en el más noble principio por el que 
se ha luchado y se lucha ahora estruendosamente en todos 
los ámbitos del mundo: el grandioso principio de la sobera- 
nía del pueblo. 

Estos dos hombres, admirables en la historia de la de- 
mocracia mexicana, fueron Francisco 1, Madero y Venus- 
tiano Carranza. 

El apóstol Madero, el valiente y abnegado patriota que 
inflamó su espiritu con el más alto civismo, supo despertar 
al gran pueblo mexicano del letargo oprobioso en que ya- 
cia hundido, snmgestionado por la gloriosa espada del ven- 
cedor en las batallas de La Carbonera, Mihuatlán, Cinco de 
Mayo y Dos de Abril; el caudillo Porfirio Diaz había defen- 
dido la causa liberal y había lucida su arrogancia ante la 
invasión francesa y el llamado Imperio, marchitando más 
tarde sus laureles al inmolar los principios democráticos en 
aras de su desenfrenada ambición y de su insaciable sed de 
mando. 

La sangre derramada en los campos de batalla sublima 
las ideas y los principios que le sirven de bandera, cuando 
la causa es justa y se cumplen las promesas hechas al pueblo. 

Cuando realizado el triunfo, los caudillos abjuran de 
sus principios y engañan al pueblo como lo hizo Porfirio 


Diaz traicionando sus planes de La Noria y Tuxtepec, enton- 


ces esa noble sangre marca en las páginas de la historia la 
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traición y el engaño de los que se han convertido en verdugos 
de su patria. 

La sangre derramada en los combates por la libertad, 
por la patria, contra el invasor y por los principios de la de- 
mocracia, escribió una página brillante que honra a Porfirio 
Díaz como liberal y como guerrero, y la que por su ambición 
se derramó más tarde, señala una mancha indeleble como 
gobernante que se entronizó en el poder, convirtió su volun- 
tad en el único timón para guiar la nave del Estado, ahogó 
los ideales democráticos, impuso el silencio, con la despótica 
fuerza de la dictadura, a quienes osaban manifestar su pen- 
samiento político, y abdicó de sus principios seducido por 
la burguesía y la camarilla que lo adulaba y lo ponía al 
servicio de la reacción y del clero, que dominaba a su aris- 
tocrática y segunda unión matrimonial. 

Al pueblo le estaba vedado lanzar su doliente queja, y 
aun manifestar tímidamente sus aspiraciones porque era 
extranjero en su patria, y aún siervo de los extranjeros a 
quienes se prodigaban las franquicias y las concesiones 
más irritantes. 

x* 
- 


MADERO APOSTOL 


Madero, soñador y resuelto, gigante en su grandeza de 
alma, recoge todos los dolores de los oprimidos, exalta su 
patriotismo el desprecio inhumano para el campesino, para 
el trabajador de los talleres, para la clase media, y para los 
que sufren pasivamente la privación o mutilación de sus 
derechos en el campo económico y político, defiende la causa 
de los que se sienten tristemente humillados ante la arrogan- 
te actitud de los que rodean al dictador en la esfera egoísta 
de su opulencia y de su altiva posición, y menosprecian los 
derechos del pueblo que anhela elevar su condición socíal 
y política para cooperar a la grandeza de nuestra patria. 
Mientras más grandes sean los ciudadanos, más grande es 
la nación. 
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Vence en los comicios el apóstol de la democracia; Su 
figura se eleva a la serena mansión de la inmortalidad y tan 
grande como su alma es la bajeza y avilantez de sus embos- 
cados enemigos. 

La vida del insigne demócrata, que había sido respeta- 
da por las balas de la dictadura, se extingue para siempre 
en la pavorosa noche dej 22 de febrero de 1913, noche ho- 
rrenda para la patria, en que el apóstol cae envuelto en la 
negra clámide de la atrenta naciona). 


x 
ES k 


CARRANZA, GUIA Y REFORMADOR 


De las cenizas de este valiente defensor del civismo me- 
xicano, recoge sus ilnsiones y Sus ideales, depurados en el 
crisol del sacrificio, para entregarlos a la posteridad. el ilus- 
tre gobernante de Coahuila, el esclarecido varón de Cuatro 
Ciénegas, Venustiano Carrauza. que sin temor al inmenso 
peligro de la lucha durisima que emprendia, sín más armas 
que la rectitud de su espiritu justiciero y vidente y sin más es- 
cudo que la firmeza de sus principios y la te infinita en la 
profunda moral del pueblo mexicano, inicia formidable cam- 
paña contra los asesinos y traidores que pretendieron ahogar 
en sangre los más grandes sentimientos de humanitaris- 
mo y de desinterés, bases graniticas de la verdadera justi- 
cia, que es el faro portentoso que ilomina y exalta el alma 
de los hombres y de los pueblos, 


Cruenta fué la lucha que conmovió el alma nacional. Ca- 
rranza secundado animosamente en todos los ámbitos del 
país, supo guiar al pueblo con energía y prudencia contra 
las huestes y sicarios del desleal y traidor Victoriano Huer- 
ta, y el valeroso campeón de la libertad, que condena ante la 
Nación el asesinato del Presidente, realiza admirablemente su 
obra orientadora y marca tres etapas en la victoriosa ruta 
de la revolución constitucionalista; primera, la del Plan de 


14 


la Hacienda de Guadalupe, que unifica el sentir nacional pa- 
ra reprobar enérgicamente, y reparar en el orden de los prin- 
cipios, el crimen más alevoso y trascendental consumado con 
perversidad infinita en la persona del mártir Madero, y se- 
fñialar con índice de fuego al usurpador Huerta y a sus 
secuaces, para abominar implacablemente los tenebrosos 
procederes de hombres sin conciencia y sin escrúpulos que 
cubrieron temporaimente de vergiienza y de luto la gloriosa 
historia del pueblo mexicano, 

La segunda etapa de la revolución se realiza en Vera- 
cruz bajo la dirección luminosa del primer jefe del ejército 
consitucionalista, Venustiano Carranza, que vió inmediato 
el triunfo del plan de Guadalupe y juzgó que era el momento 
Oportuno de traducir en leyes el pensamiento del pueblo, que 
no pretendía tan sólo la destitución de un hombres per- 
verso, sino ver flamear en todos los ámbitos del pais la ban- 
dera de la legalidad, protestando con las armas en la mano 
contra los traidores, que hacen mil pedazos las instituciones 
democráticas, para sentarse ignominiosamente en el solio del 
crimen y de la usurpación y domeñar a su pueblo. pasando 
sobre los cadáveres de los hombres libres. 

La revolución marcó finalidades más trascendentales y 
más altas; remover todos los obstáculos para gue no se re- 
pitiera el nefando crimen de Huerta y que la nación quedara 
constituida en forma verdaderamente democrática y prote- 
gida por la coraza invulnerable de una legislación adecuada, 
a base de principios puros y salvadores, en los que se hicie- 
ra sentir siempre la voluntad del pueblo soberano y no los 
gritos destemplados de la demagogia, de las pasiones incon- 
tenibles, de la codicia y del furor de mando. 

La serie de reformas hechas en Veracruz, principiando, 
en orden de importancia, por la Ley Agraria, la Ley de Re- 
laciones Familiares, etcétera, caracterizan la segunda época 
de la revolución que en su aspecto social da un paso gigan- 
tesco para asegurar los derechos del pueblo y conducirlo en 
alas del progreso y de su mejoramiento económico al terreno 
de su respetabilidad y de su grandeza. 


Carranza comprende la alta misión que le depara el des- 
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tino, y da el espectáculo más grandioso que presenta ante 
la patria: confiar la reconstrucción nacional, en el orden 
jurídico, a los representantes genuinos del pueblo sediento 
de justicia, vencedor en la lucha épica por su definitiva M- 
bertad, y convoca a un Congreso Constituyente para que no 
sea como Jefe de la Revolución el que por medio de sus leyes 
avanzadas que dictó en Veracruz, se considere el oráculo del 
pueblo, sino que en actitud meditada y fecunda y en sus no- 
bles y elevadas aspiraciones, con la inmensa responsabilidad 
de haber sido el jefe supremo de una revolución que abatió 
todos los errores de pasadas tiranías, deja democráticamente 
en manos de los representantes del pueblo victorioso, la ta- 
rea trascendental de hacer la nueva Constitución, sin des- 
echar los precedentes gloriosos de la pasada, para que asi el 
pueblo ya no pueda sufrir violentas convulsiones para li- 
brarse de regímenes caducos o de hombres que se apoderan 
del poder olvidándose del alto principio del derecho moderno 
gue proclama: que los grandes intereses de la humanidad 
no descansan en la felicidad de un grupo de hombres. sino 
en los de la generalidad de los que componen cada nación. 

Nace aquí la tercera etapa de la. revolución constitucio- 
nalista. Es la cristalización de todos los ideales democráticos 
que como bandera del pueblo ondearon dentro de los confi- 
nes del territorio nacional. 


* 
xXx * 


FRUTO DE LA REVOLUCION POPULAR 


El Congreso Constituyente se formó .con revolucionarios 
cuya línea de conducta había traducido su amor al pueblo 
y a la libertad, sin flaquezas, sin egoísmos, con la mente 
siempre en alto, recibiendo en toda su intensidad la pura, 
la inextinguible luz de la democracia. 

Fueron excluidos del derecho de ser electos los que ha- 
bían extraviado el sendero de la revolución para guiarse por 
ambiciones personales y por haber servido a los enemigos 
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y asesinos del apóstol Madero, y a los infidentes como Fran- 
cisco Villa, manchado por su obediencia a Victoriano Huerta 
y que al fin lanzó su amenaza de muerte sobre los que for- 
máramos la asamblea que había de dar al pueblo mexicano 
su constitución escrita. 

El pueblo vencedor representaba el alma de la patria, 
y por lo mismo la Constitución de 1917, discutida. y dictada 
concienzudamente ante la tranquilidad respetuosa de la his- 
tórica ciudad de Querétaro, mi ciudad natal, entonces capital 
de la República, respondía al anhelo de la nación. 

Los reaccionarios, como son liamados los que subordi- 
nan a su bienestar personal los altos intereses del país, sin 
que les preocupe la causa del pueblo, que es su mejoramiento 
y su progreso en todos órdenes, impugnaban la convocatoria 
y formación del Congreso Constituyente, y aún la propia 
Constitución, porque no era la resultante de las miras de 
todas las facciones y de las tendencias de los que tienen hi- 
potecado su pensamiento a la corriente de su egoísmo y de 
su sumisión a directores espirituales de otros países. ¡In- 
sensatos! pretendían con la más venenosa insidia que des- 
pués de la brillante victoria del pueblo sobre la reacción, se 
eligiera un congreso en que impusieran su voluntad los ven- 
cidos y en que se traicionara al pueblo que tan generosa y 
abnegadamente había expuesto su vida y derramado su 
sangre para que florecieran en México, en toda su magni- 
ficencia, los ideales libres, republicanos y democráticos. 

Si el pueblo patriota que derrotó a esos elementos aco- 
modadizos y egoístas, cuya brújula orientadora era tan sólo 
su ambición y su codicia, cuán inmoral y cuán ilógico sería 
que los enemigos de la revolución constitucionalista, que lo 
fueron durante Jas etapas integrantes de nuestro movimien- 
to libertario, pudieran otra vez adueñarse de los destinos 
de México y sentar las bases para que detentasen el poder 
traidores como Victoriano Huerta, infidentes como Villa, y 
todos los que estorbaron la marcha de la Revolución que 
arrollaba fanatismos, suprimía privilegios, desechaba hom- 
bres manchados políticamente y señalaba una orientación 
salvadora: justicia para el pueblo, respeto para los hombres 
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de bien, y triunio definitivo de los ideales democráticos que 
unen a todos los hombres de buena voluntad para aprove- 
char sus energías, cultura y experiencia, para formar un 
México mejor. 

¿Quién no calificaría de insensatez que al triunfo de la 
democracia en esta guerra mundial se conyocara a todos log 
vencidos dictadores que han llenado de luto los hogares, 
despoblado ciudades y chozas, hundido en la miseria a paises 
enteros, para que estos mismos enemigos de la humanidad 
pudieran volver a dedicarse a ensanerentar al mundo para 
saciar sus innobles ambiciones y su sed de despotismo y 
de barbarie? 


* 
x x* 


LA CONSTITUCION DE 1917, OBRA INMORTAL 
DEL PUEBLO 


Intérpretes como fuimos y somos los diputados consti- 
tuyentes, de la suprema voluntad y aspiraciones revolucio- 
narias del libre y patriota pueblo mexicano. analicemos an- 
te los augustos altares de la patria y de la inmensa respon- 
sabilidad que asumimos al dictar su código fundamental, 
si se ha extinguido nuestra responsabilidad histórica, si debe- 
mos seguir ofrendando nuestra voluntad y nuestro esfuerzo 
desinteresado para la mejor comprensión e interpretación 
fiel y honorable de la soberana voluntad del pueblo que en 
el Sinaí de su revolución redentora, entre las explosiones de 
su amor sin limites a la libertad, se dió una constitución 
escrita por medio de sus representantes que convivimos su 
pasado infortunio y sentimos palpitar en nuestro pecho el 
mismo sentimiento nacional, y si nuestro profundo deber co- 
mo constituyentes, al desempeñar tan trascendental cargo, 
nos obliga a seguir aportando nuestros desvelos y nuestra 
experiencia para que no se de un paso atrás en las conquis- 
tas políticas y sociales que realizó el pueblo para el mejor 
goce de sus derechos y de sus libertades, consignándolos en 
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la constitución escrita para que quedaran estampados inde- 
leblemente en las tablas indestructibles de la conciencia 
nacional. 

Nuestra Constitución de 1917 salvó al pueblo de sus 
eternos enemigos; quedó consagrada la libertad del pensa- 
miento; se removieron en el artículo tercero los obstáculos 
que aprisionaban el cerebro de la niñez; en el artículo 27 se 
destruyó el latifundio y se revistieron del mayor respeto los 
derechos de los pueblos para pedir ejidos, y los derechos de 
los pequeños propietarios para hacer producir la tierra por 
cultivos intensivos. En los artículos 103 a 107, sentamos ba- 
ses constitucionales de trascendencia para la respetabilidad 
del poder judicial, para su independencia, y para el cabal 
desempeño de su altísima misión. En el artículo 123 prote- 
gimos con amplitud y con justicia el derecho del trabajador 
y establecimos normas humanitarias para el mejoramiento 
de la condición económica y social del obrero. En el articulo 
130 ennoblecimos la trascendente misión del Estado liberan- 
do. al pueblo de los embates del fanatismo que destruyen su 
verdadera libertad, deforman su conciencia, le marcan un 
camino anárquico minando la respetabilidad del Estado por 
el reconocimiento de otro poder espiritual y material que 
siembra la semilla de la desobediencia y del desconocimien- 
to de la supremacia de la misma Constitución de la Re- 
pública. 

Nuestra Constitución honra a México, porque lo ha des- 
tacado como portaestandarte de las ideas democráticas en 
los países latino-americanos, scñalando al mundo con su- 
prema energía en los cadalsos de Iturbide y Maximiliano, 
que sólo impera en nuestra patria la soberanía del pueblo. 

Serán fugaces en nuestro suelo republicano las medidas 
y acuerdos que dicten los gobernantes con la finalidad de 
hacer sentir su voluntad absoluta o para asegurar la esta- 
bilidad en el poder; sólo el respeto integro y sincero a los 
preceptos que condensan los principios que ha escrito el 
pueblo con su sangre en el libro orientador de su Constitu- 
ción, asegura la reconstrucción nacional, y si se mutilan sus 
preceptos, tarde o temprano volverán a florecer en las pá- 
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ginas inmortales de ese gran libro que escribió el pueblo, 
jibro que pregona sus conquistas definitivas, que descansan 
en primer término, en sus deberes para con la patria, des- 
pués, en los que deben reconocerse en bien de la colectividad, 
y en seguida, en los que redundan en beneficio de cada uno 
de los componentes del conglomerado social, porque para 
que una nación sea grande, deben ser grandes, dignos y res- 
petados cada uno de los elementos que la componen, 

La Constitución es la única norma que consolida la 
unión de tos mexicanos. Que cada quien cumpla con su de- 
ber: el gobernante, respetando la Constitución y obedecien- 
do sus mandatos; los gobernados, sometiéndose a la suprema 
ley colaborando con el gobierno que los sirve y aceptando 
£omo límite de sus derechos los derechos de los demás que 
la misma Constitución limita, garantiza y respeta. 

Nadie debe reclamar derechos absolutos. La Constitu- 
ción es el sólido valladar que contiene el desenfrenado em- 
puje de aspiraciones desbordadas, Por ningún pretexto deben 
traspasarse los límites de la Carta Magna, porque se rompe 
el equilibrio social, brota la anarquía y. la injusticia, y se 
coloca la primera piedra para cimentar el tenebroso castillo 
de las dictaduras. 

xk 
* o Xx 


LA CONSTITUCION DEBE ESTAR EN VIGOR 


Cumpliendo y haciendo cumplir leal y patrióticamente 
la Constitución de 191%, habrá unidad nacional, y lejos de ser 
necesaria la suspensión de garantías, reservada para casos 
extremos y gravísimos, deberán dictarse leyes secundarias 
que dimanen de la misma Constitución y que prevean los 
actos delictuosos de traición a la patria y de los que atenten 
contra los principios y textos de nuestra Constitución re- 
presentativa, democrática y federal, que tiene precisamen- 
te por base la unión de todos los mexicanos para defender 
nuestras instituciones. 

Si el Presidente, señor General Manuel Avila Camacho, 
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obrando con patriotismo acendrado y en defensa de nues- 
tras instituciones democráticas, inicia la declaración de es- 
tado de guerra respecto de los gobiernos y pueblos totalita- 
rios que por medio de las armas decidieron borrar en el 
mundo las instituciones democráticas, es indiscutible que los 
que ayuden a esos pueblos y gobiernos caen bajo las san- 
ciones penales que han podido y debido dictarse vara defensa 
de nuestras instituciones. 

En todo caso, es procedente la suspensión de garantías 
contra esos extranjeros que con sus bienes, propaganda y 
actitudes sigan dando elementos para la guerra que hacen 
nuestros enemigos. No deben gozar de las garantías que 
establece nuestra Constitución quienes la aprovechan para 
destruir las instituciones del pueblo que les da hospitalidad. 

Pedimos que la suspensión .de garantías quede limitada 
a los extranjeros, súbditos de paises enemigos que se hallen 
en estado de guerra con México. 

Los demás, caen por sus actos antipatrióticos bajo la 
sanción de las leyes que se dicten por el Congreso, derivadas 
de la Constitución, fundada en los principios de la demo- 
cracia que tratan de destruir los totalitarios que están en 
pugna con nuestras Instituciones, 

Así la suspensión de garantías afectará a los que están 
en guerra contra nuestra patria. No es ya necesario apar- 
tarnos de lo previsto en el artículo 29 constitucional. 

Nos corresponde, pues, como un deber perenne, y como 
representantes de nuestro pueblo libre en uno de los trances 
más difíciles de su historia, no abandonar nuestra obra, la 
Constitución de 1917, fiel trasunto de los justos annelos que 
ardian con abrasadora llama en la mente y en el corazón 
de! noble pueblo mexicano. 

xk 
Ro 


REFORMAS A LA CONSTITUCION RESPETANDO 
EL SENTER NACIONANL 


Admitimos juiciosamente que la Constitución no es 
eterna ni sus preceptos infalibles, y de aquí que nosotros mis- 
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mos propongamos que se daeroguen ios articulos que, con 
desventaja, han substituido a los que se grabaron en la 
Constitución de 1917 y que eran la expresión genuina de 
la vdluntad nacional. 

El mismo artículo 135 debe reformarse para contener 
la fobia pavorosa a la Constitución, lo que ha motivado sus 
reformas sin estudio, sn serena y profunda meditación, sino 
con la mas censurable ligereza para sortear politicamente 
problemas que surgen por la falta de respeto a la Constitu- 
ción. y de imterss para conservar en su pureza integral Jos 
más altos principios que campean en nuestras instituciones. 

Las reformas a la Constitución no deben hacerse en el 
mismo periodo de gobierna en que se inician, sino que deben 
diseutirse con amplitua en las do Cáraaras, y aplazarse su 
resolución para cuando se renueven los poderes federales y 
entonces se discutirán nuevamente, porque sólo asi puede 
formarse el pueblo mejor idea de la necesidad y convenien- 
cia de una reforma. Así no responderán a situaciones tran- 
sitoriías o a la voluntad omnipotente de los que detentan el 
poder, sino a la tranquila reflexión de elementos diversos 
en quienes ya no existe el interés de sortear alguna dificul- 
tad política de momento. Debe oírse en ambos períodos de 
discusiones la voz de la opinión pública, De otra suerte, to- 
leramos que el tesislador secundario esté derogando la Cons- 
titución que debe obedecer, 

Acemás, no sería posible estar convocando 2 un con- 
greso constituyente para cada reforma, pues las reformas 
se multiplican; ni improvisar con este carácter a los repre- 
sentantes del pucblo que no fueron electos para desempeñar 
expresamente iunciones de constituyentes. 

Eduardo Laboulaye en su Historia de los Estados Uni- 
dos ha dicho: La Constitución es una arca santa en que 
el pueblo ha depositado sus libertades, a fin de que nadie, 
ní aun el mismo legislador, tuviera derecho de tocarlas. Log 
jueces federales son los guardianes de tan sagrado depósito”, 

Cuán diferente concepto han tenido algunos de los le- 
gisladores en nuestro México, que tan fácilmente reforman 
la Constitución tantas veces como se les pide y en la forma 
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en que se les solicita, con mengua de los principios y sin 
respeto a la voluntad popular ni a tanto sacrificio y tanta 
sangre derramada, que ha resultado estéril por no haberse 
comprendido la respetabilidad de una Constitución. 


x* 
* * 


REFORMAS QUE MEJORAN LA CONSTITUCION 


Sólo una reforma constitucional ha respondido al espí- 
ritu de los constituyentes, y es la del 2 de agosto de 1938, 
por la cual se adicionó el artículo 49 con este concepto fun- 
damental: “En ningún caso se otorgarán al Ejecutivo fa- 
cultades extraordinarias para legislar”. 

Era frecuente el abuso de los congresos que abdicaban de 
sus facultades legislativas, se dedicaban a decretar gratifica- 
ciones. a dar votos de confianza, a ventilar cuestiones perso- 
nales o futuristas, a reprobar la conducta de funcionarios que 
obraban con rectitud y apego a la Constitución si desoían la 
voz partidarista de los que buscan el acomodo a situaciones 
de momento, y en fin, absteniéndose de legislar para delegar 
sus facultades en el Ejecutivo; así ese respetable poder que- 
daba convertido en una carga inútil para el país. 


Esto dió lugar a que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación se encontrara con este tremendo dilema: o debía ir 
nulificando todas las leyes expedidas por el Ejecutivo, que no 
debe reunir dos poderes: el de legislar y el de ejecutar, porque 
lo prohibe expresamente el artículo 49 de la Constitución 
Federal, o admitir que ese abandono del poder legislativo 
en manos del ejecutivo significaba un acto de colaboración, 
y ante el peligro de desaparecer el poder judicial si contra- 
riaba los propósitos pclíticos de los otros poderes, optó por 
esta última interpretación anticonstitucional. 

La aclaración justísima que se hizo en la adición del 
artículo 49, marcó patrióticamente la división de poderes, 
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que es la manera de ejercer el pueblo su soberanía, conforme 
a nuestras instituciones democráticas. 


* 
* A 


REFORMAS INDEBIDAS 


En la imposibilidad, dentro de los limites de un discurso, 
de analizar cada una de Jas inútiles, insubstanciales o aten- 
tatorias reformas de la Constitución, reformas que son tan 
poco meditadas que en ocasiones se llega a reformar el 
mismo artículo reformado ya otrá vez y más veces aún, me 
referiré a algunas de las principales enmiendas que han 
manecnado la pureza de las instituciones democráticas que 
siguen viviendo en el alma del progresista pueblo mexicano. 

Nuestra actitud es imparcial y justificada y por elo 
antes haré mención de otra reforma que estuvo de acuer- 
do con el principio democrático de que la Constitución debe 
proteger las garantías individuales por conducto de los jue- 
ces federales por medio del amparo, y en última instancia 
por la Suprema Corte, es la supresión del recurso de súpli- 
ca, que aunque se estableció con la buena intención de re- 
solver los asuntos relativos a leyes federales, examinándolos 
con amplitud en un plano de justicia completa, convertía 
a dichas autoridades de la federación en juzgadoras de 
tercera instancia, en vez de limitarse al juicio de amparo, 
que tiene por altísima finalidad destruir todo fallo, o acto, 
o ley, que pugna con la Constitución, norma jurídica inata- 
cable que merece el más profundo respeto, 


* 
* * 


LA CONSTITUCION PUEDE REFORMARSE 


Admitimos, por tanto, que en nuestra Constitución pue- 
den algunos preceptos ser perfeccionados. v vor eln esta- 
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tuímos en el artículo 135 la posibilidad de sus reformas, pero 
cuando éstas no son necesarias sino son ei fruto de poca 
meditación, debemos dar a conocer al pueblo que sus con- 
quistas se están perdiendo, que sus derechos quedan ex- 
puestos al abuso de las autoridades y que la pureza de las 
instituciones no es una mera concepción teórica, sino la base 
de realidades palpables cuando se presenta el caso de que se 
atente contra las garantias del hombre, y se desquicia la 
sociedad y la patria. 

Cuando se llega a estos graves extremos, nuestra voz 
debe levantarse y propuenar por la estabilidad de la Cons- 
titución para que no se la deforme, no se menosprecie al 
pueblo, no sea estéril la sangre derramada por las conquistas 
revolucionarias, ni retrocedamos a los tiempos en que fué 
preciso luchar por la conquista de la ley escrita que ha sido 
el esfuerzo de la humanidad, desde hace varios siglos para 
que los pueblos sean regidos por las leyes y no por la vo- 
luntad omnipotente de los hombres, por prudentes y por 
bien intencionados que sean. 


* 
* * 


RESPETABILIDAD DEL ARTICULO 27 


Es por ello que el articulo 27 de la Constitución na debió 
ser reformado, porque había sido una de las novedosas y 
brillantes conquistas de la revolución, ni menos suprimiendo 
el juicio de amparo, orgullo de México por su amplitud para 
defender en todos casos las garantías del hombre y el res- 
peto a la Constitución; restringirio envuelve una mutilación 
vergonzosa de nuestras instituciones. 


Ni siquiera era necesaria esa supresión, aun respecto de 
los latifundistas, porgue abusaban de ese recurso. El remedio 
para no mutilar la Constituciónó era haber establecido ma- 
yor número de jueces de distrito, y otra sala en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación consagrada a asuntos agra- 
rios, y de esa manera se tramitarían los juicios rápidamente, 
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y si los latifundistas, que tenían derecho de pedir amparo 
cuaúudo no se respetaba la pequeña propiedad que había 
oblicación de reconocerles, O se Iinfringla abiertamente en 
su perjuicio alguna disposición de la ley agraria, si se en- 
contraban en un caso diferente de estos y habían obrado 
de maja fe, debcrían aplicárseles las fuertes multas corres- 
pondientes que están establecidas en la ley reglamentaria. 

Més aún, no importaba que en cada dotación de ejidos 
se pidiera un amparo, porque la suspensión debía negarse 
a fin de que el pueblo que necesita tierras no careciera de 
ellos. inmediatamente, aun cuando después de dada la po- 
sesión se localizaran jas tierras en el lugar procedente obe- 
deciendo los mandatos de la propia suprema ley y de la ley 
agraria. 

Estas no son simples teorías; yo mismo tomo Goberna- 
dor Constitucional de Querétaro, puse en práctica esas me- 
didas que beneficiaron a los pueblos necesitados de tierras, 
porque si bien rospeté la suspensión por 72 horas dictada 
por los jueces de distrito en cumplimiento de su deber, res- 
petuoso de las leyes, como fuí y debe ser todo gobernante, 
obtuve a buse de razonamientos que la suspensión definitiva 
fuera negada desde luego y solamente se demoraba tres días 
la posesión de la tierra. En la resoinción del amparo se 
decidía si los gobernantes habíamos respetado o no la ley. 

Mi tesis más tarde fué aceptada y figuró como precepio 
positivo en la reforma de la ley secundaria. La suspensión 
desde entonces tué siempre negada. 


* 
*R * 


REFORMA QUE MUTILO LAS INSTITUCIONES 


Seguiamos viviendo en un régimen de derecho hasta que 
la alharaca demagógica logró que se mutilaran las institu- 
ciones en la reforma irreflexiva e indocta que se hizo de) 
artículo 27. 


Muy censurada fué la actitud de esos reformadores y 
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asi es fácil combrenderlo, porque los constituyentes destruí- 
mos el latifundio y el amparo no suspendíia la ejecución 
provisional de la posesión que se decretase; en cambio, para 
evitar que las autoridades obraran con ligereza y conculca- 
ran la ley, el amparo, que precisamente constituye la con- 
quista más grandiosa en el derecho constitucional, los ame- 
nazaba para que no abandonaran los principios de justicia 
y de respeto a la revolución, que sintetizó sus postulados en 
la Constitución escrita que se dió el pueblo, y no volviese 
a caer en los métodos primitivos de barbarie y de abuso del 
pcder, lo que está en pugna con nuestras instituciones 

Pero se ha Mlegado al extremo de combatir la pegueña 
propiedad y de atropellarla audaz y bárbaramente, no obs- 
tante que los mismos reformadores del artículo 27 recono- 
cieron el respeto que merecía y su gran eficacia para el au- 
mento de la producción nacional que es la suprema finali- 
dad del nuevo sistema agrarío que establecimos los cons- 
tituyenteos. 


* 


EL EJIDO Y LA PEQUEÑA PROPIEDAD, OBRA 
INDESTRUCTIBLE DE LA REVOLUCION 


Los constituyentes no perdimos de vista que el amor a 
la patria es el sentimiento más hondo que une a los pueblos 
y que la producción de los campos es la base en México para 
el bienestar económico y social, y por lo mismo, identifi- 
cados con ej alma del pueblo, protegimos el ejido y la peque- 
ña propiedad como elementos de progreso para nues- 
tra nación. 

Si ta pequeña propiedad es respetable constitucional- 
mente, el amparo es la única forma de hacer valer el derecho 
a la protección de la pequeña propiedad y a todos los de- 
rechos que se consignan en la Constitución, y por lo tanto, 
los que interpretan que basta que se exijan responsabilidades 
a los que no la 1espetan y así queda protegida, fingen des- 


27 


299 


300 


conocer nuestro sistema constitucional porque admiten una 
garantía sin la reparación efectiva del derecho violado. Tan 
absurda es esa interpretación como sostener que la vida, la 
libertad y los intereses, deben ser protegidos como garantías 
individuales, pero que no es necesario que subsista el amparo 
y basta exigir respousabilidades a los que conculquen las ga- 
rantías que protege la Constitución para que el hombre 
recobre su vida, su libertad y su patrimonio, Esto es atroz. 

Las garantias individuales, entre las que está el derecho 
de explotar la pequeña propiedad, y de conservarla, sólo se 
protegen por medio del juicio de amparo, y las responsa- 
bilidades que pueden exigirse a los que violan esas garantías 
no traen por consecuencia el respeto directo a los derechos 
del hombre, sino el castigo a lbs infractores, 


* 
* * 


LOS ACUERDOS Y REGLAMENTOS NO PUEDEN 
REFORMAR LA CONSTITUCION 


Más todavía, se han llegado a dictar acuerdos y regla- 
mentos haciendo nugatoria la Ley Constitucional. 

Los que atentan eontra la pequeña propiedad y se po- 
sesionan de ella, quedan protegidos en esa posesión cuando 
amenazan con turbar el orden o infringir a sabiendas y re- 
sueltamente la ley, o sublevarse contra las autoridades. Esto 
es indebido y anticonstitucional; sin excepción, tedos esta- 
mos obligados a respetar la ley. 

Se establecen para esos ca50s, compensaciones más o 
menos equitativas, que por tardías o por dificiles a veces 
no lenan su opjeto, pero no se impone la majestad de 
la ley, ni se hacen obedecer los mandatos supremos de la 
Constitución. 

Los constituyentes que ostentamos nuestra ejecutoría 
de sinceros revolucionarios, defensores del pueblo y amantes 
de Ja reconstrucción de la patria, seguiremos luchando con 
ardimiento, con gran fe en el recto sentir del pueblo y dentro 
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del campo de las leyes vigentes, para que se restablezca la 
Constitución en toda su pristina pureza y así, los que no lu- 
charon ni expusieron su vida para las conquistas revolucio- 
narias, quedarán convencidos de que la Revolución tuvo por 
suprema finalidad proteger la libertad, pero no el libertinaje, 
y de que los constituyentes ponemos nuestra voluntad y es- 
fuerzo dentro del campo ideológico para seguir salvando a la 
patria que no debe volver a caer ni en la anarquía, ni en 
el absolutismo, sino que el lema de gobernantes y gobernados 
debe ser siempre el respeto a la ley suprema, lazo de unión 
perdurable que nos lleva a la cima del progreso. 


* 
+ * 


EL MINISTFRIO PUBLICO NO ES OMNIPOTENTE 


No se contizne aquí la corriente impetuosa y desbordada 
de interpretaciones abiertamente contrarias a la majestad 
de los textos constitucionales y a la excelsitud de nuestras 
instituciones democráticas. 

Se llega ya al atrevimiento de interpretar nuestro pen- 
samiento de constituyentes en sentido contrario a nuestra 
actuación revolucionaria, a las manifestaciones de nuestro 
espíritu que condenó para siempre los absolutismos y los 
abusos de los funcionarios, y a la unidad de criterio que dp- 
mina en la Constitución. 


Se sostiene que el artículo 21 constitucional, que impone 
al Ministerio Público la obligación de perseguir los delitos, 
significa que es facultad discrecional de esa institución per- 
seguirlos o no, y desechar según su voluntad las quejas de los 
ofendidos que deben acudir ante todo a los funcionarios de 
ese orden como autoridades señaladas por la Constitución 
y con mando inmediato sobre otras autoridades como las 
que integran la policía judicial. 


Los constituyentes, sin apartar jamás nuestro pensa- 
miento de levantar una poderosa barrera contra los excesos 
del poder, no conferimos en la Constitución, ninguna facul- 
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tad discrecional o absoluta 4 autoridad alguna, excepción 
hecha del Presidente de la República para el único y exclu- 
sivo caso de expulsar del territorío nacional a los extranje- 
ros perniciosos. 

No existo ninguna pfra excepción. 


* 
* E 


PROCEDE EL AMPARO CONTRA ACTOS U OMISIONES 
DEL MINISTERIO PUBLICO 


Si el Ministerio Público se niega a perseguir un delito 
o a recitir las pruebas del ofendido, o a exigir también la 
renaración del daño, la víctima del delito cuyos derechos 
protere ampliamente la Constitución, tiene expedito el ca- 
mino para pedir amparo y para reclamar la responsabilidad 
civil proveniente al daño, pues el juicio de garantías procede 
conmira actos de cualquiera autoridad, y por lo mismo nadie 
puede quedar sin garantias ni a la discreción omnipotente 
Cel Ministerio Público que. según esa intolerable interpreta- 
ción, encarna el espíritu de Felipe 11, rey de España, que 
sólo concedía a sus súbditos ei derecho (e obedecer.. 

Si el Código penal vigente erige en pena pública la obli- 
gación de indemnizar al ofendido, no por ello debe estimarse 
que la ley secundaria modifica las bases augeastas e incon- 
movibles de la suprema ley del país. 

Esa interpretación desquicia nuestras instituciones. La 
interpretación constitucional es que aun cuando la repara- 
ción del daño deba ser decretada como pena pública, el 
ofendido puede probarla, reclamarla y pedir amparo si no 
sele hace justicia y el Ministerio Público también debe cum- 
plír con su deber. 

Story, el gran jurisconsulto americano, dice en su co- 
mentario sobre la Constitución Federal: “Si hay un caso en 
el que la uniformidad de interpretación deba parecer una 
cosa necesaria, seguramente es cuando se trata de la ley 
fundamental de un gobierno; de otra manera, sucedería 
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que al mismo tiempo un individuo estuviese ligado a ciertas 
reglas como magistrado y a otras diferentes como particular. 

“Pal doctrina no sería ni prudente ni política, y abando- 
naría la Constitución a interminables dudas resultantes de 
la movilidad de la opinión y del carácter (> los hombres 
destinados a hacer su aplicación. Tai Const:tución no podría 
verdaderamente ser considerada como una ley, todavía me- 
nos como una Jey suprema y fundamental. No tendría los 
caracteres de fijeza y universalidad que son los atributos de 
los principios soberanos, provocaría discusiones permanen- 
tes, tal vez convulsiones civiles, sobre los conflictos continuos 
que haría nacer sobre las cuestiones contitucionalistas”. 

Esta doctrina, tan valiosa, confirma la sensatez de los 
diputados constituyentes y su preparación en el orden cons- 
titucional, para no admitir que existan autoridades que pue- 
dar obrar ai margen de la Constitución y que sus actos no 
puedan ser sometidos al estudio de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para decidir si se ha violado o no la 
Constitución del país. 

Los crimenes más inicuos quedarán impuies; los ofen- 
didos y sus familiares privados de sus derechos patrimoniales 
por la abstención del Ministerio Público de cumplir con 
los deberes que le impone expresamente el artículo 21 cons- 
titucional. 


* 
x* 


DENEGACION DE JUSTICIA POR LA SUPREMA CORTE 


La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al desechar 
los amparos que pidan los ofendidos, contra ei Ministerio 
Público, porgue no se les reciban sus pruebas, o porque se les 
niegue el derecho de reclamar su patrimonio, o porque se 
abstenga de acusar, dejando esos abusos a la exclusiva res- 
ponsabilidad y discreción del mismo Ministerio Público, in- 
curre en un manifiesto acto de denegeción de justicia, porque 
el Poder Judicial de la Federación, y principalmente y en 
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última instancia la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
cuyo cuerpo representa la jefatura de ese poder, es el úmico 
capacitado para interpretar las leyes, y la oportunidad de ha- 
cerlo no se le puede presentar sino tramitando el juicio de 
amparo y resolviéndolo conforme a los textos y principios de 
la Constitución. 

Los delitos quedan impunes, cuando no acusa el Minis- 
terio Público y nadie lo puede obligar, sín el amparo cantra 
esa negativa; el pueblo queda escarnecido y rotos para siem- 
pre los frenos constitucionales porque se niega a las víctimas 
aun el derecho de ser oídas por otra autoridad, y se coloca 
al Ministerio Público en un sitial intocable desde donde pue- 
de decir parodiando las frases de Francisco 1: “No acuso, 
porque tal es mi soberano placer”. La justicia federal se en- 
cogerá de hombros; los caciques multiplicarán sus crímenes; 
la corrupción extenderá su esfera de acción y el Ministerio 
Público decidirá de la suerte de la sociedad, perdiendo el 
pueblo, a veces, toda esperanza de justicia. 

Los constituyentes rechazamos enérgicamente que se nos 
atribuya el pensamiento de que quisimos constituir al Mi- 
nisterio Público como autoridad absoluta cuyos actos na 
puedan ser examinados a la luz del juicio de amparo en los 
casos en que se niegue a perseguir los delitos, a presentar 
las pruebas del ofendido, a reconocer que éste tiene derecho 
a exigir la reparación del daño, conforme lo consigna expre- 
samente la fracción X del mismo artículo 20 constitucional, 
y por lo mismo, continuaremos defendiendo los postulados 
de la revolución, para que no haya autoridades de facultades 
discrecionales y absolutas, sino que todas deben estar so0- 
metidas al imperio de la ley, y contra todas procede, en su 
caso, el juicio de amparo. Ninguna ley secundaria deroga 
la Constitución, ni la interpreta en contra de sus principios. 

* 
ko * 
LA ADICIÓN DEL ARTICULO 111 NULIFICA LA 
INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL 


No ha mucho se aprobó la reforma de la inamovilidad 
Judicial sobre bases diferentes de las que estableció el Con- 
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greso Constituyente de 1917. Es otra reforma a, la reforma 
anterior de jos artículos 73, 94 y 111 de la Constitución Po- 
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. Se establece la tna- 
movilidad, se suprime, se vuelve a establecer en otras con- 
diciones, y si la República no se sigue guiando por los 
postulados de Ja Constitución, las reformas serán intermi- 
nables, y cada gobierno hará su Constitución según su so- 
berano placer. 

La inamovilidad en cualquiera forma que se haya es- 
tablecido y cualquier otro sistema que se adopte para lo 
futuro (yo tuve el ronor de proponer uno ante la Asamblea 
Constituyente), no garantizarán la independencia del poder 
judicial, mientras subsista la adición del artículo 111, dos 
veces reformado, que echó por tierra el texto primitivo del 
artículo 111 como lo redactamos los constituyentes de 1917, 
Por esa adición se subordina el poder judicial a los otros 
poderes y principalmente al ejecutivo, rompiendo el equi- 
librio político que habiamos establecido los constituyentes, 
sin la primacía de un poder sobre otro, principio esencial 
de la democracia. 

Todavía sufre esa adición otra reforma más; y es la que 
confiere al Presidente de la República la facultad de oír en 
lo privado a los funcionarios a quienes se pretende destituir, 
y resolver en conciencia, óigase “bien, si es justificada la 
solicitud de destitución. 

El funcionario a quien se ha salvado de ser destituido, 
indudablemente queda obligada al Ejecutivo de la Unión 
y ha perdido su independencia. El que con dignidad y de- 
coro no acepta condiciones de sumisión, se expone a ser 
consignado y destituido, porque el fundamento o pretexto 
dado, que es el de mala conducta, tiene tal elasticidad que 
puede caer sobre los hombres rectos, si llegan a desempeñar 
sus funciones minutos después de la hora convenida, sea 
esto un ejemplo. 

La Ley de Responsabilidades, estudiada concienzuda-= 
mente, como lo preceptúa el artículo 111 de la Constitución 
primitiva, de 1917, garantiza ampliamente a la sociedad 
contra los malos funcionarios. 
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Las adiciones del 111 son la espada de Damocles contra 
los funcionarios rectos. Los otros fácilmente se someten. 


* 
x * 


LA INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL, 
BASE DE LA DEMOCRACIA 


Los constituyentes tenemos que propugnar, cada día con 
más empeño, por la independencia del poder judicial, que 
es la esencial base de la administración de justicia, y en el 
orden de los principios y con tranquila perseverancia lucha- 
remos con ahinco para la supresión de esas adiciones, que 
de seguir rigiendo son un incentivo para las dictaduras, 

Laboulaye, en sus estudios sobre la Constitución de los 
Estados Unidos, ha dicho: “Tan imposible es al hombre vívir 
sin justicia que no bien se manifiesta el desorden y la anar- 
quía en la sociedad, vemos sin tardanza aparecer la fuerza 
instituyendo una especie de justicia, porque poniendo vigo- 
rosamente a cada cual en su lugar, restablece la seguridad. 
Esta necesidad de la justicia para la subsistencia de la so- 
ciedad, ha sido sentida universalmente, y puede decirse que 
cada pueblo tiene más o menos libertad, según comprende 
más o menos la participación que cumple dar a la justi- 
cia social”. 

“Desde el momento que existe un poder capaz de hacer 
respetar la ley, puede haber un gobierno absoluto, pera no 
un despotismo. El Molinero de Sans Souci, resistiendo a 
Federico 11 en una época en la cual no era conocida la ley 
de expropiación, decia: “Tenemos jueces en Berlín”, y mos- 
traba bien claro que si Federico era un rey absoluto, no era 
despóta, sin embargo”, 

En esta hora decisiva para el destino del mundo en 
que como demócratas sostenemos nuestras instituciones y 
combatimos unidos a los aliados, para que no naufraguen 
las conquistas de la humanidad, por ningún motivo debemos 
permitir que se deforme la Constitución y que se pierda 
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toda esperanza de que se aumente el número de las autori- 
dades judiciales para que prontamente impartan justicia. 
La justicia demorada es, en la mayor parte de los casos, 
verdadera denegación de Justicia. 

No podríamos decir, parodiando al molinero de Sans 
Souci: “Tenemos jueces en México”, porque en verdad sí no 
los hay en el número suficiente para que impartan luego 
justicia, no se puede decir que se está dando cumplimiento 
al artículo 17 constitucional. 

No es admisible que nos quedemos atrás de lo que en 
el siglo XVIUT se había conquistado en Berlín, cuyo despo- 
tismo hoy estamos combatiendo en el terreno de las armas 
para salvar la causa de la justicia, que es universal. 


* 
* * 


DEFORMACION DEL ARTICULO 123 


El artículo 123, que era una grandiosa conquista para 
los trabajadores, no se ha librado de los zarpazos de la ten- 
dencia de acabar con los democráticos postulados de la 
Revolución. 

El precepto constitucional fué adicionado, con la fracción 
XXXI que restringe para los trabajadores el derecho de re- 
clamar ante las autoridades de trabajo de los Estados, en 
sus respectivas jurisdicciones, las indemnizaciones que les 
correspondan. 

Hoy se centraliza más la competencia de las autoridades 
federales, dándoles jurisdicción sobre reclamaciones de los 
Obreros contra poderosas empresas particulares que actúan 
en virtud de contrato o concesión federal, ete. 

Si la organización de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación no se hace con el número de salas necesarias, que 
actualmente son cuatro y debían de ser seis cuando menos, 
como lo propuse ante la Asamblea Constituyente, no se cum- 
plirá con el artículo 17 constitucional. Debe ser doble el 
número de juzgados de distrito de los que existen en la 
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capital. lo cual está indicado porque los aludidos jueces citan 
las audiencias constitucionales para que se celebren a log 
tres meses, por término medio, en vez de a los diez días que 
manda la ley, pues les es imposible porque están abrumados 
de trabajo, y en la Suprema Corte el rezago aumenta ate- 
rradoramente cada año; st, pues, no se organiza debidamente 
el primer tribunal del país con el personal necesario, menos 
es de esperarse que, en cada lugar donde estén funcionando 
autoridades del trabajo de los Estados, se establezcan, en 
número suficiente, autoridades federales del mismo ramo, y 
entre tanto. los trabajadores radicados fuera de la capital 
de la República, o abandonarán sus derechos por ser impo- 
sible hacerlos efectivos, recabando oportunamente las prue- 
bas en el lugar ce su residencia para presentarlas a donde 
se establezca la junta federal, y no siempre es posible obtener 
esas pruebas íntegras para hacerlas valer en otro lugar, 0 
tendrán que emprender marchas forzadas y costosas a fín 
de llegar a la ciudad en donde esté establecida la junta 
federal del trabajo, y siendo éstas en número reducido, el 
rezago será inmenso, como actualmente lo es en las pocas 
que funcionan de esa índole, 

Los trabajadores esperarán, por años, la resolución de 
su conflicto y muchos fallecerán antes de disfrutar del pro- 
ducto de su trabajo. 


* 
* * 


REFORMA QUE DESTRUYE EL PODER JUDICIAL 


Ahora, nos encontramos en presencia de la trascenden- 
tal e inesperada iniciativa que se ha enviado al Senado de la 
República en los últimos días del pasado diciembre y que, 
sí se aprueba, desnaturalizará las altas y salvadoras funcio- 
nes del poder judicial, y asistiremos a los funerales de este 
poder, por cuya independencia y decoro han venido luchando 
los pueblos cultos desde hace siglos, 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación queda. por 
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la reforma, supeditada al Poder Legislativo, que le hará la 
obra misericordiosa de señalarle un mínimun de jurisdicción 
y en leyes secundarias le mandará o le prohibirá que resuelva 
sobre las violaciones que se cometan en leyes, en su aplica- 
ción anticonstitucional, o en actos de las demás autoridades, 
Consiguientemente, si su Jurisprudencia no conviene ni al 
Poder Ejecutivo ni al Legislativo, le retirará su jurisdicción 
sobre tales o enales asuntos y se la dará a los magistrados 
de circuito o jueces de distrito según su docilidad, y si su 
jurisprudencia no la ostentan en forma satisfactoria, se les 
aplicará tal vez el artículo 111 hasta volver a los tiempos 
de la dictadura de Porfirio Díaz, borrando así las páginas 
que escribió en la historia la gloriosa y redentora revolución 
constitucionalista. Si en el presente no se hace tal aplica- 
ción se puede hacer en el futuro. 

Tal iniciativa, peligrosíma para nuestro régimen cons- 
titucional, destruye la protección amplia que consagran los 
artículos 103 y 107 de la Constitución Federal y nulifica a 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación como un poder 
de equilibrio, dejándola en la triste condición de una depen- 
dencia del Poder Legislativo, el que le dirá a cada momento 
según la variabilidad de la ley secundaria, de qué asuntos 
tiene permiso para conocer y cuáles le encomienda a otros 
funcionarios a los que también les puede disminuir o restar 
su jurisdicción. 

Esta es le esencia de esa iniciativa que apunta al corazón 
de nuestras instituciones y que convertirá a la Suprema 
Corte en un mudo testigo que vele el cadáver de nuestro sis- 
tema democrático, representativo federal, a base de la dí- 
visión de poderes. 

* 
*  * 


EA DOCTRINA EN CONTRA DE ESA RErurkmaA 
Story, el gran jurisconsulto de fama mundial, precisa la 


importancia del respetable poder judicial en América. He equí 
su sabia doctrina: “Al establecer una autoridad judicial 
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Central se han tenido presentes dos fines igualmente impor- 
tantes y fundamentales en un gobierno libre. El primero 
consiste en el ejercicio regular de los poderes de gobierno; 
el segundo en la uniformidad de interpretación y acción de 
estos poderes. El poder de interpretar las leyes comprende 
necesariamente el de decicidir si son o no conformes a la 
Constitución, y en este último caso declararlas nulas y sin 
ningún valor, Como la Constitución es la ley suprema del 
país, si un conflicto surge entre ella y las leyes del Congreso 
de los Estados, la autoridad debe seguir solamente a aquella 
que es de obligación principal, es decir, la Constitución. Este 
último punto resulta de la teoría de una Constitución repu- 
blicana, porque de otra manera Jos actos de las autoridades 
legislativa y ejecutiva serían inatacables y fuera de toda fis- 
calización; a pesar de las prohibiciones y restricciones con- 
tenidas en la Constitución, las usurpaciones menos equívo- 
cas y las más peligrosas, tendrian lugar sin reparación 
posible. De esta manera el pueblo estaria a merced de los 
gobernantes, tanto en el gobierno nacional como en el go- 
bierno de los Estados”. 

Más adelante dice el mismo autor: “La Constitución ha 
establecido sabiamente que habría una Corte Suprema, a fin 
de obtener la uniformidad de decisiones en todos los casos, 
Cualesquiera que fuesen, pertenecientes ai poder judicial, 
sea en materia de ley común, de equidad, de almirantazgo 
o de presas, sea en materia de leyes municipales, constitucio- 
nales O internacionales. Claro es que, si hubiera habido Cor- 
tes Supremas independientes, de derecho común, de equidad, 
de almirantazgo etc., se habría tenido siempre una gran 
diversidad de juicios, no solamente en cuanto a los límites 
de la jurisdicción de cada uno de esos tribunales, sino aún 
en cuanto a los principios fundamentales del derecho mu- 
nicipal, constitucional o público. El efecto de esta diversidad 
habría sido el de hacer consagrar por los diferentes .tribu- 
nales las regias más diversas sobre los asuntos más impor- 
tantes, y de esta manera, los ciudadanos se encontrarían 
imbuídos en dudas sin fin no solamente en cuanto a sus de- 
rechos privados, sino todavía en cuanto a sus deberes Diúi- 
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biicos. La Constitución misma parecería tener un lenguaje 
diferente según la Corte que estuviese encargada de inter= 
pretarla, e interminables discusiones embarazarlan la admi- 
nistración de la justicia en toda la extensión del país”. 

Con toda justificación los constituyentes no aceptamos 
esa iniciativa que pugna con la doctrina y con los expresos 
artículos 103 y 107 constitucionales, porque el juicio de am=- 
paro no solamente procede contra la inconstitucionalidad 
de las leyes, sino también contra todo acto violatorio de ga- 
rantías o contra la interpretación anticonstitucional o apli- 
cación indebida que también víola las garantías cons- 
titucionales. 

Confiriendo facultades para interpretar en última ins- 
tancia la Constitución, ya a la Suprema Corte, ya a los tri- 
bunales que dependen de ella, el caos y la anarquía para 
aplicar la Constitución en diversa forma, confundirían al 
pueblo y jamás podría entender cómo se interpretaba su 
ley fundamental a la que le debía obediencia. 

Qué complicada resultaría la administración de justi- 
cia. Se tendrían que hacer tres jurisprudencias, o cuatro; 
una de la Suprema Corte, otra de los Magistrados de Cir- 
cuito, otra de los Jueces de Distrito y tal vez otra de los 
secretarios si una ley secundaria les confiriera igual juris- 
dicción, dado el espíritu de esa tan alarmante reforma. 

Los constituyentes no debemos autorizar con nuestro 
silencio tan profundos agravios a los principios tutelares de 
la democracia. 

Laboulaye ha dado a la publicidad este hondo pensa- 
miento refiriéndose al poder judicial: “La gran reforma 
realizada en América consiste en haber puesto entre la 
Constitución y el Congreso un poder que dice al legislador: 
*la Constitución es tu ley y la mía; ni tú ni yo podemos vio- 
larla”. Es la Lex Legum”. 

Debemos con empeño y con todo respeto gestionar ante 
el señor Presidente que retire su iniciativa que la formulara 
la Comisión de Estudios Jurídicos y Programa Legislativo 
adscrito a la Procuraduría General de la República, pues 
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con la misma facuitad que se le propuso al señor Presidente 
esa iniciativa que destruye en lo absoluto la respetabilidad 
del poder judicial y nulífica la augusta misión de la Supre- 
ma Corte de Justicia de la Nación que quedará en el mismo 
plano de poder que los magistrados y jueces que nombra, 
debemos gestionar ante él que la retire, pues ni siquiera 
responde a una conveniencia práctica, la que, en todo caso, 
Gebe estar subordinada al venerado respeto a las imstitu- 
ciones patrias. 

De convertirse esa iniciativa en reforma constitucio- 
nal, simplemente cambiaría el rezago que yace en los ana- 
queles de la Suprema Corte a los de los Tribunales de Cir- 
cuito y Juzgados de Distrito que son insuficientes también 
para atender todos los negocios de sn jurisdicción. 


* 
xx * 


MEDIDAS INUTILES PARA LA MARCHA NORMAL 
DEL PODER JUDICIAL 


Lo mismo ha sucedido ya con las medidas inútiles que 
ha tomado la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
diversas épocas con el propósito utópica de despachar, sin 
aumentar el número de ministros, ei rezago que existe en 
ese alto tribunal en donde funciona tan sólo una saia civil, 

Se inventó la distribución de trabajo entre Jas demás 
salas, como ahora se propone la distribución de competen- 
cia entre la Corte, Tribunales de Circuito y Jueces de Dis- 
trito, abrumados de trabajo a su vez, 

Con las distribuciones acordadas, los juicios pasean en 
fantástica peregrinación de una sala a otra; su turno no 
llega; se propone que no se lea sino la parte resolutiva de 
los proyectos, que jamás se discutan los negocios o que se 
haga en forma telegráfica; que se limite el juicio de am- 
paro, porque se juzga que es más importante que las salas 
no tengan recargo de trabajo a que se imparta justicia, y 
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en fín, se formulan proyectos descabellados como los de 
regresar a los tiempos en que solamente cabía el amparo 
en asuntos penales, retrocediendo en nuestra cultura hasta 
principios del siglo X1HI,. 


+ 
ko ok 


PROYECTO PARA QUE LA ADMINISTRACION DE 
JUSTICIA SEA EXPEDITA 


Desde la tribuna del Congreso Constituyente, hizo ya 
23 años, que anuncié a la República que con menos de 
treinta y un ministros, y la división del trabajo, la que se 
consigue con establecer diferentes salas, era imposible que 
hubiese pronta y expedita administración de justicia. Se ha 
ido aumentando después lenta e insuficientemente el nú- 
mero de ministros, y por consiguiente de salas, ensayando 
además otras medidas diversas notoriamente ineficaces pa- 
ra evitar el recargo, y es que no han querido penetrarse 
de que el aumento suficiente de tribunales judiciales de 
tedos órdenes, es el único medio, que está aceptado ya, pues 
se han ido aumentando salas. Quedará la sala civil; se or- 
ganizará la mercantil, conociendo también de todos los in- 
cidentes, quejas, etc., y la Otra sala con jurisdicción 
para resolver todos los amparos directos contra los jueces 
de paz, etc. En caso de conflicto de jurisprudencia, la 
Suprema Corte, funcionando en Pleno, decidirá cuál ju- 
risprudencia subsiste e igualmente sobre la distribución del 
trabajo de las salas y sobre las modificaciones que sobre el 
particular sea indispensable ir haciendo. 

Se. impone, pues, la forzosa necesidad de aumentar el 
número de salas y de juzgados de distrito, pero nunca pro- 
poner que a los tribunales inferiores al más alto tribunal del 
país, se les confiera competencia jurisdiccional para resolver 
también problemas juridicos que competen en última ins- 
tancia exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, 
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REGLAMENTACIONES NECESARIAS 


Con las reglamentaciones adecuadas, enérgicas y de 
aplicación general, con la convicción de que la Carta Mag- 
na sigue respondiendo a los ideales del pueblo dentró de 
la augusta y serena región de los principios, se palpará la 
grandeza de nuestras instituciones y su obra benéfica en 
bien de la patria. 

Sin la meditada ley para la designación de funcionarios 
seguirán privando las recomendaciones políticas, los nepo- 
tismos, las recompensas a actitudes de confianza entregan- 
do cargos judiciales, y la administración de justicia llegará 
a ser un mito si los puestos que queden vacantes no se van 
cubriendo con hombres rectos, independientes, de clara in- 
teligencia y cultos, para integrar el poder judicial, y oyendo 
a las asociaciones de abogados de toda la República. 


k 
xk * 


UNIDOS POR LA CONSTITUCION 


La armonia entre los poderes por medio de los cuales 
ejerce su soberanía el pueblo mexicano, debe cimentarse 
únicamente en el respeto a la Constitución y en la sinceri- 
dad de los funcionarios gue deben ser electos entre los que 
pueden protestar, guardar y cumplir la Constitución, sin 
reservas de ninguna especie, lo que sólo se puede hacer ho- 
norablemente cuando se prolesan los principios que animan 
la más trascendental y respetable ley de la República; la 
Constitución de 1917. 

* 
*  * 


JAMAS DEBE kESTRINGIRSE EL AMPARO. 
JUSTICIA, POSTULADO ESENCIAL DE LA REVOLUCION 


¿Hasta cuándo se comprenderá que la Revolución en 
México se hizo por falta de justicia y que ésta no se imparte 
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si no hay tribunales adecuados con la competencia señalada 
ya por la Constitución, pero en el número necesario y con 
personal idóneo e independiente? 

¿Hasta cuándo se comprenderá que, como dice Btory, 
en un gobierno líbre, la justicia debe ser la base de toda3 
sus instituciones? 

¿Hasta cuándo se comprenderá que ia mejor aplicación 
de los impuestos que paga el pueblo es la que se hace para 
organizar ante todo la administración de justicia, base-de 
la tranquilidad social? 

¿Hasta cuando vor fin se comprenderé que en vez de 
estar destrozando nuestras instituciones y ensayando pro- 
yectos a la ligera, se deben organizar los tribunales de la 
justicia federal con el personal necesarlo para que cumplarí 
con su alta misión a la brevedad posible, y se dé el ejem- 
plar espectáculo de que México va a la cabeza de las orga- 
nizaciones democráticas que se rigen por la ley escrita, la 
que aplican sus tribunales oportuna y moralmente y con toda 
independencia, elevándose por encima de los primitivos sis- 
temas de la anarquía y de la dictadura? 

Ya no más reformas que conculquen nuestras institucio- 
nes: adelante, y siempre adelante, por el sendero de la Cons- 
titución que debe ser la invariable y anhelada meta del pue- 
blo mexicano. 

Esta no se alcanza. sino por la justicia que debe organl-, 
zarse con el mayor ahinco. Sin justicia no hay paz socíal, 

Los poderes del Legislativo no pueden ejercerse destru- 
yendo la misma Constitución que se dió el pueblo. 

He aquí las doctrinas de Jaime Bryce reproduciendo e 
invocando como prestigiada autoridad a Marshal, Presiden- 
te que fué de la Suprema Corte de Justicia de los Estados 
Unidos: “Los poderes del Legislativo son definidos y para que 
tales límites no se confundan y olviden, la Constitución es 
escrita. ¿Para qué esos poderes habían. de ser limitados, y 
para qué esos limites se habían de consignar en una cong- 
titución escrita, si en cualquier momento habían de poder 
violarse por los mismos contra quienes se dirigen? O la Cons- 
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titución es una ley ordinaria, o bien no está por encima de 
las leyes ordinarias, y puede ser modificada, como las demás, 
por el Legislativo, según su voluntad. En el primer caso, un 
acto dei Legislativo contrario a la Constitución no es una 
ley; en el segundo caso, las constituciones escritas son ten- 
tativas absurdas de parte del pueblo para limitar un poder 
que, por su misma naturaleza, no puede ser limitado”. 

Debemos ya esforzarnos, poniendo toda nuestra buena 
voluntad y patriotismo, para que la protesta de cumplir y 
hacer cumplir la Constitución, fruto de tantos sacrificios del 
pueblo, no sea simple fórmula y que la Suprema Ley no se 
considere como una ley secundaria que se reforma rápida- 
mente, con más violencia en ocasiones que la indispensable 
para reformar una de estas leyes secundarias. Vemos que 
esas reformas son aprobadas sin la mencr objeción sino con 
docilidad absoluta, sin que el pueblo paipe la necesidad de 
variar la Carta Magna. 

A 
“ * 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, UN 

PODER DE EQUEJBRIO EN LAS DEMOCRACIAS 


Todo amparo, sea contra la inconstitucionalidad de una 
ley, sea contra la interpretación de alguna ley secundaria por 
cuya interpretación se violan las garantías individuales, 0 
sea contra cualquier acto que afecte a las garantías que pro- 
tege nuestra Corstitución, debe ser decidida en última ins- 
tancia por la Suprema Corte. 

El publicista francés Eduardo Lahoulaye sustenta esta doc- 
trina tratando de la legislación de América y del poder ju- 
dicial: “Las atribuciones de este poder consisten: primero, 
en hacer respetar la Constitución. Todo proceso en el cual 
se halle interesado un texto constitucional, es decidido por 
la Corte Suprema, no simplemente, como lo hace nuestra 
Corte de Casación en cuanto 21 punto juridico, sino resol- 
viendo el caso especial”, 

No puede, pues, según la doctrina ni según los principios 
de la Constitución, arrebatarse a la Suprema Corte parte de 
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su jurisdicción que debe ser integra absolutamente para to- 
dos los casos en que se trate de examinar si se ha violado o 
no alguna garantía que proteja la Constitución, y por lo 
mismo, no puede distribuirse su competencia entre autorida- 
des inferiores, porque esto sería minar por su base nuestras 
instituciones republicanas, representativas y federales, des- 
oyendo la voz del pueblo que reclamó su ley escrita, que es 
nuestra Constitución de 1917, 

El Poder Judicial de la Federación encabezado por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede estar sujeto 
a ningún otro poder, ní por su independencia ni por su res- 
petabilidad. La reforma propuesta en el sentido de que debe 
limitarse la jurisdicción de la Suprema Corte acabando con 
su independencia y subordinándola a los otros poderes, no está 
de acuerdo con los principios democráticos ni con las doctri- 
nas mexicanas ni extranjeras. 

El jurisconsulto mexicano don José María Gamboa, ante 
la Academia Central Mexicana de Legislación y Jurispruden- 
cia pronunció estos bellos y trascendentales conceptos: “Para 
que los derechos del hombre, base y objeto de las institucio- 
nes sociales, sean reales y efectivos, se necesitan estos dos 
elementos descubiertos por la habilidad de los políticos ame- 
ricanos del siglo pasado: primero, un gobierno demócrata, 
pero fuerte y tranquilo, con división e independencia perfecta 
de los poderes, y segundo, intervención, tranquila también, 
pero decisiva del poder judicial, convirtiéndolo en intérprete 
supremo de la constitución; desde el momento en que cual- 
quier gobernado alegue que una autoridad atenta a lo que 
garantiza la ley suprema la cuai, en conflicto con cualquiera 
otra (que se llama ley secundaria), es aquella la que prepon- 
dera, debiendo los jueces desacatar, desobedecer, la ley lla- 
mada secundaria”. 

* 
* o * 
OBLIGACION DE LOS CONSTITUYENTES DE DEFENDER 
£A CONSTITUCION DEL PUEBLO 

Imperioso es, pues, nuestro deber de trabajar sin desma- 

yos a fin de que vuelva a regir nuestra Constitución con sus 
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preceptos esenciales como fueron redactados en 1917, con las 
excepciones aludidas, entre las que está indicada la del au- 
mento del número de salas de la Suprema Corte, y que des- 
aparezcan todas las reformas contrarias a la democratía y 
a las conquistas logradas por la Revolución consignadas fiel- 
mente en las gloriosas páginas de la Constitución de 1917. 

La Asociación de Constituyentes alza su voz con todo 
desinterés e imparcialidad porque no tiene finalidades politi- 
cas militantes como grupo que aspire a tomar participación 
en los gobiernos. Sus miembros tienen libertad absoluta como 
ciudadanos, de seguir la orientación que se tracen en las con- 
tiendas político-electorales, o aceptando cargos públicos, y 
colaborar cada uno con el gobierno en caso de ser llamados, 
independientemente de las labores técnicas de la Asociación 
en el doctrinario campo de los principios. 

La Asociación espera ser slempre respetada por vencedo- 
res y vencidos para ir cumpliendo con su misión elevada de 
dar a conocer a las nuevas generaciones la interpretación au- 
téntica de la Constitución, defender sus postulados porque 
Inímos cada uno de sus miembros a la magna Asamblea Cons- 
tituyente llevando la voz del pueblo, cuya obra debe ser ye- 
nerada, porque con el corazón bien puesto y la rectitud en su 
espíritu señaló nuevos horizontes para la grandeza de México, 

Esta actitud heroica no puede ser traicionada, como tam- 
poco debe serlo la de los hombres que combatieron por la li- 
bertad y por el pueblo en las épocas de Hidalgo, Morelos 
y Juárez. 

Son obras inmortales, y la herencia dejada a la posteridad 
debe guardarse con reverencia en la conciencia nacional. 

Imitemos la bellísima actitud de los pro-hombres del 
pueblo norteamericano, que con indomable carácter hicieron 
grande para siempre a su patria. Oigamos a Laboulaye: “Sin 
la Constitución, la América se habria disuelto; el espíritu de 
independencia se habría debilitado y dividido al extremo; y 
yo os lo demostraré con documentos en la mano: ese pueblo 
debe su grandeza a los hombres que en circunstancias dificí- 
les le dieron las instituciones que más conyenían a su genio, 
salvando la libertad al formar la Unión”. 
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“La grande alma de Washington llegó a dudar de la Amé- 
rica; Mbre y victoriosa de Inglaterra, sucumbía a los golpes 
de la anarquía”. 

“En situación tan delicada, al día siguiente de la guerra, 
en medio de las pasiones que provoca la revolución y que, se- 
mejantes a las olas del mar se agitan largo tiempo después 
de la tempestad; en medio de las ambiciones y celos de todo 
género, fué cuando hubo hombres que emprendieron la sal- 
vación de la patria, gulados únicamente por la energía de sus 
convicciones; y que por su adhesión a su país, por su cordura 
y buena voluntad en nada son inferiores a todo lo que la 
antigiledad nos ofrece de más respetable. Washington, Ha- 
milton, Franklin, Jay, Madisson, nombres inmortales en la 
Historia del mundo”. 

“Washington y sus amigos, fundando un gobierno nacio- 
nal a fuerza de luces, de valor y de constancia, y conteniendo 
a la revolución, salvaron por segunda vez a la patria; y este 
triunfo, menos brillante que el primero, demuestra, sin em- 
bargo, con mayor claridad sus nobles caracteres”. 

“Para dotar a la América de esta Constitución, hoy tan 
querida, fué preciso arriesgar su popularidad, luchar contra 
la injusticia y la calumnia, sacar cada resolución después de 
grandes resistencias; y durante dieciocho meses no abando- 
narse, no desesperar jamás. De esta manera, la victoria ga- 
nada se tuvo como un presentimiento de la majestad del edi- 
ficio, cuyos cimientos había costado tanta pena zanjar”. 

Qué hermosas enseñanzas para proseguir nuestra obra 
patriótica de mantener en la cumbre de la ciencia jurídica 
los principios de nuestra Constitución y salvarla del naufra- 
gio de las pasiones y de la catarata de reformas poco me- 
ditadas que derrumban nuestras instituciones. 

Seguimos cumpliendo con el satisfactorio deber moral 
que nos impuso nuestro distinguido y honroso cargo de Dipu- 
tados Constituyentes, y no dejaremos al pueblo abandonado 
para que se le yayan arrebatando paulatinamente sus con- 
Quistas, sino que insistiremos, con gran fe en el triunfo, en que 


se Teglamenten con eficiencia y moralidad los preceptos de 
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nuestra Constitución, que la van destruyendo antes de que 
se respete, se reglamente y se cumpla, 

¡Adelante, y siempre adelante! Nuestra tarea es legal, 
digna y patriótica, Que no tengamos que Norar como lo hizo 
Boabdil, último rey moro, en su tristeza por la pérdida de Gra- 
nada, en que oyera de labios de su madre la frase desconso- 
ladora que ha pasado a la historia: “Llora como una mujer lo 
que no supiste defender como hombre”. 

¡No merezcamos el reproche de la patria, de que debemos 
llorar la pérdida de las conquistas consignadas en la Consti- 
tución de 1917, que no supímos defender dentro de la ley, con 
serenidad. con energía y con patriotismo, como Diputados 
Constituyentes, cuya alta investidura nos obliga a no abando- 
nar jamás la noble, la justa causa del Mbre pueblo mexicano! 


LiC. JOSE M. TRUCHUELO, 


México, D. F., 4 5 de febrero de 1945, 


NOTAS 


la.— Los subtítulos, que indican los diversos temas que se estudian en 
este discurso, fueron puestos con posterioridad, para facilitar su 
jectura 

Za.— A iniciativa del Presidente de la a Mexicang de dema 
dencia y Legislación Correspondiente de la de España, se ley: 
discurso según la orden del día de dicha asociación científica 
determinó el nombramiento de su autor come socio cuperaumerario 
de la expresada corporación. 
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